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Presentación

El libro El sistema político ecuatoriano constituye un esfuerzo de síntesis 
de múltiples investigaciones desarrolladas por Flavia Freidenberg y Simón 
Pachano a lo largo de las últimas dos décadas. El objetivo de este trabajo 
es ofrecer un texto de consulta a investigadores, docentes y estudiantes que 
se desempeñan en el campo de las ciencias sociales. Esta meta se logra con 
rigor y profundidad en el tratamiento de cada uno de los temas, así como 
en la complementariedad del conjunto de capítulos que lo conforman. 

En el libro se abordan los principales componentes institucionales del 
entramado que rige y organiza a la política ecuatoriana a la vez que se des-
criben y analizan los procesos desarrollados desde el inicio del período de-
mocrático. La manera en que está estructurado permite desplazarse desde 
las definiciones normativas más generales y los procesos de largo alcance, 
como la forma de gobierno, la transición o la cultura política, hasta los más 
puntuales, como los procesos electorales o la trayectoria del movimiento 
indígena. Una amplia y diversa bibliografía, así como múltiples y plurales 
fuentes de información respaldan el tratamiento de cada tema y ofrecen un 
sólido sustento para las conclusiones que se formulan a lo largo del texto.

La necesidad de contar con un texto de consulta sobre el conjunto del 
sistema político ecuatoriano se ve plasmada con éxito en este libro. Con su 
publicación, FLACSO quiere contribuir al conocimiento de una realidad 
compleja y cambiante, como es la de un régimen democrático sujeto a 
tensiones y en constante transformación.

Juan Ponce Jarrín
Director de FLACSO Ecuador



1

Introducción

Casi una década ha pasado desde que nos propusimos escribir este libro. 
Su origen se remonta tanto a los estudios que en ese momento desarrollá-
bamos de manera individual como a los cursos que teníamos a cargo en 
nuestras respectivas universidades. En la investigación y en la cátedra era 
evidente la necesidad de contar con un libro que ofreciera un análisis de 
los principales elementos constitutivos del sistema político ecuatoriano y 
de los procesos que han contribuido a moldear sus características.

Por diversas razones fuimos postergando la concreción de esa idea, pero 
nunca la abandonamos. Al contrario, con el paso del tiempo fue más clara 
la urgencia de un libro que ofreciera una visión integral de la política y lo 
político en Ecuador contemporáneo. La cantidad de estudios desarrollados 
por colegas dentro o fuera del país a lo largo de esos años era una evidencia 
del avance de la investigación sociopolítica en nuestro medio. A la vez era 
fácil constatar la dispersión en términos de los temas tratados y los en-
foques utilizados. Nuestras propias investigaciones, centradas fundamen-
talmente en partidos políticos, democracia, reformas políticas y procesos 
electorales, ilustraban ese abordaje aislado de temas específicos.

Este libro materializa esas inquietudes. Nuestro objetivo es ofrecer una 
visión integral del sistema político desde el inicio del período democrático, 
que resulte útil para quienes, desde el ámbito académico, se interesan en el 
análisis de la política ecuatoriana. No obstante, sabemos que un objetivo 
de tal dimensión es prácticamente imposible de alcanzar. Varios factores 
hacen que un esfuerzo como este resulte siempre limitado.
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IntroducciónIntroducción

El primero es la complejidad del objeto de estudio, ya que obliga a recor-
tar la cantidad de aspectos tratados y disminuir la profundidad del análisis. 
Por ello, como sucede en toda selección, hemos priorizado el tratamiento 
de algunos componentes del sistema político y hemos dejado fuera otros. 
Por ejemplo, no incluimos el sistema judicial ni de las instituciones políticas 
locales y provinciales. Asimismo, hemos analizado varios hechos que fueron 
relevantes, como la transición a la democracia y el surgimiento del movi-
miento indígena, pero no otros, como los derrocamientos de tres presidentes 
o la representación política de las mujeres o el pueblo afroamericano. 

Otro factor limitante ha sido el surgimiento de hechos y procesos 
mientras preparábamos el libro. La velocidad con que se mueve la política 
en general y específicamente la ecuatoriana (en la que el largo plazo dura 
apenas dos días, como lo decíamos en son de broma en una de nuestras 
largas conversaciones) nos obligó a tomar como criterio de limitación tem-
poral los procesos que ya habían concluido cuando iniciamos la redacción 
del texto. Esto determinó que nuestro análisis cubriera prácticamente los 
primeros treinta años del período democrático, desde 1978 hasta aproxi-
madamente el año 2009. Los años posteriores, caracterizados por cambios 
de importancia en algunos componentes del sistema político, aparecen 
solamente como referencias generales, muchas veces relegados a los pies 
de página u otras como parte de análisis específicos que sustentan los ar-
gumentos presentados. Reconocemos que el análisis de dichos años es una 
deuda que esperamos saldar en los próximos años. 

Una limitación adicional de este libro se encuentra en la estructura. 
Mucho de lo recogido en estos capítulos se desprende de artículos que 
escribimos previamente, lo que convierte al texto en heredero de la pers-
pectiva original y de las motivaciones con que fueron hechos esos pro-
ductos. Aunque hemos escrito cada uno de los capítulos específicamente 
para este libro, no será difícil encontrar su trayectoria genética, ya sea en 
los aspectos tratados o en la importancia asignada a determinados factores 
y, sobre todo, en los cuadros y gráficos (las fuentes originales se indican al 
inicio de cada capítulo). Por ello no hemos podido evitar las repeticiones 
y el tratamiento de un mismo tema en más de una ocasión, a veces desde 
perspectivas diferentes, fruto de las múltiples miradas con las que hemos 

observado los procesos políticos. Consideramos esa pluralidad de miradas 
una riqueza que es fruto de las propias experiencias y expresa el diálogo 
entre diversas aproximaciones teórico-metodológicas.

Aunque el libro puede leerse como un todo –con el fin de armar el 
rompecabezas del sistema político ecuatoriano–, nada impide que se lea 
cada capítulo por separado. Hemos ordenado los capítulos según el lugar 
de los componentes y los procesos en la conformación del sistema políti-
co, aunque no es necesario seguirla a pie juntillas. Quisimos darle a cada 
capítulo la autonomía que tiene en la realidad. Este criterio se tradujo en 
un volumen con unidad y secuencia, pero que también puede ser leído en 
cualquier orden.

En el primer capítulo se aborda la transición a la democracia, destacan-
do los principales cambios que sentaron las bases para la conformación del 
sistema político. A diferencia de los siguientes, por razones obvias este se 
circunscribe a los primeros años del período democrático (1977-1979) en 
los que se escenificó el proceso de desmontaje del viejo sistema político y 
la instauración del que, con múltiples cambios, se ha mantenido por más 
de treinta años. Consideramos que la forma en que se llevó a cabo este 
proceso de cambio político en Ecuador constituyó un hito en la región; 
precisamente por ello exploramos sus claves y sus particularidades.

El segundo capítulo trata sobre la forma de gobierno o el tipo de régi-
men político, entendido como el conjunto de arreglos institucionales que 
definen la manera en que se establece la división o separación de poderes 
y el modo en que, formal e informalmente, se distribuye el poder (quién 
gobierna y cómo). Básicamente, en este se destacan las características del 
presidencialismo vigente en el país, sus efectos sobre los diversos compo-
nentes del sistema político y la manera en que condiciona las prácticas de 
los actores. 

En los capítulos tercero y cuarto se analizan dos componentes centrales 
del sistema político: el órgano legislativo –denominado indistintamente 
congreso, asamblea o parlamento–, y el órgano ejecutivo –o Gobierno–, 
respectivamente. Abordamos tanto su estructura formal como su con-
formación interna, y su desempeño dentro del régimen democrático. El 
capítulo referido al órgano ejecutivo fue escrito por Angélica Abad para 



54

IntroducciónIntroducción

este libro. Conociendo su capacidad, su formación académica y su cono-
cimiento de la realidad ecuatoriana, le solicitamos que se hiciera cargo de 
un tema duro de enfrentar y con plazos difíciles de cumplir. Su aporte es 
fundamental para nuestro objetivo general y nos satisface enormemente 
que forme parte de este volumen. Le reiteramos nuestros agradecimientos.

El quinto capítulo continúa con el análisis de las instituciones centrales 
del sistema político al abordar el sistema electoral. El acento está puesto en 
sus características y en los efectos de las sucesivas reformas del sistema polí-
tico a lo largo de las tres décadas de vigencia del ordenamiento constitucio-
nal. El sexto capítulo constituye una continuación del anterior, al revisar los 
procesos electorales y, a partir de ellos, adentrarse en las características del 
sistema de partidos y en las distintas dinámicas en las que estos participan.

En el séptimo se toca la división territorial y los sistemas políticos lo-
cales, tema que tiene enorme importancia en países regionalmente dife-
renciados como Ecuador, ya que destaca el problema de la distribución 
territorial del poder. Somos conscientes de la relevancia de las divisiones 
regionales en la historia política ecuatoriana y de las diferentes aproxima-
ciones realizadas sobre este tema, aun cuando pareciera que en las últimas 
décadas esta fractura se ha desdibujado, al menos en términos de la com-
petencia política.

El octavo capítulo se adentra en el análisis de la capacidad de los Go-
biernos para formular y aplicar políticas públicas, específicamente en el 
campo de la economía. Durante más de dos décadas, los sucesivos Gobier-
nos ecuatorianos no pudieron definir un rumbo claro a la política econó-
mica. Se buscan las explicaciones en las características de los componentes 
del sistema político y en los cálculos estratégicos de los actores. 

Abordamos el movimiento indígena ecuatoriano en el noveno capítulo 
porque, sin duda, constituye uno de los fenómenos sociales y políticos 
más destacados del período democrático. Su inclusión se justifica princi-
palmente por ser la expresión de un clivaje social históricamente existente 
en el país y, derivado de este, por su capacidad para colocar los temas 
etnoculturales en la agenda política nacional. Entendemos que la política 
democrática requiere de la participación de los partidos políticos y que 
sin ellos la democracia es imposible. Pero también estamos convencidos 

de que la democracia es necesariamente plural y que la participación de 
los actores sociales organizados es clave para su funcionamiento. Somos 
conscientes de que un libro de estas características debería haber incluido 
también el análisis de otros movimientos sociales, como el sindicalismo, el 
movimiento de mujeres o los movimientos de derechos humanos que han 
sido clave en la vida democrática ecuatoriana. Esta es otra limitación que 
deberemos subsanar en futuras investigaciones. 

En el décimo capítulo se analiza la cultura política ecuatoriana a partir 
de la exploración de las orientaciones de la ciudadanía hacia las institucio-
nes, los procesos políticos y el sistema político en su conjunto. Conside-
ramos que dichas orientaciones son importantes en todo sistema político 
porque encarnan valores, configuran sus representaciones acerca de la rea-
lidad e inciden tanto en sus acciones particulares como en sus acciones 
colectivas.

Finalmente, agradecemos a nuestras instituciones académicas, el Ins-
tituto de Iberoamérica de la Universidad de Salamanca, el Instituto de 
Investigaciones Jurídica de la Universidad Nacional Autónoma de México 
y la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), sede Ecua-
dor, por habernos proporcionado las condiciones ideales para desarrollar 
nuestras investigaciones en ambientes de debate plural e intercambio aca-
démico. De manera particular, queremos agradecer el apoyo de FLACSO, 
por medio de su Fondo de Desarrollo Académico, por financiar las activi-
dades que hicieron posible este volumen.
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Capítulo 1 
Los cambios en el sistema político: 
la transición a la democracia (1977-1979)*

El objetivo de este capítulo es conocer el modo en que se llevó a cabo el 
proceso de transición política desde un régimen autoritario a uno demo-
crático en Ecuador, durante la década de 1970.1 El trabajo describe los 
pasos que condujeron a dicha transición, la manera en que se establecieron 
los marcos formales, la actuación de los actores sociales y políticos que 
negociaron las reglas de juego o que intentaron vetar el proceso de cambio, 
y el modo en que se trataron algunos conflictos sociales y políticos que 
habían atravesado la historia sociopolítica del país. 

Este estudio da cuenta del modo en que el Gobierno militar diseñó, 
controló e implementó la que ha sido denominada una “transición tutela-
da desde arriba” o una llevada a cabo “desde lo alto” (Echeverría 1997, 46; 
Argones 1996, 212).2 El caso ecuatoriano ha sido un ejemplo de transición 
controlada, en el sentido de que las Fuerzas Armadas guiaron el proceso. 
Aunque las reglas de juego fueron negociadas entre élites civiles y luego 
legitimadas por la ciudadanía en un referéndum, todo ello estuvo siempre 
tutelado por los militares. 

El proceso ha sido caracterizado como uno “con interesantes rasgos de 
creatividad [...] protagonizado por los sectores medios” (Faletto 1991, 314), 

1 Entendemos por transición “el intervalo que va desde un régimen político a otro” (O’Donnell 
y Schmitter 1991, 19).

2 En la literatura comparada este tipo de procesos ha sido definido también como de “imposición” 
(Karl 1990, 9-10).

* Texto de Flavia Freidenberg.
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que se convirtieron en agentes de modernización y de cambio político.3 Sos-
tiene Pachano (2011, 104) que la transición funcionó como una “coyuntura 
crítica”, en el sentido descrito por Mahoney (2001, 111). Supuso un mo-
mento determinante en la evolución posterior de Ecuador: consiguió duran-
te al menos dos décadas dotar de cierta estabilidad a un país que se había ca-
racterizado por ser muy inestable. Este hecho se había puesto de manifiesto 
en las 16 Constituciones promulgadas y en los múltiples Gobiernos que no 
lograron finalizar su mandato durante todo el siglo XX.4

La constante presencia de liderazgos carismáticos populistas, el carácter 
movimientista de la representación, los recurrentes golpes de Estado, la 
presencia de presidentes débiles con apoyos minoritarios en el Legislativo, 
la extrema fragmentación y debilidad de los partidos, y la fortaleza de sec-
tores oligárquicos y corporativos sobre el control del Estado dificultaron la 
estabilidad gubernamental del país. Aunque no hubo los altos niveles de 
represión política que se aplicaron en los países del Cono Sur, los actores 
que guiaron la transición enfrentaron los desafíos mencionados y plantea-
ron diversas maneras de encararlos. 

A pesar de ello, la transición ecuatoriana tuvo muy poco de revolucio-
naria en la práctica (Mills 1991, 329). Estuvo condicionada por la natu-
raleza de las relaciones entre civiles y militares; por los ‘intereses vitales’ 
que los militares y diversos sectores oligárquicos querían preservar; por el 
déficit democrático histórico; por las siempre latentes posibilidades de un 
retorno al régimen autoritario; por la participación de movimientos polí-
ticos o liderazgos que eran rechazados por alguno de los sectores en juego 
(como el populismo); por la presión internacional y por la propia concep-

3  Resulta interesante la reflexión de Faletto (1991, 314) en torno al papel de los sectores univer-
sitarios e intelectuales (incluso militares) de clase media, que protagonizaron movilizaciones sociales 
desde la década de1920, como la Revolución Juliana o la Revolución Gloriosa de 1944, lo que rompe 
la idea monolítica de que el poder político ha sido disputado únicamente por conservadores y liberales. 

4 “En los veintitrés años comprendidos entre 1925 y 1948 Ecuador vio nacer y morir, práctica-
mente sin desarrollarse, veintisiete gobiernos. Únicamente tres de ellos tuvieron su origen en elecciones 
directas (Martínez Mera en 1932, Velasco Ibarra en 1934 y Arroyo del Río en 1940), doce estuvieron 
presididos por la extraña, pasajera, postiza y tambaleante figura de un encargado del poder, nueve fue-
ron claramente dictaduras civiles o militares (o diversas combinaciones de civiles y militares), en tanto 
que tres fueron designados por igual número de asambleas […] ninguno de ellos pudo completar el 
mandato de cuatro años que establecían las Constituciones vigentes […] Poco más de nueve meses fue 
la duración promedio de los gobiernos de todo ese período” (Corral et al. 2006, 186).

ción de democracia política que tenían en mente los actores involucrados 
en la construcción del nuevo andamiaje institucional. 

La transición es un proceso estratégico con diversas etapas (Rustow 
1970; Morlino 1987; Karl 1990). Aun cuando no hay consenso en la li-
teratura respecto a cómo denominarlas, en esta investigación se emplea 
la idea de fases para abordar el estudio de caso. Estas son: a) la crisis del 
régimen autoritario anterior; b) la negociación y acuerdo sobre las reglas 
de juego que se van a utilizar y, finalmente, c) la instauración de un nuevo 
régimen democrático, a partir de la celebración de elecciones, la selección 
de autoridades y la puesta en vigencia de una nueva constitución.

La estructura del texto, por tanto, es la siguiente. Primero, se presentan 
unos apuntes teóricos a modo de marco analítico que permite abordar 
el estudio del caso ecuatoriano. Segundo, se describen las características 
principales del régimen autoritario y la crisis que facilitó el cambio político 
hacia la democracia. Tercero, se expone la manera en que se negociaron las 
reglas de juego y se describe la realización del referéndum que las legitimó. 
Cuarto, se da cuenta del escenario en el cual se llevaron a cabo las eleccio-
nes fundacionales de 1978 y 1979, que dieron fin a la transición e inicio 
de una fase nueva en el proceso de democratización. Finalmente, se realiza 
una evaluación de la transición a la democracia en Ecuador, identificando 
algunos elementos que limitaron el proceso. 

Apuntes para el estudio de una transición a la democracia

El paso desde un “régimen autoritario” a otro de corte más pluralista no se 
llevó a cabo de la misma manera en todos los países de América Latina en 
la década de 1970.5 Aun cuando quince países formaron parte de lo que 

5  Un ‘régimen autoritario’ es el régimen político con pluralismo limitado y no responsable, baja 
movilización política, poder detentado por una pequeña élite dentro de límites muy claros. Este plu-
ralismo está limitado por normas jurídicas o de hecho; puede estar restringido a pequeños grupos 
políticos, y extendido a un mayor número de grupos de interés. Los líderes son responsables ante los 
grupos que los sostienen más que ante la ciudadanía. Puede existir un partido único y los gobernantes, 
salvo en ciertas coyunturas, procuran la desmovilización y la despolitización; la ideología suele ser poco 
articulada (Linz 1987). 
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se denominó la “tercera ola de la democratización” (Huntington 1994), la 
transición tuvo distintas características en cada país. Ecuador fue el pri-
mero en enfrentar este proceso de cambio político por lo que no vivió la 
influencia de lo que ocurrió en los países cercanos ni tampoco lo que se ha 
denominado el ‘efecto contagio’. 

Esos procesos consisten inicialmente en un conjunto de sucesos que 
provocan decisiones improvisadas, tomadas bajo presión. Como resulta-
do, la integración de la coalición autoritaria en el poder (y sus objetivos) 
cambia hacia la convergencia y cooperación con los actores moderados de 
la oposición. Los procesos se dan en contextos estratégicos y pueden parti-
cipar actores sociales y políticos con ‘intereses vitales’ diversos (O’Donnell 
y Schmitter 1991, 63) Este escenario de intensa incertidumbre (Przewors-
ki 1988) no permite anticipar qué decisiones se tomarán, qué comporta-
mientos se impulsarán y qué restricciones se presentarán. 

En este período se redefinen las reglas de juego, las condiciones de la 
competencia política futuras así como el modo en que se permitirá la par-
ticipación de los diversos actores en el sistema político. Las nuevas reglas, 
los mecanismos y procedimientos que se pactan (o se imponen) precisan 
de cierto acuerdo entre actores y, para su realización efectiva, algo de com-
promiso y un complejo proceso de institucionalización (Valenzuela 1990). 
El principal componente de dicha institucionalización es el  aprendizaje 
político que se desarrolla durante estos momentos de cambio.

Para que la transición sea exitosa los diferentes sectores sociales y eco-
nómicos deben aceptar las reglas de juego y, en algunos casos, redefinir sus 
objetivos y su identidad, aparcar sus intereses vitales (o al menos ser flexi-
bles con el hecho de que no podrán satisfacerlos completamente), repensar 
sus relaciones con el Estado y revisar su manera de resolver los conflictos. 
Todos los actores, con sus diversos intereses, se enfrentan a un nuevo esce-
nario, de naturaleza incierta, en el que no están claros los compromisos ni 
las alianzas ni los adversarios. 

Si el proceso de cambio concluye en la elaboración de un acuerdo sobre 
las reglas de un juego democrático y su puesta en funcionamiento, enton-
ces la transición ha finalizado (Di Palma 1990, 138). Para ello, sectores 
significativos de la sociedad (sobre todo los oligárquicos y ciertas facciones 

de las Fuerzas Armadas) deben cambiar la convicción de que un régimen 
democrático no satisfaga sus aspiraciones básicas y apostar por ese régimen, 
dotándole de cierta legitimidad de origen.6

Donde inicia la transición. El último Gobierno 
de José María Velasco Ibarra y su autogolpe de Estado

José María Velasco Ibarra fue elegido presidente de la república por quin-
ta vez en las elecciones de 1968. En un clima de enfrentamiento con 
diversos sectores sociales, como estudiantes, corrupción generalizada y 
escasos resultados económicos, el presidente impulsó un ‘autogolpe’ el 22 
de junio de 1970 y se autoproclamó dictador. Contó con el apoyo uná-
nime de las Fuerzas Armadas y de la oligarquía (particularmente grupos 
de empresarios costeños de derecha), aunque ya no tuvo la capacidad de 
movilización de otras épocas (Faletto 1991, 325). Velasco Ibarra justificó 
la suspensión de la Constitución y la clausura del congreso por la pro-
funda crisis política, desatada por el conflicto con el Poder Legislativo, 
donde una mayoría adversa (solo cuatro de los setenta diputados eran 
velasquistas) aprobó un presupuesto desequilibrado (Mejía 2002, 39). 
El presidente decidió financiar el gasto público y balancear el déficit con 
un decreto en el que aumentó los impuestos y tributos. El congreso no 
aprobó la iniciativa y la Corte Suprema de Justicia (CSJ) declaró incons-
titucional el decreto presidencial. El enfrentamiento entre Ejecutivo y 
Legislativo no solucionó la crisis económica del país y, en este escenario, 
los industriales y comerciantes presionaron al presidente para que “devol-
viera la tranquilidad al país.” (Mejía 2002, 40). 

Cuando la Corte Suprema deliberaba sobre la decisión del presidente 
de crear nuevos impuestos (Ayala 2002, 283), Velasco Ibarra llevó a cabo 

6  Morlino (1987, 58) sostiene que la transición no siempre lleva a una democracia plena e, in-
cluso, a una democracia. Existen, según el autor, al menos cuatro diferentes tipos posibles de sistemas 
políticos que se pueden instaurar: democracia, democracia limitada, democracia protegida e híbrido 
institucional. En los últimos años, también se ha desarrollado la idea de ‘autoritarismo electoral’ o 
‘regímenes híbridos’ (Diamond 2002) como posibles vías de llegar a un proceso de transición.
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el ‘autogolpe de Estado’, pensando que tenía un ‘cheque en blanco’ para 
gobernar y creyendo que contaba con el apoyo de las Fuerzas Armadas e 
importantes sectores de la oligarquía. 

En este contexto asumió el mando supremo de la república, aun 
cuando no tenía el poder real para controlar la economía petrolera, para 
garantizar la gobernabilidad y para evitar el éxito de Assad Bucaram, 
exalcalde de Guayaquil y líder, de origen libanés, de Concentración de 
Fuerzas Populares (CFP) en las elecciones presidenciales de 1972. Bu-
caram era una amenaza para los grupos de la oligarquía económica, los 
militares (Mejía 2002, 40) y también para ciertos sectores medios (Ayala 
2002, 283). Por tanto, con la cercanía de las elecciones la inestabilidad 
política se incrementó y los militares resolvieron intervenir y derrocar al 
presidente Velasco Ibarra. 

Donde inicia la transición. El golpe de Estado de 1972 
y la instauración del régimen autoritario

El martes 15 de febrero de 1972 se llevó a cabo un golpe de Estado, lidera-
do por el general Guillermo Rodríguez Lara contra el Gobierno de Velasco 
Ibarra.7 Con ello, el presidente Velasco Ibarra, siempre elegido en las urnas, 
fue derrocado de nuevo; de sus cinco mandatos, logró finalizar uno. Los 
militares buscaron continuar con la tradición de la ‘Revolución Juliana’ 
(Echeverría 1997, 41), asentando su Gobierno en la disponibilidad de re-
cursos económicos. Tuvieron el aporte de un cuerpo de funcionarios que 
“promovían una peculiar versión a la ecuatoriana de la estrategia keyne-
siana intervencionista del Estado en la economía” (Echeverría 1997, 42). 

Velasco Ibarra intentó resistir al golpe y viajó ese día a Guayaquil con 
la intención de movilizar a la ciudadanía de esta ciudad, a su favor. En 
declaraciones posteriores, señaló lo siguiente: 

7  Rodríguez Lara, alumno de la Escuela de las Américas, fue creador del Instituto de Altos Estu-
dios Nacionales, desde donde se enseñaba la Doctrina de la Seguridad Nacional, y también creador de 
los Tribunales Especiales de Justicia, donde se procesaba a dirigentes de izquierda. 

Si yo alcanzo a hablar por radio, tengo a trescientos mil guayaquileños en la 
calle, ¡y no me saca el dictador de ahí, el traidor Rodríguez Lara no puede 
nada! Si yo alcanzaba a ir a Guayaquil y ponerle a unas treinta o cuarenta o 
veinte mil personas ahí y yo me hacía fuerte con ellas, el Ejército no mata-
ba esas veinte mil personas de Guayaquil sino que yo regresaba y le ponía 
preso a Rodríguez Lara. ¡Ese era mi plan! […] Cuando llegué a Guayaquil, 
ya no pude llegar al campo de aviación militar sino llegué al civil, ya había 
peligro de que me tomen preso. De allí fui a Guayaquil, vino el jefe de la 
Zona a visitarme, le dije pues: ‘Usted me ha dicho que está usted conmigo. 
Es el momento de que usted esté conmigo porque si usted está conmigo no 
hay lucha, los militares de Ecuador que están haciendo la sublevación son 
unos cobardes. Sí –me dijo– sí, señor, usted esté tranquilo. Se despidió y 
no volvió a aparecer más. Como no volvió, entonces, yo fui a hablar por la 
televisión. Estaba todo ya, pues cerrado… y a poco ya vinieron los marinos 
para llevarme preso. Ahí me agarraron y me mandaron acá [Buenos Aires].8

Al derrocar a Velasco Ibarra, las Fuerzas Armadas se convirtieron en “actores 
centrales del proceso político” (Echeverría 1997, 41) e hicieron de la polí-
tica petrolera el eje de su Gobierno (Martz 1987; Ayala 2002). Las razones 
para el golpe de Estado fueron al menos tres (Hurtado [1977] 1999, 325). 
Primero, el surgimiento de una nueva fuente de riqueza –el petróleo– y la 
creencia de diversos sectores autoritarios de que era necesario controlar la 
gestión de este recurso. Segundo, el seguro éxito de Assad Bucaram en las 
elecciones presidenciales que ya habían sido convocadas. Tercero, el ejemplo 
de la revolución peruana, que para muchos militares constituía un modelo 
de cómo llevar a cabo cambios en la sociedad ecuatoriana.

Rodríguez Lara asumió la presidencia por ser el comandante general 
de mayor antigüedad en el momento en que las Fuerzas Armadas, como 
institución, decidió realizar el golpe de Estado. Su intención era controlar 
el petróleo proveniente de los yacimientos que se habían encontrado en 
la Amazonia ecuatoriana a fines de los 60. Hasta ese momento, los hidro-
carburos producidos en Ecuador no cubrían el consumo nacional. Con 

8  Declaraciones de Velasco Ibarra extraídas de la entrevista realizada por Pablo Cuvi [1977] 2007 
durante el exilio del presidente en su departamento en las calles Bulnes y Santa Fe en Palermo, Buenos 
Aires, en 1975. 
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el descubrimiento mencionado comenzó una nueva fase que pasó a ser 
considerada como la “etapa petrolera” (Corral et al. 2006, 459).9 El recurso 
benefició significativamente al desarrollo económico del país.10 El hallazgo 
generaba optimismo en la sociedad pero también era el motor de fuertes 
presiones desde los sectores industriales y oligárquicos que buscaban bene-
ficiarse de la economía petrolera. 

[…] centenares de personas llenaron pequeños frascos con petróleo, mien-
tras otras empapaban pañuelos, corbatas, papeles o se mojaban las manos 
con oro negro… Los barriles tardaron dos horas en cruzar Quito ‘en medio 
del júbilo y aplausos de los espectadores que se ubicaron a lo largo del 
recorrido’.11

Durante la década de los 60, más claramente en la de los 70, el país ha-
bía experimentado cierta modernización económica (Echeverría 1997, 37; 
Pachano 2011), que le dotaría de amplios recursos para llevar adelante los 
cambios que los militares querían hacer. Para ello se desarrolló una estrate-
gia “centralizada, planificadora e intervencionista” (Echeverría 1997, 41), 
con el fin de transformar la estructura productiva del país y desmontar las 
estructuras del poder oligárquico vigentes.12 Los altos precios del petróleo 

9  El 31 de marzo de 1967, El Comercio publicó la noticia del descubrimiento de petróleo “de muy 
buena calidad” en la selva amazónica oriental, esto es, el pozo #1 de Lago Agrio, de una profundidad 
de más de diez mil pies, a 35 kilómetros de distancia de Colombia. Años después, el general Rodríguez 
Lara, con gran entusiasmo y optimismo, “abrió la válvula que dio paso al oro negro luego de un viaje 
de más de 503 kilómetros a través del oleoducto transecuatoriano tendido entre Lago Agrio y el puerto 
esmeraldeño”. Publicado en El Comercio, 27 de junio de 1972. Ver Corral et al. (2006). 

10  Mejía (2002, 41) sostiene que: “La riqueza obtenida aceleró el crecimiento económico en un 
10% anual entre 1972-1975; los ingresos de la exportación del petróleo expandieron el presupuesto 
fiscal; parte del gasto público se revirtió en el desarrollo de vías de comunicación, transporte, infraes-
tructura productiva, etc.”. Según Ayala (2002, 283), precisamente la bonanza petrolera coincidió con 
un momento de elevación del precio internacional del petróleo. “De menos de US$ 3,00 por barril en 
1972, en menos de cinco años se llegó a pagar más de US$ 30,00 por barril”. 

11  Del editorial de El Comercio, 29 de junio de 1972 (Corral et al. 2006).
12  Dicha estrategia no suponía llevar adelante una revolución del sistema sino “acciones indirectas 

mediante la instrumentación de cuerpos legales que crearían las condiciones oportunas para dicha 
transformación, leyes de reforma agraria y de fomento agropecuario así como de fomento industrial, 
son los instrumentos que permitirían generar actores que se constituyan en los responsables de enfren-
tar y substituir al poder oligárquico.” (Echeverría 1997, 42)

supusieron un incremento significativo en los ingresos fiscales, el fortale-
cimiento del Estado (Ayala 2002, 283), cierta diversificación productiva 
a través de nuevas actividades en los sectores secundario y terciario (Pa-
chano 2011, 105), así como la transformación del sector agrícola (Ayala 
2002, 284). Muchos migraron del campo a la ciudad, incrementando la 
población de Quito y Guayaquil, especialmente en las zonas urbano-mar-
ginales y semirurales.13 También el régimen buscó incentivar el desarrollo 
industrial, para lo cual suspendió ciertas importaciones, reguló el crédito 
privado, canalizó el crédito estatal y realizó obras de infraestructura (Ayala 
2002, 287). En ese contexto se expandió la clase media, se popularizó la 
televisión a color y mejoraron las condiciones sociales en las que vivían un 
gran número de ecuatorianos. En realidad fue una ampliación de las co-
modidades básicas que antes estaban reservadas a las clases más pudientes. 
Con ello emergieron nuevos actores sociales y políticos con nuevas deman-
das (Conaghan y Espinal 1990), que generaron cambios significativos en 
la relación entre economía, Estado y sociedad.

El régimen militar reformista pretendía alcanzar un objetivo central, 
que era la modernización del país en lo económico, lo social y lo político. 
Buscaba reemplazar el histórico “sistema de representaciones que durante 
la década de 1960 había entrado en una fase de crisis y descomposición” 
(Echeverría 1997, 45). La pretensión de Rodríguez Lara era implemen-
tar transformaciones radicales en la relación Estado-sociedad a través de 
un Gobierno “nacionalista y revolucionario”, en un escenario de caos, 
presión social y descontento de los diversos sectores sociales (como los 
estudiantes).

Los militares actuaban como una corporación intentando gestionar 
la política de manera alejada de los sectores dominantes (empresarios, 
corporaciones). Lo hicieron sin la participación política ni el apoyo de 
la sociedad civil organizada (Argones 1996, 212). Los civiles que par-
ticiparon en la dictadura, muchos de ellos progresistas, no lo hicieron 
en representación de sectores organizados (partidos o sindicatos), sino 

13  “Uno de los rasgos más sobresalientes del período fue la aceleración del proceso de crecimiento 
urbano. Las ciudades, que en 1950 albergaban el 28% de la población, en 1974 llegaban ya a represen-
tar el 42% de esa población.” (Hurtado 1980). 
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a título individual. Buscaban cambiar algunas de las prácticas tradicio-
nales de la política ecuatoriana y el diagnóstico incluía “falta de presen-
cia independiente de una burguesía; carencia de un proyecto burgués, 
antioligárquico y con búsqueda de consenso y, consecuentemente, con 
una alianza que incluyera a sectores subalternos” (Argones 1996, 212). A 
pesar de sus intenciones, la gestión militar fue errática, plagada de acu-
saciones de corrupción, centralizada en la figura del dictador y su círculo 
cercano, alejada de las Fuerzas Armadas (Hurtado [1977] 1999, 326). 
El Gobierno se mostró incapaz de resolver la crisis económica suscitada 
tras el descenso de los precios del petróleo. Tampoco generó la ansiada 
modernización (Echeverría 1997, 43; Argones 1996, 211). La segunda 
revolución agraria fracasó, rechazada por los terratenientes (Ayala 2002, 
287) y el “encuentro entre nuevas políticas públicas y nuevos actores so-
cioproductivos nunca se produjo” (Echeverría 1997, 42).14 Las políticas 
públicas, a pesar de la fuerte financiación con la que contaban por los in-
gresos petroleros, no consiguieron transformar la estructura socioeconó-
mica tradicional y oligárquica del país. De hecho, no se llevó a cabo “la 
revolución anunciada por el Gobierno militar” (Hurtado [1977] 1999, 
326). Esto le hizo perder apoyo de los sectores populares, de los partidos 
progresistas y de algunos oficiales del estamento militar. La presión de las 
compañías extranjeras, la oposición interna de varios sectores y las de-
mandas de liberalización política desde los partidos reformistas llevaron 
a que en 1975 los militares pensaran en cambiar de rumbo. Rodríguez 
Lara se negó a entregar el poder y dar inicio a la democratización, pese a 
las presiones de los otros sectores castrenses. Su actitud, junto con el in-
cremento de la inflación, problemas con la balanza de pagos, la caída de 
las exportaciones, el incremento del malestar social, la decisión de incre-
mentar los impuestos en un 60% a la mayoría de las exportaciones (Ayala 
2002, 287) y los altos niveles de corrupción, llevó a ciertos sectores de la 
corporación militar a realizar un nuevo golpe de Estado (Hurtado [1977] 
1999, 326). 

14  A pesar de que los militares entregaron tierra a los campesinos, destinaron un buen número 
de recursos a dar crédito a los agricultores para la modernización productiva y buscaron promover el 
desarrollo productivo (Ayala 2002, 287). 

Donde inicia la transición. Los ‘blandos’ golpean a los ‘duros’: 
el triunvirato militar de 1976

En septiembre de 1975 se produjo una violenta insurrección desde un 
sector militar cercano a la embajada chilena (Ayala 2002, 288). El suce-
so, conocido como “la revolución de la funeraria”, fracasó en derrocar a 
Rodríguez Lara (Hurtado [1977] 1999, 327). No obstante, supuso el fin 
de la primera etapa del régimen autoritario y la primera manifestación 
pública de que las Fuerzas Armadas estaban divididas. En este escenario 
los sectores sindicales salieron a la calle y comenzaron una fuerte cam-
paña contra el régimen militar. El 11 de enero de 1976, un sector más 
moderado de las Fuerzas Armadas (los ‘blandos’ o ‘palomas’) organizó un 
nuevo golpe de Estado. Ese día un triunvirato militar, integrado por los 
miembros disidentes más antiguos de la Marina (comandante general de 
la Fuerza Naval, Vicealmirante Alfredo Poveda Burbano), el Ejército (co-
mandante general de la Fuerza Terrestre, general de Brigada, Luis Gui-
llermo Durán Arcentales) y la Aviación (comandante general de la Fuerza 
Aérea, general Luis Leoro Franco), asumió el poder y pasó a denominarse 
Consejo Supremo de Gobierno, presidido por Poveda Burbano, el de 
mayor antigüedad. Sus objetivos eran restaurar la integridad física y mo-
ral de la institución armada (Mills 1991, 330), preparar la salida del ré-
gimen autoritario y sentar las bases de una transición pacífica y tutelada. 
La idea era procurar el regreso de los militares a los cuarteles en dos años, 
entregarles el poder a los civiles y esperar que la sociedad se olvidara de su 
gestión del poder. Esto es lo que se suele denominar un reemplazo de los 
‘duros’ por los ‘blandos’, según las categorías de O’Donnell y Schmitter 
(1991).15 Los militares ‘blandos’ quisieron dejar de ser el poder autocráti-
co y dictatorial “frente a la posibilidad de su propio desgaste y de la mag-
nitud de la complejidad que debía prepararse a gobernar” (Echeverría 

15  En términos de O’Donnell y Schmitter (1991, 32-33), los ‘duros’ son quienes prefieren que 
perdure el régimen autoritario y rechazan cualquier forma democrática de poder. Por otro lado, los 
‘blandos’ son quienes, aun cuando contribuyeron en la implantación del régimen no democrático y 
participaron activamente en la primera fase del régimen –incluso del mismo modo que los duros–, 
paulatinamente toman conciencia de que resultará necesario, en un futuro próximo, algún tipo de 
legitimación electoral. 
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1997, 47). En este marco, trabajaron en la construcción de una nueva 
institucionalidad democrática, reservándose una serie de privilegios en el 
control de ciertos sectores productivos y económicos (Echeverría 1997, 
47), convirtiéndose en los defensores del paso hacia un régimen demo-
crático y abandonando algunas de las políticas claves del régimen militar 
anterior, como la Reforma Agraria (Ayala 2002, 288).16

Más allá de las fuertes críticas a la gestión de los militares ‘duros’, 
particularmente a Rodríguez Lara, estos habían conseguido que algunas 
transformaciones económicas y sociales gestionadas por el Estado tuvieran 
cierta ‘legitimidad de resultados’, esto es, la percepción por parte de la 
ciudadanía de que los militares habían conseguido resultados económi-
cos, sociales, culturales y políticos.17 Esta percepción positiva del Gobier-
no militar (Pachano 2011, 115) les permitió controlar la transición. En 
estos términos, la eficacia que había conseguido el régimen autoritario fue 
relevante para el desarrollo del cambio político.18 La ausencia de eficacia 
en cualquier tipo de régimen, ya sea democrático o autoritario, es una 
fuente de crisis política (Linz 1987). Por lo tanto, haber alcanzado algu-
nos objetivos, como el de cierta modernización económica, contribuyó a 
desarrollar la percepción de ‘eficacia parcial’, aun cuando resultaba muy 
difícil transformar esa eficacia luego en legitimidad política a largo plazo. 

16  Faletto (1991, 325) sostiene que los problemas de la democratización eran al menos dos. Por 
una parte, “¿cómo construir una institucionalidad democrática adecuada al funcionamiento de la eco-
nomía?” y, por otra, “¿cómo relacionar el nuevo sistema de relaciones sociales surgido desde el desarro-
llo de la nueva economía (petróleo, expansión industrial, modernización agraria, etc.) con un sistema 
político expresivo de la transformación alcanzada?”. 

17  Se entiende por ‘legitimidad’ la creencia de que, pese a los defectos y dificultades, las institu-
ciones políticas existentes son mejores que otras que pueden ser establecidas, y por tanto pueden exigir 
obediencia (Linz 1987). De modo más específico, la legitimidad descansa en la creencia en el derecho 
de los que legalmente ejercen la autoridad para dar cierto tipo de órdenes, para esperar obediencia y 
para hacerlas cumplir, si es necesario, con el uso de la fuerza. Supone un consenso activo y no pasivo 
(pues este último puede implicar coerción más que apoyo). Otros elementos que contribuyen al na-
cimiento de apoyo al régimen son: la existencia de tradiciones consolidadas que producen adhesión a 
ciertas instituciones, así como la difusión de un sistema de valores y creencias que justifican el modo 
en que se organiza y se utiliza el poder (ideologías legitimantes) (Linz 1987). 

18  Por ‘eficacia’ se refiere a las percepciones de la ciudadanía sobre la capacidad de un sistema polí-
tico para solucionar los problemas percibidos como importantes. De este modo, la eficacia percibida de 
un régimen se sitúa entre el conjunto de actividades relacionadas fundamentalmente con la legitimidad 
democrática y con el reconocimiento de que sus instituciones políticas son la forma más apropiada de 
gobierno (Linz 1987).  

En junio de 1976, el ministro de Gobierno, general Richelieu Levoyer Ar-
tieda, anunció el “Plan de Reestructuración Jurídica del Estado”. Convocó 
a representantes de diversos sectores sociales a participar en un diálogo 
político para la negociación de las reglas, abrogándose la capacidad de di-
rimir conflictos y decidir en última instancia sobre todos los aspectos del 
proceso de cambio político.19 El Consejo Supremo de Gobierno expidió la 
Ley de Seguridad Nacional, generando el marco desde donde ejercer cierta 
represión a sectores que protestaban por las condiciones económicas en las 
que vivía el país e, incluso, a los que exigían el retorno a la democracia. El 
Gobierno persiguió y encarceló a dirigentes sindicales. El 12 de agosto de 
1976, apresó al obispo de Riobamba, Monseñor Leonidas Proaño, en un 
encuentro pastoral en dicha ciudad, junto a otros setenta sacerdotes y lai-
cos. Luego expulsó a sacerdotes extranjeros de la Teología de la Liberación 
que defendía Proaño. La masacre de los obreros de la zafra en el ingenio 
azucarero Aztra por mantener una huelga en reclamo de mejores condicio-
nes laborales, a cargo del ministro de Gobierno general Bolívar Jarrín, el 17 
de octubre de 1977, fue otro punto negro del régimen militar.20

La negociación de la reforma política: 
el “Plan de Reestructuración Jurídica del Estado”

Los militares anunciaron, en junio, el “Plan de Reestructuración Jurídica 
del Estado”, por el que se establecía una serie de etapas para negociar las 
reglas de juego. La idea era modificar sustancialmente la “estructura de 
dominación política oligárquica vigente en el período republicano, cuya 
característica básica consistía en alternar, en un ritmo inestable, la suce-
sión de regímenes democráticos y autoritarios.” (Echeverría 1997, 48). Los 
militares querían incidir sobre las nuevas instituciones. En este esquema, 
ellos y los sectores que negociaban las reglas de juego buscaban instaurar 

19  Entre los sectores de la sociedad civil se encontraban 68 agrupaciones de carácter político, 
empresarial, laboral y campesino. 

20  Aunque nunca se estableció con certeza el número de fallecidos, la administración estatal de 
Aztra solo reconoció cinco.
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una democracia basada en la participación social, que se convertiría en la 
fuente de legitimidad necesaria para la estabilidad y el desarrollo del sis-
tema político (Echeverría 1997, 49). El Plan fijaba tres etapas dedicadas 
a elaborar posibles diseños institucionales, consultar a la ciudadanía sobre 
cuál preferían y celebrar elecciones. Las tres etapas eran: 1) la creación 
de tres comisiones jurídicas para elaborar dos proyectos de constitución y 
para redactar las leyes de partidos y elecciones que regirían el retorno a la 
democracia; 2) la convocatoria y realización de un referéndum para escoger 
entre los dos proyectos elaborados por las comisiones; y 3) la convocatoria 
y realización de elecciones de los nuevos mandatarios y la puesta en vigen-
cia del nuevo texto constitucional.

Los partidos tradicionales, los que se articularon el Frente Consti-
tucionalista, la derecha militar y la izquierda marxista, no apoyaron la 
propuesta de los militares (Mejía 2002, 42). Argumentaron que solo el 
Congreso Nacional podía emitir leyes de la magnitud que se necesitaba 
en ese momento crítico. Las discrepancias eran sobre el procedimien-
to a seguir y las posiciones de los civiles se correspondían a la división 
dentro de las Fuerzas Armadas. Por una parte, un grupo de militares, 
que simpatizaba con los partidos de centro-izquierda, propugnaba un 
plan inclusivo de reordenamiento de la participación; otro grupo, más 
cercano a los sectores tradicionales de la política ecuatoriana, defendía 
un programa más excluyente pero que garantizaba la participación de 
los militares y algunos grupos de derecha en la definición de los pasos a 
seguir en la reforma política.

Cierto sector de la clase política ecuatoriana debió generar consensos, 
de carácter más o menos reformista o renovador, que les permitieran al-
canzar el camino hacia la democracia. Entre ellos estaban los grupos de 
la izquierda moderada –la Democracia Cristiana (DC), la Izquierda De-
mocrática (ID) y el Frente Radical Alfarista (FRA)– quienes apoyaron la 
propuesta de transición (Mejía 2002, 43).

La conformación de las comisiones 

Las tres Comisiones de Reestructuración Jurídica del Estado se establecieron 
mediante Decreto Supremo N.º 995, publicado en el Registro Oficial N.º 
239 del 23 de noviembre de 1976. Los militares reformistas, pese a la opo-
sición de la derecha militar, la izquierda marxista y los sectores tradicionales 
(Mills 1991, 332), encomendaron a los miembros de estas comisiones, a 
mediados de diciembre, la definición del diseño institucional. Con esta deci-
sión, las Fuerzas Armadas perdían cierta iniciativa política que habían tenido 
en el proceso de transición y trasladaban la discusión a los sectores civiles; en 
este momento el debate se estructuraba en torno a tradición versus reforma 
(Mills 1991, 333). Aun así, los militares se guardaban un margen bastante 
amplio de control sobre las decisiones que tomaran los civiles reformistas. 
Las tres comisiones, integradas cada una por once vocales principales y tres 
vocales suplentes, debían elaborar una nueva constitución, con su ley de 
partidos y de elecciones, al mismo tiempo que debían reformar, en algunos 
aspectos, la Constitución de 1945. En ellas participaron representantes de 
sindicatos, profesores universitarios, miembros de los colegios profesiona-
les, cámaras de comercio e industriales, maestros, estudiantes universitarios, 
choferes, periodistas y políticos partidistas. Por decisión propia, los velasquis-
tas, el Partido Nacionalista Revolucionario (PNR), la ID y la Federación de 
Abogados declinaron su participación, y el ala de Julio César Trujillo del Par-
tido Conservador no fue invitada a participar (Mills 1991, 332). Tampoco 
estuvieron los arosemenistas, los poncistas y el Partido Comunista (Hurtado 
[1977] 1999, 329). Lo interesante es que no hubo representación militar, 
salvo la del coordinador de las Fuerzas Armadas, el general Rafael Rodríguez 
Palacios, el único que tuvo una participación visible y pública (cuadro 1.1). 
En el siguiente extracto del discurso de Osvaldo Hurtado, presidente de la 
tercera comisión, se justifican las razones de la participación de los civiles en 
la convocatoria del triunvirato militar: 

Cuando a la patria se le ofrece la posibilidad extraordinaria de crear un 
sistema democrático progresista y estable, en capacidad de enfrentar las 
nuevas realidades sociales y económicas de un país que ha dado un gran 
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salto adelante, como nunca antes en su historia, no cabe reeditar al viejo 
conflicto que antes dividió a civiles y militares […], no cabe que los civiles 
busquen imponer sus condiciones a los militares ni que estos intenten ha-
cerlo a aquellos. Para la salud de la República, más bien conviene un con-
senso civil-militar, que al hacerles partícipes en la gestación de las nuevas 
instituciones democráticas reclamadas por el país, les comprometa con su 
destino y supervivencia futuros.21

Las comisiones comenzaron su trabajo en un clima de pesimismo y sospe-
chas sobre cómo iban a desarrollar su tarea (Hurtado [1977] 1999, 329). 
Las principales dudas estaban en la voluntad de los militares de entregar el 
poder y sobre la libertad de las comisiones para impulsar un diseño insti-
tucional acorde con las exigencias democráticas. Entre sus funciones espe-
cíficas se encontraban las de mantener un clima de concordancia nacional, 
confeccionar el padrón electoral, renovar la cédula de ciudadanía y for-
mar un Tribunal Supremo Electoral (TSE) que coordinara el referéndum 
(Argones 1985, 94). Este tribunal tenía además como responsabilidad la 
difusión de los dos textos y promover “un gran debate nacional” (Hurtado 
1990, 131), en torno a las propuestas hechas por las Comisiones. 

Cuadro 1.1. Integrantes de las comisiones

Nueva  
Constitución 

Reforma texto 
1945

Ley de Elecciones y  
de Partidos

Presidente Carlos Cueva 
Tamariz

Rodrigo Borja y 
Borja Osvaldo Hurtado

Vocales Víctor Lloret Mosquera

Carlos Estarellas Merino

Jorge Luna Yépez

Eliécer Irigoyen
Fuente: Hurtado 1990. 

21  Extracto del discurso de Osvaldo Hurtado como presidente de la Tercera Comisión para la Re-
estructuración Jurídica del Estado al entregar al Consejo Supremo de Gobierno el proyecto de estatuto 
de referéndum en el Palacio Nacional, el 14 de febrero de 1977.

Los dos proyectos de texto constitucional 

Las comisiones elaboraron dos proyectos: uno que recuperaba el texto 
constitucional de 1945 y otro nuevo, cada uno con su ley de partidos 
y elecciones. Entre uno y otro proyecto había veintiocho diferencias; el 
debate se dio en un marco de alta polarización. El primer proyecto es-
tablecía el carácter general que debía tener el funcionamiento del Esta-
do, dotándole de un amplio papel en el proceso de desarrollo social y 
económico, buscando garantizar la consolidación de la institucionalidad 
nacional (Mills 1991, 333). Entre otras propuestas establecía el voto para 
todas las personas mayores de dieciocho años, obligatorio para alfabetos 
y facultativo para analfabetos; preveía la reinstauración de una legislativa 
unicameral, eliminando al Senado y a las senadurías funcionales y crean-
do, en su reemplazo, doce diputados nacionales.22 Las élites reformistas 
estaban convencidas de que las respuestas a los males del país residían en 
los partidos: había que diseñar e implementar un sistema partidista fuerte 
con organizaciones nacionales y modernas –algo que tradicionalmente no 
existía en el país– como requisito para el funcionamiento de la democra-
cia. Según los promotores de estas reformas, los partidos se convertirían 
en el eslabón legítimo entre sociedad y política; pasarían a monopolizar la 
representación al ser las únicas organizaciones autorizadas constitucional-
mente a inscribir candidatos en los procesos de elección popular. Además, 
no se pensaba en cualquier tipo de tienda política sino que la misma ley 
especificaría los requisitos para fomentar estructuras organizadas, ideoló-
gicas, fuertes y estables.23

El nuevo texto constitucional contemplaba también la forma presiden-
cialista de gobierno. Además, restringía las candidaturas de algunos polí-
ticos como una manera de renovar la élite política y marginar a aquellos 

22  El último congreso unicameral había funcionado en 1945. El texto proponía una única cámara 
denominada originalmente como Cámara Nacional de Representantes, que luego pasó a denominarse 
Congreso Nacional y, actualmente, tras la reforma constitucional de 2008, Asamblea Legislativa.

23  En palabras de Osvaldo Hurtado, presidente de la comisión que tenía a cargo elaborar la Ley 
de Partidos y Elecciones, “[...] si la política habría de cambiar en Ecuador no sería por lo que dijera la 
Constitución Política, sino por los cambios positivos que experimentaran los partidos, entre otros la 
simplificación de su número [...].” (Hurtado 1993, 53). 
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sectores que tradicionalmente habían participado fuera de los mecanismos 
institucionales del sistema. También creaba la figura de un vicepresidente; 
establecía la elección presidencial por mayoría a doble vuelta; eliminaba la 
reelección presidencial; restablecía el régimen de partidos (creado en 1967) 
y el principio de reelección no consecutiva para los legisladores; pautaba el 
control del gasto electoral. 

La nueva Constitución dotaba al Estado de instituciones para mejo-
rar la calidad de la democracia: el Tribunal de Garantías Constituciona-
les (TGC) y el TSE, ambos con capacidad para controlar y fiscalizar la 
actividad de los partidos. Introducía la segunda vuelta electoral para la 
elección presidencial como una manera de incentivar la construcción de 
Gobiernos de mayoría mediante alianzas entre partidos de la misma ten-
dencia que contaran con altos niveles de legitimidad y apoyos suficientes 
para gobernar. Consagraba la independencia de la justicia y establecía una 
serie de derechos fundamentales: la inviolabilidad de la vida, la prohibi-
ción de la pena de muerte, el derecho a un medio ambiente sano y libre 
de contaminación, la libertad de opinión y pensamiento, la libertad de 
conciencia y religión, la igualdad de los sexos y la libertad de contratación, 
entre otros. Dicha Constitución también buscaba otorgar un papel más 
activo al Estado en el proceso de desarrollo social y económico a través de 
la creación del Consejo Nacional de Desarrollo; se trataba de generar una 
mayor autogestión de la economía. Proponía la creación de cuatro áreas de 
economía: privada, pública, mixta y comunitaria (Hurtado [1977] 1999, 
330). Los militares tenía una visión nacionalista y proteccionista respecto 
a la economía y la Constitución reflejó esa perspectiva y los “temores con 
relación a la liberalización de la economía” (Corral et al. 2006, 462). El 
Estado controlaba todas las áreas de explotación de los recursos naturales 
de la economía. Recién en 1997 se reformaron las reglas, se liberalizó el 
Estado y se permitió la iniciativa privada, con lo cual se generó la posibi-
lidad de delegar a terceras personas la prestación de servicios públicos y la 
explotación de yacimientos hidrocarburíferos. 

La diferencia con el segundo texto, que reformaba algunas cuestiones 
de la Constitución de 1945 –denominada la “Carta de la Democracia” 
(Mejía 2002, 43)– era que solo podrían votar quienes sabían leer y escribir; 

contemplaba la presencia de dos cámaras; fijaba la elección presidencial 
por mayoría simple, la elección de ‘diputados funcionales’ y la reelección 
inmediata de los legisladores y no consecutiva del presidente.

La Ley de Elecciones y la Ley de Partidos

Hurtado, presidente de la tercera comisión, tenía a su cargo “formular los 
instrumentos que permitirían transformar la democracia ecuatoriana: la 
Ley de Referéndum indispensable para que la consulta popular pudiera 
realizarse, la Ley de Elecciones que era necesario modernizar para hacer 
más democrático y participativo el proceso electoral y la Ley de Partidos 
[…].” (Hurtado 1993, 53). 

La Ley de Elecciones se promulgó mediante Decreto Supremo N.º 
2261, ya en plena campaña electoral presidencial, cambiando algunos 
elementos de los que se aprobaría en el referéndum.24 Los militares con-
dicionaron la elección al apelar a una antigua disposición castrense que 
introdujo el requisito de nacionalidad de los candidatos (y sus padres) para 
ser presidente de la República.25 El objetivo era limitar la participación de 
Assad Bucaram y también de los expresidentes como candidatos a presi-
dente de la república.26

El 22 de junio de 1979, mediante Decreto Supremo N.º 3481, se esta-
bleció el 10 de agosto de 1979 como fecha para los comicios de presiden-
te y vicepresidente. El triunvirato militar fijó que la nueva Constitución 
entraría en vigor el día en que se posesionara el nuevo presidente de la 
república.27

24  Ver Registro Oficial N.º 534, del 27 de febrero de 1978. 
25  Esa antigua disposición castrense establecía que su comandante debía ser ecuatoriano de na-

cimiento e hijo de ecuatoriano. Los militares no veían con agrado que Bucaram se presentara como 
candidato y, como sus padres eran libaneses, con esta disposición se impedía su postulación a la pre-
sidencia de la república. 

26  Esto imposibilitaba una nueva participación de José María Velasco Ibarra; de Carlos Julio Aro-
semena (presidente entre 1961-1963); de Clemente Yerovi Indaburu (presidente interino entre marzo 
y noviembre de 1966) y de los propios miembros del triunvirato militar.

27  Ver Decreto Supremo N.º 2400, Registro Oficial N.º 564, 12 de abril de 1978.
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El referéndum

Uno de los elementos centrales de la transición a la democracia en Ecuador, 
que lo diferencia de cualquier otro proceso en América Latina en la década 
de 1970, ha sido la legitimación ciudadana del mismo mediante la con-
vocatoria a las urnas para escoger el texto que regiría la vida democrática 
del país. Las últimas elecciones se habían celebrado en 1970 (los diputados 
elegidos en aquella ocasión nunca llegaron a posesionarse); por lo tanto, 
muchos ecuatorianos concurrieron a votar en aquel día por primera vez. 

Las comisiones preparatorias y el referéndum en sí dotaron de amplia 
legitimidad al programa reformista de los militares y este último se convir-
tió en el primer acto de participación masiva de la transición. El proceso 
sirvió de inicio a una intensa actividad política para preparar los partidos 
para la contienda electoral posterior y dio cuenta de una manera de hacer 
política alejada de lo oligárquico y tradicional vigente hasta ese momento 
(Echeverría 1997, 46).

Ambos diseños institucionales fueron remitidos al triunvirato militar 
y, en febrero de 1978, este expidió el estatuto que haría posible el referén-
dum. El triunvirato estableció también un Tribunal Supremo del Referén-
dum mediante la Ley de Referéndum, integrado por el expresidente de la 
república Galo Plaza Lasso (presidente), el exencargado del poder Clemen-
te Yerovi Indaburu, además de Enrique Arízaga Toral, Enrique Arroyo Del-
gado, Diego Bustamante Cárdenas, Benjamín Carrión, Juan Isaac Lovato, 
Alfredo Pareja y Alfredo Sánchez Albornoz.28

Actores políticos afines a la derecha militar y empresarial presionaron 
para que no se realice el referéndum; incluso el entonces ministro de Go-
bierno, el coronel Bolívar Jarrín, consiguió que dirigentes cercanos al con-
servadurismo y al liberalismo solicitaran la anulación del proceso (Hurtado 
[1977] 1999, 331). Entre los opositores destacaba León Febres Cordero, en 
ese momento presidente de la Cámara de Industriales del Guayas, que pro-
pugnaba el voto nulo, con lo cual negaba la capacidad de la ciudadanía de 
elegir entre dos textos constitucionales. La ciudadanía apoyó a una coalición 

28  La ley fue promulgada mediante Decreto Supremo N.º 1180, publicado en el Registro Oficial 
N.º 281 del 23 de febrero de 1977.

heterogénea de partidos, tanto civiles como militares, que abarcaba todo el 
espectro ideológico progresista y que buscaba la reinstauración democrática. 

Finalmente, mediante Decreto Supremo N.º 1410 se convocó a la cele-
bración del referéndum para el 15 de enero de 1978, dos meses más tarde 
de lo previsto (Hurtado [1977] 1999, 330).29Se llevó a cabo con alta par-
ticipación popular. Los resultados fueron los siguientes: a favor del nuevo 
texto constitucional, 807 574 votos (el 44%), apoyados por CFP, ID, Par-
tido Democracia Cristiana (PDC), Frente Amplio de Izquierda (FADI), 
Partido Comunista, Partido Conservador Ecuatoriano (PCE), Partido Li-
beral (PL); a favor de la Constitución de 1945 reformada, 582 556 votos 
(31%), cuya base partidista fue la Coalición Institucionalista Democrática 
(CID) y un sector del velasquismo (Mills 1991, 335); hubo un 23% de 
votos nulos (Hurtado [1977] 1999, 333).30 La masiva participación –el 
90% del electorado– legitimó el texto constitucional y todo el proceso de 
transición. Los ciudadanos eligieron la nueva Constitución a pesar de la 
clara oposición de la derecha militar, los empresarios de derecha y los par-
tidos Social Cristiano (PSC), PNR, el FRA, sectores del ‘arosemenismo’ y 
algunos grupos velasquistas.

La campaña y las elecciones de 1978 y 1979: 
el éxito de la “Fuerza del Cambio”

La celebración de elecciones ha sido considerada el indicador más claro 
respecto a la instauración democrática. Cuando la ciudadanía elige au-
toridades a través de mecanismos competitivos, termina la transición. 
La campaña electoral por la presidencia de la república fue muy intensa. 
Como ya se mencionó, en febrero de 1978 se promulgaron los reglamen-
tos a las Leyes de Partidos Políticos y de Elecciones, lo cual implicaba que 
había algunos cambios en las reglas de juego, precisamente en medio de 
la campaña. 

29  La convocatoria fue publicada en el Registro Oficial N.º 483, del 14 de diciembre de 1977.
30  El total de votos válidos fue de 1 390 130 (Mejía 2002, 47).
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El Tribunal Supremo del Referéndum fue transformado en TSE y 
muchos de sus responsables fueron reemplazados luego del voto sobre la 
Constitución. Según la Ley de Partidos Políticos de 1978 (LPP), el TSE 
aprobó o negó la participación de los partidos en elecciones. La vieja clase 
política, asociada con la oligarquía y el sector golpista del régimen auto-
ritario, utilizó ese Tribunal, presidido por el conocido y hábil velasquista, 
Rafael Arízaga Vega, para manipular el proceso electoral. 

La Constitución aprobada en el referéndum del 15 de enero de 1978 
fue reformada de hecho por los militares quienes buscaron alterar la cam-
paña, descalificando candidaturas y creando nuevas condiciones para la 
competencia política. Se reformó la Ley de Elecciones violando las dispo-
siciones constitucionales que había aprobado el referéndum (como los cri-
terios para ser candidato). Luego se hizo lo mismo con la Ley de Partidos 
para manipular las condiciones en las que se admitían a nuevos partidos 
(Hurtado [1977] 1999, 333). 

Así, comenzó un período muy activo marcado por intentos de for-
mar alianzas y de organizar partidos políticos. Los tradicionales partidos 
Liberal y Conservador y el PSC, entre otros grupos, se apresuraron e 
integraron una alianza contra el CFP, denominada Frente Constitucio-
nalista Nacional (FCN), conformada por once partidos (Estupiñán de 
Burbano 1996, 324). Muchos fueron los problemas para definir candi-
datos en el interior de la alianza entre los socialcristianos, quienes impu-
sieron el entonces alcalde de Quito, Sixto Durán Ballén. Los liberales la 
abandonaron para lanzar candidato propio (luego de que el liberal Raúl 
Clemente Huerta decidiera no presentarse y de que convenciera a su 
sobrino, Francisco Huerta Montalvo, de que fuera en la papeleta). Igual 
hicieron los socialistas que no estaban de acuerdo con la candidatura de 
Durán Ballén. 

El FCN no consiguió ir unido a las elecciones para enfrentar al candi-
dato natural del populismo. Por ende, presionó a las Fuerzas Armadas para 
que evitaran la presentación de Bucaram, quien aparecía como el referente 
indiscutible para ganar la presidencia (Estupiñán de Burbano 1996, 324). 
En este escenario, el TSE negó la inscripción de la Democracia Popular 
(DP) y del Movimiento Popular Democrático(MPD), para que no pudie-

ran presentar candidatos.31 En marzo de 1978, una denuncia aparecida en 
el periódico El Telégrafo indicaba que Huerta Montalvo había firmado un 
contrato con el Gobierno para llevar a cabo diversos estudios, lo que su-
ponía una violación de la Ley de Elecciones. El joven candidato fue desca-
lificado y su tío, Raúl Clemente Huerta, fue nominado para reemplazarlo 
(Estupiñán de Burbano 1996, 325). Esto fue visto como una artimaña de 
los militares para intervenir en el proceso, ya que el viejo candidato liberal 
era considerado más potente para ganarle al cefepismo (Hurtado [1977] 
1999, 333). 

Jaime Roldós Aguilera fue elegido como candidato del CFP por deci-
sión de su tío político, Assad Bucaram, quien no cumplía con los nuevos 
requisitos para postulantes a presidente, aprobados por la cúpula militar el 
20 de febrero de 1978.32 El Comando Nacional del CFP anunció que el 
profesor Roldós Aguilera sería el candidato. El joven candidato se convirtió 
en un referente de diálogo y en una voz de consenso tras la resistencia que 
provocaba Bucaram ante las Fuerzas Armadas. Bucaram creía que con ello 
él sería “el poder detrás del trono” (Estupiñán de Burbano 1996, 327). 
Con un pensamiento de centroizquierda, en el marco de una fuerza de rai-
gambre populista, Jaime Roldós se erigió rápidamente en el líder político 
de la transición. Sus palabras sostienen su visión: 

Nos definimos a nosotros como hombres de izquierda. Y nuestro propó-
sito es el cambio estructural. No estamos de acuerdo con las estructuras 
actuales, pero creemos en otorgarle a la empresa privada la posibilidad de 
un amplio desarrollo.33

31  Ver Registro Oficial N.º 589, del 18 de mayo de 1978. 
32  El caudillo de origen libanés fue elegido diputado suplente por CFP en 1956, diputado provin-

cial en 1958 y en 1962 triunfó en los comicios como alcalde de Guayaquil con el 43% de los votos. Su 
figura fue creciendo gracias a su administración municipal y a la persecución de la Junta Militar que lo 
destituyó del gobierno municipal. Como resultado fue elegido primer diputado por Guayas a la Asamblea 
Constituyente en 1966 que, a su vez, lo designó vicepresidente. En 1967 resultó elegido por segunda vez 
alcalde de Guayaquil y, en 1970, prefecto del Guayas con más del 50% de los votos. El enfrentamiento 
con el quinto velasquismo proyectó su imagen a nivel nacional, convirtiéndolo en el seguro triunfador 
de los comicios presidenciales que se realizarían en 1972 pero que no se concretaron debido al golpe de 
Estado (Hurtado [1977] 1999, 228). 

33  Declaraciones de Jaime Roldós Aguilera publicadas en el periódico El Universo, el 9 de 
julio de 1978. 
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Esta patria, es una patria donde impera la injusticia […] sabed lo que recla-
man en Ecuador de 1978 los moradores de la mayor parte de los pueblos 
ecuatorianos: agua, agua […] este es un país que tiene sed de agua y sed 
de justicia.34

El 12 de mayo de 1978 se cerró la inscripción de candidatos. En total, 
participaron catorce partidos y seis fórmulas presidenciales: Jaime Roldós 
Aguilera y Osvaldo Hurtado por la CFP (populismo, democracia cristia-
na); Sixto Durán Ballén y José Icaza por el FCN (derecha); Rodrigo Borja, 
por la ID (centro-izquierda); el abogado comunista René Maugé Mosque-
ra, respaldado por el FADI; una coalición de fuerzas de izquierda; Raúl 
Clemente Huerta por el PL; Abdón Calderón Muñoz, del FRA, un fuerte 
crítico del régimen militar. 

En la primera vuelta de las elecciones, el 16 de julio, ganó la “Fuerza 
del Cambio” con el binomio integrado por Roldós Aguilera y Hurtado. 
Mientras se realizaba el conteo de los votos, el triunvirato reorganizó el 
TSE. Los resultados de la primera vuelta se promulgaron finalmente en 
noviembre de 1978, casi cuatro meses después de las elecciones. La lista 
Roldós-Hurtado obtuvo el 32% de los votos, pasando a la segunda vuelta 
electoral junto al candidato conservador Sixto Durán Ballén, que solo ha-
bía conseguido el 21%.

Frente al triunfo de los sectores moderados de la coalición reformista, 
grupos de la “vieja guardia política” sugirieron nuevamente explorar “otras 
formas de transición” (Mejía 2002, 45). Para la segunda vuelta, la campaña 
electoral experimentó momentos muy complicados. Los militares (presiona-
dos una vez más por los sectores conservadores de la oposición) acusaron a 
los candidatos cefepistas de “comunistas camuflados” (Mills 1991, 340), po-
larizando la contienda sobre la base de la lucha de clases y la posibilidad de 
que Roldós y Hurtado suprimieran la propiedad privada en caso de ganar la 
elección.

Los sectores conservadores pusieron trabas para evitar el traspaso del 
poder. Postergaron la realización de la segunda vuelta. Intentaron que Six-

34  Palabras de Jaime Roldós Aguilera en la campaña electoral a la primera vuelta por la presidencia 
de la república en 1978. Ver vídeo en http://www.youtube.com/watch?v=9W6fJ7lw0lI

to Durán Ballén abandonara la campaña electoral para sustituirlo por otro 
candidato más potente que pudiera ganar al binomio Roldós-Hurtado 
(Mills 1991, 339) y que generara un vacío institucional que dificultara la 
realización de la segunda vuelta. Trataron de anular las elecciones. Inclu-
so se pensó en el asesinato de los candidatos jóvenes de izquierda (Mejía 
2002, 45). La situación política se complicó con la muerte del dirigente 
político y activista Abdón Calderón Muñoz.35 La campaña electoral de esta 
segunda ronda, según Hurtado ([1977] 1999, 335), se convirtió “en una 
peligrosa carrera de obstáculos”.

Durante la primera vuelta electoral, a nadie se le había ocurrido calificarme 
de extremista. Luego del triunfo a través de todos los medios, la extrema 
derecha oligárquica intenta convencer a la opinión pública de que soy co-
munista. De esta manera se busca preocupar a los Estados Unidos, ate-
morizar a los hombres de negocios y movilizar a la Iglesia Católica y a las 
Fuerzas Armadas, con lo que se espera crear condiciones favorables para el 
golpe de Estado. Pero Ecuador de 1978 era muy diferente al de 1963, en el 
que tales mañas produjeron efecto. Fracasa la operación macarthista, pero 
los necios y contumaces conspiradores no cesan en su empleo […] El TSE 
asume la conducción de esta nueva operación antidemocrática que culmi-
na cuando Rafael Arízaga Vega, presidente de dicho organismo, a través de 
una cadena de radio y televisión pide a las Fuerzas Armadas la anulación 
de las elecciones, al mismo tiempo que presenta su renuncia junto con la 
de los demás integrantes del Tribunal.36

Nueve meses después, el 29 de abril de 1979, finalmente se llevó a cabo la 
segunda vuelta electoral, junto con elecciones legislativas, y la fórmula Rol-
dós Aguilera-Hurtado ganó con el 68,49% de los votos frente al 31,51% 
de Durán Ballén. Este éxito electoral también se suscribió en el congreso 
donde, de los sesenta y nueve escaños, cuarenta y cuatro fueron para la 

35  Ciertos indicios apuntaron al ministro de Gobierno, general Bolívar Jarrín, como autor inte-
lectual. Aunque su culpabilidad no pudo ser comprobada plenamente, el exministro de Gobierno fue 
sentenciado a 12 años de reclusión basado en evidencias circunstanciales durante la presidencia de 
Roldós Aguilera (Estupiñán de Burbano 1996, 326).

36  Declaraciones de Oswaldo Hurtado como candidato a vicepresidente, publicadas en Hurtado 
([1977] 1999, 336).
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alianza CFP-DP (veintinueve) e ID (quince). El viejo Bucaram se presen-
tó en la lista de diputados nacionales por la CFP y, como era de esperar, 
consiguió un importante apoyo electoral, al punto de conformar el bloque 
de legisladores más numeroso en ese año (treinta diputados). Con ello se 
convirtió en presidente de la Cámara Nacional de Representantes. 

La “Fuerza del Cambio” accedió a la presidencia de la república el 10 
de agosto de 1979. Con ello, se cerró esta etapa y finalizó la transición a la 
democracia. Los dos jóvenes políticos representantes de las fuerzas no tra-
dicionales, que enfrentaron a los sectores conservadores bajo un discurso 
(muy exitoso) de cambio y modernización, iniciaron una nueva fase en la 
historia del país. Esta fórmula suponía la alianza entre el histórico populis-
mo y un pequeño partido que contribuía fundamentalmente “por el peso 
de sus cuadros y la coherencia de sus postulados reformistas” (Argones 
1996, 215). Esa alianza ‘contranatura’ mostraría en poco tiempo esas con-
tradicciones (Argones 1996, 215). Si bien cuando se delineó la candida-
tura el lema era “¡Roldós a la Presidencia, Bucaram al poder!”, en los siete 
meses entre las dos vueltas electorales el distanciamiento entre Roldós y 
Bucaram fue inevitable, en particular, porque Roldós no quería ser “títere 
de nadie” (Estupiñán de Burbano 1996, 327).37 Su visión sobre el papel de 
la ciudadanía en el proceso de cambio político era claro. Roldós sostenía: 

El pueblo ecuatoriano debe estar consciente de que su función en el pro-
ceso de cambio no es pasiva sino activa. La carrera de transformar Ecua-
dor en un país de economía moderna y democracia participativa, justicia 
integral y conciencia solidaria, no solo será el resultado de la gestión del 
gobierno sino de la participación organizada de vastos sectores del país. 
Queremos, por tanto, una democracia dinámica encarnada en el alma de 
los ecuatorianos. Más que una democracia de representación, que la quere-
mos, anhelamos también una democracia de participación […].38

37  El sistema electoral establecía la doble vuelta (ballotage) para la elección de presidente y vicepresi-
dente de la república, separándose los comicios por un dilatado e inusual período de siete meses. En esa 
ocasión (y por única vez) se realizaron las elecciones legislativas en el mismo momento que la segunda 
vuelta presidencial, lo que hacía suponer que el presidente contaría con una mayoría significativa que le 
respaldara desde el legislativo.

38  Discurso de posesión de Jaime Roldós Aguilera, pronunciado el 10 de agosto de 1979 en la sala 
del pleno de la Honorable Cámara de Representantes.

Una vez en la Cámara Nacional de Representantes, Bucaram se convirtió 
en el principal opositor de su partido que se encontraba en el Gobierno. 
Hizo pactos con liberales y conservadores, e inició un proceso de “pugna 
de poderes que prácticamente inmovilizó al país de agosto de 1979 a mayo 
de 1980” (Estupiñán de Burbano 1996, 327). Como consecuencia, los 
proyectos generados en el poder legislativo eran vetados por el presidente y 
los impulsados por este, archivados en la Cámara. 

El presidente Roldós reaccionó con la creación de un movimiento po-
lítico para salirse del CFP. Esta decisión terminó de distanciar al líder cefe-
pista de su delfín político y auspició la creación de una nueva agrupación 
denominada Pueblo, Cambio y Democracia (PCD).39 El 24 de mayo de 
1981 el presidente Roldós, su esposa Marta Bucaram y algunos miembros 
de la comitiva presidencial murieron en un accidente aéreo. Meses después 
también fallecía ‘Don Buca’ con lo que un espacio programático significa-
tivo, nada menos que el populista, quedaba sin líderes (cuadro 1.2). 

Cuadro 1.2. Fechas importantes del régimen autoritario y 
de la transición democrática ecuatoriana

 Suceso Observación

15 de febrero          
de 1972 Golpe de Estado. 

Guillermo Rodríguez 
Lara lidera un golpe de 
Estado contra Velasco 
Ibarra.

11 de enero de 1976 Golpe de los ‘blandos’ a los ‘duros’ del régimen. Triunvirato militar.

Junio de 1976
Se anuncia Plan de Reestructuración Jurídica del 
Estado [general Levouyer] y promesa de regreso 
a la democracia en febrero de 1978.

23 de noviembre    
de 1976

Creación de las tres comisiones que prepararían 
el Plan de Reestructuración Jurídica del Estado 
[Decreto Supremo N.º 995].

23 de febrero          
de 1977

Creación del Tribunal Supremo del Referéndum 
[Decreto Supremo N.º 1180].

14 de diciembre     
de 1977

Convocatoria del Referéndum [Decreto Su-
premo N.º 1410].

39  La creación de PCD estuvo a cargo de Aquiles Rigail, ministro de Trabajo del Gobierno de Rol-
dós. El presidente no vio inscrito al partido en el TSE, que autorizó su registro el 9 de junio de 1981.
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18 de octubre de 1977 Masacre de Aztra.

Diciembre de 1977
El triunvirato militar suspende las Disposiciones 
Transitorias (la nueva Constitución válida solo después 
de las elecciones).

15 de enero de 1978 Celebración del referéndum.

Gana el nuevo texto 
constitucional con el 
44% de los votos, con la 
participación del 90% del 
electorado.

20 de febrero de 1978 Se expiden las disposiciones transitorias de la Ley       
de Partidos y la Ley de Elecciones.

26 de febrero de 1978 Promulgación de Ley de Elecciones [Decreto N.º 
2261].

9 de marzo de 1978 Alianza CFP-DP.

12 de mayo de 1978 Vencimiento del plazo para inscribir candidatos a las 
elecciones presidenciales. 

Mayo de 1978 Cambios en las reglas electorales por TSE.

6 de junio de 1978 Aprobado orden en el que constarán los candidatos en 
la papeleta electoral. 

16 de julio de 1978 Primera vuelta de las elecciones presidenciales. 

Mayoría de votos para 
fórmula Roldós-Hurtado 
frente a Durán Ballén-Ica-
za [conteo provisional].

Julio-septiembre 1978 Régimen busca alterar resultados e, incluso, intenta 
invalidarlas o anularlas.

Septiembre-octubre 
1978 Los miembros del TSE son reemplazados.

Noviembre de 1978 Publicación oficial de los resultados de la primera 
vuelta electoral.

29 de noviembre de 
1978

Ataque al candidato del FRA, Abdón Calderón       
Muñoz; muere el 9 de diciembre de ese año.

Gobierno está implicado 
en la muerte del político.

29 de abril de 1979 Segunda vuelta de las elecciones presidenciales y     
elecciones legislativas.

Gana la fórmula presiden-
cial Roldós-Hurtado.

22 de junio de 1979
Se establece el 10 de agosto de 1979 como fecha para  
la asunción de los candidatos elegidos en las urnas 
[Decreto Supremo N.º 3841].

10 de agosto de 1979
Asumen Roldós y Hurtado.

Entra en vigencia la Constitución de 1978.

Fin de la transición;

Los militares retornan a los 
cuarteles. 

Conclusiones: evaluación del proceso de transición 
a la democracia en Ecuador

La transición a la democracia de 1977-1979 fue un proceso que, si bien 
gozó de legitimidad social debido al involucramiento de las élites políticas 
en la elaboración de las reglas de juego y la participación de la ciudadanía 
en la definición de las que se iban a asumir, fue limitado, tutelado e insu-
ficiente. Los militares monitorearon el proceso y actuaron como “árbitros 
de última instancia” (Pachano 2011, 111), convirtiéndose en los únicos 
actores que podían tomar decisiones y con gran capacidad de veto respecto 
a las resoluciones de las comisiones. 

No se trató de un proceso de democratización fruto de presiones sociales 
o políticas, de actores altamente movilizados en la calle o de grandes pactos 
refundacionales que impactaran a nivel económico, social o político. Fue 
un proceso “autolimitado” y tutoreado por las Fuerzas Armadas, que qui-
sieron controlar el diseño institucional y el modelo socioeconómico que 
regirían la vida democrática del país a partir de 1978. Los militares, ade-
más, dejaron cerrado el proceso a cualquier tipo de rendición de cuentas a 
los civiles; abandonaron el poder por un camino controlado por ellos, sin 
juicios ni represalias por su actuación y violación de la constitucionalidad. 

Los legados del régimen autoritario han sido diversos. En primer lugar, la 
actuación militar no permitió la generación de un cuerpo civil burocrático y 
meritocrático que pudiera administrar de manera eficiente el Estado (Corral 
et al. 2006, 491). En segundo lugar, las reformas económicas implementadas 
no consiguieron erradicar el sistema hacendatario y oligárquico vigente en 
el país, eliminar la pobreza o mejorar la redistribución de los ingresos de los 
sectores sociales. En tercer lugar, al no permitir la competencia política-par-
tidista, tampoco había suficientes cuadros políticos que tuvieran experiencia 
de gobierno y capacidad de gestión (Corral et al.2006, 491). En cuarto lugar, 
la ausencia de canales para procesar las demandas sociales, en término de 
movimientos y/o partidos, supuso que el nuevo período institucional tuviera 
que enfrentar altas expectativas a las que debían dar respuestas económicas, 
políticas y sociales. En quinto lugar, los cambios institucionales no tuvieron 
que ver con la forma de gobierno (se mantuvo el presidencialismo) ni con 

Cuadro 1.2. (continuación)
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transformaciones radicales de la manera de gobernar o de mejorar las condi-
ciones de gobernabilidad. 

Respecto a la modernización económica, los militares dejaron plasma-
do en la Constitución de 1978 el modo en que esperaban que se llevara 
a cabo la asignación de recursos entre los diversos sectores de la sociedad, 
dotándole al Estado de un fuerte papel en la economía (Hurtado [1977] 
1999; Echeverría 1997). Este legado supuso una segunda transición, más 
en términos económicos, que finalmente no consiguió implantarse ya que 
no hubo consensos respecto al modelo económico ni tampoco una clara 
imposición autoritaria (Pachano 2011, 130). 

A pesar de los esfuerzos, los resultados no fueron los esperados. Durante 
el período democrático que se instauró en 1979, no se pudieron alcanzar 
muchos de los objetivos que habían guiado la transición hacia la democracia, 
en relación tanto a los partidos y al sistema de partidos como a la conforma-
ción de Gobiernos mayoritarios y estables (al menos hasta 2006).40 Más bien, 
entre las características de la situación política desde el retorno al estado de 
derecho, se destacan la presencia de muchas de las características históricas del 
país: las amenazas a la estabilidad, la fragmentación del sistema de partidos, 
la personalización y el débil arraigo de las instituciones en la sociedad. Todos 
estos elementos han contribuido a generar problemas de ingobernabilidad y 
enfrentamientos entre los poderes del Estado, y han limitado la capacidad de 
impulsar políticas y programas de largo plazo (Pachano 2003).

Si bien estos problemas se derivan, en gran medida, de factores ajenos al 
ámbito institucional –y tienen relación con determinaciones estructurales y 
también con las conductas, los valores y las percepciones de individuos y gru-
pos sociales–, no es menos cierto que el diseño institucional influye en la falta 
de estabilidad. Desde 1979, Ecuador ha tenido tres constituciones y un proce-
so constante de reformas, uno de cuyos efectos ha sido la imposibilidad de con-
solidar un marco institucional que sirviera de referencia para las prácticas de los 
actores. Los cambios reiterados han contribuido a generar y alimentar conduc-
tas erráticas y, por tanto, han sido uno de los factores centrales para obstaculizar 
la implantación de rutinas en los comportamientos sociales y políticos.

40  Con tres excepciones: la del Gobierno de la CFP en 1978, el de la ID en 1988 y el de la DP en 
1998.

Capítulo 2
Régimen político y forma de gobierno*

En este capítulo se aborda el tipo de régimen (o forma de gobierno), en-
tendido como el conjunto de arreglos institucionales que definen cómo 
se establece la división o separación de poderes.1 Dos premisas centrales 
orientan el texto. La primera proviene de la perspectiva desarrollada por la 
Ciencia Política sobre la importancia de este aspecto para la democracia, es-
pecialmente en cuanto define los términos en que se establece el equilibrio 
que debe existir entre las funciones del Estado para evitar la concentración 
del poder (Bobbio 1987; Guastini 2001; O´Donnell 2010; Freidenberg 

1  Es necesario hacer dos precisiones conceptuales con respecto al tratamiento de este tema. En 
primer lugar, en este texto se utiliza indistintamente tipo de régimen o forma de gobierno. Los conceptos 
son sinónimos dentro de la Ciencia Política. Sin embargo, esto puede ser objeto de debate, especial-
mente porque tipo de régimen se utiliza también para diferenciar entre formas autoritarias y democráti-
cas, así como forma de gobierno se utiliza para aludir a uno solo de los componentes de ese régimen, que 
es el ejecutivo o Gobierno. En segundo lugar, la separación de poderes se refiere aquí tanto a la división 
de las funciones como a los órganos que desarrollan estas (Guastini 2001, 59-60). Para los fines del 
capítulo no es necesario entrar en el debate acerca de las diferencias entre los conceptos de funciones y 
poderes. Basta con señalar que uno de los elementos definitorios de un régimen es la distribución del 
poder, tanto en lo que se refiere a la sociedad (por medio de la participación y la representación de la 
ciudadanía), como en lo relacionado con los organismos del Estado. Este último aspecto constituye 
el eje de este texto y es el que permite hablar de ‘los poderes’ en plural ya que se asignan facultades 
específicas a cada una de las ramas o funciones que conforman el Estado.

* Este capítulo se basa en –y reproduce partes de– los textos de Simón Pachano: “Presidencialismo 
y parlamentarismo” (1998); “El tejido de Penélope” (2003b); “Gobernabilidad democrática y refor-
mas institucionales y políticas en Ecuador” (2010a); “Ecuador: el nuevo sistema en funcionamiento” 
(2010b); y de Flavia Freidenberg: El sueño frustrado de la gobernabilidad: instituciones, actores y política 
informal en Ecuador (2008a).
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2008a). La segunda acoge la visión predominante entre los estudiosos del 
caso ecuatoriano. Conaghan (1994), Mejía (2002), Pérez-Liñán (2003) y 
Sánchez (2008) sostienen que el desequilibrio mantenido y profundizado a 
lo largo del período democrático consta entre las causas de la ingobernabi-
lidad que ha afectado al país (en el marco de la ‘pugna de poderes’, como se 
denomina coloquialmente).

Dentro de la primera premisa es conocido el debate acerca de los efectos 
que tiene sobre la democracia el tipo de régimen o la forma de gobierno. El 
planteamiento clásico, con especial referencia a América Latina, se encuentra 
en los textos de Linz (1993; 1996) que advierten sobre los peligros del pre-
sidencialismo y, como contrapartida, las ventajas del régimen parlamentario. 
El argumento central es que algunos arreglos institucionales del presidencia-
lismo (como la elección directa del jefe de Estado y de Gobierno, la duración 
fija e inamovible de los mandatos y la legitimidad dual que se desprende 
de la elección separada del legislativo y el ejecutivo) contribuyen a generar 
inestabilidad y devienen en crisis del régimen cuando podrían ser tratadas 
simplemente como crisis de Gobierno. Un elemento fundamental dentro de 
esta visión es la lógica de suma-cero que se establece por la elección directa y 
aislada del presidente. Como resultado, el ganador se lleva todo, aun cuando 
hubiera recibido una proporción pequeña de los votos (Linz 1993). 

La propuesta de Linz provocó la respuesta inmediata de varios acadé-
micos. Algunos pusieron énfasis en el sesgo que tenía la muestra (por lla-
marla de alguna manera) sobre la que fundamentaba su argumento, ya que 
se refería exclusivamente a América Latina (Nohlen 1993; Horowitz 1996; 
Mainwaring 1993; Mainwaring y Shugart 1997; 2002a; 2002b). El contra-
argumento tiene tres elementos fundamentales. En primer lugar, sostiene 
que la realidad de África y Asia en el período postcolonial no difería de la que 
Linz observa en el período de las transiciones latinoamericanas en términos 
de inestabilidad y dificultades para instaurar la democracia. Por tanto, el 
régimen parlamentario vigente en esos países podía aparecer como el res-
ponsable de aquellos problemas y del autoritarismo (Horowitz 1996, 122). 
En segundo lugar, consideran que no es conveniente hacer generalizaciones 
de ese tipo para todos los países latinoamericanos, ya que estos encierran 
realidades muy diversas. En tercer lugar –y con mayor importancia que el 

anterior–, destacan el riesgo de no tomar en cuenta otros factores, como el 
sistema de partidos (Mainwaring 1993, 199; Mainwaring y Shugart 2002b, 
265-279; Chasquetti 2003, 322-325), que pueden explicar la inestabilidad 
y, en general, los problemas de las democracias latinoamericanas. 

Sin negar la pertinencia de esas críticas, el tipo de régimen tiene una 
incidencia innegable sobre el desempeño del sistema político y también 
sobre las condiciones de la democracia y su calidad. Para comprender esta 
relación es necesario analizar las características más sobresalientes del pre-
sidencialismo. Entre estas cabe destacar la doble condición del presidente 
como jefe de Estado y jefe de Gobierno, la elección diferenciada –y la 
modalidad de elección– del presidente y los legisladores, la relación entre 
los poderes del Estado (a través de los controles y los balances) y sus respec-
tivos períodos de funciones.2

El capítulo inicia con una breve revisión de los conceptos básicos rela-
cionados con el tipo de régimen. Esto permitirá comprender las caracte-
rísticas del régimen establecido en Ecuador a lo largo del período demo-
crático y su incidencia sobre las prácticas políticas. En la segunda sección 
se destacan las características del presidencialismo ecuatoriano a la luz de 
aquellos elementos conceptuales. Se toma como referencia los arreglos ins-
titucionales establecidos en la Constitución y en las leyes. En la tercera 
sección se analiza el desempeño del sistema, con especial énfasis tanto en 
la representación y la gobernabilidad como en la presencia de factores que 
viabilizan el intercambio político o que, por el contrario, lo impiden y dan 
lugar a vetos y bloqueos entre los diversos niveles y actores. En la última 
sección se proponen algunas conclusiones.

2  Los autores que escriben sobre los elementos constitutivos de cada tipo de régimen enfatizan en 
elementos que no siempre son los mismos. Arend Lijphart (2000, 118-119) destaca tres aspectos que 
marcarían las diferencias: 1) la responsabilidad del jefe de Gobierno ante el legislativo en el régimen 
parlamentario y, como contrapartida, su elección por un período fijo en el régimen presidencial; 2) la 
elección directa del jefe de Gobierno en el presidencialismo y su elección por parte de los legisladores 
en el régimen parlamentario; 3) el carácter colegiado del ejecutivo en el parlamentarismo y uniperso-
nal en el presidencialismo. Por su parte, Sartori (1996, 97-99) señala también tres diferencias: 1) la 
elección directa del jefe de Estado en el presidencialismo, que está ausente en el parlamentarismo; 2) la 
potestad en la formación y destitución del gabinete (o del ejecutivo, en general), que en el presidencia-
lismo corresponde al jefe de Gobierno, en tanto que en el parlamentarismo es facultad del legislativo; 
3) el presidente es quien dirige el ejecutivo, ya que además de esa dignidad ostenta la condición de 
jefe de Gobierno.
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Elementos conceptuales

Los regímenes presidenciales, en contraposición a los parlamentarios, 
se caracterizan, en primer lugar, por atribuir las funciones de jefe de 
Gobierno y jefe de Estado a una misma persona.3 El presidente de la 
república (o de la nación, como se denomina en algunos países) ostenta 
a la vez los dos cargos; como consecuencia, al mismo tiempo que dirige 
la función ejecutiva representa al Estado. Por el contrario, una de las 
características sobresalientes del parlamentarismo es la escisión entre la 
jefatura del Estado y la jefatura de Gobierno, cuyo desempeño está en 
manos de dos personas que son nominadas en dos actos eleccionarios 
diferentes.4

Los defensores del parlamentarismo encuentran en el último aspecto, 
uno de los argumentos más fuertes para sostener su posición. Señalan que 
esa doble condición que ostenta una sola persona en el presidencialismo es 
la causa de varios problemas difíciles de resolver. Sostienen que esa persona 
está obligada a desempeñar, al mismo tiempo, el papel de representante de 
la nación y el de una de las múltiples opciones políticas. Por tanto, debe 
encarnar la expresión de la sociedad y la de un partido o una corriente 
política (o, en el mejor de los casos, algunas corrientes integradas en una 
alianza). El argumento central con que se defiende los regímenes parla-
mentarios, en este aspecto, es que aquella doble función (o doble repre-
sentación) constituye una ficción. Quien las ostenta es una persona que 
solamente representa a una parte de la ciudadanía. Aun en el caso de que 
esto se pudiera superar (estableciendo como requisito la mayoría absoluta 
en la elección), no se la puede desempeñar sin fricciones ya que siempre 

3 En este capítulo se toma los tipos puros de regímenes parlamentarios y presidenciales, esto es, los 
que tienen todas las características correspondientes a cada uno de los ítems tratados. Esto no significa 
que se desconozca la amplia gama de regímenes mixtos que pueden existir entre ambos, dentro de un 
continuumen el que se pueden identificar tanto los semiparlamentarios como los semipresidenciales. 
Cuando es necesario se señalan las excepciones.

4  La elección del jefe de Estado puede estar ausente, como ocurre en las monarquías constitucionales 
en que ese cargo tiene carácter hereditario. Incluso se puede considerar que no hay elección –entendida 
como el ejercicio del sufragio ciudadano– cuando es el producto de una votación de príncipes o sultanes 
regionales (como ocurre en Malasia). Por su parte, la jefatura de Gobierno puede adoptar varios nombres, 
como primer ministro, presidente de Gobierno, canciller (en el caso alemán).

representará una de las opciones políticas en juego en la sociedad (Linz 
1993; Sartori 1996).5

Entre otros efectos, la doble condición de jefe de Estado y Gobierno 
torna difusos los límites entre las funciones del Estado, ya que el presidente 
puede atribuirse no solo la representación formal del conjunto sino la je-
fatura de todas ellas.6 Por consiguiente, se pone en riesgo la independencia 
de las funciones y, con ello, todo el sistema de controles y balances. Demás 
está decir que esto puede producir la intervención presidencial en las otras 
funciones, especialmente en la judicial, como ha ocurrido en varios países 
de América Latina.7 Adicionalmente, se abren amplias posibilidades para 
la personalización de la política. Esto es un aliciente para el desarrollo de 
tendencias populistas y puede conducir a regímenes que pueden conside-
rarse como “democracias delegativas” (O´Donnell 1992).8

Una segunda característica de los regímenes presidenciales es la elección 
diferenciada del presidente y de los legisladores. Aunque se realicen en un 
mismo día y en un único acto eleccionario, constituyen dos elecciones 
diferentes, especialmente cuando no existen disposiciones que obliguen 
al voto vinculado entre ambas.9 Por el contrario, en los regímenes parla-

5  Ciertamente, la elección de dos personas diferentes en los regímenes parlamentarios (cuando 
no son monarquías hereditarias) también exige cuidadosos arreglos institucionales y procedimentales, 
sobre todo para evitar que la jefatura del Estado entre en la misma lógica de la jefatura de Gobierno. 
Este problema se ha visto con claridad en algunos de los países de la antigua órbita soviética, especial-
mente en Rusia cuando Vladimir Putin ha transitado, en una y otra vía, entre ambos cargos. Asimismo, 
resulta conflictiva en regímenes semiparlamentarios, como el francés.

6  Como se verá en la última sección, esta concepción ha guiado las acciones de algunos presi-
dentes ecuatorianos, llegando uno incluso a plantearla de manera explícita al sostener que es el jefe de 
todas las funciones del Estado.

7  La mayor parte de las veces se ha conseguido este objetivo al manipular los procedimientos para 
elegir los miembros de las cortes de justicia (especialmente los más altos tribunales, como las cortes 
supremas). Pero también se registran formas de intervención directa, como las que se han hecho con 
relativa frecuencia en Ecuador, que serán abordadas en la siguiente sección (Basabe 2011). 

8  Cabe destacar que una característica de las democracias delegativas es precisamente la autoatri-
bución de la representación nacional por el presidente y, a partir de ella, el ejercicio de una supuesta 
facultad para intervenir en los demás ámbitos.

9  En varios países de América Latina (como Uruguay) se vota en una misma fórmula por presi-
dente y legisladores sin posibilidad de expresar las preferencias por dos partidos diferentes (uno para la 
presidencia y otro para el órgano legislativo). En otros (como Bolivia), solamente es posible dividir las 
preferencias en la elección de una parte (generalmente la mitad) del legislativo, en tanto que otra parte 
se elige en la misma boleta presidencial. Como se verá en la segunda sección y, sobre todo, como está 
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mentarios se realiza solamente la elección de parlamentarios. Si un partido 
alcanza la mayoría absoluta de los escaños podrá elegir al jefe de Gobierno, 
pero si aquello no ocurriera será necesario recurrir a los procedimientos 
establecidos –que varían de un caso a otro– para llenar ese cargo (Sartori 
1996, 100). De esta manera, a menos que se produzca la mayoría absoluta, 
el nombramiento de jefe de Gobierno es el producto de acuerdos legislati-
vos, que bien pueden ser poselectorales y realizados a partir de la ubicación 
ideológica de los parlamentarios así como de sus cálculos estratégicos.

A la vez, la elección separada del presidente y de los legisladores expresa 
en sí misma otro componente que diferencia a los tipos de régimen. Este 
elemento es la elección directa del jefe de Gobierno en el régimen pre-
sidencial e indirecta en el parlamentario. La selección de la persona que 
ocupará ese cargo, en el presidencialismo, se realiza generalmente por vo-
tación directa y universal, en tanto que en el parlamentarismo queda a car-
go del órgano legislativo.10 Por consiguiente, en el régimen parlamentario 
las personas votantes otorgan al parlamento la facultad para seleccionar a 
quien encabezará el ejecutivo. A partir de esta diferencia, los defensores del 
presidencialismo sostienen que la elección directa no solamente constituye 
una expresión fiel de la voluntad popular –y por tanto una poderosa fuente 
de legitimidad–, sino que además entrega un mandato claro a la persona 
que resulta elegida. Por el contrario, quienes defienden el parlamentarismo 
señalan que la elección directa del presidente no refleja necesariamente las 
alineaciones políticas que existen en la sociedad. Afirman que la ciudadanía 
puede estar influida por factores de carácter coyuntural –como la presencia 
de caudillos, líderes carismáticos o diversas formas de personalización de la 
política– que desplazan las adscripciones ideológicas a un segundo plano. 
Derivado de esto, sostienen que la elección de un presidente en un acto 

detalladamente explicado en el capítulo sobre elecciones y sistema electoral de este libro, en Ecuador 
las posibilidades son más amplias ya que, debido a la modalidad de votación por personas en listas 
abiertas, la distribución de las preferencias de cada elector puede hacerse no solo entre dos partidos 
sino entre un número superior.

10  En el régimen presidencial se puede utilizar una modalidad de elección indirecta del jefe de Go-
bierno, en la que se elige un colegio electoral, encargado a su vez de elegir esa autoridad (como ocurre 
en Estados Unidos y como ocurría en Argentina hasta 1983). Es discutible si con esto deja de ser un 
régimen presidencial para transformarse en uno semipresidencial, pero ese es un tema que no interesa 
para la argumentación presentada aquí.

separado de la elección del parlamento se convierte, de manera casi inevi-
table, en una fuente de conflictos, especialmente por la doble legitimidad 
que generan las dos elecciones. 

Adicionalmente, los defensores del parlamentarismo sostienen que un 
efecto de la elección directa del jefe de Gobierno en el régimen presidencial 
es la propensión hacia un juego de suma-cero o de suma negativa, esto es, 
una situación en la que los logros o ganancias del uno significan pérdidas 
o derrotas para el otro (Linz 1993). Esta orientación se presenta en dos 
niveles. Por un lado, debido a que se elige exclusivamente una persona (el 
presidente o jefe de Gobierno), en la práctica se establece la regla de todo 
al ganador, que no está presente en el parlamentarismo, especialmente 
cuando se hace necesaria la conformación de una coalición parlamentaria 
para formar el Gobierno. Por otro lado, la elección paralela convierte al 
ejecutivo y al legislativo en oponentes naturales. Este es uno de los factores 
básicos para el surgimiento de comportamientos de confrontación y no 
colaborativos entre ambos poderes, y constituye un campo fértil para la 
implantación de conductas guiadas por los intereses de corto plazo.11

Según los críticos del presidencialismo, estos efectos se presentan in-
cluso cuando se establece la mayoría absoluta para la elección directa del 
presidente. Para ello generalmente se aplica la modalidad de doble vuelta 
(ballotage) entre los dos candidatos más votados en la primera, de manera 
que quien triunfe en la segunda ronda siempre contará con la mayoría ab-
soluta. Sin embargo, varios factores impiden que esa mayoría pueda con-
siderarse como un respaldo propio del ganador o como la expresión clara 
de las preferencias ciudadanas. Entre esos factores se destacan el sistema 
electoral, el sistema de partidos (Mainwaring 1993; Mainwaring y Shugart 
2002b) y el peso de determinados clivajes sociales, como los territoriales y 
los étnicos. Por consiguiente, este recurso puede constituirse simplemente 
en una forma de ocultar los problemas antes que superarlos, ya que las ma-
yorías constituidas para la segunda vuelta no representan necesariamente 

11  Es evidente el efecto que tienen las formas de elección sobre la relación entre los poderes del 
Estado. Junto a los arreglos institucionales que establecen las condiciones para el ejercicio de los con-
troles y balances, la forma de elección se convierte en un factor de importancia para hacerlos posibles 
o, por el contrario, para impedirlos.
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la orientación política de la población.12 Como se verá más adelante, esto 
es especialmente cierto en sistemas con partidos débiles que no tienen la 
capacidad de endosar su votación o de inducir determinadas orientaciones 
en sus electores.

Por el contrario, la elección del jefe de Gobierno en el régimen parla-
mentario requiere que un partido cuente con la mayoría absoluta de los 
escaños o, en caso de que esta no se hubiera producido, de la conformación 
de mayorías (por medio de alianzas) dentro del parlamento. Generalmente 
estas últimas expresan acuerdos en torno a criterios político-ideológicos y 
no solo transacciones coyunturales, ya que se establecen para constituir el 
Gobierno y no solamente para elegirlo. Por tanto, esas alianzas están obli-
gadas a rebasar el límite estricto del acto electoral para convertirse en una 
coalición de Gobierno.13 Adicionalmente, en la mayor parte de regímenes 
parlamentarios se establece –bajo alguna forma específica– el requisito de 
confianza del Gobierno dentro del parlamento. Esto se constituye en un 
imperativo de respuesta del Gobierno a los lineamientos que vienen desde 
el parlamento y, a la vez, en un compromiso de los integrantes de la coali-
ción hacia el Gobierno. 

Por todas las características anotadas y por los efectos que se derivan 
de ellas, dicha forma de elección se asienta generalmente en un sistema de 

12  El sistema de doble vuelta puede ser un incentivo para el voto negativo, en contra de un candi-
dato, y no necesariamente el apoyo a uno de ellos. Asimismo, puede poner al elector en la disyuntiva de 
elegir entre dos candidatos que no son de su agrado, de manera que se vea obligado a aplicar la lógica 
del mal menor. Estas situaciones se presentan de manera muy clara cuando los candidatos finalistas han 
pasado a la segunda vuelta con votaciones muy bajas, que incluso pueden ser absolutamente minori-
tarias (como en el caso ecuatoriano que, entre 1978 y 2006, apenas sumaron el 27,8% en promedio 
entre los dos).

13  Un aspecto importante en la elección parlamentaria –o indirecta– del jefe de Gobierno es que el 
partido que ocupa el primer lugar en la elección, sin alcanzar la mayoría absoluta, puede quedar fuera 
de la coalición de Gobierno. Es lo que ocurrió, por ejemplo, en las elecciones catalanas del año 2006, 
cuando tres partidos formaron una coalición de Gobierno que excluyó al que obtuvo el primer lugar. 
Evidentemente, entre los tres agregaban una proporción de votación mucho más alta que aquella del 
partido que alcanzó el primer lugar, de manera que en efecto representaban la mayoría. Por el contra-
rio, en el presidencialismo sería prácticamente impensable esa solución y terminaría por instalarse un 
Gobierno que apenas apoya una minoría del electorado (como fue el caso emblemático de la elección 
de Salvador Allende, con un tercio de los votos, en 1970, y como ha ocurrido en todas las elecciones 
ecuatorianas, realizadas entre 1978 y 2006, en que los triunfadores de la primera vuelta apenas tuvie-
ron una media del 27,8%).

partidos fuertes y poco numerosos. Como se ha señalado reiteradamente, 
en el régimen parlamentario son imprescindibles los partidos políticos, en 
tanto que el régimen presidencial puede sobrevivir por algún tiempo sin 
ellos (Chasquetti 2003; Mainwaring y Shugart 2002b). Por ello, se puede 
asegurar que entre el sistema de partidos y el tipo de régimen existen mutuos 
condicionamientos, ya que el régimen parlamentario tiende a impulsar la 
conformación de un sistema estable y consolidado de partidos, en tanto que 
el régimen presidencial puede ser hasta cierto punto indiferente a ellos.14

La expresión final de estas diferencias en la forma de elección del eje-
cutivo se presenta en el ámbito de la legitimidad. Así, en el presidencia-
lismo, al provenir tanto el presidente como los legisladores de una elec-
ción popular específica, pueden reivindicar la misma fuente de poder y 
en consecuencia una legitimidad de origen similar. Cada uno expresa las 
preferencias ciudadanas en tanto provienen de elecciones específicas y por 
tanto son portadores de un mandato popular también específico. Al ha-
berse dividido las preferencias, y en consecuencia el mandato, cada uno 
puede mostrarse como el portador legítimo y único de este último. Más 
allá de los efectos que puedan tener los arreglos institucionales que regulan 
las relaciones entre los poderes, la elección separada se convierte en fuente 
potencial de conflictos entre los poderes. Siempre está presente la legitimi-
dad dual (Linz 1993; 1996) como un elemento que amenaza las relaciones 
armónicas que deben establecerse entre ellos.

Por el contrario, en el régimen parlamentario se concentra la legitimi-
dad de origen solamente en el legislativo, ya que este es el único elegido 
en forma directa por la ciudadanía. Las preferencias del electorado no se 
dividen debido a que no está presente la elección directa del jefe de Go-
bierno. Por consiguiente, no se presenta el problema de la legitimidad dual 
que caracteriza al presidencialismo. Adicionalmente, la legitimidad única, 
radicada en el parlamento, se refuerza con la capacidad de este para desti-

14  Es necesario tomar con mucha precaución esta afirmación en cuanto al papel de los partidos y 
las características del sistema de partidos en el presidencialismo. Lo señalado se refiere exclusivamente a 
las posibles maneras de formar un Gobierno y a la conformación de coaliciones para ese fin (que, como 
se ha visto, en el régimen parlamentario son imprescindibles). Otro tema muy diferente es el ejercicio 
del Gobierno, que en el parlamentarismo se torna prácticamente imposible sin partidos estables, mien-
tras en el presidencialismo se puede prescindir de ellos.
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tuir al Gobierno, ya sea en forma explícita (por el retiro de la confianza al 
jefe de Gobierno y/o a algunos o todos los miembros del gabinete) o por la 
ruptura de la coalición gobernante.

Cuando tanto el Gobierno como el parlamento reivindican la legiti-
midad de origen, el resultado puede ser la anulación institucional. Esta 
situación, que se ha dado en muchos casos, es muy difícil de resolver sin la 
pérdida absoluta del uno o el otro. Debido a los bloqueos suscitados, esta 
situación ha abierto paso a Gobiernos con tendencias autoritarias que, en 
nombre de la eficiencia gubernamental, han buscado minimizar la inci-
dencia del legislativo en la actividad política, lo que significa un alto costo 
en términos de representación y, en general, de estabilidad y profundiza-
ción de la democracia.

Por otra parte, este conflicto por la legitimidad de origen lleva a que 
los Gobiernos de los regímenes presidenciales se vean obligados a bus-
car una legitimidad de rendimientos (que permita zanjar la disputa por la 
de origen), que puede conducir a tres resultados. En primer lugar, puede 
profundizar el juego de suma-cero entre el ejecutivo y el legislativo. En 
segundo lugar, puede contribuir a alentar las tendencias clientelares de 
los Gobiernos pero también de los legisladores (que pueden exacerbar su 
función de representación territorial). En tercer lugar, puede agudizar la 
personalización en el desempeño presidencial y legislativo. 

Una tercera diferencia importante entre los dos tipos de régimen es la 
relación entre los poderes del Estado, expresada fundamentalmente en los 
controles mutuos y los balances. El núcleo de este aspecto es la división de 
poderes, concebida originalmente como un anticuerpo para el absolutismo 
y transformada en un elemento propio e indispensable del Estado de dere-
cho (Bobbio 1987). Esta relación está asentada en la capacidad de control 
horizontal entre los poderes o funciones, pero al mismo tiempo en la capa-
cidad de colaboración entre ellas. Ambos (control y colaboración) tienen 
una dimensión horizontal ya que ninguno tiene preeminencia sobre los 
otros y cada uno cumple funciones específicas y claramente determinadas.

En el presidencialismo el control y la colaboración son siempre difíci-
les, sobre todo por lo anotado en cuanto a la legitimidad de origen. Tanto 
el ejecutivo como el legislativo la reivindican debido al acto electoral en 

que han obtenido su mandato. Además, en este sistema la asamblea o con-
greso por lo general se identifica exclusivamente con la actividad legislativa 
(de la cual incluso recibe su denominación), reduciendo al mínimo sus 
funciones de control, de representación y de arena política. Por su parte, el 
presidente cuenta con atribuciones limitadas para intervenir en el legislati-
vo, de manera que sus posibilidades de control son también limitadas. Pero 
esa mutua limitación de funciones no favorece necesariamente el resultado 
deseado, esto es, la posibilidad de establecer controles y balances entre los 
diversos órganos. El resultado más probable de este ‘empate negativo’ es el 
bloqueo mutuo y consecuentemente la inoperancia política.15

Una perspectiva bastante adecuada para abordar estos temas es la plan-
teada por Shugart y Carey (1992), que diferencia entre los poderes consti-
tucionales y los poderes políticos de los presidentes y las asambleas o con-
gresos. Sostienen que no siempre existe correspondencia entre ambos tipos 
de poderes, ya que los primeros dependen de las disposiciones normativas 
(constitucionales y legales), en tanto que los otros se desprenden de varios 
componentes del sistema político, especialmente del sistema electoral. Por 
tanto, idealmente pueden presentarse casos de presidentes que disponen de 
fuertes poderes constitucionales, pero que son políticamente débiles frente 
a las asambleas. Asimismo, pueden encontrarse casos en los que disponen 
de escasos poderes constitucionales y son políticamente más fuertes que las 
asambleas.16 Se puede concluir, por tanto, que un buen esquema de con-
troles y balances estará dado por el acierto en el diseño de los poderes cons-
titucionales y de los componentes que determinan los poderes políticos.

Frente a estos riesgos innatos de confrontación entre los poderes, los re-
gímenes parlamentarios cuentan con condiciones más apropiadas para el 
control y la colaboración entre los poderes. Inciden de manera determinante 
en esto las facultades propias del parlamento (nominación del jefe de Go-

15  Como se verá en la segunda sección, el caso ecuatoriano ha sido prácticamente un laboratorio 
de experimentación de diversas fórmulas para la superación de este problema estructural del régimen 
presidencial. En realidad, no se lo ha visto de esa manera y se lo ha tratado más bien como un problema 
propio de la política cotidiana.

16  Dos tipos adicionales se pueden extraer del análisis de Shugart y Carey (1992). Uno es el de 
presidentes fuertes constitucional y políticamente y otro es el de presidentes débiles en ambos aspectos. 
A su vez, estos tipos corresponderían a asambleas débiles y fuertes, respectivamente.
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bierno y eventualmente del gabinete, voto de confianza, control directo y 
permanente de la gestión gubernamental), pero también las que se le asignan 
al presidente (disolución del parlamento, participación en los debates parla-
mentarios). En este caso, el control horizontal está sujeto al cumplimiento de 
un programa de gobierno acordado en el seno del parlamento, es decir, a un 
compromiso o pacto previo entre el legislativo y el Gobierno, lo que elimina 
muchos elementos aleatorios, subjetivos y coyunturales.

Ciertamente, los regímenes presidenciales establecen disposiciones que 
tienden a definir las relaciones de control y colaboración entre los poderes. 
Entre estas se destacan las facultades presidenciales de colegislación (inicia-
tiva y veto en la formación de leyes), la participación de ambas funciones 
en la nominación de diversas autoridades (incluidas en algunos casos las 
del poder judicial) y la función misma de control del parlamento al Go-
bierno expresada en el juicio político a los integrantes de este último. Todas 
ellas constituyen las facultades constitucionales, a las que se refieren Shu-
gart y Carey (1992), que tienen su contrapartida en los poderes políticos 
determinados por otros factores del sistema político. Sin embargo, estos 
poderes constitucionales no tienen el mismo peso que en los regímenes 
parlamentarios ya que no definen en última instancia el destino del Go-
bierno o del parlamento.

El régimen parlamentario cuenta con cuatro características que lo con-
vierten en un ordenamiento propicio para la rendición de cuentas y, en 
consecuencia, para establecer un adecuado sistema de controles y balances. 
En primer lugar, el equilibrio de poderes opera sobre la posibilidad que 
tiene cada uno para disolver al otro, lo que se convierte en un mecanis-
mo de autocontrol para cada cual más que un elemento de presión o de 
chantaje. En segundo lugar, de lo anterior se deriva una división de poderes 
mucho más equilibrada, que posibilita e incluso obliga al control del uno 
al otro. En tercer lugar, la participación de los miembros del gabinete en 
el parlamento constituye un instrumento de control casi cotidiano y, has-
ta cierto punto, imperativo. Finalmente, la conformación partidista del 
parlamento y el Gobierno exige de los representantes una actitud de per-
manente respuesta a los requerimientos de los militantes y, en general, del 
electorado, es decir mejora la calidad de la representación.

Una cuarta diferencia importante entre los regímenes es la que se deriva 
de los períodos de los poderes del Estado. Varios autores le otorgan mucha 
importancia a este aspecto, ya que consideran que a ella se debe la mayor o 
menor rigidez y, consecuentemente, la mayor o menor capacidad para en-
frentar las crisis (Linz 1993; Sartori 1996; Hochstetler 2006; Pérez-Liñán 
2003). El argumento es que aunque ambos eligen a sus autoridades para 
desempeñarse dentro de períodos determinados, en los regímenes parla-
mentarios pueden concluir los mandatos por la decisión del jefe de Go-
bierno o de los legisladores. Esto se produce cuando el parlamento retira la 
confianza al Gobierno o cuando el jefe de Gobierno convoca a elecciones 
anticipadas o disuelve la asamblea. 

La posibilidad de concluir anticipadamente los períodos hace que el 
régimen parlamentario sea mucho más flexible que el presidencial frente a 
las crisis.17 Los problemas que se presentan por causas económicas o blo-
queos políticos pueden resolverse al aplicar las disposiciones que ponen fin 
al Gobierno y terminan con el mandato de los legisladores. De esta mane-
ra, como sostienen reiteradamente los defensores del parlamentarismo, las 
crisis de Gobierno no se convierten en crisis de régimen, al contrario de lo 
que sucede en el presidencialismo donde alcanzan proporciones inmaneja-
bles (Linz 1996; Hochstetler 2006, 415). 

Características básicas del presidencialismo ecuatoriano

Siguiendo la tradición de casi toda su historia y la de los países latinoa-
mericanos, Ecuador optó por el régimen presidencial al iniciar el perío-
do democrático.18 Inicialmente, con la Constitución de 1978 se buscó 

17  La inflexibilidad del sistema presidencialista puede ser mitigada por algunos componentes del 
sistema político, en particular por la configuración del sistema de partidos. Una fragmentación limi-
tada, acompañada de una bancada relativamente grande del partido gubernamental en el legislativo, 
puede configurar condiciones apropiadas para la gobernabilidad. Como se verá más adelante, estos dos 
elementos estuvieron ausentes en Ecuador hasta 2006.

18  No se puede asegurar que a lo largo de toda su historia Ecuador adoptara el régimen presi-
dencial, ya que sus cuatro primeras constituciones establecieron la elección del presidente por parte 
del Congreso (Constitución de 1830, artículo 26, numeral 12; Constitución de 1843, artículos 56 y 
37, numeral 14; Constitución de 1845, artículo 65; Constitución de 1851, artículo 31, numeral 30 y 
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establecer el equilibrio entre el ejecutivo y el legislativo mediante dos 
conjuntos de elementos. Por un lado, se trató de hacerlo con arreglos 
institucionales orientados a definir y regular los controles y equilibrios. 
Entre estos se destacaban las facultades y atribuciones de cada uno, así 
como la condición de colegisladores y la participación conjunta en el 
nombramiento o la selección de algunas autoridades y en la definición 
del presupuesto del Estado. Por otro lado, el equilibrio debía asentarse 
también en las disposiciones que normaban la acción política. Entre estas 
se destacan las que impulsaban la conformación de un sólido sistema de 
partidos y las que pretendían crear las condiciones para la conformación 
de Gobiernos con amplio apoyo ciudadano y, paralelamente, de grandes 
–y en lo posible pocas– bancadas en el órgano legislativo. Por consiguien-
te, se buscó incidir tanto en los poderes constitucionales como en los 
poderes políticos, según la ya mencionada perspectiva desarrollada por 
Shugart y Carey (1992). 

En cuanto al primer conjunto de elementos, cabe destacar que, para po-
ner en práctica la división y el equilibrio de poderes –y de igual manera a lo 
que había sucedido en los períodos constitucionales inmediatamente ante-
riores–, al legislativo se le asignaron funciones de control y fiscalización. Adi-
cionalmente, en esta ocasión se le atribuyó al legislativo mayores facultades 
que las establecidas en las constituciones anteriores, lo que se hizo evidente 
en varios aspectos. Primero, se manifestó en la amplia gama de funcionarios 
que podían ser sometidos a juicio político (y a su destitución) por el legis-
lativo. Estaban incluidos el presidente y vicepresidente de la república, los 
integrantes del gabinete ministerial, los miembros de la Corte Nacional de 
Justicia, los integrantes de los tribunales Supremo Electoral, Contencioso 
Administrativo y de Garantías Constitucionales, el contralor general, el pro-
curador del Estado, el ministro fiscal y los superintendentes de bancos y de 
compañías (Constitución de 1978: artículo 59, literales e y f ).

En relación con el segundo grupo de elementos, las facultades otor-
gadas al legislativo para intervenir en la aprobación del presupuesto del 
Estado fueron tan amplias que se convirtió en corresponsable al definir este 

artículo 53). Podría decirse que en cada uno de esos casos se estableció un régimen semiparlamentario. 
Solamente desde la Constitución de 1852 (artículo 59) se estableció la elección directa del presidente. 

instrumento de política económica. Tercero, se transformó al legislativo 
en un actor clave en la definición de la política económica, ya que podía 
expedir o reformar leyes de contenido económico.19 Cuarto –y como con-
trapartida a esas formas de fortalecer el legislativo–, al ejecutivo se le asig-
nó la facultad para expedir decretos-leyes de carácter económico mediante 
un procedimiento expeditivo.20 Quinto, el ejecutivo y el legislativo debían 
ponerse de acuerdo para nombrar varias autoridades de control (contralor 
general, superintendentes de bancos y de compañías) y los funcionarios 
de otros poderes y dependencias del Estado: la CSJ, el Tribunal Fiscal, el 
Tribunal Contencioso Administrativo (TCA), el TSE, el ministro fiscal. 
Sexto, el legislativo debía autorizar la salida del país del presidente de la 
república. Finalmente, el legislativo contaba con representantes en varias 
instituciones estatales.

Volviendo al primer conjunto de elementos, los que al establecer cana-
les relativamente rígidos para la acción política pudieran incidir sobre la 
separación-cooperación entre los poderes, se destacan dos disposiciones. 
En primer lugar, los partidos políticos tenían el monopolio de la repre-
sentación política. Esto se expresaba no solamente en su capacidad exclu-
siva para presentar candidatos, sino también en la afiliación obligatoria de 
los candidatos a cualquier dignidad de elección popular (Constitución de 
1978, artículo 37).21 Con esto se pretendía evitar la fragmentación y, de 

19  La Constitución le daba al legislativo la facultad de incrementar el gasto y los ingresos públicos. 
Así, disponía que tenía la facultad de “establecer o suprimir impuestos, tasas u otros ingresos públi-
cos” (Constitución de 1978, artículo 59, literal d). De igual manera, determinaba que “[e]l Congreso 
Nacional no expedirá leyes que aumenten el gasto público o que deroguen o modifiquen las que 
establezcan ingresos comprendidos en el presupuesto del Estado, sin que al mismo tiempo, establezca 
fuentes de financiamiento, cree nuevas rentas sustitutivas o aumente las existentes” (Constitución de 1978, 
artículo 72 [énfasis añadido]).

20  Si el presidente enviaba un proyecto de ley de contenido económico calificado por él como 
urgente, el legislativo debía aprobarlo, reformarlo o negarlo en un plazo de quince días. Si no lo ha-
cía, el presidente podía promulgarlo como decreto-ley. El legislativo podía derogarlo posteriormente 
(Constitución de 1978, artículo 65).

21  Por primera vez en la historia nacional se estableció el financiamiento estatal para los partidos, 
lo que denotaba la importancia atribuida a ellos y el papel central que se les asignaba dentro de la 
nueva institucionalidad. Se esperaba que de ahí en adelante los partidos fueran no solamente los únicos 
medios de canalización de intereses y representación de la sociedad, sino que se constituyeran como 
instituciones modernas, con capacidad para neutralizar el peso y la influencia de los grupos de presión 
y sectores corporativos.
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esa manera, se fortalecería la representación política, especialmente en el 
órgano legislativo.22 Segundo, la instauración de la ya mencionada doble 
vuelta para la elección presidencial aseguraría, según sus impulsores, un 
fuerte respaldo popular para el triunfador. Por consiguiente, con estos dos 
elementos se buscaba fortalecer políticamente el legislativo y el ejecutivo, 
respectivamente, lo que de manera indirecta incidía sobre el sistema de 
controles y balances de los poderes.

En efecto, la relación entre los poderes aparecía implícitamente como 
telón de fondo de la operación de diseño institucional. Sin embargo, este 
dejaba muchos vacíos tanto en la relación entre los poderes como en el 
fortalecimiento de la democracia. La ‘ingeniería constitucional’ mostra-
ba elementos contradictorios e incluso presentaba factores claramente 
negativos para alcanzar los resultados que se proponía originalmente. 
Por ejemplo, era imposible lograr el fortalecimiento de los partidos con 
las facilidades de entrada (registro y presentación de candidaturas), así 
como con la utilización de una fórmula fuertemente proporcional para 
la asignación de escaños. 

Asimismo, difícilmente se podían consolidar partidos de alcance na-
cional si a todas las agrupaciones que quisieran competir en una elección 
(aunque esta fuera local o provincial) se les obligaba a contar con una 
organización nacional y a presentar candidaturas en un número mínimo 
de provincias. De igual manera, se dificultaba su consolidación –mediante 
la profesionalización de la política– al prohibirse la reelección inmediata 
a todos los cargos de elección popular. Tampoco tendría mayor efecto la 
aplicación de la doble vuelta si no se fundaba sobre un sólido sistema de 
partidos. Era imposible también convertir al órgano legislativo en un actor 
de carácter nacional si este se integraba en más de sus cuatro quintas partes 
por representantes provinciales que, siguiendo la lógica de sus electores y 
un mínimo cálculo estratégico, daban mayor importancia a la representa-
ción territorial que a la política.

22  La conformación y la consolidación de un sistema de partidos eran vistas, además, como los 
instrumentos que permitirían superar los problemas recurrentes del caudillismo y del populismo, a los 
que se los incluía entre las causas de la inestabilidad política y las dificultades para el afianzamiento de 
la democracia.

Las sucesivas reformas constitucionales y legales realizadas a lo largo del 
período democrático profundizaron esos problemas en un doble sentido. 
Por un lado, introdujeron más contradicciones entre las diversas disposi-
ciones normativas mientras, por otro, fortalecieron el carácter presidencia-
lista del régimen, hasta llevar el legislativo prácticamente a la esterilidad. 
Ambas orientaciones de las reformas tuvieron efectos catastróficos en el 
desempeño de la política, como se verá en la siguiente sección. Pero antes 
de entrar en ese campo es necesario destacar que a lo largo del período se 
revisaron reiteradamente las leyes que rigen las elecciones y los partidos po-
líticos. Lo mismo se hizo en cuanto a las que determinan la conformación 
del congreso y sus condiciones de funcionamiento. Todas estas leyes de 
hecho inciden sobre el tipo de régimen. Cabe señalar que, a pesar de haber 
introducido múltiples reformas a la Constitución en los trece años que van 
desde 1983 hasta 1996, en 1998 se expidió una nueva carta política (ela-
borada por una asamblea constituyente) y en 2008 se promulgó una nueva 
constitución (también como producto de una asamblea constituyente). 
Por consiguiente, en vez de limitarse a introducir ajustes, con el fin de 
mantener las condiciones adecuadas para la actividad política, se ha tendi-
do a transformar constantemente las condiciones y la propia conformación 
de las instituciones representativas. Como resultado, el país no ha contado 
con períodos relativamente largos de vigencia de un cuerpo normativo que 
pudiera ser puesto a prueba en procesos de mediano alcance y que a la vez 
ofreciera algún grado de certidumbre, en tanto marco adecuado para las 
prácticas políticas.

La sucesión de reformas comenzó en 1983, es decir, apenas cuatro años 
después de entrar en vigencia la Constitución.23 Estas primeras reformas 
tuvieron amplio alcance al reducir los períodos del presidente y de los le-
gisladores, así como al alterar la estructura del legislativo y cambiar el ca-
lendario electoral. De los cinco años que establecía la Constitución, se 
redujo a cuatro el período de las autoridades en ambas instituciones y se 
introdujeron varias diferencias entre diputados nacionales y provinciales. 

23  La primera Constitución de este período fue aprobada por referéndum en 1978, pero entró en 
vigencia en agosto de 1979, con la posesión del presidente de la república y la instalación del legislativo 
(denominado Cámara Nacional de Representantes). 
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La definición del período en cinco años (que rompía la tradición de cua-
trienio que había caracterizado la historia política nacional) había sido una 
de las medidas para contrarrestar la inestabilidad. Se suponía que tiempos 
más largos reducirían la incertidumbre generada por elecciones sucesivas y 
serían propicios para obtener mejores rendimientos en la gestión del ejecu-
tivo y del parlamento. 

Sin embargo, pronto se hizo sentir la presión de los partidos y las fuerzas 
sociales que quedaban fuera de la presidencia y el congreso, así como el ma-
lestar de la población que comenzaba a retirar el apoyo a las autoridades que 
ella misma había elegido. Se trataba, en buena medida, de la combinación 
de los efectos derivados de la condición de ganador absoluto, propia del 
presidencialismo con la rápida erosión de la legitimidad producida por los 
bajos rendimientos económicos y sociales del sistema político. Por esto, antes 
de que concluyera el lapso de las autoridades que inauguraron el período de-
mocrático se procedió a reformar asuntos que no eran puramente formales.

En cuanto a la composición del legislativo, las reformas introdujeron 
diferencias de fondo entre legisladores nacionales y provinciales. Desde ese 
momento los nacionales durarían cuatro años mientras que los provincia-
les se renovarían cada dos años. Antes de esta reforma la diferencia radicaba 
solamente en los requisitos exigidos para terciar como candidatos y en el 
tipo de distrito electoral en que eran electos.24 A partir de ella se introdujo 
un claro elemento de inestabilidad en el congreso, ya que significaba que 
cada dos años debía renovarse más del 80% de sus integrantes, lo que se 
agudizaba con la prohibición de reelección inmediata. A la vez, contribuía 
indirectamente a debilitar los partidos, ya que en adelante se verían 
obligados a incorporar grandes contingentes de personas para participar 
como candidatos cada dos años a la diputación provincial.25 No es difícil 

24  Los doce diputados nacionales, un número fijo (incrementado a veinte por una sola ocasión, 
en 1998, fueron eliminados por la Constitución de 1998 y restablecidos en número de quince por la 
Constitución de 2008), se eligen en distrito único nacional, mientras los otros provienen de veinte dis-
tritos provinciales de diversa magnitud (elevados después a veintidós y más adelante a veinticuatro por 
la creación de provincias). La edad mínima para los candidatos era de treinta y veinticinco años para la 
diputación nacional y provincial, respectivamente. El número total de diputados en el primer período fue 
de sesenta y nueve (doce nacionales y cincuenta y siete provinciales).

25  Para presentar candidatos para las elecciones legislativas en todas las provincias en el año 1992, 
un partido debía contar con 140 personas, ya que debía presentar listas completas con sus respectivos 

deducir que, además, esta reforma alimentaría la personalización en la po-
lítica y el reemplazo de los referentes ideológicos por el pragmatismo en los 
partidos. De esta manera, la primera reforma del período constitucional 
tomó la dirección totalmente opuesta a la que había guiado la transición. 
En la práctica se tradujo en el cierre del camino hacia los objetivos que 
orientaban a este y que garantizaban su consistencia como un movimiento 
de conjunto hacia una nueva institucionalidad. 

En 1985 se introdujeron nuevas reformas políticas, centradas funda-
mentalmente en el sistema electoral. De uno que utilizaba una fórmula 
proporcional con representación de minorías se pasó a otro de fórmula ma-
yoritaria.26 No se trataba de lograr mejores condiciones de representación 
en general del parlamento, sino de reducir la resistencia a las iniciativas del 
ejecutivo. Para ese momento ya se había convertido en práctica común la 
denominada pugna de poderes, es decir, el enfrentamiento entre el ejecu-
tivo y el legislativo en torno al procesamiento de instrumentos legales o de 
políticas impulsadas desde el Gobierno. 

Esta y prácticamente todas las reformas que se sucedieron tuvieron ese 
signo. Estuvieron marcadas por la necesidad de eliminar los factores que 
establecían empates irresolubles entre los dos poderes y que, finalmente, se 
han traducido en bloqueos permanentes a lo largo del período constitucio-
nal. A pesar de que este es un problema central –quizás el de mayor signi-
ficación política en el país– ni esa ni las siguientes reformas contribuyeron 

suplentes en cada una de ellas. A estas se sumaban los candidatos a concejales municipales y consejeros 
provinciales, lo que elevaba la cifra a niveles difícilmente manejables por un partido. Solamente en la 
provincia de Guayas (la más poblada del país) habría sido necesario que cada partido contara con 476 
personas para las elecciones de todas las dignidades en el año mencionado (219 concejales, nueve con-
sejeros y diez diputados, con un número similar de suplentes en cada caso).

26  La reforma fue impulsada por el Gobierno y posibilitada por la conformación de una mayoría 
parlamentaria pasajera, con el objetivo de fortalecer al ejecutivo al reducir el número de partidos repre-
sentados en el Congreso. Apenas un año después se retornó a la fórmula proporcional, para cambiarla 
nuevamente en 1997, cuando se introdujo la votación por personas en listas abiertas, la que a su vez 
fue modificada (por simple disposición del) en el año 2000 por la introducción de la fórmula D´Hondt 
para asignar escaños. En el año 2003, esta fórmula fue declarada inconstitucional (aduciendo que iba 
en contra de la votación personalizada y en listas abiertas, lo que si se aplicaba coherentemente debía 
invalidar a cualquier fórmula que no fuera el conteo de los votos personales). Finalmente, en la ley 
expedida en 2010, al amparo de la Constitución de 2008, se instauró una fórmula proporcional de 
divisores impares.
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a resolverlo. En realidad, muchas han pretendido abordar este conflicto: 
han tratado de hacerlo siempre mediante el fortalecimiento de uno de los 
términos de la ecuación (específicamente el ejecutivo). Pero precisamente 
debido a que no se orientaban a establecer un equilibrio apropiado entre 
ejecutivo y legislativo, el resultado de su aplicación ha sido un nuevo y 
renovado empate.27

En 1986 el Gobierno intentó romper el monopolio partidista al poner 
a consideración, por medio de una consulta popular, la posibilidad de que 
agrupaciones diferentes a los partidos pudieran presentar candidatos para 
cualquier dignidad de elección popular. Habiéndose convertido la con-
sulta en un referéndum sobre la gestión gubernamental, la ciudadanía se 
pronunció negativamente. Sin embargo, ocho años más tarde se aprobó la 
participación de independientes (sin el requisito de afiliación a un partido) 
por medio del mismo mecanismo. La participación de los independien-
tes, en condiciones claramente menos exigentes que las que regían para 
los partidos, contribuyó a incrementar la fragmentación y, obviamente, a 
debilitar la representación política.28 Esto se hizo evidente en el legislativo, 
donde se aumentó el número de listas que obtenían escaños (muchas de 
ellas conformadas por una sola persona que podía obtener uno gracias a las 
facilidades de entrada). 

Adicionalmente, esta tendencia se alimentó debido al número mayor 
de diputados, producido parcialmente por el crecimiento poblacional (en 
la medida en que el número de diputados provinciales depende, en parte, 
de la magnitud de la población de su circunscripción) y, en parte, por las 
propias disposiciones que buscaban otorgar mayor representación a algu-
nas provincias, así como al forcejeo de las provincias con menor población. 

27  La última experiencia al escribir este texto es el conjunto de reformas expedidas dentro del 
proceso de la revolución ciudadana, que también apuntan, y en mayor medida, al fortalecimiento del 
ejecutivo. Sin embargo, queda como una incógnita saber si el hiperpresidecialismo –como ha sido 
calificado– tendrá alguna viabilidad en condiciones diferentes a las que establece el fuerte liderazgo de 
Rafael Correa. Por el momento parece que este es el único factor de estabilidad y que el diseño político 
presenta los mismos problemas que se han visto a lo largo de las tres décadas anteriores. En el texto de 
Freidenberg (2010b) se evalúa la reforma electoral de 2008.

28  Los independientes no están obligados a contar con inscripción ni a presentar listas en un nú-
mero determinado de provincias y tampoco deben cumplir con todos los requisitos organizacionales 
que se exigen a los partidos. Como contraparte, no pueden acceder al financiamiento estatal.

Estas reformas fueron, en consecuencia, un nuevo retroceso en relación 
con los objetivos que habían guiado el retorno y, en general, la necesidad 
de conseguir algún grado de estabilidad y cohesión en el sistema político.

La obstinación por las reformas se expresa también en las nueve consul-
tas populares realizadas entre 1986 y 2011, muchas de ellas dirigidas a in-
troducir cambios en las instituciones del sistema político.29 Este mecanis-
mo de expresión directa ha tenido distintos resultados que han dependido, 
en gran medida, de las condiciones del Gobierno que lo ha convocado más 
que del contenido mismo de las preguntas. Igualmente, la reiteración en la 
reforma política se manifestó en la convocatoria a dos asambleas constitu-
yentes, en 1997 y 2007, encargadas de expedir nuevas constituciones, que 
se sumaron a las sucesivas reformas que había realizado el congreso por su 
propia iniciativa o por propuestas gubernamentales. En definitiva, la nor-
matividad ecuatoriana ha sido sometida a cambios constantes, en lo que 
constituye la mejor manifestación de la nueva fisonomía que ha tomado la 
inestabilidad institucional.

Como resultado de la reiterada introducción de nuevas disposiciones 
y por la ausencia de objetivos claros en los procesos de reforma, se ha 
configurado una institucionalidad incoherente. Por ello, cualquier análisis 
de los aspectos esencialmente políticos del ordenamiento constitucional y 
legal ecuatoriano demuestra que existe escasa o incluso nula consistencia 
entre sus componentes. A pesar de que deben actuar en conjunto, cada 
uno apunta en un sentido específico; no se advierten los enlaces necesarios 
para que puedan impulsar procesos en una determinada dirección. Por el 
contrario, la característica central de este entramado es la falta de cohesión 
interna, lo que produce resultados inesperados y contrarios a los objetivos 
de consolidación democrática y de gobernabilidad. De ahí que sus efectos 

29  En algunas ocasiones, las consultas combinaron asuntos políticos con otros temas. En 1986 se 
trató la participación política de los independientes. En 1994 se abordaron siete temas diferentes, tanto 
políticos como económicos y sociales. En 1995 fueron ocho preguntas también sobre temas de diversa 
naturaleza. En 1997 se abarcó un amplio espectro de temas (con catorce preguntas), que incluían la 
ratificación del Gobierno interino y la convocatoria a asamblea constituyente. En 2006 se hicieron tres 
preguntas que no contenían reformas políticas. En 2007 se preguntó sobre la convocatoria a asamblea 
constituyente. En 2008 se consultó sobre la aprobación de la Constitución. En 2011 se incluyeron varias 
reformas políticas, especialmente en el poder judicial. Aparte de estas se realizaron cinco consultas pro-
vinciales, todas en el año 2000, sobre la autonomía provincial.
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hayan sido predominantemente negativos. Se puede afirmar, por tanto, 
que el diseño institucional ha contribuido a la inestabilidad política, así 
como a la dispersión y la fragmentación en la representación.

En lo que se refiere a las relaciones entre los poderes, como se ha señalado, 
las reformas tendieron siempre a debilitar el legislativo y a fortalecer el ejecu-
tivo. Un paso trascendental se dio en la Constitución de 1998, que recortó 
algunas atribuciones del legislativo, entre las que se destacan la reducción del 
juicio político a un simple acto simbólico (sin efectos prácticos debido a que 
no llevaba a la destitución de los ministros) y la limitación de su papel en la 
aprobación del presupuesto estatal. La Constitución de 2008 mantuvo esa 
tendencia, aunque le devolvió al legislativo la facultad de censurar y destituir 
a los ministros, pero sujeta a un conjunto de procedimientos engorrosos y 
de difícil realización. Adicionalmente, ambas constituciones –y las leyes des-
prendidas de ellas– mantuvieron y profundizaron las disposiciones que te-
nían efectos contrarios a la formación y consolidación de partidos políticos, 
con lo que el legislativo se debilitó aun más. Desde una visión pobre de la 
gobernabilidad, se buscaba superar los bloqueos característicos de la política 
ecuatoriana al fortalecer uno de los términos, sin comprender que de esa 
manera se profundizaban los problemas que se pretendía remediar.

El punto más alto de esta tendencia al fortalecimiento del ejecutivo se 
alcanzó con el diseño contenido en la Constitución de 2008, que significó 
la relegación del legislativo (que pasó a denominarse Asamblea Nacional) a 
un papel insignificante no solo en el control a los otros poderes, sino sobre 
todo en su función de representación política e incluso en sus facultades 
de legislación. Como se vio, el objetivo original desde 1978 era la cons-
trucción de un sistema de controles y balances, pero las propias contradic-
ciones del diseño institucional y procedimental impidieron alcanzarlo. A 
lo largo del tiempo, las reiteradas reformas no se guiaron por ese objetivo 
y tendieron más bien a la ruptura del equilibrio. Por ello, al llegar a la 
Asamblea Constituyente de 2007-2008, ya existía una larga historia de un 
legislativo minimizado y un ejecutivo aparentemente fuerte (que, como se 
verá en la siguiente sección, no lo era en realidad). La Constitución que 
emanó de ella redujo aun más las atribuciones del legislativo cuando intro-
dujo cambios de fondo en la estructura del régimen político.

Una propuesta central del programa político de la ‘revolución ciudadana’ 
fue la reforma constitucional. Según sus impulsores, esta debería llevar a la 
instauración de un nuevo ordenamiento político que constituiría la supera-
ción de los límites establecidos por la democracia representativa y su reem-
plazo por una democracia participativa. Se suponía que de esa manera se re-
solverían los problemas que habían afectado al país por lo menos durante los 
doce años anteriores.30 Como se ha visto, esos problemas eran, por un lado, 
la instauración y permanencia de un sistema agudamente fragmentado y, por 
otro, la inexistencia de incentivos para la cooperación y, por el contrario, la 
presencia de alicientes para los bloqueos políticos. Como consecuencia inevi-
table se redujeron los márgenes de gobernabilidad, ya que los Gobiernos no 
contaban con las condiciones políticas adecuadas para impulsar sus políticas, 
a pesar de que aparentemente tenían fuertes poderes constitucionales. Por 
consiguiente, era necesario actuar en los aspectos propios de la relación entre 
los poderes del Estado –en el sistema de pesos y contrapesos, de controles 
y balances–, así como en el sistema electoral y en el tema que, en términos 
generales, puede denominarse la distribución territorial del poder (gobiernos 
locales, descentralización, autonomías).31 De esta manera, era imprescindi-
ble impulsar una reforma política integral orientada a instaurar un sistema 
político con capacidad de ofrecer respuestas a las demandas sociales y que 
pudiera procesar adecuadamente el conflicto político. Sin embargo, no fue 
esa la dirección que se adoptó.

La reforma, impulsada desde la Asamblea Constituyente y por medio 
de las leyes procesadas posteriormente, siguió más bien la tendencia previa 
que incrementaba el desequilibro entre los poderes. En lo que interesa en 
este capítulo, se introdujeron seis elementos que alteraron radicalmente las 

30  Se puede tomar 1995, con la salida del entonces vicepresidente Alberto Dahik, como el año en 
que se inició el período de inestabilidad política. Desde 1996 hasta 2012 incluido, ningún presidente 
ha concluido su mandato. En 1997, 2000 y 2005 fueron derrocados los presidentes en ejercicio y en 
2009 se truncó el período establecido para dar paso a elecciones, en cumplimiento de la Constitución 
vigente desde el año anterior.

31  El poder judicial había sido objeto de una profunda reforma, especialmente en la CSJ, de ma-
nera que no era necesario ni recomendable incursionar allí. Sí era procedente, en cambio, abordar los 
organismos de control, debido al avance de la corrupción, pero en gran medida las soluciones para esto 
pasaban por las reformas que se hicieran en las instituciones políticas, especialmente en los controles 
entre los poderes del Estado.
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relaciones no solamente entre el ejecutivo y el legislativo, sino también las 
que se establecen con el judicial, con las instancias de control y, en general, 
con las instituciones propias del régimen democrático.

El primero de estos elementos fue la creación del Consejo de Partici-
pación Ciudadana y Control Social (CPCCS), que encabeza una nueva 
función del Estado (la de transparencia y control social). A este, que no 
expresa la voluntad popular ya que sus miembros no son elegidos por la 
ciudadanía, se le asignaron muchas de las funciones que le corresponden 
al órgano legislativo en las democracias contemporáneas (y que correspon-
dían al Congreso Nacional en el ordenamiento ecuatoriano). Dichas fun-
ciones incluyen: la participación en la designación de las autoridades de los 
organismos de control, participación en definir el presupuesto del Estado 
y otras similares.32

En consecuencia, se sustituyó un órgano que representa la voluntad po-
pular y que, por tanto, está constituido por mandatarios, por una entidad 
que no es representativa ni ha recibido un mandato. Evidentemente esto 
afecta en su núcleo el principio fundamental del gobierno representativo 
como base de la democracia (Przeworski 2010) y de manera directa tam-
bién la relación entre los poderes del Estado. Adicionalmente, este nue-
vo organismo –junto con otros componentes del diseño político– es una 
forma de estatización de la participación, ya que se la constituyó en una 
función del Estado. Como consecuencia, la participación ciudadana puede 
perder su carácter espontáneo e iniciativa autónoma.

El segundo elemento se encuentra en el procedimiento que se ha deno-
minado la ‘muerte cruzada’; consiste en la capacidad de cada uno de los po-
deres para terminar con el otro mediante un acto que finaliza el mandato 
de ambos. Así, la Asamblea Nacional puede destituir al presidente de la re-

32  El CPCCS está conformado por siete personas seleccionadas por medio de un concurso públi-
co de oposición y méritos (Constitución de 2008, artículo 207), lo que significa que en términos estric-
tos no son portadoras de un mandato ni expresan la voluntad ciudadana. Sin embargo, es el encargado 
de designar –por medio de concursos de méritos– al procurador general, al contralor, al defensor del 
pueblo, al defensor público, al fiscal, a los superintendentes de compañías, seguros, telecomunicacio-
nes, a los miembros del Consejo Nacional Electoral (CNE), al Tribunal Contencioso Electoral (TCE) 
y al Consejo de la Judicatura. La Asamblea Nacional, que está conformada por personas elegidas por 
voto universal, no participa en esas designaciones.

pública por “arrogarse funciones que no le competan constitucionalmente, 
previo dictamen favorable de la Corte Constitucional” o por “grave crisis 
política y conmoción interna” (Constitución de 2008, artículo 130).33 Por 
su parte, el presidente de la república “podrá disolver la Asamblea Nacional 
cuando, a su juicio, esta se hubiera arrogado funciones que no le competan 
constitucionalmente, previo dictamen favorable de la Corte Constitucio-
nal; o si de forma reiterada e injustificada obstruye la ejecución del Plan 
Nacional de Desarrollo, o por grave crisis política y conmoción interna.” 
(Constitución de 2008, artículo 148). 

En ambos casos se debe convocar de inmediato a elecciones presiden-
ciales y legislativas (Constitución de 2008, artículos 130 y 148). No obs-
tante, el presidente se mantendrá en su puesto y tendrá la atribución de 
gobernar con decretos-leyes cuando ha disuelto la Asamblea. En cambio, 
es sustituido por el Vicepresidente cuando la muerte cruzada se ha pro-
ducido por iniciativa de la asamblea. Por el contrario, la asamblea cesa 
de inmediato en sus funciones en ambos casos, esto es, tanto cuando ha 
destituido al presidente como cuando él la ha disuelto. Por consiguiente, 
es una disposición que favorece al ejecutivo, ya que puede por sí y ante sí 
disolver la asamblea, en tanto que esta debe contar con unos improbables 
dos tercios de la votación para destituir al presidente por la misma causa de 
crisis y conmoción interna.34 En definitiva, esta modalidad introduce un 
elemento propio de los regímenes parlamentarios en un régimen presiden-
cial, sin prestar atención a todas las normas y procedimientos que deben 
concurrir para que este rinda los frutos que se espera alcanzar. De esta ma-
nera, en lugar de tender al balance y al control cruzado de los poderes del 

33  La Constitución diferencia este procedimiento de destitución del juicio político (impeachment) 
que tiene otras condiciones.

34  Un ejercicio elemental de la teoría de la elección racional permite concluir que, aunque ambos 
actores cuenten con la misma facultad (eliminación del otro) y puedan basarse en la misma causa 
(grave crisis y conmoción interna), hay una diferencia básica de recursos y de oportunidad que inclina 
la balanza a favor del ejecutivo. Esto es así, en primer lugar, porque el presidente solo requiere de su 
voluntad, mientras que la asamblea debe reunir los dos tercios y, en segundo lugar, porque el presidente 
permanece –con mayores atribuciones– cuando disuelve a la asamblea. Incluso se puede suponer que 
el presidente puede tomar la decisión de utilizar la muerte cruzada cuando conozca que la asamblea 
tiene la intención de hacerlo y mientras en ella se forma la mayoría necesaria. Él solamente tendría 
que hacer suyos los argumentos que debería esgrimir la asamblea (grave crisis y conmoción interna) y 
anticiparse a la votación.
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Estado, se tiende a agudizar uno de los problemas más graves del sistema 
político ecuatoriano.

El tercer elemento se encuentra en las atribuciones asignadas a la Corte 
Constitucional. A esta se le transfirieron no solamente las funciones que 
anteriormente tenía el Tribunal Constitucional (TC), órgano de vigilancia 
constitucional, sino también algunas de las atribuciones que usualmente le 
corresponden al órgano legislativo y que, en efecto, estaban en el ámbito de 
este en el ordenamiento anterior. La más importante de estas es la facultad 
de interpretar la Constitución (Constitución de 2008, artículo 436), de 
la que le despoja al órgano legislativo, la Asamblea Nacional.35 A la vez, 
la corte es el organismo que da paso o niega varias de las iniciativas que 
surjan de los poderes del Estado (como las ya citadas iniciativas de muerte 
cruzada), incluido el juicio político en contra del presidente de la repúbli-
ca (Constitución de 2008, artículo 129). Adicionalmente, los integrantes 
de esta corte no estarán sometidos al control por medio de juicio político 
(Constitución de 2008, artículo 431), lo que los coloca por encima de las 
otras instituciones y con poderes sobre todas ellas. Así, se rompe el princi-
pio de controles y balances.

El cuarto elemento que tiende a alterar el equilibrio de los poderes del 
Estado, debido a las disminuidas facultades de la asamblea, se expresa en 
la ya mencionada reducción de sus atribuciones en la aprobación del pre-
supuesto estatal. La Constitución determina que la asamblea debe aprobar 
(no debatir ni modificar) el presupuesto del Estado. En efecto, entre sus 
atribuciones y deberes, la Asamblea Nacional deberá “Aprobar el Presu-
puesto General del Estado, en el que constará el límite del endeudamiento 
público, y vigilar su ejecución” (Constitución de 2008, artículo 120).36 En 

35  Es evidente que se ha confundido la función de vigilancia constitucional con la de interpre-
tación de la Constitución. Al despojarle de esta a la Asamblea Nacional se desconoce de hecho la 
soberanía popular en materia constitucional.

36  Es verdad que, en clara contradicción con esa disposición, el artículo 295 señala que “La Asam-
blea Nacional aprobará u observará (...) la proforma anual y la programación cuatrianual [sic, debe 
leerse cuatrienal]”. Esta contradicción entre los dos artículos podría exigir una interpretación (que 
debería hacerla la Corte Constitucional, según se vio antes) cada vez que se presente el presupuesto. Se 
puede suponer que esa interpretación debería reconocer la preeminencia a la primera disposición, ya 
que es la que se encuentra entre las atribuciones y deberes de la asamblea, en tanto que la otra alude 
solamente a un procedimiento.

consecuencia, el órgano legislativo queda minimizado en la definición y 
sobre todo en el debate del principal instrumento de política económica. 

El quinto elemento se encuentra en las facultades del presidente como 
colegislador. Esta facultad constitucional, que se manifiesta en la iniciativa, 
la sanción y el veto de las leyes, ha sido usual en el ordenamiento jurídico 
ecuatoriano, y puede ser entendida como uno de los instrumentos para 
lograr el equilibrio y la colaboración entre los poderes. En la Constitución 
de 2008 esta se recoge prácticamente en los mismos términos que en las 
dos que rigieron en el período democrático (artículo 147, numerales 11 y 
12, artículos 134, 135, 136, 138 y 139). Sin embargo, a diferencia de las 
anteriores, en esta no se establecen límites al veto presidencial, de manera 
que por medio de esta facultad puede introducir temas que no constaban 
previamente en el proyecto de ley o de reforma debatido en la asamblea. 
Adicionalmente, debido a que para sustentar su posición inicial –la reac-
ción ante el veto– la asamblea debe hacerse con una mayoría calificada 
de dos tercios de sus integrantes, resulta muy probable que se imponga la 
voluntad presidencial. De este modo, el presidente dispone de un poder 
mucho más grande que el de los legisladores; en la práctica se coloca por 
encima de la asamblea en términos de legislación. Deja de ser colegislador 
para transformarse en el legislador absoluto.

El último aspecto que tiende al desequilibrio de funciones se encuentra 
en la reducción de las atribuciones legislativas de control o fiscalización. 
Aunque la Constitución le devuelve la facultad de destituir a los funciona-
rios fiscalizados, el trámite establecido tiende a minimizar esa atribución. 
En efecto, la Ley Orgánica de la Función Legislativa (artículo 81) traslada 
a una de sus comisiones todo el proceso previo a la instauración del juicio. 
Esto incluye la presentación de pruebas por parte de los legisladores y de 
los argumentos de descargo por parte del funcionario, así como la decisión 
de dar paso al juicio o archivar el pedido. Por tanto, el debate no lo hace la 
asamblea (en el pleno) sino que está sujeto a un pequeño grupo que puede 
ser controlado por una sola fuerza política.

En síntesis, se puede asegurar que en la búsqueda de un nuevo orde-
namiento político que tendiera a instaurar un nuevo tipo de democracia, 
se debilitaron los elementos representativos y no se constituyeron instan-
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cias propiamente participativas. Las reformas de la revolución ciudadana 
profundizaron los aspectos negativos que se habían ido acumulando a lo 
largo de los años anteriores, especialmente en la capacidad de procesar el 
conflicto político y, en consecuencia, la gobernabilidad. Como se verá en 
la siguiente sección, la relativa estabilidad política y la alta capacidad del 
Gobierno para materializar sus propuestas se ha debido casi exclusivamen-
te al fuerte liderazgo presidencial y no al nuevo diseño institucional. Por 
ello, por el momento queda planteada la incógnita acerca de lo que podrá 
suceder cuando no esté presente el primer factor, esto es, el líder fuerte.

Las prácticas políticas dentro del presidencialismo

Las incontables reformas políticas tendieron a profundizar el carácter pre-
sidencialista del régimen político ecuatoriano. En algunos casos, como 
en las constituciones de 1998 y 2008, ese fue un objetivo explícito. En 
otros, como ocurrió con los múltiples cambios introducidos en el sistema 
electoral, fueron más bien resultados fortuitos. Las constantes reformas 
impidieron que los actores políticos establecieran rutinas e incrementaran 
su capacidad para definir estrategias. En consecuencia, al cambiarse perma-
nentemente las reglas de juego, se estrechó aun más el horizonte político 
de corto plazo ya que los actores debían acomodarse, cada vez, a nuevos 
marcos normativos o, lo que es más grave, debieron formar parte de un 
debate permanente sobre esas reglas.

Desde esta perspectiva se pueden formular tres conclusiones generales, 
estrechamente relacionadas entre sí, acerca de la inestabilidad institucional 
y la profundización de los aspectos más negativos del presidencialismo. La 
primera es que los cambios normativos, tanto constitucionales como legales 
y de procedimiento, han tenido efectos negativos sobre la eficiencia, la efica-
cia y la calidad de la democracia; a la vez han contribuido a fijar condiciones 
precarias para la gobernabilidad. La premisa que orienta esta conclusión es 
que los arreglos institucionales inciden determinantemente en el desempeño 
de las instituciones, en el intercambio político, en las conductas de los ac-
tores y en los resultados que produce el sistema político. Aspectos como la 

capacidad de orientar la economía y de procesar los conflictos sociales, así 
como de ofrecer condiciones apropiadas de representación y participación, 
tienen estrecha relación con lo que se establece en las normas. Por ello, el 
debilitamiento de uno de los términos no solamente condujo a la pérdida 
de vigencia de las instituciones (en especial el legislativo y también otras 
instancias del sistema político), sino sobre todo a desaparecer los espacios de 
intercambio político y negociación de los conflictos. Por tanto, no es casual 
que la profundización de los componentes presidencialistas de régimen am-
pare el surgimiento de formas de autoritarismo.

La segunda conclusión es que, como resultado del cambio constante 
en las normas que regulan los procedimientos políticos, se ha producido 
una ruptura entre esas normas y las prácticas de los actores. Estos han 
debido escoger entre dos opciones: a) actuar fuera de cualquier elemen-
to de regularidad o b) construir un espacio alternativo por medio de 
la reiteración de sus conductas. Las dos alternativas han conducido al 
vaciamiento de las instituciones propias del sistema político, ya que los 
procesos de intercambio y negociación política tienden a ocurrir princi-
palmente fuera de ellas. 

Los actores han utilizado indistintamente ambas opciones de acuerdo 
con las situaciones que han enfrentado, un pragmatismo que ha debilitado 
las instancias políticas. La premisa que orienta esta conclusión es que un 
sistema político desarrolla rutinas y las necesita para su funcionamiento; 
en esa medida requiere que estas tengan un grado considerable de institu-
cionalización. Esto muestra la necesidad de implantar procedimientos que 
se transforman en hábitos a seguir por parte de los actores sociopolíticos, y 
que esos procedimientos se encuentren formalmente establecidos. Obvia-
mente, la formalización se produce por medio de las leyes y, en general, de 
normas con un relativo grado de estabilidad.

Ambas conclusiones confluyen en la tercera, que alude a las incohe-
rencias y la constante transformación del marco normativo, las cuales 
han producido desorientación en los actores políticos y en la ciudadanía 
en general. Esto ha provocado el retiro de la confianza en las institucio-
nes y, lo que es más grave, en el régimen democrático en su conjunto. 
La premisa que alienta esta conclusión es que la vigencia relativamente 
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estable de un cuerpo coherente de normas e instituciones da solidez a los 
valores institucionales y democráticos de las personas, en tanto que un 
cuerpo incoherente y sometido a permanente inestabilidad contribuye a 
socavarlos. 

En este punto es conveniente diferenciar entre posibles grados de des-
confianza. Por un lado, está la desconfianza que solo ha llegado hasta el ni-
vel inmediato o concreto, y que se manifiesta en el retiro del apoyo directo 
de la ciudadanía a partidos o candidatos. Por otro lado está la desconfianza 
que ha logrado penetrar hasta el nivel general; se manifiesta en la pérdida 
del apego a valores (como la vigencia de los derechos o la validez de los pro-
cedimientos democráticos).37 En este último caso cada decisión puede muy 
fácilmente poner en juego no solamente la confianza explícita, que puede 
expresarse en el retiro del apoyo a un determinado partido, sino también 
la implícita, cuyas consecuencias son mucho más profundas; puede llevar 
a actitudes poco leales de los actores con respecto a la democracia en tanto 
ordenamiento político.38

Finalmente, a lo largo del período se ha producido no solo el cam-
bio constante, que ha desembocado en la inconsistencia del ordenamien-
to institucional, sino que, generalmente, la acción política ha tenido un 
fuerte componente de debate constitucional y legal. Permanentemente, 
aun en los aspectos más cotidianos y pasajeros de la contienda política, se 
ha puesto en cuestión, parcial o totalmente, el ordenamiento normativo. 

37  El problema de los niveles de confianza se encuentra en Paramio (1999). Esta perspectiva 
tiene especial relevancia en situaciones en las que buena parte del debate político se desarrolla en 
torno a los aspectos institucionales (reforma constitucional, cambios en las leyes), como ha ocurrido 
en Ecuador.

38  La consigna “que se vayan todos”, reiteradamente exhibida desde el derrocamiento del último 
presidente (en el año 2005), constituye la expresión de esa desconfianza generalizada. Esta obtuvo su 
formalización política en el proceso abierto desde la elección de Rafael Correa, un outsider que convir-
tió al enfrentamiento con el viejo sistema en el elemento central de su propuesta. Dicha consigna tuvo 
su manifestación electoral al triunfar las personas que constaban en las listas de su naciente movimien-
to político Alianza Patria Altiva i Soberana (Alianza Pais) –muchas de ellas absolutamente desconocidas 
y sin trayectoria política– en las elecciones de la Asamblea Constituyente de 2007. Los reiterados éxitos 
electorales del presidente (el 82% obtenido en el referéndum de abril de 2007, el 60% de puestos en 
la Asamblea Constituyente logrado en septiembre del mismo año, el 64% en el referéndum sobre la 
Constitución en septiembre de 2008, el 52% en su reelección en abril de 2009 e incluso el virtual 
empate logrado en la consulta de 2011), parecen indicar la profundidad de ese sentimiento.

Como resultado, este se ha mantenido en la incertidumbre y no ha podido 
cumplir su función de marco de referencia para el conjunto de actores.39 La 
escasa o nula diferenciación entre el nivel de los derechos y las normas ge-
nerales, por un lado, y el de las prácticas políticas, por otro, ha convertido 
al primero en objeto permanente de negociación dentro de la acción con-
creta que se desarrolla en este último. La Constitución se ha convertido, 
así, en arena para el enfrentamiento político y, al mismo tiempo, en uno de 
los objetos que se encuentran en disputa en la política.40

Conclusiones

Mientras no se desarrollen estudios rigurosos al respecto será muy difí-
cil asegurar que los problemas reseñados en la sección anterior se deben 
exclusivamente al carácter presidencial del régimen político ecuatoriano. 
Pero muchas de las pistas disponibles demuestran que no se puede dejar de 
considerar como un factor importante el tipo de régimen o, por lo menos, 
el diseño institucional del presidencialismo ecuatoriano. Desde una pers-
pectiva contrafactual se podría sostener que muchos de esos problemas no 
se habrían presentado o lo habrían hecho de manera más atenuada bajo un 
régimen parlamentario. 

Varias características del régimen parlamentario obligan a que los ac-
tores se desempeñen dentro de pautas relativamente predecibles y esta-
blezcan compromisos no solo para tener éxito sino para simplemente so-
brevivir. Los ejemplos al respecto abundan, y van desde la obligación de 
lograr consensos para hacer posible la conformación y la permanencia de 
un Gobierno, hasta la necesidad imperiosa de contar con partidos fuertes 
y estables. Por ello, se puede sostener que entre los componentes del tipo 
de régimen, brevemente revisados en la primera sección de este capítulo, 

39  Esto constituye una expresión palpable de la ausencia de acuerdos en el nivel básico de los 
valores, que deberían traducirse en el reconocimiento constitucional de las libertades y los derechos. 

40  Ecuador ha padecido de ‘inflación constitucional’, en tanto no se han establecido las diferen-
cias entre el nivel constitucional y el nivel de las prácticas ordinarias del Estado. Al respecto, véase Da 
Silveira (1993, 97).
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varios fueron determinantes para el surgimiento de los problemas que afec-
taron al sistema político ecuatoriano. 

Un primer elemento en este sentido es la doble condición del jefe de 
Gobierno y jefe de Estado. Esta ha contribuido a tornar difusos los límites 
entre los poderes y ha fomentado tendencias autoritarias, hasta el punto 
de llevar a la conformación de una democracia delegativa en los términos 
señalados antes (O`Donnell 1992). Esto se debe especialmente a que el 
presidente de turno puede ser muy fácilmente seducido por la idea de ser el 
representante de toda la nación y no la expresión de una opción política en 
particular. En consecuencia, su mandato pasa a ser ilimitado y puede ejer-
cerlo sobre todas las funciones del Estado. La visión de la política como un 
enfrentamiento entre la patria –representada en la figura presidencial– y la 
antipatria –materializada en la oposición–, que ha sido invocada por varios 
presidentes (Conaghan 2008a; Torre de la 2008), está ligada sin duda a 
aquella dualidad de jefe de Gobierno y jefe de Estado encarnada en una 
sola persona. Por el contrario, la separación de ambos cargos, propia de los 
regímenes parlamentarios, obliga a establecer –y respetar– con claridad los 
límites de la representación que ostenta el jefe de Gobierno. No quedan 
dudas en cuanto a su condición de representante de una de las opciones 
políticas en juego y no de toda la nación. 

Por todo ello, esa doble condición puede ser uno de los factores que 
han inducido a los presidentes a intervenir en los otros poderes. La cons-
tante intromisión en el poder judicial y los reiterados intentos de someter 
al legislativo se deben, en gran medida, a dicha autoatribución, por parte 
de los presidentes, de la representación de todas las funciones del Estado 
y no solamente de la dirección de una de ellas. Los múltiples intentos de 
controlar el poder judicial, que se han producido a lo largo de las tres dé-
cadas recientes, se explican por causas inmediatas, propias de la contienda 
política cotidiana. Estas se dan al judicializar la política y al politizar la 
justicia. Pero también se deben a una interpretación que considera a la 
representación formal del Estado como la disponibilidad de facultades y 
atribuciones sobre todas sus funciones o poderes. Las intervenciones en el 
poder judicial, realizadas en 1984, 2004, 2007 y 2011, fueron justificadas 
con argumentos de ese tipo. En cada instancia el presidente en funciones 

señaló explícitamente que ejercía una responsabilidad propia del jefe del 
Estado.41

En estrecha relación con este primer componente se encuentra la elec-
ción separada de presidente y legisladores. Sus efectos en el caso ecuatoria-
no son claramente visibles cuando se considera que la absoluta mayoría de 
presidentes –con una sola excepción y por un corto período– han debido 
gobernar con mayorías adversas en el Legislativo.42 Obviamente, eso no 
puede suceder en el régimen parlamentario (donde el Gobierno nace de 
un partido mayoritario o de acuerdos en el legislativo), de manera que, 
acudiendo también a una perspectiva contrafactual, se puede sostener que 
allí no habrían tenido lugar las pugnas de poderes que se desprendieron 
directamente de la conformación de mayorías diferentes en cada uno de los 
poderes y tampoco los intentos de controlar las otras funciones del Estado. 
Pero, incluso dentro del régimen presidencial es posible evitar en algún 
grado esos efectos negativos mediante la vinculación de ambas elecciones, 
como ocurre en varios países de América Latina.43 Por el contrario, al asen-
tarse sobre un diseño presidencialista –que fue profundizándose a lo largo 
del tiempo–, el sistema político ecuatoriano no cuenta con los dispositivos 
necesarios para reducir los efectos de la votación separada. El electorado 
puede expresar sus preferencias siguiendo lógicas totalmente diferentes en 

41  La expresión más clara de esta concepción se encuentra en la ya mencionada justificación es-
grimida por Rafael Correa para intervenir (o “meter la mano”, en sus términos) en el poder judicial. 
En esa ocasión sostuvo que “el presidente de la República no es solo jefe del poder ejecutivo, es jefe de 
todo el Estado ecuatoriano y el Estado ecuatoriano es poder ejecutivo, poder legislativo, poder elec-
toral, poder de transparencia y control social, superintendencias, procuraduría, contraloría” (Enlace 
ciudadano, 7 de marzo de 2009).

42  Únicamente cuatro presidentes contaron con la primera bancada legislativa (que apenas alcanzó 
un tamaño medio de 30,6% entre 1979 y 2006). Todos ellos tuvieron esa condición por períodos 
relativamente cortos ya que la perdieron en las elecciones de medio período (o por la convocatoria a 
nuevas elecciones generales, como ocurrió en el año 2009). Solamente un presidente (Rafael Correa, 
en 2007-2008) contó con mayoría en el órgano legislativo y apenas por un período de siete meses, 
mientras funcionó la asamblea constituyente que asumió facultades legislativas. 

43  El caso boliviano es paradigmático en este aspecto, ya que la votación en una sola papeleta por 
el presidente y una parte de los legisladores fue uno de los factores de la estabilidad lograda durante 
casi dos décadas después de ser el país más inestable de América Latina (Pachano 2006b). Uruguay 
es un caso en que la votación conjunta por presidente y legisladores (con las opciones múltiples de la 
denominada ley de lemas) puede tomarse como uno de los elementos explicativos de la consolidación 
de un sistema de partidos fuertes (Morgenstern 2001; Chasquetti 2003).
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cada una de esas dos elecciones, lo que se ha manifestado en brechas rela-
tivamente grandes entre la votación obtenida por el candidato presidencial 
y la de su partido político.44

No se ha podido superar la ausencia de incentivos institucionales para 
lograr que converjan las preferencias de ambas elecciones. La excepción 
podría encontrarse, de manera indirecta y parcial, en la elección de asam-
bleístas constituyentes de 2007, cuando el fuerte liderazgo presidencial lle-
vó al triunfo abrumador de su organización política. Fue de una manera 
indirecta, porque no hubo paralelamente elección presidencial, de modo 
que no se puede sostener que hubiera convergencia entre ambas elecciones. 
Tuvo un carácter parcial porque apenas dos años después, en las elecciones 
de 2009, se demostró que aquella experiencia excepcional era pasajera ya 
que nuevamente se hizo visible la división de las preferencias.

Un factor que ha potenciado los efectos negativos de la elección sepa-
rada es la distancia ideológica entre los partidos ecuatorianos. Los partidos 
significativos han mantenido, a lo largo del período, distancias muy gran-
des entre ellos en temas de fondo, de manera que los posibles puntos de 
acuerdo han sido escasos (Freidenberg 2006) y la polarización ideológica 
ha sido significativa, lo cual ha dificultado la gobernabilidad democrática 
(Freidenberg 2008a). La posibilidad de construir coaliciones relativamente 
estables se ha visto minimizada por las posiciones que los partidos han 
adoptado acerca de la economía, el papel del Estado e incluso las propias 
disposiciones constitucionales. Por ello, las alianzas que se han concretado 
en determinados momentos –ya sea a favor o en contra del Gobierno– han 
tenido un carácter estrictamente instrumental, han obedecido a objetivos 
de corto plazo y, por lo general, se han logrado al negociar réditos inme-
diatos para sus participantes. 

Hay otros factores que agudizan los efectos de la elección separada y 
que se constituyen en incentivos para la división de las preferencias y, en 

44  Dos ejemplos de la escasa relación entre la votación del candidato presidencial y el partido se en-
cuentran en las elecciones del año 2002. En ellas, el candidato presidencial Lucio Gutiérrez (que ocupó en 
primer lugar en la primera vuelta) obtuvo el 20,6% de los votos, mientras su partido apenas consiguió el 
0,3% (con diversas alianzas llegó hasta el 7,7%, lo que aun deja una brecha muy amplia entre ambos). Por 
su parte, el PSC (que contó con la primera bancada legislativa) obtuvo el 26,4% de los votos, mientras su 
candidato presidencial, Javier Neira, solamente llegó al 12,1%.

consecuencia, que actúan en sentido contrario a la convergencia de ambas 
elecciones. El más claro de estos es, sin duda, la modalidad de votación 
por personas en listas abiertas, instaurada desde 1997. Según este proce-
dimiento, cada elector puede escoger tantas personas cuantos puestos se 
encuentren en disputa en su respectiva circunscripción, seleccionándolas 
de las listas presentadas. Por tanto, como se señaló, puede asignar su voto 
a una opción presidencial al mismo tiempo que puede hacerlo por varias 
opciones legislativas. Así, el fraccionamiento del voto alcanza dimensiones 
que sobrepasan aun las visiones más pesimistas acerca del presidencialismo.

La elección separada es una de las causas de la legitimidad dual que 
caracteriza al régimen presidencial (Linz 1993). Esto ha sido evidente en 
Ecuador, donde los dos poderes surgidos de elecciones se han enfrentado 
constantemente. La transformación del legislativo en el espacio desde el 
que se bloquea la acción del ejecutivo se ha apoyado no solamente en la rei-
vindicación de su origen en la voluntad popular –esto es, en la disputa de la 
legitimidad– sino también en algunas especificidades del sistema político 
ecuatoriano. Fundamentalmente, se ha alimentado de la fragmentación de 
la representación, de la debilidad de los partidos y de la concepción de los 
legisladores como portadores de una representación territorial. 

Se hace evidente la incidencia de determinados factores esencialmen-
te políticos, como las características del sistema de partidos. Como han 
reiterado algunos autores, los aspectos conflictivos del presidencialismo se 
agudizan cuando hay un sistema de partidos débil e incipiente (Chasquetti 
2003; Mainwaring y Shugart 2002a; 2002b; Hochstetler 2006; Pérez-Liñán 
2003). Esto se hace más evidente cuando se trata de un sistema en el que 
predomina la concepción de la representación territorial de los legisladores 
(Freidenberg y Alcántara 2001a; Pachano 2006a), ya que de esa manera 
se impone una lógica diferente en la orientación de las preferencias de los 
electores. Buena parte de la votación (por lo menos en la elección de los di-
putados provinciales que constituyen más del 80% del órgano legislativo) 
se orienta hacia la búsqueda de soluciones para los problemas locales y no 
hacia el apoyo a una corriente de alcance nacional. Como resultado de los 
factores señalados para la doble elección, el problema de la legitimidad de 
las instituciones pasa a depender de aspectos aleatorios, como la capacidad 
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y el rendimiento de sus respectivos integrantes, y no de elementos previa-
mente establecidos, como el diseño institucional y los procedimientos.

Al abordar este problema, en Ecuador por lo general se ha puesto én-
fasis en la dispersión partidista en el congreso y la dificultad de elegir Go-
biernos que puedan contar con mayoría parlamentaria (Barczak 2001; 
Mejía 2002; Sánchez 2008). Para corregir estas distorsiones, desde el 
ámbito político se han propuesto soluciones en el nivel más epidérmico, 
aquel que se refiere al momento en que se efectúan las dos elecciones, y 
no en el fondo del asunto, que es la realización de dos elecciones diferen-
tes. Así se ha generalizado el supuesto de que con la elección de legislado-
res en forma simultánea a la segunda vuelta de la elección presidencial se 
conseguirían tres objetivos que mitigarían la incidencia de esos factores 
conflictivos. En primer lugar, se sostiene que se reduciría el número de 
partidos con representación legislativa. En segundo lugar, se supone que 
habría mayores posibilidades de que el presidente elegido en la segunda 
vuelta contara con mayoría legislativa. En tercer lugar, se presume que 
en torno al otro candidato de la segunda vuelta se conformaría también 
una bancada numerosa, que podría oponerse de una forma diferente a la 
tradicional. Sin embargo, estas suposiciones descansan en un conjunto 
amplio de premisas y condiciones, que hacen muy difícil el cumplimien-
to de esas expectativas.45

A estos problemas ha contribuido también la personalización de la po-
lítica y en especial de la representación. Por un conjunto de factores –entre 
los que se destaca el bajo desempeño de los partidos políticos y su reduc-

45  Una de las premisas que sostienen esas propuestas es que los candidatos presidenciales tienen 
capacidad para orientar la votación legislativa (para arrastrarla), lo que, como se ha visto, no tiene 
mayor asidero en el caso ecuatoriano. Incluso los liderazgos fuertes encuentran límites muy precisos en 
este aspecto. Otra premisa es que podrían unificarse las preferencias en torno a la propuesta presiden-
cial, pero esta choca con la evidencia que demuestra que buena parte de la votación para el legislativo 
se orienta por otros criterios, como la satisfacción de las necesidades locales, y que el legislativo es por-
tador de una representación territorial. Los resultados obtenidos en 1979, cuando la elección legislativa 
se realizó con la segunda vuelta presidencial, pueden tomarse como un indicador general de que no 
siempre se pueden obtener los resultados esperados por medio de ese arreglo institucional. En esa oca-
sión el partido del candidato triunfador obtuvo, en efecto, la primera bancada y con la proporción más 
alta de todo el período, pero los partidos que apoyaron al segundo candidato apenas lograron el 12% 
de los escaños y el número de listas con representación legislativa fue de diez, es decir, alrededor de lo 
que sería más adelante la media de todo el período. Por tanto, solo se cumplió uno de los tres objetivos.

ción a la condición de maquinarias electorales– esta se presenta al mismo 
tiempo en los dos niveles, en la presidencia de la república y en el congreso. 
En ambas instancias se da prioridad a la elección de personas y al desempe-
ño individual, reduciendo a la mínima expresión el carácter ideológico-po-
lítico de la representación, y se ha colocado en segundo plano los aspectos 
institucionales que deben primar en la conformación de ambas instancias. 
De esta manera, no se personaliza simplemente la elección para un cargo 
determinado o incluso su desempeño, sino la función en sí misma, que 
pasa a depender de las características y atributos personales de quien pos-
tula a ella o de quien la ejerce. 

La presidencia de la república es reemplazada por el presidente de la 
república, por sus habilidades y capacidades, así como la diputación es 
sustituida por el diputado, por sus atributos y condiciones personales. Con 
ello se establece una oposición entre personas que han recibido un manda-
to relativamente similar y que deben justificarlo frente al elector con una 
actuación que imprima un sello propio.46 Por todo ello, se puede afirmar 
que la personalización se ha alimentado de algunas características del presi-
dencialismo, pero a la vez ella ha repercutido en la profundización de estas.

En síntesis, Ecuador inició su período democrático con un diseño ins-
titucional poco adecuado para lograr el equilibrio, la colaboración y el 
control entre los poderes del Estado. Con el transcurso del tiempo se fue-
ron profundizando los aspectos negativos de ese diseño, especialmente por 
la tendencia a romper el equilibrio entre el ejecutivo y el legislativo por 
medio del fortalecimiento del primero. La reducción de las funciones del 
segundo no operó como un desincentivo para los bloqueos, ya que se vio 
obligado a encontrar recursos políticos para superar su situación de debi-
lidad frente al otro. Por consiguiente, con las reformas que fomentaron el 

46  Varios componentes del sistema político han sido determinantes en la personalización de la po-
lítica. Entre estos cabe destacar la prohibición de la reelección inmediata de todos los cargos de elección 
popular, especialmente de los legisladores, que estuvo vigente por más de quince años. Era imposible 
que los partidos contaran con el número de personas necesario para participar en las elecciones, espe-
cialmente desde que se introdujo la elección de medio período (cada dos años) en que se renovaba la 
totalidad de los diputados provinciales. Crecientemente debían acudir a personas que pudieran lograr 
respaldo electoral, generalmente de fuera de la actividad política (del deporte, de los medios, de la 
farándula). Estos efectos se agudizaron con la apertura indiscriminada, que permite la presentación de 
candidaturas con un número mínimo de firmas y en una sola circunscripción.
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hiperpresidencialismo, se fue ampliando el campo propicio para la pugna 
ya que fueron desapareciendo los escasos dispositivos institucionales que 
podían actuar como incentivos para la colaboración.

Incluso los derrocamientos de los tres presidentes, que en parte se 
desprendieron de esos bloqueos pero también de otros factores, podían 
haberse procesado de otra manera si se hubiera contado con los dispo-
sitivos adecuados aun dentro de un régimen presidencial.47 Aun más, se 
puede comprobar que las prácticas poco colaborativas y aun desleales 
con la democracia fueron muy rentables políticamente, lo que habría 
tenido menores posibilidades de ocurrir con un diseño institucional más 
apropiado y dotado de los instrumentos idóneos para el procesamiento 
de los conflictos políticos. El papel central del parlamento como arena 
política y la necesidad eventual de llegar a acuerdos para la conformación 
del Gobierno –como podría suceder en un régimen semiparlamentario o 
de ‘presidencialismo parlamentarizado’– habrían actuado como freno a 
esas prácticas.48

Finalmente, utilizando la perspectiva de Shugart y Carey (1992), se 
puede sostener que mientras las reformas buscaban fortalecer al ejecutivo 
por medio de la ampliación de sus poderes constitucionales, se dejaron 
intocados los aspectos del sistema político que determinan sus poderes 
políticos. La atribución de un conjunto de facultades y atribuciones al 
presidente de la república y el consecuente debilitamiento del congreso o 
asamblea resultan estériles por los efectos de factores como el sistema elec-
toral o por la configuración del sistema de partidos. Las reformas tomaron 
una dirección totalmente contraria en cada uno de esos ámbitos, lo que no 
podía llevar a una solución satisfactoria en términos de otorgarle al sistema 
capacidad de representación y al mismo tiempo de procesamiento de los 

47  Obviamente, dentro de un régimen parlamentario la situación habría sido totalmente dife-
rente, ya que se habría acudido al retiro de la confianza por parte del legislativo y a la convocatoria a 
elecciones anticipadas. Por tanto, no se habría derivado los efectos traumáticos sobre el conjunto del 
sistema político, ya que solamente habría constituido una crisis de Gobierno y no de régimen.

48  El surgimiento de conflictos de gran magnitud (como la intervención del ejecutivo y el legis-
lativo en el TC, la CSJ y el TSE, en diciembre de 2004, así como la destitución de cincuenta y siete 
diputados en marzo de 2007 y nuevamente la intervención en el TC en junio del mismo año), hizo 
evidente que el sistema no contaba con los dispositivos ni con la capacidad para enfrentarlos.

conflictos, vale decir, de gobernabilidad. Por ello, los problemas en el caso 
ecuatoriano van más allá de los aspectos que han sido destacados dentro de 
la ciencia política como los efectos negativos del presidencialismo. A esos 
factores propios de este tipo de régimen deben sumarse los que provienen 
de concepciones absolutamente equivocadas acerca del diseño institucio-
nal del propio régimen presidencial.
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Capítulo 3 
El congreso*

Se analiza en este capítulo el órgano legislativo ecuatoriano, denominado 
sucesivamente Cámara Nacional de Representantes, Congreso Nacional 
y Asamblea Nacional. El análisis se inicia con una breve reflexión sobre 
el papel de este organismo en los regímenes democráticos. En la segunda 
sección se describe su estructura y los cambios en su composición a lo largo 
de las tres décadas transcurridas desde la transición a la democracia. Final-
mente, en la tercera se destaca el papel del congreso en el juego político 
ecuatoriano durante ese período, con especial énfasis en su condición de 
actor con poder de veto en la formulación de políticas públicas.

Congreso, asamblea, parlamento. Aspectos conceptuales

En un régimen democrático, el órgano legislativo ocupa un lugar central, 
no solo porque es uno de los poderes del Estado sino porque es la institu-
ción que recoge la diversidad de la sociedad y expresa en su composición 
la voluntad popular.1 Es la institución política democrática con mayor ex-

1  En este libro se emplea la denominación de congreso para aludir al órgano. legislativo. Oca-
sionalmente, se sustituye por uno de sus sinónimos (asamblea, parlamento, legislatura, legislativo, 
cámara) sin que ello exprese alguna diferencia de fondo. En este sentido, no se sigue la sugerencia que 

* Este capítulo se basa en –y reproduce partes de– los textos de Simón Pachano: Los diputados: 
una élite política (1991a); “El congreso en el sistema político ecuatoriano” (1991b); “Fragmentación y 
personalización de la política” (2004b).
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posición pública y en la que se procesa la política. Por consiguiente, sus 
integrantes están siempre expuestos a evaluación por parte de sus electores 
que, como se verá de inmediato, por lo general esperan de ellos mucho más 
de lo que les permiten sus atribuciones. Por definición, los parlamentos 
constituyen la principal arena política, en la que se debaten los temas fun-
damentales del país y en donde se construye y se procesa la agenda política. 
La pluralidad en la representación y la amplia gama de temas que debe 
abarcar dentro de sus funciones la convierten en la entidad que está sujeta 
en mayor medida al escrutinio cotidiano, por tanto, en la más polémica 
dentro de la institucionalidad democrática.

En términos generales, en el congreso se expresa mejor que en cual-
quier otra instancia la tensión entre la expresión de la voluntad popular 
y la toma de decisiones o, lo que es lo mismo, entre la función de repre-
sentación y la de ejercicio de gobierno en el sentido más amplio del tér-
mino. El ciudadano común y corriente, ya sea como individuo aislado o 
agrupado en múltiples formas de organización, espera que sus intereses 
se encuentren adecuadamente representados en el recinto legislativo y 
que, a la vez, desde este provengan las soluciones a sus demandas. A 
pesar de constituir la esencia de la idea de la representación democrá-
tica, esta doble percepción del congreso no deja de provocar una serie 
de problemas. De manera especial, por el lado de la representación se 
alimenta la esperanza de encontrar los intereses propios directamente 
expresados en la arena política, mientras que por el lado de la gestión se 
quieren ver resultados concretos (generalmente bajo la forma de obras 
y de recursos). Ninguna de las dos puede ser respondida en su totalidad 
sino solamente de manera indirecta y siempre bajo un conjunto de con-
dicionantes.2

hacen Shugart y Carey (1992, 3) de reservar el término parlamento para los regímenes parlamentarios. 
Etimológica e históricamente, la definición de parlamento hace referencia al debate político, esto es, 
alude a una de las funciones centrales de este órgano en los regímenes democráticos. Al respecto, véase 
Sartori (1999, 201-231).

2  La utilización del concepto de rol para el desempeño de un cargo público, como lo hace Sartori 
(1999, 211-213), permite comprender la contradicción entre las “expectativas estabilizadas”, que están 
vinculadas a la función que se debe desempeñar en un puesto determinado y las “expectativas públi-
cas”, que provienen más bien de lo que esperan sus electores.

La última de estas demandas –la búsqueda de rendimientos inmedia-
tos del congreso– choca con el contenido de sus funciones fundamentales 
que solamente arrojan resultados en planos que no inciden directamente 
en las condiciones de vida de los ciudadanos. En efecto, su primera y 
básica función, la legislación, produce siempre efectos indirectos en la 
vida de las personas, ya que su objetivo es el diseño de las normas y los 
procedimientos en los que se debe desarrollar la convivencia social y a 
los que deben atenerse los gobernantes en la formulación de políticas 
públicas. Por consiguiente, sus efectos son mediatos, muchas veces poco 
visibles y generalmente mal evaluados por la mayoría de la población. 
Son efectos que se agudizan cuando se mira su otra función, la de control 
hacia los otros poderes, que aparece como un hecho de interés exclusivo 
de quienes se desenvuelven en el ámbito de la política. El seguimiento de 
la labor del ejecutivo, el juicio político, la participación en el nombra-
miento de autoridades, entre otras actividades, resultan muy lejanas para 
la ciudadanía que muchas veces las considera acciones insustanciales o de 
escasa trascendencia.3

Las demandas de representación plantean un problema más complejo 
ya que entran en contradicción con la concepción del parlamento como 
el espacio en donde se construye el interés general. Para comprender 
adecuadamente el tema cabe comenzar por señalar a qué se alude cuan-
do se habla de representación política, en particular de representación 
democrática. Para ello es necesario distinguir esta, de la representación 
privada –o individual– y de la representación social. Así, en el ámbito 
privado (cuya expresión paradigmática se encuentra en el campo jurídi-
co) la representación consiste básicamente en el mandato que entregan 
una o varias personas a otra u otras para que las representen, canalicen 
y protejan directamente sus intereses. Por tanto, independientemente de 
que se trate de un grupo de personas, hay un solo interés del que ema-
na el mandato que puede ser revocado en cualquier momento. Cabe 
destacar que el representante no debe ser portador de las características 
del representado, más bien se espera que sea diferente ya que si asume la 

3  Las cifras de evaluación del órgano legislativo ecuatoriano, presentadas en la siguiente sección, 
ilustran claramente estas aseveraciones.
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representación es porque el representado no puede hacerlo por no tener 
las condiciones para ello.4

La representación social guarda algunas características de la privada, pero 
a la vez tiene algunos elementos que la diferencian. Entre las similitudes 
ocupa un lugar de importancia el mandato único, vinculante y sujeto a la 
revocatoria en el momento en que el representado lo decida. La situación 
de los dirigentes sindicales y gremiales ilustra con claridad esta condición, 
ya que ellos están obligados a canalizar un interés específico y a responder 
directamente por este, pudiendo ser despojados de su representación en caso 
de no hacerlo. Entre las diferencias con la representación privada se encuen-
tra la similitud del representante con el representado, es decir, el carácter 
testimonial de la representación (Sartori 1999, 257). Esta característica es 
la que permite hablar con mayor propiedad de representatividad, ya que las 
personas que asumen la representación son portadoras no solo de las mismas 
características de las personas representadas sino también de sus intereses.

En la representación política es necesario e imprescindible abandonar 
ese vínculo directo. La coexistencia de múltiples intereses y el principio 
democrático básico de la igualdad ciudadana exigen que todos ellos se en-
cuentren igualmente representados, lo que equivale a buscar que ninguno 
de ellos se encuentre directamente representado. La paradoja de esta afir-
mación se despeja cuando se comprende que la representación política tie-
ne una doble condición, como agregación de intereses y como formación 
de gobierno (en el sentido más amplio del término, esto es, la selección de 
personas que se desempeñen en puestos públicos). La primera acepción 
se deriva de la necesidad de construir el interés general que, en contra-
posición a lo que sostenía Rousseau ([1762] 1981), no existe como algo 
inmanente en la sociedad sino que debe ser construido por medio de los 
acuerdos políticos. Esa construcción exige que los representantes –especial-
mente en los parlamentos– se despojen de cualquier vínculo directo con 

4  En el caso de la representación jurídica aparece con toda claridad la diferencia entre el repre-
sentado y el representante, ya que este último cuenta con un conjunto de conocimientos y destrezas (e 
incluso de facultades otorgadas legalmente) para desempeñarse en el campo específico de las instancias 
judiciales. La metáfora del teatro, donde un actor (que tiene ciertas habilidades, destrezas y conoci-
mientos) encarna un personaje (que no está presente) es muy útil para comprender la esencia de la 
representación.

sus representados y que pasen a representar al conjunto de la nación.5 La 
segunda condición refuerza esta, ya que la formación de instancias de go-
bierno exige que todos los intereses reciban similar atención y tratamiento.

Las funciones del parlamento se derivan precisamente de su carácter 
representativo, que lo sitúa como un contrapeso de la autoridad central del 
poder ejecutivo y como el espacio del que surgen las leyes. Históricamen-
te fue concebido como la principal (y la única) institución representativa 
frente al poder del monarca absoluto. En su evolución mantuvo ese carác-
ter aunque con el transcurso del tiempo desapareciera la monarquía abso-
lutista y la soberanía pasara a residir en el conjunto de la ciudadanía bajo 
la denominación de pueblo o nación.6 Por consiguiente, el parlamento 
mantuvo también aquella función de contrapeso al poder ejecutivo junto 
a las de legislación y representación. 

Entre las facultades de legislación y representación existe un vínculo 
estrecho, establecido por la necesidad de contar con la voluntad popular 
en la formulación de la ley y en la deliberación política. A diferencia de sus 
antecesores más remotos, que eran casi exclusivamente organismos encar-
gados de poner límites a la autoridad del monarca, los parlamentos demo-
cráticos contemporáneos no solamente deben hacer contrapeso al poder 
ejecutivo sino que deben expresar la voluntad popular en su función de 
legislación. Esto se desprende del principio básico de la democracia que 
sostiene que, para que la ley sea válida para el conjunto del pueblo, debe ser 
hecha por ese mismo conjunto. Pero, debido al tamaño y sobre todo a la 

5  La ruptura del mandato vinculante u obligatorio marca una de las diferencias fundamentales 
entre la representación en el moderno Estado de derecho y la de carácter estamental que tenía vigencia 
en ordenamientos políticos previos. La representación corporativa, propia de estas últimas, trasladaba 
las diferencias sociales y económicas al ámbito de la política, en tanto que la ruptura del mandato vin-
culante busca materializar la igualdad ciudadana en este campo. Este fue un tema de importancia en 
los debates previos a la expedición de la Constitución francesa de 1791 (Arendt 2004; Bobbio 1989) 
y en los que dieron forma a la Constitución norteamericana (Hamilton, Madison y Jay, [1788] 2000).

6  No cabe entrar aquí en la distinción entre pueblo y nación, que alude precisamente a un aspecto 
de la representación, en el sentido de que al considerarlo como la expresión de la nación se estable-
cería precisamente el carácter no vinculante, mientras que si se considera como expresión del pueblo 
se tendería a trasladar al nivel políticos las diferencias existentes en la sociedad (Sartori 1999, 259). 
Es interesante destacar que las constituciones ecuatorianas (y de otros países latinoamericanos, como 
Bolivia y Perú) nunca han hecho esa distinción y han utilizado indistintamente el pueblo o la nación 
como el portador de la soberanía (Pachano 2011, 29).
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complejidad de las sociedades contemporáneas, es imposible que esa tarea 
sea realizada directamente por la totalidad de las personas que las confor-
man, de manera que debe quedar a cargo de un grupo de representantes. 
En consecuencia, la representación parlamentaria alude no solamente al 
aspecto estrictamente político de canalización de demandas e intereses y 
de confrontación de posiciones, sino también a su función de legislación.

De esta relación se derivan dos consecuencias. En primer lugar, a pesar 
de su caracterización como organismos legislativos, los parlamentos son 
algo más que entidades técnicas o especializadas en esa materia, ya que de-
ben combinarla con la representación política de los diversos intereses que 
coexisten en la sociedad. Por tanto, dentro de la democracia contemporá-
nea su conformación está sujeta a la decisión del electorado que no siempre 
incluye a la capacidad de legislación entre sus criterios de selección; más 
bien escoge a personas que tienen un perfil más político que técnico. En 
segundo lugar, esta relación es la que otorga la legitimidad a la ley, ya que 
aparece como el resultado de la deliberación de los representantes de la 
ciudadanía. Esa condición es la que evita, en última instancia, que la ley 
aparezca como una imposición y lleva a que sea entendida más bien como 
la manifestación del acuerdo de los integrantes de la sociedad. Se podría 
decir que, gracias a esta simbiosis entre su carácter representativo y su po-
testad legislativa, los parlamentos terminan por materializar la metáfora 
del contrato social.7

Además de las funciones de representación y legislación, el parlamento 
debe cumplir con dos funciones esencialmente políticas: la de corresponsa-
bilidad en la definición y aplicación de las políticas públicas, y la de control 
a los otros poderes del Estado, especialmente al ejecutivo. Las dos se ma-
terializan en múltiples atribuciones, generalmente establecidas en el nivel 
constitucional, que en muchas ocasiones aparecen integradas dentro de 

7  El contrato social de la manera en que se encuentra en los autores clásicos (Locke [1760-1762] 
1983; Hobbes [1651] 1980; Rousseau [1762] 1981) es evidentemente una metáfora y no un hecho 
concreto, aunque no falte algún ejemplo de acuerdo explícito de fundación de un orden político, como 
el Pacto del Mayflower (Arendt 2004, 227). Más allá de ese carácter, es necesario destacar la diferencia 
entre el acuerdo constitutivo de una sociedad (pactum societatis) y el que da origen al poder político 
que debe regir a esa sociedad (pactum subiectonis) (Bobbio 1997, 94; Arendt 2004, 232). El parlamento 
materializa o da continuidad (con posterioridad a un acto constitutivo) a este último.

una misma disposición o que forman parte de una sola acción.8 A su vez, 
el alcance de estas funciones depende en gran medida del tipo de régimen 
o forma de gobierno establecida, esto es, de su diseño como régimen parla-
mentario o presidencial (con todos los tipos intermedios que son posibles 
dentro de un continuum que se establece entre ambos extremos). Como 
se vio en el capítulo 2, las definiciones que se tomen al respecto definirán 
el mayor o menor equilibrio entre los poderes, así como la mayor o menor 
capacidad de control entre ellos. Por consiguiente, mirando desde la pers-
pectiva de las facultades que se asignan al parlamento, el tipo de régimen 
o la forma de gobierno dependen, entre otros factores, del grado en que se 
reconocen las atribuciones netamente políticas de este organismo.

Continuidad y cambio en la estructura, funciones 
y atribuciones del parlamento ecuatoriano

El parlamento ecuatoriano ha sido sometido a constantes cambios a lo 
largo del período democrático. Varios de estos han sido sustanciales, ya que 
han modificado su estructura, han redefinido sus atribuciones y han altera-
do los procedimientos de relación con los otros poderes. Por ello, a través 
de una mirada de conjunto y sintética, se puede sostener que el parlamento 
actual no es el mismo que existía cuando se inició el período democrático. 
Los constantes cambios de nombre son una expresión casi anecdótica o 
circunstancial de las transformaciones de fondo de este organismo y que 
han repercutido en la totalidad del sistema político.

Cuando se diseñó el ordenamiento político que regiría a partir de 1979 
se definió al parlamento como un organismo unicameral, lo que consti-
tuyó hasta cierto punto un quiebre con la tradición constitucional ecua-
toriana. En efecto, aunque en tres constituciones anteriores (1830, 1851, 
1945) se habían instaurado congresos de este tipo, la tradición del país era 
más bien la del bicameralismo, como lo demuestra su presencia en catorce 

8  En el trámite del presupuesto del Estado y en la aprobación o revisión de tratados internacio-
nales el parlamento actúa a la vez como corresponsable de la política del ejecutivo y como instancia de 
control de este último.
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constituciones (1843, 1845, 1846, 1852, 1861, 1869, 1878, 1884, 1897, 
1906, 1929, 1938, 1946, 1967). Aun más, a lo largo del siglo XX sola-
mente una constitución (la del año 1945 que tuvo efímera duración) se 
inclinó por el parlamento de una sola cámara. Por consiguiente, tanto en 
número de cartas políticas como en la cantidad de años ha predominado el 
bicameralismo.9 Se puede afirmar, entonces, que la Constitución de 1978 
alteró una tradición fuertemente asentada y que se trató de una innovación 
de importancia no solamente dentro del funcionamiento del organismo 
legislativo, sino también en las relaciones de este con los otros poderes del 
Estado y con la sociedad.

La unicameralidad fue considerada un mecanismo adecuado para lo-
grar mayor agilidad en el desempeño legislativo, lo que quiere decir que 
se dio mucha importancia a la eficacia en la promulgación de nuevas leyes 
y en la reforma de las existentes. Sin embargo, una visión crítica de este 
diseño institucional ha sostenido que lo que se puede ganar en eficacia no 
compensa lo que se pierde en la profundidad del debate. Asimismo, se 
señala que la unicameralidad no es un buen mecanismo para la función 
de fiscalización y control, ya que no permite diferenciarla de la función de 
legislación en tanto no existen instancias específicamente destinadas a cada 
uno de esos fines. Sin embargo, esta modalidad se ha mantenido a lo largo 
de todo el período, lo que dicho sea de paso se encuentra dentro de una 
tendencia que ha ganado espacio en América Latina.

Una innovación adicional fue la diferenciación entre diputados na-
cionales y diputados provinciales, establecida sobre la base de su ámbito 
de elección (y de la edad mínima requerida para las respectivas candida-
turas). Para los primeros se definió un único distrito nacional, en tanto 
que para los últimos se utiliza cada una de las provincias como circuns-
cripción electoral. El número de los nacionales se fijó en doce, mientras 
que el de los provinciales se determinaba por la suma de veinte diputados 
(uno por cada provincia) más una cantidad variable según la población 
de cada una. Por tanto, se combinaban criterios de representación terri-
torial (nacional y provincial) con los de representación ciudadana pro-

9  Las tres Constituciones que establecieron parlamentos unicamerales suman 15 años de vigencia 
(1830-1843, 1851-1852, 1945-1946). Hasta 1979, el bicameralismo estuvo vigente por 134 años.

porcional a la población. Para la elección de diputados se estableció un 
sistema electoral que aseguraba la proporcionalidad entre los votos y los 
escaños obtenidos. Esto se lograba al utilizar distritos de diversa mag-
nitud y, sobre todo, al aplicar la fórmula de cocientes y residuos para la 
asignación de puestos. De esta manera, era altamente probable –como 
en efecto sucedió– que muchas agrupaciones pudieran obtener escaños 
legislativos.

Siguiendo la pauta establecida en algunas constituciones anteriores, se 
definió un período ordinario de actividades de dos meses (1 de agosto a 9 
de octubre). En los meses de receso podía reunirse el Plenario de las Comi-
siones Legislativas, conformado por 35 legisladores (siete de cada una de 
las cinco comisiones), que contaba prácticamente con todas las facultades 
del parlamento (artículo 86). Las reformas de 1983 eliminaron esta dispo-
sición y establecieron las sesiones a lo largo del año con dos períodos de 
receso de dos semanas cada uno.

En los aspectos de fondo, al parlamento se le asignaron las funciones y 
atribuciones que habían sido usuales a lo largo del siglo XX y que, en gene-
ral, son las reconocidas como propias de estos organismos en las democra-
cias contemporáneas (que han sido reseñadas en la sección anterior). Así, 
en cuanto a la corresponsabilidad con el ejecutivo se le dio facultades en la 
aprobación del presupuesto del Estado (Constitución de 1978 actualizada 
en 1997, artículos 95-97), en el establecimiento, modificación y supresión 
de impuestos y en la aprobación o desaprobación de tratados internacio-
nales, en el nombramiento de contralor general, procurador general y su-
perintendentes de bancos y compañías (artículo 82). Para materializar la 
función de control se le otorgó la facultad de enjuiciar al presidente de la 
república, al vicepresidente y a los ministros (artículos 82 y 110). También 
elegía a los integrantes de la CSJ (artículo 129).

Finalmente, aunque el parlamento ocupaba el espacio central en el 
proceso de formación de la ley, el presidente de la república contaba con 
varias facultades que lo convertían en colegislador. En efecto, se le recono-
cía la iniciativa legislativa (artículo 88), la sanción de las leyes aprobadas 
por el legislativo (artículos 92 y 103), la promulgación de los reglamentos 
correspondientes (artículo 103) y, sobre todo, la capacidad de presentar 
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leyes calificadas con el carácter de urgencia económica que, en caso de que 
no fueran tratadas por el legislativo en un plazo perentorio, entrarían en 
vigencia inmediatamente (artículo 88). Por tanto, el presidente de la repú-
blica podía, eventualmente, evitar el trámite dentro del parlamento, lo que 
constituía un desequilibrio de poderes.

A partir de 1983 –cuando estaba en ejercicio la primera legislatura y 
el primer Gobierno del período democrático– se introdujeron las prime-
ras reformas que alteraron significativamente tanto el diseño institucional 
como las respectivas facultades y atribuciones asignadas al parlamento. De 
manera sintética –ya que la revisión de todos los cambios excedería el es-
pacio de este capítulo– el contenido y las características de esos cambios 
se pueden agrupar en cuatro grandes campos: 1) composición y tamaño; 
2) modalidad de elección y período de funciones de sus autoridades; 3) 
facultades y atribuciones; 4) formación de la ley.

En cuanto a la composición y tamaño, el número de legisladores se 
incrementó por varias causas. Estas incluyen el crecimiento poblacional 
del país (que eleva el número de representantes provinciales), la creación 
de nuevas provincias y decisiones políticas que en la mayoría de los casos 
han obedecido a presiones de determinadas provincias (especialmente de 
las más pequeñas). El primero de estos cambios se realizó en el año 1983, 
cuando se cambió su denominación a Congreso Nacional y se diferenció el 
período de gestión de cada uno de los dos tipos de diputados. Para los na-
cionales se estableció un período de cuatro años y para los provinciales de 
dos años (en lugar del período de cinco años que regía para ambos). Como 
consecuencia, se alteró el calendario electoral ya que debían realizarse elec-
ciones intermedias para los provinciales. Esto derivó en que además de re-
novarse en su totalidad cada cuatro años, debía elegirse alrededor del 85% 
cada dos años. Posteriormente, en las reformas del año 1998 se eliminó 
los legisladores nacionales, de manera que el congreso pasó a constituirse 
únicamente por diputados provinciales que durarían cuatro años en sus 
funciones. Sin embargo, los nacionales fueron incorporados nuevamente 
a partir del año 2008, en número de quince.10 Finalmente, en este último 

10  La eliminación de los diputados nacionales contribuyó a profundizar el problema de la terri-
torialización de la representación, que ha sido señalado antes. Sin el elemento de cohesión nacional 

año se incluyeron seis representantes de ecuatorianos residentes en el exte-
rior, lo que incrementó una vez más el número de sus integrantes.

Debido a estos cambios, el tamaño del parlamento ha tenido una ten-
dencia creciente, que llevó a que en el año 2009 sea un 80% más nume-
roso que el de 1979 (cuadro 3.1). Únicamente en un momento (2002) se 
redujo el número de sus integrantes, lo que se debió a la supresión de los 
diputados nacionales.11

Cuadro 3.1.Tamaño del Congreso

Año Total integrantes

 1979 69

 1984 71

 1986 71

 1988+ 71

 1990 72

 1992 77

 1994 77

 1996 82

 1998+ 123

 2002 100

 2006 100

 2009+ 124

Notas:las filas sombreadas corresponden a elecciones de diputados provinciales.
+ Vigencia de nueva Constitución.

que en alguna medida significaban estos diputados, el congreso se convirtió en el agregado de intereses 
provinciales o locales. Adicionalmente, al reducirse la contienda electoral a los límites provinciales se 
incrementaron los incentivos para la reclusión de los partidos en esos espacios, pudiendo incluso llegar 
a abandonar –en términos electorales– el espacio nacional.

11  En el año 2013 llegó a 137 integrantes, lo que significa casi el doble del número inicial.
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La eliminación de las elecciones de medio período puede ser vista como 
una medida positiva en tanto ha contribuido a reducir la inestabilidad y, 
de esta manera, le ha proporcionado horizontes de más largo plazo a la 
actividad del congreso. Asimismo, ha contribuido a introducir criterios de 
mediano y largo plazo en la política, especialmente en la actividad legisla-
tiva, lo que se traduce en incremento de sus niveles de eficiencia y eficacia. 
Pero, también es cierto que la ausencia de elección intermedia vuelve ex-
tremadamente rígido el juego político, ya que se reduce la frecuencia de 
aplicación de un instrumento de control de los políticos por parte de los 
ciudadanos. En un contexto de rápida erosión de la credibilidad de quienes 
ejercen funciones públicas, esto es, los diputados, habría sido conveniente 
buscar el equilibrio entre la disponibilidad de un instrumento de esa natu-
raleza y la estabilidad institucional. En lugar de ello se optó por eliminar 
uno de los términos.

Para la elección de las autoridades legislativas, durante dos décadas ri-
gió únicamente la norma de mayoría, expresada en la votación directa de 
los integrantes de la cámara, previa la presentación de candidatos por los 
partidos representados. La renovación de las autoridades se realizaba cada 
año, de manera que con esa misma frecuencia se hacía necesario estruc-
turar las alianzas o buscar los votos necesarios para captar los principales 
cargos. Estos incluían no solamente la presidencia y la vicepresidencia, sino 
también las comisiones legislativas. La Constitución de 1998 introdujo 
una nueva modalidad que consistió básicamente en la preasignación de 
los principales cargos directivos y en su renovación cada dos años en lugar 
de su elección anual. Lo fundamental de esta nueva forma de selección 
fue la vinculación establecida con los votos obtenidos por cada uno de los 
partidos o listas.12 Así, en los dos primeros años le correspondía al partido 

12  Esta modalidad fue introducida con el fin de evitar los problemas que en varias ocasiones se 
habían producido en la elección de las autoridades. Debido a la fragmentación del congreso así como 
por el grado de polarización entre las fuerzas políticas, no fue posible llegar a acuerdos bajo la forma an-
terior que dejaba la selección de las autoridades en manos de la votación de los diputados. También se 
veía a esta nueva modalidad como una forma de reconocer la voluntad popular expresada en las urnas. 
Al asignar los principales cargos a los partidos más votados se pretendía establecer una relación directa 
entre la decisión ciudadana y la conformación de la cúpula directiva del congreso. Finalmente, con ella 
se buscaba evitar que se repitieran los casos de pequeños partidos que habían obtenido la presidencia o 
la vicepresidencia con un bloque minúsculo de uno o dos diputados.

más votado ocupar la presidencia, y al segundo partido le correspondía la 
primera vicepresidencia, mientras la segunda vicepresidencia (introduci-
da también por esta Constitución) correspondía a los otros partidos. En 
los dos años siguientes debían alternarse los dos partidos más votados: el 
primero ocuparía la primera vicepresidencia, mientras el segundo partido 
accedía a la presidencia. Las personas que debían ocupar esos tres cargos 
eran escogidas mediante votación de todos los legisladores, de manera que 
se producía una combinación entre preasignación y elección. Después de 
estar vigente esta modalidad por menos de una década, con la Constitu-
ción de 2008 se retornó a la modalidad original de elección por la norma 
de mayoría sin asignación previa.13

En cuanto a las facultades, se advierte una tendencia decreciente, tan-
to por la reducción e inclusive la pérdida de muchas de sus atribuciones 
como por la asignación de mayores poderes al ejecutivo o a otras funciones 
del Estado. En 1998 se eliminó la facultad de destituir los ministros del 
gabinete mediante el juicio político, lo que convirtió a este recurso en algo 
insustancial. La Constitución de 2008 restituyó esta capacidad del legisla-
tivo pero a la vez redujo varias atribuciones, entre las que se destacan las de 
participación en la selección y el nombramiento de un amplio conjunto de 
autoridades: contralor general, superintendentes, fiscal general, defensor 
del pueblo, defensor de oficio y miembros del Consejo Nacional Electoral 
(CNE), el Tribunal Contencioso Electoral (TCE) y el Consejo de la Judi-
catura, que fueron asignadas al CPCCS. 

La Constitución de 2008 profundizó esa tendencia cuando le asignó al 
presidente de la república la facultad de disolver la asamblea “cuando a su 
juicio esta se hubiera arrogado funciones que no le competan constitucio-
nalmente (…) o si de forma reiterada e injustificada obstruye la ejecución 
del Plan Nacional de Desarrollo o por grave crisis política y conmoción 
interna” (artículo 148). Es cierto que la asamblea también puede destituir 
al presidente “Por arrogarse funciones que no le competan constitucio-
nalmente (…) [o] por grave crisis política y conmoción interna” (artículo 
130), pero en el primer caso el presidente se mantiene en su cargo hasta 

13  La preasignación se utilizó en las legislaturas elegidas en los años 1998, 2002 y 2006.
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que se posesione su sucesor que debe ser elegido en unas elecciones que 
deben realizarse en un plazo no determinado, en tanto que la asamblea 
debe disolverse de inmediato.

Varios de estos cambios alteraron el equilibrio entre el ejecutivo y el 
legislativo, inclinando la balanza en beneficio del primero. En los térmi-
nos planteados por Shugart y Carey (1992), se incrementaron los pode-
res constitucionales del presidente, a pesar de que sus poderes políticos se 
mantenían relativamente débiles por las características de otros factores 
del sistema político (especialmente el sistema electoral). Por ello, algunos 
autores lo han calificado como un régimen hiperpresidencialista (Echeve-
rría 2012, 408), que agudiza los problemas propios del presidencialismo 
revisados en el capítulo anterior.

Por otra parte algunas disposiciones propias de las reglas electorales tuvie-
ron efectos en la estructura del parlamento. Así, la prohibición de reelección 
inmediata impidió que los legisladores pudieran continuar en sus cargos por 
más de un período y dio lugar a la denominada reelección cruzada, por la 
que un representante provincial podía postular a la diputación nacional y 
viceversa. Sin embargo, el reducido número de los nacionales limitaba sig-
nificativamente esta posibilidad. Asimismo la prohibición de conformar 
alianzas para las elecciones legislativas (vigente hasta el año 1994) fue un 
obstáculo para la conformación de grandes corrientes ideológicas dentro del 
parlamento y se constituyó en una las causas para la fragmentación de la 
representación legislativa. A la vez, con ello se abrió la posibilidad para que 
pequeñas agrupaciones obtuvieran puestos y pudieran desempeñar un papel 
fundamental en el interior del parlamento, dentro de las alianzas fantasmas, 
como han sido calificadas acertadamente (Mejía 2009).

El cambio fundamental en este aspecto fue, sin duda, la votación por 
personas en listas abiertas, vigente desde 1997. Esta modalidad tuvo un 
gran impacto sobre la conformación del parlamento, con múltiples conse-
cuencias. Se agudizó la personalización de la representación, se incrementó 
la fragmentación y se redujo las probabilidades de contar con bancadas 
numerosas. Como resultado de todo ello, se hizo más difícil construir coa-
liciones programáticas y estables. La posibilidad de fraccionar el voto entre 
tantas listas cuantos puestos se elijan en la circunscripción hace posible 

que con el voto de una sola persona se fragmente la representación. Como 
se indica en los capítulos que tratan de los partidos y el sistema electoral, 
esta modalidad de votación fue determinante en el debilitamiento y la 
extinción casi total de los partidos, lo que evidentemente repercutió en el 
parlamento que es el espacio por excelencia de la presencia y la acción de 
los partidos. El resultado final fue la profundización de los problemas que 
ya se presentaban anteriormente y que se encuentran en la base de la inefi-
ciencia legislativa, fiscalizadora y, sobre todo, política de este organismo.

El parlamento en funcionamiento

En las condiciones descritas en la sección anterior, el congreso ecuatoriano 
encontró varios problemas para desarrollar las actividades propias de un ór-
gano legislativo. Sus capacidades para legislar y controlar a los otros poderes 
del Estado y su condición para afirmarse como espacio de debate políti-
co disminuyeron por las características de su diseño institucional y por la 
fragmentación interna (derivada a su vez de la caótica combinación de los 
componentes del sistema electoral). Como se ha señalado reiteradamente, las 
dificultades para establecer alianzas o coaliciones relativamente estables y la 
baja disciplina partidaria fueron características del congreso a lo largo del pe-
ríodo democrático y establecieron las prácticas políticas que se generalizaron 
a todo el conjunto de actores políticos (Mejía 2004; 2009; Mejía y Polga-
Hecimovich 2011a; 2011b; Freidenberg 2008a; Pachano 2007a; Sánchez 
2008). La baja eficacia legislativa, los enfrentamientos entre los poderes del 
Estado (la pugna de poderes, como se denominó desde el inicio del período) 
y los bloqueos permanentes a la promulgación de políticas públicas fueron 
los resultados más notorios de la conjugación de factores negativos.

Entre las múltiples causas que se encuentran en la base de esos proble-
mas cabe destacar la fragmentación interna del congreso y, estrechamente 
ligada a esta, las dificultades para que un partido alcance la mayoría de los 
escaños o que pueda establecer coaliciones estables.14 Su expresión más 

14  Estas condiciones cambiaron sustancialmente con la elección de 2013, cuando Alianza Pais 
alcanzó la mayoría absoluta en la Asamblea Nacional. Pero es evidente que esto no fue el resultado de 
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evidente es el alto número de partidos y listas que han obtenido escaños 
legislativos; va desde diez en el año 1979 hasta dieciocho en 2002, con un 
promedio de 12,8 listas para ese período.15 Esto arroja un tamaño pro-
medio de 6,2 diputados por bloque legislativo. Se puede argumentar, con 
mucha razón, que los promedios siempre tienden a simplificar una reali-
dad que es de hecho más compleja, pero se llega a las mismas conclusiones 
cuando se considera el número de bloques de acuerdo con su tamaño. Así, 
durante todo ese período, alrededor de las dos terceras partes de los blo-
ques parlamentarios han tenido menos de cuatro legisladores. 

Los partidos que obtuvieron proporciones más altas a lo largo de ese 
período apenas llegaron a representar el 44,9% (CFP en el año 1979) y el 
42,3% (ID en el año 1988). Fuera de estas dos situaciones excepcionales, 
el primer partido del congreso ha logrado solamente entre la quinta y 
la tercera parte del total de diputados. En promedio, en diez elecciones 
(siete generales y tres de diputados provinciales) realizadas entre 1978 
y 2002, la primera bancada contó con menos de un tercio de los inte-
grantes del congreso (31,3%). Además, el primer lugar ha correspondido 
mayoritariamente a partidos de la oposición y solamente en tres de las 
diez elecciones al partido de Gobierno (las ya indicadas de CFP e ID en 
1979 y 1988, respectivamente, y la de DP, con el 28,7% de los diputa-
dos, en 1998).16

El reducido tamaño de la primera bancada ha sido uno de los factores 
negativos para la conformación de alianzas estables en el campo legislati-
vo. Es obvio que la presencia de un partido fuerte, predominante en tér-
minos numéricos y sólidamente cohesionado, convoca a la formación de 
coaliciones en torno a él, por las posibilidades concretas de triunfo que se 

un cambio en las condiciones estructurales-institucionales, sino un efecto del fuerte liderazgo ejercido 
por el presidente de la República, Rafael Correa. Se puede asegurar, más bien, que eso se produjo a 
pesar de aquellos elementos institucionales. 

15  Hacemos un corte en 2002 ya que se lo puede tomar como el momento en que se tornó eviden-
te la crisis de los partidos políticos, como se indica en el capítulo sobre elecciones y partidos.

16  Nuevamente cabe resaltar la situación excepcional configurada con el triunfo de Alianza Pais 
en la elección de 2013, que alcanzó el 73,0% de los escaños (con el 42,3% de los votos en asambleístas 
provinciales y 52,2% en asambleístas nacionales), pero asimismo se debe hacer referencia al peso del 
liderazgo presidencial en la obtención de ese resultado.

presentan. En tanto que una primera bancada relativamente pequeña no 
constituye atractivo, más bien alienta la dispersión ya que puede ser fá-
cilmente superada por medio de la unión de varios bloques pequeños. Si 
a esto se suma la fragmentación y el alto número de bloques minúsculos, 
se encuentran muchas de las explicaciones sobre las dificultades que han 
existido dentro del congreso para establecer coaliciones que puedan im-
pulsar lineamientos de largo alcance. Por ello, la mayor parte de alianzas 
parlamentarias se han estructurado en torno a objetivos inmediatos y, en 
consecuencia, han tenido corta duración. Han sido las ya mencionadas 
“alianzas fantasmas” (Mejía 2009) las que han erosionado la gobernabili-
dad en lugar de fortalecerla.

En conjunto, estos dos elementos (ausencia de partido mayoritario y 
fragmentación) han permitido que los bloques pequeños, incluso un redu-
cido número de diputados que actúan por su cuenta, cobren inusitada im-
portancia especialmente en votaciones significativas. En efecto, unos pocos 
votos –y en ocasiones nada más que uno solo– han alcanzado un enorme 
peso y han inclinado las decisiones en asuntos de trascendencia. Esto ha 
llevado, por ejemplo, a que partidos extremadamente pequeños alcancen 
la presidencia del congreso a pesar de contar con un bloque muy pequeño, 
como fue el caso del FRA que, solamente con tres diputados de un total de 
82, obtuvo ese cargo en 1997.17

A esto se suma la baja disciplina partidista, que ha sido una caracte-
rística del conjunto de partidos y que ha actuado como un obstáculo no 
solamente para la constitución de partidos sólidos y estables, sino también 
para la conformación de coaliciones firmes y basadas en propuestas pro-
gramáticas (Sánchez 2008). Más allá de las causas culturales a las que se 
pueda apelar y de las características internas de los partidos, en su origen se 
encuentran también algunos factores institucionales (Mejía y Polga-Heci-
movich 2011a). Entre estos cabe destacar la posibilidad de llegar al parla-
mento con organizaciones conformadas en una provincia o en un número 
reducido de provincias, la votación en listas abiertas y la prohibición de 

17  Este caso es particularmente ilustrativo, ya que ese minúsculo grupo le sirvió al presidente del 
congreso para erigirse como presidente interino de la república, que fue la solución –inconstitucional 
e ilegal– escogida para enfrentar la crisis presidencial de 1997.
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conformar alianzas para las elecciones de legisladores (que estuvo vigente 
por más de quince años). Todos estos factores neutralizan los incentivos a 
la colaboración y la disciplina, como lo han señalado algunos autores (Me-
jía 2009; Sánchez 2008; Pachano 2007a). 

Un factor adicional (a la vez, en gran medida resultado de la conjuga-
ción de los mencionados antes, pero también de la fuerza del clivaje regio-
nal en la política nacional) es la adscripción territorial de la representación, 
especialmente en el caso de los diputados provinciales. La utilización de la 
provincia como circunscripción electoral ha llevado a interpretar mayo-
ritariamente –tanto por legisladores como por electores– a la diputación 
como la representación de ese ámbito en el nivel nacional. Esa percepción 
alimenta la idea de un mandato territorialmente delimitado e incluso de 
carácter vinculante (en el sentido de que el legislador debe desarrollar ac-
ciones para su provincia), lo que alimenta la indisciplina y constituye un 
incentivo para la conformación de organizaciones locales sin presencia na-
cional.18 Esta concepción de la diputación tuvo su expresión más acabada 
en la instauración de las partidas presupuestarias de interés provincial, que 
otorgaban a los diputados recursos para realizar obras en sus provincias. 
Fueron abolidas en 1997, cuando se comprobaron actos de corrupción, 
pero no se eliminó la percepción del mandato territorial.19

En contradicción con esa concepción de representación territorial en el 
parlamento, en su conformación se advierte una clara desproporción entre 
la cantidad de electores de cada circunscripción y los representantes que 
se eligen en ellas. Se produce lo que en la literatura politológica se conoce 
como malapportionment, entendida como “una amplia discrepancia entre 

18  Anecdóticamente se puede aludir a las tarjetas de presentación, a la papelería y a la manera de 
presentarse de los legisladores como representantes de la provincia en la que fueron elegidos y no como 
representantes del pueblo o la nación. Esto desdice de la disposición contenida en las constituciones de 
1978 y 1998 (artículos 84 y 135, respectivamente) que les definía como representantes del conjunto 
de la nación. 

19  La percepción de mandato territorial y en general de mandato vinculante choca con el principio 
básico de “repudio del mandato imperativo” propio de la democracia moderna que, en su formulación 
original, subrayaba que “los representantes nombrados por la circunscripciones no representan a una 
circunscripción particular, sino a la nación entera” (Sartori 1999, 259 [el autor está citando el texto de 
la Constitución francesa de 1791]). Asimismo, no guarda coherencia con el carácter unitario del Estado 
ecuatoriano e incluso con la conformación unicameral del parlamento.

la proporción de asientos legislativos y la proporción de población conteni-
da en los distritos electorales” (Snyder y Samuels 2001, 146). Esto produce 
desbalance en dos aspectos. En primer lugar, en el peso o valor del voto de 
las personas que pertenecen a diferentes circunscripciones. Así, tomando 
como referencia a las provincias de mayor y menos población, Guayas y 
Galápagos, en 2002 la proporción de votantes por cada diputado era de 
ciento veinte mil en la primera y de cinco mil en la última, es decir, una 
diferencia de más de veinticuatro veces. En segundo lugar, sobrerrepre-
senta a las provincias pequeñas y subrepresenta a las de mayor población. 
Así, para el mismo año 2002, Guayas elegía al 18% de los diputados con 
el 26,14% de los votantes, mientras Galápagos elegía al 2% con el 0,13% 
de los votantes. 

Finalmente, la utilización de la provincia como distrito electoral y la 
desproporción entre población y representantes ha producido también 
desproporción en términos regionales. Las provincias costeñas, con el 
49,5% del padrón electoral elegían al 39,0% de los legisladores, mientras 
que las provincias amazónicas y Galápagos, con solamente el 4,0% de los 
votantes, elegían al 14,0% de diputados. Ello se debe a que el primer crite-
rio para definir la cantidad de legisladores es el de asignar un número fijo 
similar para cada una de las provincias (inicialmente, con la Constitución 
de 1978, era y posteriormente dos), al que se añade un número variable de-
terminado por la cantidad de habitantes. Dado que en la Costa se encon-
traban únicamente cinco provincias (ampliadas a siete desde las elecciones 
de 2009), a lo largo de la mayor parte del período, esta contó con una base 
fija de diez diputados, mientras que la Sierra, con diez provincias, tuvo una 
base de veinte diputados y la Amazonia y Galápagos, con seis provincias, 
contaron con una base de doce diputados. El mayor volumen poblacional 
de la Costa no fue suficiente para compensar esta base inicial, de modo que 
siempre se presentó la desproporción.20

20  Esto continuó incluso después de las reformas introducidas al entrar en vigencia la Constitución 
de 2008, cuando se crearon dos provincias en la Costa y se dividió en distritos las provincias más gran-
des (Guayas, Pichincha y Manabí). Con el 55,4% de los electores, la Costa contó con el 43,9% de los 
representantes, mientras la Sierra obtuvo una proporción similar (43,1%) con el 40,2% de los electores 
y la Amazonia y Galápagos contaron con el 13,0% de los representantes con el 4,4% de los electores.
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Conclusiones 

Este conjunto de factores adversos contribuyó a configurar una imagen 
negativa del congreso. A esto se añadió la escasa comprensión ciudadana 
sobre las funciones de este organismo, lo que llevó a una creciente insatis-
facción con su desempeño. En lugar de mirarlo como el organismo clave 
de la representación democrática, en el que se debe desarrollar el debate 
político, se lo vio como la institución que debía resolver un conjunto am-
plio de demandas y de expectativas. En gran medida, ha sido considerado 
como un organismo ejecutivo que debe dar soluciones a los problemas bá-
sicos de la población, especialmente en el campo de los servicios, el empleo 
y las condiciones de vida. La generalización de las prácticas clientelares 
ha contribuido a alimentar esta visión errada, especialmente porque en 
esas condiciones los votos –o, en general, el apoyo político– se obtienen 
a cambio de favores que deben materializarse en acciones concretas. El 
predominio de estas prácticas ha hecho imposible que los integrantes del 
congreso –o más bien quienes aspiran a serlo– tomen distancia de la oferta 
concreta que habrá de plasmarse en obras a lo largo de su ejercicio legisla-
tivo. En esas condiciones resulta casi imposible imaginar que un candidato 
pueda tener éxito con el simple ofrecimiento de legislar y fiscalizar, como 
corresponde estrictamente a sus funciones. 

Un último elemento que cabe destacar dentro de la acción del congreso 
–vinculado con los aspectos descritos en esta sección– es el papel que ha 
desempeñado en la solución de las crisis presidenciales, específicamente en 
las tres que concluyeron con el derrocamiento de los presidentes Bucaram 
(1997), Mahuad (2000) y Gutiérrez (2005), así como en la renuncia del 
vicepresidente Dahik (1995). Como se ha señalado, el “papel del Congreso 
fue crítico en el desarrollo de estas crisis cuando: a) validó las demandas 
de dimisión presidencial provenientes de grupos de presión (…) con una 
pérdida del ‘voto de confianza’ de facto, y b) posteriormente nombró un 
sucesor presidencial” (Mejía y Polga-Hecimovich 2011b, 501). Aunque las 
causas de esas crisis se encuentran en diversos campos, es innegable que en 
su origen y sobre todo en su desenlace influyeron de manera significativa 
las características del congreso. 

La fragmentación y la ausencia de mayorías claras volvieron muy difícil la 
conformación de coaliciones estables y sustentadas en criterios ideológicos o 
de cercanía entre los partidos políticos. Esta realidad limitaba fuertemente la 
posibilidad de que los Gobiernos pudieran beneficiarse de determinados in-
centivos específicos que pueden existir para la colaboración. Por el contrario, 
en una situación como la descrita se configura un sistema de incentivos para 
el bloqueo a los Gobiernos desde el congreso. Dicha situación ha llevado, 
por un lado, a la reducción de la capacidad de los Gobiernos para formular y 
aplicar políticas públicas y, por otro lado, a la “solución parlamentaria” para 
las crisis presidenciales. Adicionalmente, ella ha sido un impedimento para 
la conformación de coaliciones gubernamentales que pudieran tener su 
expresión en la conformación del gabinete presidencial.21

21  Estos aspectos están tratados con mayor detenimiento en los capítulos 2 y 4 de este libro, sobre 
tipo de régimen y gobierno, respectivamente. 
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Capítulo 4 
El Gobierno

Angélica Abad Cisneros

En este capítulo se analiza la dinámica que ha caracterizado las adminis-
traciones que gobernaron entre 1979 y 2013. Se enfatiza aquellos aspec-
tos que inciden en la formación, composición y cambio de los gabinetes 
ministeriales; se incluye un repaso del marco institucional que los regula 
desde 2008. El estudio no es exhaustivo sino se limita a señalar los rasgos 
generales de las estrategias de Gobierno emprendidas por los presidentes 
durante el periodo. Asimismo, el examen de los aspectos formales relacio-
nados con la estructura de gobierno inicia en 2008 porque se toma como 
punto de referencia el actual diseño constitucional, considerando que la 
Constitución de 2008 mantiene las principales atribuciones que sus ho-
mólogas de 1978 y 1998 contemplaban para el ejecutivo.   

En Ecuador, la estructura formal del presidencialismo ha dotado al poder 
ejecutivo de considerables ventajas frente a los demás poderes del Estado 
(Verdesoto 1992). Algunas de estas son propias de los regímenes presiden-
ciales, por ejemplo, la capacidad de nombrar y remover a su gabinete sin 
necesidad de que los aprueben el poder legislativo, la iniciativa legislativa y 
el poder de veto. Otras son fruto del fortalecimiento progresivo de la figura 
del primer mandatario, en respuesta a las constantes crisis de gobernabilidad 
experimentadas en el país durante el periodo 1997-2007. Estos incluyen la 
capacidad de gobernar mediante decretos y/o leyes de urgencia económica, 
la competencia exclusiva en la elaboración de leyes de gasto público y presu-
puesto o la atribución de censurar y suspender la asamblea legislativa. 
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A pesar del poder de los presidentes, varios factores han limitado su 
capacidad para impulsar la agenda gubernamental. Algunos de los más 
importantes son: la alta fragmentación del sistema de partidos, la debili-
dad de los vínculos programáticos entre electores y partidos y las elevadas 
tasas de volatilidad electoral agregadas. Como resultado, el país ha tenido 
gobiernos minoritarios con legislativos fuertemente divididos (Basabe, 
Pachano y Mejía 2010; Pachano 2005; 2010a; Paltán 2005). 

Ante este escenario, los mandatarios no han tendido a emplear sus poderes 
autónomos de veto y decreto para sortear situaciones de bloqueo institucio-
nal. Al contrario, se han embarcado en un proceso incesante de negociaciones 
(formales e informales) con fuerzas aliadas y opositoras, con la intención de 
garantizar la aprobación de políticas públicas (Conaghan 1995; Mejía et al. 
2006; Mejía y Polga-Hecimovich 2011a). Desde 2007, esta inherente fragi-
lidad del sistema político ecuatoriano ha sido sorteada gracias a la existencia 
de una mayoría legislativa favorable al oficialismo, ya que en lo esencial se ha 
mantenido el diseño institucional que incentiva la fragmentación y el conflic-
to. De este modo, más que las reglas de juego lo que ha cambiado es la estruc-
tura y la dinámica que caracterizan la competencia del sistema de partidos. 

En Ecuador, la distribución de puestos clave del Gobierno y otras 
entidades públicas, como el Banco Central, la Procuraduría General del 
Estado o la CSJ, ha respondido más a las concesiones realizadas por el 
ejecutivo a distintos grupos políticos a cambio de apoyo legislativo, que 
a criterios institucionales (Rojas 2011). La adjudicación de ministerios 
ha sido una de las principales monedas de cambio utilizadas por los pre-
sidentes para conseguir apoyos, evidenciando la relación de estos con las 
fuerzas políticas que los apoyan (Mejía y Polga-Hecimovich 2011a). Adi-
cionalmente, la distribución de las carteras de Estado ha reflejado el peso 
e importancia del clivaje regional Costa-Sierra y la visión de los mandata-
rios respecto al manejo de la economía (Basabe, Pachano y Mejía 2010). 
Por esta razón, examinar la conformación de los gabinetes permite no 
solo valorar las estrategias gubernamentales, sino también la capacidad 
de los presidentes para cumplir con su agenda política. 

El texto se divide en cuatro secciones. La primera ofrece un análisis 
de las estrategias de gobierno; en la segunda se examinan la formación y 

fluctuación de las carteras ministeriales identificando las causas de su ines-
tabilidad; se revisan en la tercera los aspectos más formales de la formación 
de Gobierno de acuerdo con la Constitución de 2008; en la última, la con-
clusión, se evalúan los principales aspectos de la dinámica gubernamental 
durante los últimos treinta y cinco años de vida política ecuatoriana. Los 
datos empleados provienen de una muestra representativa de los gabinetes 
formados hasta 2012 elaborada por Polga-Hecimovich, Basabe y Mejía 
(2012) y se complementan con información biográfica y de hemeroteca.

 
Estrategia gubernamental

Entre 1979 y 2007 Ecuador tuvo doce presidentes1de diversa adscripción 
política pero con una característica común: la ausencia de escaños suficien-
tes en el congreso para gobernar con mayoría. Como se puede observar 
en el cuadro 6.10 del capítulo seis de este libro, durante este periodo el 
partido con el mayor número de diputados y el partido gobernante rara 
vez se corresponden; de hecho, salvo en tres ocasiones (1979, 1988 y 1998) 
el tamaño de la bancada oficial siempre fue menor que el de la primera 
fuerza parlamentaria; ni siquiera en estas contadas ocasiones el presiden-
te tuvo asegurada una mayoría favorable. La administración de Roldós 
(1979-1981) estuvo marcada por la ruptura de la relación entre el man-
datario y el partido oficial, CFP, a causa de las desavenencias con su líder 
Assad Bucaram. Dicho partido se convirtió en el principal opositor de sus 
iniciativas. Posteriormente, los conflictos internos de la DP, la presión del 
PSC y la renuencia de la ID a apoyar a Mahuad (1998-2000) obligaron al 
presidente a negociar la aprobación de las políticas públicas más elementa-
les con las distintas facciones del partido, y a lidiar, en más de una ocasión, 
con la oposición del congreso. En un período anterior, Borja (1988-1992), 
aun contando con el bloque legislativo más grande, fue incapaz de evitar 
el abandono de la DP, su socio de coalición, al finalizar la primera mitad 
de su mandato. 

1  Este número corresponde solo a los presidentes que lograron formar y ejercer el Gobierno, no al 
total de presidentes declarados en el país (catorce). 
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Hasta 1994, los presidentes lograron sortear algunos enfrentamientos 
institucionales derivados de la baja representación legislativa del oficialis-
mo mediante la formación de coaliciones con otras fuerzas políticas (Mejía 
y Polga-Hecimovich (2011a; 2011b). Estas alianzas se caracterizaron por 
el empleo de una serie de mecanismos formales e informales –desde la 
distribución de puestos en el gabinete ministerial hasta la transferencia 
de recursos económicos a los diputados para la financiación de proyectos 
asociados a su circunscripción electoral– para asegurar la aprobación de 
políticas concretas.2 Es el caso del pacto de Gobierno mantenido por la ID 
con DP, el Partido Liberal Radical Ecuatoriano (PLRE) y el FADI durante 
la primera parte de la administración de Borja. Según este acuerdo, la ID 
les otorgó a sus aliados diversas carteras ministeriales, la presidencia y vi-
cepresidencia del congreso, y la participación en el nombramiento de los 
titulares del TSE y la CSJ y otros organismos de control. Un pacto similar 
se trabó entre el Partido Unidad Republicana (PUR) y el PCE que per-
mitió a Durán Ballén acceder a la presidencia en 1992; los conservadores 
obtuvieron la vicepresidencia de la república, y la dirección de las carteras 
económicas y recursos que el Gobierno transfirió a diversas localidades 
gobernadas por el PSC, a cambio de su apoyo para la aprobación de la Ley 
de Modernización del Estado (Sánchez 2008).

A pesar de que la cooperación aseguraba a los socios de Gobierno la 
participación en áreas estratégicas y el acceso a recursos para distribuir 
entre su electorado, ninguno de los presidentes, entre 1979 y 1994, logró 
mantener estas alianzas durante mucho tiempo.3 A medida que avanzaba 
el calendario electoral los pactos se disolvían por el afán de los partidos 
de “proteger sus perspectivas políticas con el nuevo Gobierno a la vez 
que se distanciaban de cualquier cooperación con el Gobierno saliente” 
(Mejía y Polga-Hecimovich 2011b, 486). De esta manera los socios de 
coalición evitaban rendir cuentas al electorado por su participación en el 

2  La Constitución de 1978 establecía como atribución del ejecutivo la elaboración del presupues-
to general del Estado, pero permitía a los legisladores manejar fondos de interés provincial provenientes 
de dicho presupuesto (Sánchez 2008).

3  Según datos de Mejía y Polga-Hecimovich (2011a, 94) la duración promedio de las coaliciones 
hasta 1996 fue de doce meses. 

Gobierno (Mejía et al. 2006). Un ejemplo claro de este comportamiento 
cautelar se refleja en la actitud de la DP y el vicepresidente Hurtado du-
rante la administración de Roldós cuando, a pesar de componer buena 
parte del gabinete ministerial, evitó involucrar el partido “en el trata-
miento de las políticas públicas importantes (como la financiera y la fis-
cal)” con la intención de proteger sus perspectivas electorales (Alcántara 
Sáez y Freidenberg 2003, 44). 

En un esfuerzo por solucionar los problemas de gobernabilidad de-
rivados de los Gobiernos divididos, durante la década de 1990 se intro-
dujo una serie de cambios constitucionales destinados a fortalecer las 
capacidades unilaterales del presidente en detrimento de las del congre-
so, con el objetivo de facilitar la gestión presidencial. No obstante, estas 
tuvieron el efecto contrario: disminuyeron los incentivos de cooperación 
del legislativo y, por tanto, restringieron la capacidad de negociación del 
ejecutivo. Por ejemplo, al cambiar la asignación presupuestaria de pro-
vincias a sectores estratégicos y al limitar el uso discrecional del gasto 
extrapresupuestario (gastos reservados), se limitó la oferta a disposición 
de los mandatarios para negociar con los partidos. Estos, a su vez, afron-
taban serios problemas para pactar en bloque, a causa del sistema de voto 
personalizado y la incorporación de la figura del candidato independien-
te (Mejía y Polga-Hecimovich 2011b).4

En parte como consecuencia de estos factores, en 1997 –con la caída 
del Gobierno de Abdalá Bucaram– se inició una década de ingobernabi-
lidad caracterizada por la incapacidad del ejecutivo de sacar adelante su 
agenda gubernamental ante un congreso fuertemente fraccionado y dis-
plicente. Esto provocó un continuo cambio de estrategia por parte de los 
presidentes que transitaban su mandato entre la formación y ruptura de 
coaliciones fugaces –con una duración aproximada de tres meses, según 
Mejía y Polga-Hecimovich (2011a)– y el gobierno mediante decreto. 
Así, por ejemplo, en el año y medio del Gobierno de Jamil Mahuad, el 
presidente recurrió a la formación de mayorías móviles que permitieron 
acordar, entre otras, la aprobación del impuesto del 1% sobre la circula-

4  La reforma constitucional de 1994 reconoció el derecho de las personas no afiliadas ni auspicia-
das por partidos políticos a presentar su candidatura para cargos de representación popular. 
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ción de capitales, propuesta por el PSC, la reforma tributaria impulsada 
por la ID y la proforma presupuestaria que exigía el Partido Roldosista 
Ecuatoriano (PRE). Pero prescindió de ellos y actuó en solitario al decre-
tar el feriado bancario y adoptar la dolarización, medidas que provocaron 
su salida. 

El triunfo electoral de Rafael Correa en 2007 puso fin a la inestabi-
lidad que caracterizaba a los Gobiernos desde mediados de la década de 
1990. Aun cuando asumió un Gobierno sin representación en el con-
greso, el presidente salió al paso. Sorteó la mayoría opositora del Partido 
Renovador Institucional Acción Nacional (PRIAN) y el Partido Socie-
dad Patriótica (PSP) gracias a un fallo del TSE que destituyó a cincuenta 
y siete diputados y permitió la formación de una mayoría favorable al 
oficialismo que aprobó la convocatoria a una consulta popular.5 A partir 
de entonces el mandatario ha permanecido en el poder cosechando una 
victoria electoral tras otra sin atenerse a las pautas de formación de Go-
bierno y de coaliciones que hasta entonces practicaban sus antecesores. 
Gracias al fuerte liderazgo y la popularidad del presidente, desde 2007 
Alianza Patria Altiva i Soberana (Alianza Pais6) ha obtenido escaños su-
ficientes en la asamblea para garantizar mayorías constantes favorables al 
Gobierno. Como consecuencia, no le ha sido necesario pactar con otras 
fuerzas políticas. Además, este hecho ha minimizado el impacto de las 
desavenencias con importantes movimientos sociales, a causa de la apro-
bación de políticas controvertidas, como la Ley de Recursos Hídricos que 
le costó el apoyo de la Confederación de Nacionalidades Indígenas de 
Ecuador (CONAIE) (Pachano 2010b).

5  Ante la negativa del legislativo de aprobar la convocatoria a una consulta popular que diera paso 
a una asamblea constituyente, el TSE decidió destituir a los cincuenta y siete diputados que adoptaron 
dicha resolución argumentando que el acto de los legisladores alteraba la dinámica electoral en la que 
se encontraba inmerso el país. En consecuencia, “y a pesar de que el Tribunal Constitucional había 
declarado que la decisión del TSE era violatoria de la Carta Política, el Congreso Nacional dio paso a 
que los diputados suplentes de los cesado asumieran las curules” (Basabe, Pachano y Mejía et al. 2010). 
Posteriormente, estos diputados suplentes pactaron “extraoficialmente” un acuerdo de cooperación 
con el Gobierno.

6  N. de la E. En este libro se usará esta modalidad cuando la autora y el autor se refieran al partido 
Alianza Patria Altiva i Soberana. 

Formación de gabinetes y volatilidad ministerial

Como se ha señalado, durante las últimas tres décadas las estrategias de 
gobierno se han caracterizado por las amplias prerrogativas institucionales 
otorgadas al presidente. Estas le han permitido nombrar a sus colabora-
dores y, por tanto, definir políticas públicas de manera independiente al 
partido, a los socios de coalición y a los otros poderes del Estado (Burbano 
de Lara y Rowland 2003). La composición ministerial entre 1979 y 2013 
ha reflejado esta discrecionalidad. 

Hasta 2007 se observaban distintos patrones en la formación de gabine-
tes. En algunos casos primó el carácter partidista de los cargos mientras que 
en otros su participación ha sido prácticamente nula (Freidenberg 2003b). 
Tal es el caso de los Gobiernos de partido formados por Borja y Bucaram o 
de independientes que impulsaron Febres Cordero, Durán Ballén y Mahuad 
(cuadro 4.1). A partir de 2007 los gabinetes han sido monocolor y las pautas 
de reclutamiento de ministros han respondido más a criterios ideológicos, 
técnicos, de género y fidelidad con el proyecto de la denominada revolución 
ciudadana, que a la intención de incluir a determinados actores políticos y 
sociales con miras a garantizar su apoyo (Pachano 2010a).

Cuadro 4.1. Composición de los gabinetes (1978-1998)

Ministro Roldós-Hurtado Febres Cordero Borja Durán Ballén Bucaram Mahuad

% N % N % N % N % N % N

% Partido 50,94 27 42,86 15 66,67 16 41,03 16 63,16 12 31,82 7

% Indepen-
diente

35,85 19 48,57 17 29,17 7 53,85 21 26,32 5 54,55 12

No clasifica-
ble + Defensa

13,21 6 8,57 3 4,17 1 5,13 2 10,5 2 13,64 3

Total 100,00 56a 100,00 35b 100,00 24c 100,00 39d 100,00 19 100,00 22e

Fuente: Freidenberg 2003b.
Notas: “No clasificable”: Se refiere a aquellos miembros del gabinete para quienes no fue posible identificar su filiación 
partidista.
“Defensa”: Se refiere a ministro de Defensa que no cuenta con filiación partidista.
a Fueron 60 nombramientos pero cuatro de ellos correspondieron a personas que ya habían desempeñado una cartera.
b Fueron 35 nombramientos, solo uno fue nombrado dos veces.
c Fueron 25 nombramientos, uno fue nombrado dos veces. 
d Fueron 39 nombramientos, uno fue nombrado dos veces.
e Fueron 24 nombramientos, dos fueron ministros en dos oportunidades.
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A pesar del papel preponderante que han tenido los pactos interpartidistas 
en la configuración de la estrategia gubernamental, estos no se establecen 
en todas las áreas de Gobierno. En estas tres décadas de ejercicio demo-
crático se observa una clara inclinación de los presidentes por designar a 
independientes para dirigir las carteras económicas, relegando la presencia 
partidista a los ministerios “políticos”, como Gobierno, Defensa, Educa-
ción, Salud o Relaciones Exteriores. De esta manera los ministerios de 
Economía, Finanzas, Industria y Energía han estado dirigidos por persona-
lidades con perfiles técnicos y sin lazos políticos fuertes (Conaghan 1995; 
Freidenberg 2003b; Mejía et al. 2006). Esta tendencia resulta más notoria 
en los Gobiernos de pulso neoliberal, como los de Febres Cordero y Durán 
Ballén cuyos gabinetes estuvieron conformados por prominentes empresa-
rios, banqueros y figuras del sector privado de la economía, la mayoría de 
origen guayaquileño. 

Como se refleja en el cuadro 4.2, otra pauta común en la selección de 
colaboradores ha sido la procedencia territorial. Todos los Gobiernos han 
tendido a buscar un balance en la representación de la Costa y la Sierra, 
tanto en el binomio presidente-vicepresidente como entre los miembros 
del gabinete y los directivos de los distintos niveles de la administración 
(subsecretarías, direcciones, entre otras) (Freidenberg 2003b). Desde 
2007, a más de lo regional, el nombramiento de ministros también ha 
obedecido a criterios étnicos y de género; Correa ha sido el presidente que 
ha contado con mayor participación femenina en el gabinete: mientras que 
hasta 2007 hubo un promedio de tres ministras por cada Gobierno, en las 
administraciones de Correa (2007-2009; 2009-2013) este número subió 
a once, concentrando el 44,2% de todas las mujeres que han sido nom-
bradas ministras entre 1979 y 2012 (Machado 2008; Polga-Hecimovich, 
Basabe y Mejía 2012).7

7  El cálculo de la proporción de mujeres por gabinete se realizó controlando por aquellas mujeres 
que han ocupado el cargo de ministras en más de una ocasión. 

Cuadro 4.2. La importancia de la variable regional en 
la fórmula presidencial y en el gabinete

Gabinete

Sierra Costa

1979-1981
Jaime Roldós Aguilera CFP Costeño

22 28
Osvaldo Hurtado DP Serrano 

1981-1984
Osvaldo Hurtado DP Serrano

León Roldós PSE Costeño

1984-1988
León Febres Cordero FRN Costeño

14 14
Blasco Peñaherrera PLRE Serrano 

1988-1992
Rodrigo Borja ID Serrano

11 13
Luis Parodi ID Costeño

1992-1996

Sixto Durán Ballén PUR Serrano

20 19Alberto Dahik PCE Costeño

Eduardo Peña Costeño

1996-1997
Abdalá Bucaram Ortiz PRE Costeño

5 13
Rosalía Arteaga MIRA Serrana

1998-2000
Jamil Mahuad Witt DP Serrano

12 8
Gustavo Noboa Bejarano Ind. Costeño

Fuente: Freidenberg 2008a. 

Más allá de los criterios para la selección de ministros, la composición de los 
gabinetes ha sido afectada por la frecuencia con la que los presidentes mo-
difican su estrategia de gobierno. Los constantes cambios realizados por los 
jefes de Estado han dado lugar a una alta tasa de rotación de ministros que, 
hasta 2007, se consideraba como “uno de los problemas más graves de la 
democracia ecuatoriana” al constituir un obstáculo para la ejecución y con-
tinuidad de las políticas públicas (Burbano de Lara y Rowland 2003, 165). 

La figura 1 muestra que, en mayor o menor número, los gabinetes se 
han reformado en todas las administraciones desde el primer año de ejer-
cicio. La volatilidad ministerial presenta picos, entre 1984 y 1996, que 
coinciden con las elecciones legislativas de medio término, en los cuales se 
renovaban los diputados provinciales; se agudizan con el inicio de la crisis 
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en 1997. Así, a pesar de que los cambios en el Gobierno eran comunes 
durante las administraciones de Roldós, Hurtado, Febres Cordero, Borja 
y Durán, estos se incrementaron sustancialmente en la década 1997-2007 
cuando los presidentes electos (Bucaram, Mahuad y Gutiérrez) no lograron 
terminar su período.8 Curiosamente, la rotación se mantiene alta durante 
la administración de Correa que ha gobernado en un clima de estabilidad 
económica, con importantes niveles de apoyo popular y mayoría legislativa 
en la Asamblea Nacional. 

Según datos de Polga-Hecimovich et al. (2012), en promedio, los 
presidentes cambiaron el 21,3% de su gabinete por año entre 1979 y 
1996, el 19,4% entre 1996 y 2007 y el 23,2% a partir de 2007. Esto 
implica que pocas carteras de Estado han sido dirigidas por la misma 
persona más de dos años, o menos si se considera que entre 1997 y 2007 
la mayoría de ministros ejerció el cargo menos de doce meses: el 58% 

8  A causa de esto en lugar de los ocho presidentes que debía tener al país hasta 2007, de haberse 
mantenido la estabilidad institucional, hubo once: siete elegidos democráticamente, tres que reempla-
zaron a los mandatarios depuestos siguiendo el orden de subrogación y uno que ejerció el cargo de 
manera extraconstitucional portando la etiqueta de “presidente interino”. 

de los ministros de Alarcón, el 72% de Mahuad, el 73% de Gutiérrez 
y el 76% de Palacio. Entre las causas que explican esta inestabilidad 
se encuentran la ruptura de las coaliciones y el bloqueo legislativo, las 
crisis política y económica y, a partir de 2007, la propia estrategia pre-
sidencial.

Hasta 2007, los presidentes buscaron sortear las dificultades inherentes 
a la conformación de Gobiernos minoritarios mediante la colaboración 
puntual y temporal con las distintas fuerzas presentes en el parlamento. 
Sin embargo, el potencial de cooperación entre ambos poderes del Estado 
estuvo limitado por la fragilidad de los pactos y el oportunismo de los 
partidos que buscaban obtener el mayor rédito electoral (Burbano de Lara 
y Rowland 2003; Mejía et al. 2006). 

La ruptura de las coaliciones contribuyó a la inestabilidad de los ga-
binetes de dos maneras: provocó la salida de los ministros que habían ac-
cedido al cargo como parte del trato entre Gobierno y partidos, y se con-
virtió en blanco de un congreso que, ante las pretensiones del ejecutivo 
de evadir el trámite legislativo, respondió obstaculizando la conducción 
política mediante el uso de sus capacidades para fiscalizar, nombrar fun-
cionarios y censurar a los ministros (Conaghan 1995; Verdesoto 2008). 
Prueba de ello es la alta volatilidad que afectó al gabinete de Gutiérrez, a 
quien la ruptura de la alianza con el Movimiento Unidad Plurinacional 
Pachakutik-Nuevo País (MUPP-NP), a los seis meses de haber entrado 
en funciones, le costó la renuncia de cuatro ministros –Gobierno, Rela-
ciones Exteriores, Agricultura y Turismo–, y quien tras año y medio de 
ejercicio ya había realizado veintisiete cambios en las quince carteras que 
componían el gabinete.9

Uno de los mecanismos utilizados por el congreso para obstaculizar 
la labor del ejecutivo ha sido la censura y, hasta 1998, la destitución 
automática de ministros y funcionarios. De hecho, “hasta antes de la 
Constituyente de 1998, los episodios más duros de enfrentamiento po-
lítico entre el presidente y el Poder Legislativo ocurrían cuando la o las 
bancadas opositoras […] llevaban a juicio político a los ministros de 

9  «Quedan tres ministros de gabinete inicial», El Universo, 2 de junio de 2004. http://www.eluni-
verso.com/2004/06/02/0001/8/AB8C80893D8C45EE8C7DB1618F60977D.html

Fuente: Polga-Hecimovich, Basabe y Mejía 2012.

Gráfico 4.1. Frecuencia anual de salida de ministros
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Estado para luego destituirlos del cargo” (Rojas 2011, 5). Es el caso de 
los catorce juicios políticos realizados contra la administración de Borja, 
de los cuales la mitad terminó en la censura y cese de ministros. Algo 
parecido sucedió durante la administración de Durán Ballén, con la des-
titución de seis de los ocho ministros enjuiciados.10 La Constitución 
de 1998 retiró al congreso la facultad de destituir automáticamente a 
los ministros de Estado como consecuencia de la censura. No obstante, 
no impidió que esta se utilizara como herramienta para desestabilizar al 
Gobierno, como lo evidencian los diez juicios políticos que se llevaron a 
cabo entre 1998 y 2007. 

La inestabilidad gubernamental experimentada por el país hacia la 
segunda mitad de la década de 1990 no debe considerarse solo como 
una consecuencia de la incapacidad de los presidentes para formar y 
mantener mayorías legislativas afines. Al contrario, ha sido también una 
expresión del escenario político y económico adverso que se vivía desde 
inicios de la década de 1980.11 La presión ejercida sobre los Gobiernos 
desde distintos sectores económicos, sociales, políticos e internacionales 
obligó, en más de una ocasión, a cambiar la dirección de las políticas 
gubernamentales. Como resultado, puso en jaque a un sinnúmero de 
ministros que prefirieron presentar la renuncia antes que enfrentarse a 
los obstáculos institucionales y al escrutinio de los sectores vinculados 
a su cartera. Ejemplo de ello fue la renuncia colectiva del gabinete de 
Gustavo Noboa el 10 de agosto de 2000 ante la imposibilidad de poner 
en marcha la agenda de Gobierno a causa de la crisis jurídico-política en 
la que se encontraba inmerso el Congreso Nacional que estaba dividido 

10  Francisco Rocha, «Juicios políticos desde 1979», Hoy, 7 de febrero de 1993; «Balance histórico 
de los juicios políticos que avanzaron a la Asamblea en 33 años de democracia», El Comercio, 5 de ene-
ro de 2012. http://www.elcomercio.com/politica/Asamblea-agenda-fiscalizadora_0_621538048.html. 

11  En lo político, los partidos fueron utilizados como vías para obtener recursos del Estado; no 
hubo el interés de generar una verdadera representación y se ignoraron las demandas de distintos 
sectores (sobre todo, del movimiento indígena). Ello se tradujo en una alta tasa de volatilidad electoral 
que acrecentó la fragmentación del sistema de partidos (Mejía et al. 2006; Paltán 2005). En lo econó-
mico, los noventa fueron años de “continuo proceso regresivo, tanto económico como social”, cuyas 
características principales fueron “los desequilibrios internos, la fragilidad estructural de la economía, 
las escasas reservas monetarias internacionales, el intenso sobreendeudamiento, un continuo proceso 
especulativo [y] el incremento de la pobreza […]” (Acosta 2004).

en dos bloques incapaces de llegar a un acuerdo sobre quién debía ejercer 
la presidencia de la institución.12

A pesar del perfil técnico que usualmente caracterizó a los ministerios 
vinculados con la economía, las dificultades de dirigir estas carteras en un 
país con altas tasas de endeudamiento, evasión fiscal, inflación, desempleo 
y subempleo, entre otros, se reflejan en la volatilidad de estos funcionarios. 
De acuerdo con Mejía et al. (2006), mientras los ministros de corte políti-
co duraron en el cargo un promedio de 16,7 meses entre 1979 y 2005, sus 
homólogos técnicos e independientes se mantuvieron solo por 12,3 meses, 
lo cual demuestra la importancia del factor económico en la generación 
de estabilidad. Según los autores, en la mayor parte de casos, la decisión 
de remover los ministros de las áreas económicas provino, no de presiones 
legislativas sino de la misma presidencia. 

En sentido contrario a lo que cabría esperar de un Gobierno de mayoría 
que se beneficia de una situación económica estable, en la presidencia de 
Correa no ha disminuido la inestabilidad propia de los gabinetes ecuato-
rianos. El mandatario ha exhibido una clara tendencia a realizar cambios 
frecuentes en la estructura organizativa y en la composición de su gabinete. 
Mientras que al inicio de su mandato, en 2007, mantuvo la estructura 
previa de conformación del Gobierno compuesto por dieciséis ministerios, 
en 2009 reestructuró el ejecutivo distribuyendo competencias entre siete 
ministerios coordinadores, veintiún ministerios sectoriales, dos secretarías 
nacionales y siete secretarías de Estado (o técnicas). A inicios de 2013, vol-
vió a modificarla aumentando dos secretarías nacionales y disminuyendo 
dos ministerios coordinadores y tres secretarías técnicas.

La variación en el número de carteras implica cambios en los miembros 
del Gobierno; no obstante, la volatilidad interna de los gabinetes de Correa 
ha sido mucho más alta. Únicamente entre 2009 y 2013 hubo un total 
de 122 ministros de los cuales veintisiete fueron coordinadores, setenta y 
cuatro sectoriales, cuatro secretarios nacionales y diecisiete secretarios de 
Estado (PDBA 2011). Ahora bien, a diferencia de sus predecesores, donde 
la salida de los jefes de cartera generalmente implicaba una ruptura de rela-

12  «Dimite en bloque el Gabinete ecuatoriano», El Mundo, 10 de agosto de 2000. http://www.
elmundo.es/elmundo/2000/08/10/internacional/965872411.html.
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ciones con el Gobierno, en la administración de Correa buena parte de los 
cambios se deben a una rotación interna entre los miembros del gabinete. 
Así, por ejemplo, desde 2006 Ricardo Patiño ha fungido como ministro 
de Economía y Finanzas, ministro del Litoral, ministro coordinador de 
la Política y ministro de Relaciones Exteriores. Por su parte, desde 2007 
María Fernanda Espinosa ha sido titular del Ministerio de Relaciones Ex-
teriores, el Ministerio Coordinador de Patrimonio Cultural y Natural y el 
Ministerio de Defensa. De acuerdo con Polga-Hecimovich (2013), estos 
frecuentes cambios de gabinete responderían a la estrategia que sigue el 
mandatario para premiar o castigar el desempeño de sus ministros, garan-
tizar la unidad del partido y mejorar sus perspectivas electorales. 

La Constitución de 2008 y la formación del Gobierno

El marco que regula al Gobierno y sus actividades actualmente es la Consti-
tución de 2008, promulgada en Montecristi. La carta magna vigente man-
tiene las atribuciones otorgadas al Gobierno por sus antecesoras de 1978 y 
1998, y añade otras que, junto a la limitación de las funciones a cargo del 
órgano legislativo, le han valido la etiqueta de “hiperpresidencialista”. Según 
lo establecido en los artículos 1, 141 y 147 de la Constitución, Ecuador es 
una república democrática de gobierno descentralizado donde el presidente, 
en calidad de jefe del Estado y del Gobierno, es responsable de la adminis-
tración pública. La función ejecutiva está integrada por la presidencia, la 
vicepresidencia, los ministerios y las demás instituciones públicas necesarias 
para el desarrollo, implementación y evaluación de políticas públicas. Tan-
to los ministros como los servidores públicos son nombrados y removidos 
a voluntad del primer mandatario, quien además puede crear, modificar o 
suprimir ministerios, entidades e instancias de coordinación.

Dado que la conformación del Gobierno es atribución del presidente, el 
texto constitucional es escueto al definir las funciones de sus otros miembros. 
Respecto a la vicepresidencia, el artículo 149 indica que su deber es reempla-
zar al presidente y ejercer las tareas que este le asigne. En cuanto al equipo 
ministerial, los artículos 151 y 154 establecen como funciones y deberes de 

los ministros el representar al presidente en sus respectivas carteras, dirigir las 
políticas públicas de sus ministerios e informar a la Asamblea Nacional sobre 
su gestión. El presidente es quien define qué ministerios u otras entidades 
se conformarán en su Gobierno y cuáles serán sus competencias, aunque 
luego los ministros estén obligados a rendir cuentas al parlamento que puede 
llamarles a dar explicaciones o someterlos a juicio político. 

A más de la creación de entidades públicas y la libre asignación o re-
moción de sus representantes, el artículo 147 de la carta magna establece 
la potestad del presidente de llamar a consulta popular, y la autoridad de 
convocar a la Asamblea Nacional a sesiones extraordinarias, así como una 
serie de responsabilidades entre las que se destacan: la definición y direc-
ción de las políticas públicas y la política exterior; la designación de los in-
tegrantes del alto mando militar y policial; la capacidad de indultar, rebajar 
o conmutar las penas; la elaboración del plan nacional de desarrollo y del 
presupuesto general del Estado. 

Al igual que en otros presidencialismos de la región, en Ecuador el jefe 
del ejecutivo cuenta con la capacidad de iniciar procedimientos legislati-
vos y de aprobar o rechazar los proyectos de ley generados en el seno del 
legislativo (Morgenstern y Nacif 2002). Así lo establece el artículo 147 al 
enumerar entre las atribuciones y deberes del presidente de la república la 
participación en el proceso de formación de leyes, la sanción –mediante 
aprobación o veto parcial o total– y promulgación de los proyectos de ley 
aprobados por la Asamblea Nacional y la expedición de los reglamentos 
necesarios para la aplicación de las leyes.

Además de estos poderes legislativos, la Constitución (artículos 135, 
137, 138, 140) contempla atribuciones que mejoran considerablemente la 
posición del ejecutivo frente al órgano parlamentario. Entre ellas destaca 
la facultad exclusiva de crear, modificar o suprimir impuestos, aumentar 
el gasto público y modificar la división político-administrativa del país. 
Además, tiene la capacidad de enviar a la asamblea proyectos de urgencia 
económica y convertirlos en decretos-leyes si esta no las debate y sancio-
na en un plazo máximo de treinta días. Adicionalmente, el artículo 148 
otorga al presidente la potestad para disolver la asamblea y gobernar en 
solitario, mediante la expedición de decretos-leyes de urgencia económica, 
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hasta la instalación de un nuevo congreso. Esta figura, denominada colo-
quialmente “muerte cruzada” (porque implica la interrupción del ciclo gu-
bernamental y la convocatoria a elecciones legislativas y presidenciales), es 
una herramienta disuasoria que busca prevenir las situaciones de bloqueo 
permanente entre ejecutivo y legislativo; actualmente constituye el arma 
más poderosa del presidencialismo ecuatoriano.13

Formación, vacancia y cese del Gobierno

El primer mandatario, en tanto responsable de la función ejecutiva, es ele-
gido por voto popular de manera independiente a los miembros del parla-
mento. Esto le permite contar con la legitimidad necesaria para conformar el 
equipo de Gobierno y determinar los principales objetivos y políticas de su 
administración. Por lo tanto, es importante distinguir entre los procedimien-
tos mediante los cuales se elige o cesa al jefe de Gobierno de los procedimien-
tos mediante los cuales se elige o cesa a los demás miembros del ejecutivo. 

En Ecuador, presidente y vicepresidente son elegidos en una misma fór-
mula. Para optar a cualquiera de los dos cargos se requiere ser ecuatoriano 
de nacimiento, estar en posesión plena de los derechos políticos y civiles, 
y tener por lo menos treinta y cinco años cumplidos en el momento de 
inscribir la candidatura. La elección se realiza por mayoría absoluta o al 
superar un umbral del 40% de los votos válidos con una diferencia de diez 
puntos porcentuales respecto al binomio ubicado en segundo lugar. En 
caso de no cumplirse ninguna de estas condiciones, se prevé la celebración 
de una segunda vuelta. El periodo de gobierno es de cuatro años tras los 
cuales presidente y/o vicepresidente podrán optar a la reelección por un 
periodo adicional (artículos 142, 143, 144).

La presidencia se declarará vacante cuando el mandatario termine su 
periodo de gobierno, renuncie, presente alguna incapacidad física o mental 

13  El artículo 148 indica que la “muerte cruzada” puede utilizarse durante los tres primeros años 
de gobierno con la aprobación de la Corte Constitucional cuando, a juicio del mandatario, la asam-
blea haya asumido funciones fuera de su competencia, obstaculizado la ejecución del plan nacional 
de desarrollo de forma reiterada e injustificada, o a causa de una grave crisis política acompañada de 
conmoción interna. Una vez disuelto el parlamento, el CNE, aunque en un plazo indeterminado, está 
obligado a convocar a elecciones generales. 

inhabilitante, sea destituido, abandone el cargo o su mandato sea revo-
cado. Para destituir al mandatario se requiere el voto de las dos terceras 
partes de los miembros de la Asamblea Nacional y se justifica solo si la 
Corte Constitucional determina que el presidente ha asumido atribucio-
nes fuera de su competencia, o ante la presencia de una grave crisis política 
acompañada de conmoción interna. Por otra parte, cualquier ciudadano o 
ciudadana, con el respaldo del 15% de los inscritos en el registro electoral 
puede presentar una solicitud de revocatoria del mandato (siempre y cuan-
do se realice durante el segundo o tercer año de gobierno). El presidente 
cesará en su cargo si el referéndum revocatorio es apoyado por la mayoría 
absoluta de sufragantes. En todas estas circunstancias el orden de subroga-
ción otorga la posta al vicepresidente y, luego, al presidente de la Asamblea 
Nacional (artículos 105, 106, 130, 145, 146). 

La vicepresidencia se declarará vacante al finalizar el periodo de gobierno 
o cuando el segundo mandatario presente alguna incapacidad que lo inha-
bilite, renuncie o abandone el cargo, sea destituido o se le revoque el man-
dato (artículo 149). Para sustituirlo, la Asamblea Nacional deberá elegir, por 
mayoría absoluta, a un nuevo vicepresidente a partir de una terna enviada 
por el ejecutivo (artículo 150). En cuanto a los procedimientos para cesar 
a los demás miembros del Gobierno, el artículo 131 de la Constitución es-
tablece que la Asamblea Nacional, con la aprobación previa de la mayoría 
de asambleístas, podrá enjuiciar a ministros u otros funcionarios de Estado 
por incumplimiento de funciones y estará facultada para censurarlos con el 
voto favorable de las dos terceras partes de sus miembros. En caso de censura 
legislativa los funcionarios serán depuestos inmediatamente del cargo; la de-
cisión de su reemplazo queda en manos del primer mandatario.

Estructura

La Constitución de 2008 reforzó el papel central de la función ejecutiva en 
el territorio nacional al diseñar una estructura estatal en la cual la presidencia 
controla la mayor parte de la administración. Si bien la norma reconoce 
cuatro niveles organizativos subnacionales (regiones, provincias, cantones y 
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parroquias), estos se definen como instancias receptoras de competencias 
desconcentradas cuya acción está constreñida a la política sectorial estable-
cida por el gobierno central. Además, el constituyente trasladó al ejecutivo 
competencias exclusivas como órgano rector y responsable de la planifica-
ción, ejecución y evaluación de las políticas para el desarrollo, las relaciones 
internacionales, el presupuesto nacional, la distribución del gasto, entre otras 
(Ortiz 2008; Verdesoto 2008).

Bajo el marco institucional de 2008, el Gobierno de Rafael Correa re-
estructuró la función ejecutiva en tres niveles. El primero, de carácter pu-
ramente político, corresponde al gobierno central que se encarga de regir 
la política pública. El segundo agrupa a los organismos de control que 
regulan las acciones públicas y privadas. Por último, el tercer nivel reúne a 
todos los entes administrativos encargados de la ejecución de las políticas 
públicas. Adicionalmente, se agrupó las instituciones públicas en distintos 
“sectores de coordinación” (SENPLADES 2009). 

El nivel gubernamental, encabezado por la presidencia de la república 
se organiza de la siguiente manera (SENPLADES 2009): en primer lugar 
se encuentran las secretarías nacionales cuya función es planificar y coor-
dinar aquellos temas de carácter transversal que “superan la cobertura de 
un sector específico de la administración”. En segundo lugar se encuentran 
los ministerios coordinadores, responsables de toda la política intersecto-
rial.14 Adscritos a un ministerio coordinador se encuentran los ministerios 
sectoriales y las secretarías técnicas que se encargan de la administración 
pública, formulando y ejecutando las políticas correspondientes en cada 
cartera. Dependiendo del sector y de la política pública, los ministerios 

14  Sus competencias específicas, definidas por la SENPLADES en 2009, son: “1) articular y coor-
dinar la política intersectorial; 2) concertar las políticas y acciones que adopten las diferentes entidades 
integrantes de su área de trabajo; 3) proponer políticas intersectoriales; 4) monitorear, apoyar y facilitar 
la gestión de los Ministerios sectoriales para el cumplimento del Plan Nacional de Desarrollo y los pro-
gramas y agendas de gobierno; 5) operar como enlace entre las necesidades ministeriales y las decisio-
nes presidenciales; 6) ejecutar programas específicos de corto y mediano plazo que, por su naturaleza, 
deban responder a políticas interministeriales, pero con la idea de apoyar la creación de capacidades 
institucionales y transferirlos en un plazo determinado; 7) coordinar los temas de gestión asignados por 
el presidente; 8) definir, junto con SENPLADES, las evaluaciones de impacto de los programas de su 
área; y 9) generar, coordinar y transferir iniciativas a los ministerios sectoriales y entidades ejecutoras 
del gobierno central. Para su funcionamiento no requieren de entidades desconcentradas o adscritas”.

sectoriales podrán centralizar (a nivel nacional), desconcentrar (en uni-
dades regionales) o descentralizar (hacia gobiernos autónomos o distritos 
administrativos) sus competencias.

La creación de los ministerios coordinadores representa un cambio sig-
nificativo respecto a la organización típica del Gobierno existente hasta 
2007, con la excepción de los “superministerios” creados por Mahuad en 
1998, que distribuía las competencias entre ministerios y secretarías.15 Es-
tos centralizan la toma de decisiones al subordinar a los demás ministerios 
y añaden al ejecutivo un nivel burocrático más (Polga-Hecimovich 2013). 

15  Mahuad estructuró su ejecutivo en torno a nueve sectores de Gobierno (Defensa, Relaciones 
Exteriores, Desarrollo Económico, Producción, Infraestructura, Desarrollo Social, Gobierno, Secre-
taría General de la Administración y Secretaría de la Presidencia) dentro de los cuales se agruparon 
dieciséis carteras de Estado.

Fuente: SENPLADES 2009.

Gráfico 4.2. Estructura general del Gobierno a partir de 2008
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La figura 2 muestra la estructura del Gobierno. Cabe recalcar que el nú-
mero de entidades que componen cada nivel se ha modificado en repetidas 
ocasiones. La última restructuración fue realizada por el presidente Correa 
luego de asumir su segundo mandato en mayo de 2013. 

Conclusión

La composición de los gabinetes ministeriales refleja la decisión que los 
presidentes toman respecto a una determinada estrategia de gobierno, que 
a su vez responde a una serie de determinantes político-institucionales. 
En el caso ecuatoriano esta estrategia ha obedecido, principalmente, a la 
necesidad que los presidentes han tenido de sortear el bloqueo legislativo 
producido por la conformación de Gobiernos minoritarios, mediante la 
formación de alianzas con distintas fuerzas políticas, y de mantener el ba-
lance de poderes entre las dos grandes regiones del país (Costa y Sierra). 

Para ello, los presidentes han utilizado las cabeceras ministeriales y de 
otros altos cargos, como uno de los principales elementos de trueque para 
ofrecer a posibles colaboradores, a cambio de su apoyo en la legislatura. No 
obstante, la alta rotación de ministros da cuenta, por un lado, de la amplia 
discrecionalidad de los presidentes para estructurar o reestructurar el Gobier-
no de manera independiente a su propio partido y, por otro, de la corta du-
ración de los pactos políticos y la falta de interés de los actores por establecer 
vínculos de cooperación estables que vayan más allá del calendario electoral.

Si bien este escenario ha cambiado con la llegada de Correa al poder, 
la dinámica interna de su Gobierno deja entrever que el mandatario con-
centra gran parte de la toma de decisiones tanto en el interior del gabinete 
como en las acciones de su partido, todo esto gracias a la estabilidad que le 
brinda contar con una mayoría en la Asamblea Nacional y un clima eco-
nómico favorable. La Constitución de 2008 no ha hecho sino fortalecer 
las prerrogativas del jefe del ejecutivo para gobernar a expensas del legis-
lativo con lo cual disminuyen los incentivos de cooperación entre ambos 
poderes. Por lo tanto, ha marginado el rol de los partidos políticos como 
instituciones de intermediación. 

Capítulo 5 
Sistema electoral*

El diseño del sistema electoral, la expedición de una nueva constitución y 
la conformación de un sistema sólido y estable de partidos fueron los ele-
mentos centrales de la transición a la democracia en Ecuador. A diferencia 
de gran parte de los países latinoamericanos, donde predominaron los temas 
relacionados con la vigencia de los derechos humanos y de las libertades –en 
otras palabras, el establecimiento del Estado de derecho–, en este caso se 
otorgó mayor importancia a aspectos ligados directamente a la esfera polí-
tica, en particular a los aspectos institucionales relacionados con la compe-
tencia política. En la base de esa preocupación se encontraba la inestabilidad 
que había caracterizado casi en su totalidad a las cinco décadas anteriores, 
así como el predominio de la figura de un líder carismático a lo largo de 
cuarenta años y el surgimiento del clientelismo como forma de acción po-
lítica. Todo ello impulsó la búsqueda de los factores que hicieran posible la 
estabilidad y la despersonalización de la política, lo que llevó a considerar el 
sistema electoral, un elemento de fundamental importancia.

No faltaban razones para colocar en primer lugar los objetivos relacio-
nados con la estabilidad y con el fin del personalismo. Entre 1925 y 1948 

* El presente capítulo se basa en –y reproduce partes de– los textos de Simón Pachano: Democracia 
sin sociedad (1996); “Ecuador: el proceso electoral” (2005); “El sistema de partidos en Ecuador: ¿cam-
bio o colapso?” (2007b); “Partidos y sistemas de partidos en Ecuador” (2007c); “Reforma electoral en 
Ecuador” (2008a); Calidad de la democracia e instituciones políticas en Bolivia, Ecuador y Perú (2011); 
de Flavia Freidenberg: El Código de la Democracia: una evaluación del proceso de reforma electoral de 
Ecuador (2008-2009) (2010b).
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se habían sucedido veintisiete Gobiernos, de los cuales solamente tres se 
originaron en elecciones directas, mientras doce fueron encargados del 
poder, ocho nacieron de golpes de Estado y cuatro fueron nombrados 
por asambleas constituyentes. Entre 1948 y 1961 se vivió un período 
de estabilidad con la sucesión de tres Gobiernos surgidos de procesos 
electorales, constituyéndose así en el más largo espacio de vigencia de-
mocrática en el país hasta ese momento de su vida republicana. Sin em-
bargo, habría que esperar casi dos décadas para iniciar el período que 
pudiera superar aquella marca, ya que desde 1961 hasta 1979 se instaló 
nuevamente la inestabilidad con una sucesión constitucional (1961), un 
golpe militar (1963), la nominación de un presidente interino (1966), la 
conformación de una asamblea constituyente (1967), la nominación de 
otro presidente interino (1967), la elección de un presidente (1968), un 
autogolpe (1970) y un nuevo golpe militar (1972). Por consiguiente, la 
preocupación por la estabilidad tenía asidero en la historia de casi todo el 
siglo XX. El objetivo central de consolidar la democracia como régimen 
político exigía la eliminación de los factores adversos a esta; entre ellos se 
encontraban precisamente los de carácter institucional que se constitu-
yeron en el centro del interés.

La conformación de Gobiernos que contaran con el apoyo mayoritario 
de la población y la consolidación de partidos sólidos se convirtieron en los 
medios para alcanzar esos objetivos. Se consideraba que, junto a la sucesión 
desordenada de Gobiernos, y en gran medida como explicación de esta, se 
encontraba la fragilidad de presidentes que habían sido elegidos con pro-
porciones muy pequeñas de la votación y que no contaban con el apoyo 
de partidos enraizados en la sociedad. Era una apreciación que se basaba 
sobre todo en la última elección realizada en el país (1968), que se definió 
por mínimos márgenes, dentro de lo que se pudo interpretar como un 
empate de tres candidatos en el primer lugar. Por consiguiente, no arrojó 
un mandato claro en términos políticos y dejó muchas dudas en lo que se 
refiere a la limpieza del proceso electoral. No se trataba de una excepción, 
sino de la continuación de una tendencia que se había instaurado en el país 
desde mucho antes. Dicha tendencia fue certificada por los resultados de 
la elección de 1956, en que se produjo un resultado relativamente similar, 

incluso con proporciones aun más bajas de cada uno de los candidatos.1 A 
pesar de que no es posible detectar la correlación entre la votación obteni-
da y la duración de cada uno de los Gobiernos, lo que importa es que ese 
supuesto se manejó en esos momentos y constituyó el elemento orientador 
de la nueva institucionalidad. Además este daba lugar a la introducción del 
segundo elemento señalado, esto es, la necesidad de contar con partidos 
fuertes, algo imprescindible para lograr la estabilidad de los Gobiernos y, 
en general, del régimen democrático.

Al contrario de lo señalado acerca del apoyo electoral de los presidentes, 
en lo que respecta a los partidos sí existían algunas evidencias que permi-
tían asociar buena parte de los problemas al desempeño de estos. Por lo 
menos desde la década de los años treinta se había ido debilitando el in-
cipiente sistema de partidos, al mismo tiempo que surgían nuevos actores 
sociales y políticos (Ayala 1978; Maiguashca 1991; Moncayo 2009; López, 
P. 2009; Quintero y Silva [1990] 1998). El predominio electoral del PL 
desde 1895 hasta 1933, bajo constantes acusaciones de fraude, cerró las 
puertas a la conformación de un verdadero sistema de partidos que, al 
basarse en la alternancia, habría constituido un ámbito adecuado para la 
expresión institucional de la oposición. La exclusión del Partido Conserva-
dor, realizada en la práctica más que en las leyes, y la debilidad del naciente 
Partido Socialista Ecuatoriano (PSE) fueron los factores que impidieron 
la constitución y consolidación de una arena política que a la vez pudiera 
estructurar un sistema de partidos. 

Todo ello fue, además, el campo propicio para el surgimiento de formas 
alternativas de participación y de representación, encarnadas en el popu-
lismo de Velasco Ibarra, que marcó con su presencia las siguientes cuatro 
décadas (Torre de la 1984; Maiguashca 1991), así como en el posterior po-
pulismo de la CFP con su líder Carlos Guevara Moreno (Guerrero Burgos 
1994). En esas condiciones, la personalización de la política era fácilmente 
asociable a la debilidad o incluso a la inexistencia de los partidos, lo que 

1  En 1968, cada uno de los tres candidatos más votados obtuvo aproximadamente un tercio del 
total (32,8%, 31,0% y 30,5%), mientras que en 1956 la votación de cada uno de ellos se movió alre-
dedor de la cuarta parte de los votos (29,0%, 28,5 y 24,5%). Las excepciones fueron las elecciones de 
1952 y 1960, en que el triunfador (Velasco Ibarra en ambas ocasiones) se acercó a la mayoría absoluta 
(43,0% y 48,7%, respectivamente). 
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llevaba a poner enorme interés en ellos y en la conformación de un sistema 
que constituyera el elemento central de la acción política. 

Los siete años del gobierno militar (1972-1979) fueron el escenario de 
los mayores cambios en la economía ecuatoriana que, al amparo del auge de 
la exportación petrolera, logró niveles de crecimiento jamás conocidos. Con 
un promedio de crecimiento superior al 7%, el país entró en un proceso 
de transformaciones sociales que se manifestaron fundamentalmente en el 
surgimiento de nuevos sectores y, en consecuencia, en la expresión de nuevas 
necesidades y demandas. Entre estas se encontraban las de participación y re-
presentación política, planteadas fundamentalmente por los sectores que ha-
bían emergido en las áreas tanto urbanas como rurales. La redistribución del 
ingreso, con la instauración de nuevas actividades en los sectores secundario 
y terciario, así como el impacto de determinadas políticas (como la reforma 
agraria), jugaron un papel fundamental. En síntesis, se había establecido una 
nueva estructura social, y esta necesitaba de nuevos canales y mecanismos de 
expresión social y política. Se habían creado así las condiciones estructurales 
apropiadas para la implantación de un régimen democrático. Todo parecía 
indicar en ese momento que los cambios estructurales del país eran de tal 
magnitud que sería imposible un retorno a las formas y prácticas del pasado. 
Por ello, existía gran confianza en que un adecuado diseño institucional se 
asentaría con bases firmes en esa nueva situación, sobre todo que se conver-
tiría en el elemento básico para evitar el retorno al pasado.

Con esos criterios y en torno a esos objetivos se delineó el Plan de Re-
estructuración Jurídica del Estado. Este era un mecanismo desconocido de 
retorno al régimen constitucional, ya que sustituyó a la tradicional Asam-
blea Constituyente con una serie de acciones entre las que se incluyeron 
reuniones de las autoridades gubernamentales con los representantes de 
los más diversos sectores sociales y políticos. En buena medida se trataba 
de una apertura a la participación de sectores sociales, especialmente de los 
que habían surgido al amparo de las nuevas condiciones descritas arriba. Se 
podría afirmar que fue el primer paso dado por las esferas estatales, hacia 
el reconocimiento del papel que le debería corresponder a la sociedad civil 
en el régimen democrático. Por ello no es casual que el proceso culminara 
con la convocatoria a un referéndum para escoger entre dos textos consti-

tucionales, con lo que se sometía a la voluntad popular la aprobación de 
las reglas que en adelante regularían la convivencia política, social y eco-
nómica. Era innegable que se buscaba la legitimación de esas reglas, lo que 
constituía un elemento adicional en el logro del equilibrio y la estabilidad. 
Se suponía que un orden aprobado por una mayoría de votantes contaría 
con mejores condiciones de supervivencia ya que tendría mayor protección 
frente a los elementos de disrupción.

Previamente, para la elaboración de una nueva constitución y para la 
reforma de la que había sido promulgada en 1945 –los dos textos que 
serían sometidos a votación–, así como para la elaboración de una ley de 
partidos y una ley de elecciones, se integraron tres comisiones legislativas. 
Estas estuvieron conformadas por personas que, para asegurar el carácter 
pluralista, provenían de diversos sectores sociales y políticos. También con 
ello se intentaba conseguir un apoyo amplio al nuevo orden. Detrás de este 
ejercicio de diseño institucional subyacía la idea de que la inestabilidad que 
había caracterizado la historia política del siglo XX se debía no solamente 
a la conducta de los actores políticos sino también al poco arraigo de las 
instituciones y, en general, de la democracia. Con esa perspectiva se otorgó 
singular importancia a los aspectos propios del diseño institucional y de los 
procedimientos para la conformación de las entidades estatales, así como a 
la definición de los espacios y los mecanismos de representación.

El nuevo diseño colocaba a los partidos políticos en el lugar central y 
privilegiado entre las instituciones básicas de la democracia. Deberían ser, 
de ahí en adelante, los principales y prácticamente los únicos actores po-
líticos, para lo cual se les otorgó el monopolio de la representación en ese 
ámbito. Para darle toda la fuerza necesaria a esta orientación se la llevó in-
cluso hasta el nivel constitucional, donde se consignó que “Únicamente los 
partidos políticos reconocidos por la ley pueden presentar candidatos para 
una elección popular. Para intervenir como candidato en toda elección 
popular, además de los otros requisitos exigidos por la Constitución, se re-
quiere estar afiliado a un partido político” (Constitución de1978, artículo 
37). Sin embargo, como se verá, la importancia asignada a los partidos en 
términos de representación no estuvo acompañada de otras disposiciones 
que aseguraran su fortalecimiento y que garantizaran su permanencia.



125124

Sistema electoralCapítulo 5

A pesar de los esfuerzos realizados, entre los que se destaca la inclusión 
de las disposiciones correspondientes a nivel constitucional, los resultados 
no fueron los esperados. Durante todo el período no ha sido posible al-
canzar los objetivos que guiaron la transición hacia la democracia, ni en lo 
relacionado con los partidos y el sistema de partidos ni en la conformación 
de Gobiernos que expresaran la voluntad de la mayoría. Más bien, entre 
las características del período transcurrido desde el retorno al régimen de 
derecho se destacan la permanente inestabilidad, la fragmentación del sis-
tema de partidos, la personalización y el débil arraigo de las instituciones 
en la sociedad. Todo esto ha contribuido a generar problemas de ingober-
nabilidad, ha derivado en enfrentamientos entre los poderes del Estado y 
ha limitado seriamente la capacidad de impulsar políticas y programas de 
lago plazo.

Si bien estos problemas se derivan, en gran medida, de factores ajenos al 
nivel institucional –y tienen relación con determinaciones estructurales así 
como con las conductas, los valores y las percepciones de los individuos y 
de los grupos sociales–, no es menos cierto que aquel influye decisivamente 
en su configuración. Desde esa perspectiva, y sin desconocer la importan-
cia de los otros factores, el presente capítulo busca identificar los princi-
pales aspectos institucionales que han incidido de manera determinante 
para la presencia de aquellos problemas. Por consiguiente, se trata de un 
ejercicio de análisis institucional que pretende valorar el peso que tienen 
los elementos propios del diseño en el desempeño de los actores sociales y 
políticos, así como en el procesamiento de los conflictos dentro del marco 
de la democracia.

La premisa general que guía esta reflexión es que los factores institu-
cionales juegan un papel fundamental en la definición de las conductas 
de los actores sociales y políticos. Algunos de los requisitos institucionales 
se encuentran en los ámbitos y procedimientos de participación, en las 
atribuciones de las diversas instancias decisoras, en los procedimientos de 
elaboración de las leyes, en el sistema electoral, en las condiciones de ope-
ración de los partidos políticos y en los mecanismos de accountability. Más 
allá de los valores y las pautas culturales, los elementos institucionales con-
figuran el espacio y los límites dentro de los cuales pueden desempeñarse 

los actores. Por tanto, contribuyen significativamente a definir las pautas 
de acción y establecer comportamientos.

Desde esta perspectiva, queda de lado el análisis de las condicionantes 
sociales, económicas y culturales, y se abordan las características y los efec-
tos del diseño institucional. De manera especial, se adentra en el sistema 
electoral, entendido como las reglas de juego y los procedimientos estable-
cidos para la participación y la representación de la sociedad, y como la vía 
fundamental de conformación de las instancias de gobierno y, en general, 
de la toma de decisiones. Pero, dado que el sistema electoral se enmarca en 
un conjunto más amplio de procesos e instituciones que inciden determi-
nantemente sobre él, el estudio aborda también algunos otros aspectos, en 
especial los que tienen relación con los componentes de representación y 
participación propios del régimen democrático.

Un elemento central dentro de esta perspectiva es la valoración del 
peso de los factores institucionales en la gobernabilidad, entendida como 
la capacidad de las instancias políticas para procesar las demandas sociales, 
ofrecer respuestas adecuadas y conducir procesos de cambio que tiendan a 
afianzar y profundizar la democracia. En términos generales y sintéticos, la 
noción de gobernabilidad utilizada en este capítulo se refiere a la capacidad 
de ejercer el control institucional sobre el cambio social. Por consiguien-
te, no alude solamente a las facultades técnicas del Gobierno, sino a la 
capacidad del sistema político para adoptar decisiones oportunas, efecti-
vas, coherentes y que gocen de apoyo social. El uso de este concepto de 
gobernabilidad lleva necesariamente a considerar todas las instancias y los 
procedimientos que permiten canalizar las demandas, elaborar y encauzar 
las respuestas dentro de un régimen democrático y, a la vez, tornar viable 
la representación de la ciudadanía en los ámbitos de toma de decisiones. 

Asimismo, cobran especial importancia los partidos políticos y el órga-
no legislativo, ya que los primeros constituyen los canales fundamentales 
de la participación y el segundo es, sin duda, la principal instancia en que 
ella se materializa. En esa medida, tanto los partidos como el congreso 
tienen a su cargo el desempeño de las principales funciones no solo para 
el procesamiento de las demandas sociales sino también, y de manera pri-
vativa, para su agregación. Por ello, el análisis no puede circunscribirse al 
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sistema electoral, aun cuando se lo considere en términos amplios. Sus 
características, sus particularidades y sus transformaciones se expresan de 
manera primordial en los partidos y en el parlamento; lo mismo se puede 
afirmar en sentido inverso.

Esos son los temas centrales del presente capítulo. Antes de entrar en su 
tratamiento es necesario destacar que durante el período estudiado no se 
ha conformado en torno a ellos un contexto estable y homogéneo. Por el 
contrario, desde el retorno a la democracia, Ecuador ha vivido un proceso 
constante de reformas legales y constitucionales que ha tenido como un 
efecto, entre varios, la imposibilidad de consolidar un marco institucional 
que sirviera de referencia para las prácticas de los actores. Los cambios 
reiterados han contribuido a generar y alimentar conductas erráticas. Por 
tanto han sido un factor central para obstaculizar la implantación de ruti-
nas en los comportamientos sociales y políticos.

Posiblemente a través de esta particularidad es como se puede apreciar 
de la manera más clara la incidencia de los aspectos institucionales en las 
conductas de las personas. Dichos aspectos sirven, sobre todo, para crear 
un marco de referencia para el desarrollo de estas últimas. Sin ese marco 
se hace prácticamente imposible la consolidación de conductas afianzadas 
y enraizadas en los propios actores sociales y políticos. Por el contrario, el 
cambio constante en las reglas de juego da lugar a comportamientos que 
no mantienen regularidad a lo largo del tiempo y que, por consiguiente, 
alimentan la inestabilidad. Es así que, por ejemplo, las variaciones intro-
ducidas en intervalos muy pequeños en el sistema electoral no han sido la 
causa pero sí han contribuido a la volatilidad del voto y a la dispersión de la 
representación. Obviamente, esto ha incidido de manera negativa también 
sobre la gobernabilidad, ya que sin regularidad en los comportamientos de 
las personas resulta extremadamente difícil que se puedan establecer los 
mínimos acuerdos necesarios para canalizar las demandas de la población.

Por otra parte, las reformas no han guardado coherencia entre ellas, 
menos aun con los objetivos que se perseguían desde el proceso de retorno 
al régimen constitucional.2 La misma abundancia de ellas ha sido un factor 

2  Es sorprendente que las dos asambleas constituyentes, que expidieron las respectivas constitu-
ciones (1998 y 2008), no abordaran de manera integral este problema. Por cálculos de corto plazo se 

adverso para mantener grados aceptables de racionalidad en el contexto 
general, lo que ha dado como resultado un ordenamiento legal caracte-
rizado por la heterogeneidad e incluso por la coexistencia de elementos 
contradictorios en su interior. La presión ejercida por fuerzas que empujan 
en sentidos diversos ha tenido efectos nocivos para la gobernabilidad. Las 
dificultades para constituir Gobiernos que cuenten con fuerte apoyo po-
lítico en el congreso y que, de esa manera, puedan impulsar y mantener 
políticas de largo plazo, se deriva en buena medida del carácter heterogé-
neo y contradictorio de algunas normas, especialmente las que rigen los 
procesos electorales.

El sistema electoral

Por sistema electoral se entiende el conjunto de procedimientos por medio 
de los cuales se expresa la voluntad ciudadana en las urnas y la manera 
en que los votos emitidos se transforman en puestos en las instancias de 
representación y de toma de decisiones. Se puede sostener que desde 1979 
Ecuador ha contado con un sistema electoral mixto, conformado por tres 
procedimientos de selección.3 En primer lugar, la elección presidencial se 
ha regido por una fórmula de mayoría absoluta con el recurso de la doble 
vuelta para lograrla. En segundo lugar, para la elección de alcaldes munici-
pales y prefectos provinciales se ha utilizado la fórmula de mayoría simple. 
En tercer lugar, las elecciones de diputados (provinciales y nacionales), 
consejeros provinciales y concejales municipales se rigieron inicialmente 
por una fórmula de representación proporcional, después por una de re-
presentación mayoritaria y finalmente por una mixta.

Dentro del sistema electoral ecuatoriano han coexistido tres tipos de 
distritos electorales, todos ellos coincidentes con jurisdicciones de la divi-
sión política y administrativa sin que se hayan diseñado distritos específi-

desperdiciaron esas oportunidades y se mantuvo la coexistencia de los elementos contradictorios en el 
sistema electoral (y, en general, en el sistema político).

3  Sobre el concepto de sistema electoral, véase Nohlen (1995).
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cos para este fin.4 Para elección de presidente y vicepresidente de la repú-
blica, así como de diputados nacionales, se ha utilizado un distrito único 
nacional. Las elecciones de diputados provinciales, consejeros y prefectos 
se realizan en distritos provinciales de diversa magnitud. Para la elección 
de alcaldes y concejales municipales se utiliza el cantón, es decir, el espacio 
de jurisdicción municipal, también de diversa magnitud.

La existencia de múltiples tipos de distritos electorales y fórmulas elec-
torales debía expresarse necesariamente en tipos de voto también diversos. 
La diferencia básica en este aspecto es la que se observa entre elecciones 
unipersonales y pluripersonales. En cada una de ellas el elector tiene un 
tipo de voto específico, ya que en las primeras lo hace por una persona o 
por una fórmula (presidente-vicepresidente), mientras que en las otras lo 
hace por conjuntos de personas. Es de sobra conocido que la manera en 
que se conforman las listas para las elecciones en distritos plurinominales, 
así como las opciones de voto, tienen efectos directos sobre la conforma-
ción del sistema de partidos y de las instituciones de representación demo-
crática. Por ello, tiene importancia detenerse en este aspecto que, además, 
guarda directa relación con la conformación del congreso. Previamente, es 
necesario señalar que mientras las disposiciones para las elecciones uniper-
sonales han permanecido prácticamente inalteradas a lo largo del período, 
las que regulan a las pluripersonales han sufrido cambios significativos.5

Inicialmente, estas elecciones se realizaban por medio de listas cerra-
das y bloqueadas. Por tanto cada persona disponía de un voto único, que 

4  La Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas, Código de la Democracia, actualizada 
en octubre de 2012, introdujo la utilización de distritos para la elección de asambleístas y concejales 
municipales. En las provincias que elijan entre ocho y doce representantes se deben conformar dos 
distritos, las que elijan entre trece y dieciocho deben subdividirse en tres y las que elijan diecinueve o 
más deben subdividirse en cuatro (artículo 150, numeral 2). Para la elección de concejales municipales, 
estableció que las circunscripciones urbanas que elijan entre ocho y doce representantes de subdivi-
dirán en dos distritos (artículo 157). En todos los casos la delimitación de los distritos debe hacerse 
para cada elección, lo que deja amplio margen para el gerrymandering (la demarcación sesgada para 
favorecer al partido gobernante).

5  El único cambio en la modalidad de voto y la fórmula de las elecciones unipersonales, estable-
cido por la Constitución de 1998, fue la introducción de una salvedad en el sistema de doble vuelta 
en la elección presidencial. Esta consiste en que no se requiere mayoría absoluta en la primera vuelta 
cuando el candidato más votado obtiene más del cuarenta por ciento de los votos válidos y mantiene 
una distancia de más de diez puntos porcentuales con el siguiente.

al ser asignado a la lista completa no alteraba el orden de presentación 
de los candidatos. Para la asignación de puestos se usaba una fórmula de 
cociente y residuos que garantizaba la proporcionalidad y aseguraba la re-
presentación de minorías. La reforma de 1997, que recogió los resultados 
de la consulta popular realizada ese mismo año, sustituyó a las listas ce-
rradas y bloqueadas por la votación personalizada en listas abiertas (pa-
nachage). En esta, se vota por personas seleccionadas de todas las listas 
presentadas, y se lo puede hacer por tantos candidatos cuantos puestos se 
encuentran en disputa.6 En las dos primeras elecciones en que se utilizó 
este sistema (para la Asamblea Constituyente de 1997 y para diputados, 
consejeros y concejales de 1998), la asignación de puestos se realizó por 
mayoría simple, esto es de acuerdo con el número de votos obtenidos por 
cada candidato considerado individualmente, con lo que se configuró un 
sistema de fórmula mayoritaria. Posteriormente se introdujo nuevamente 
la fórmula proporcional al establecer el conteo por listas y aplicar la 
modalidad de divisores sucesivos (D´Hondt) para la asignación de puestos. 
Por consiguiente, aunque la ciudadanía ha votado por personas, los votos 
se computan por listas y los puestos se asignan proporcionalmente. Es por 
esto que se la puede calificar como fórmula mixta.

La combinación de las diversas fórmulas con los distritos de magnitu-
des diferentes y con las variadas modalidades de voto configuran los tipos 
que se presentan en el cuadro 5.1. Es fácil advertir que la heterogeneidad 
es una característica central del sistema y que se ha agudizado con las suce-
sivas reformas que se han introducido a lo largo del período. En sí misma 
esta heterogeneidad no debería ser un problema para el funcionamiento y 
para la obtención de los resultados en la representación. Sin embargo, se 
hacen evidentes algunos inconvenientes cuando se considera su incidencia 
sobre el sistema de partidos y, sobre todo, cuando se la contrapone a los 
objetivos que guiaron el proceso de transición, como se verá en la siguiente 
sección.

6  Esta posibilidad de otorgar el voto a diversos candidatos de listas diferentes en la elección de una 
dignidad ha sido interpretada indistintamente como la disponibilidad de múltiples votos o de fraccio-
nes de voto por parte de cada elector. De cualquier manera se puede hacer uso de todos esos votos o 
fracciones o solamente de parte de ellos.
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Cuadro 5.1. Elementos del sistema electoral según cargo de elección

Cargo de  
elección Fórmula Tipo de voto Circunscripción Unidad  

administrativa

Presidente- 
vicepresidente Mayoría absoluta1

Único por fórmula 
presidente-vicepre-
sidente

Nacional único País

Diputados  
nacionales2

Proporcional por 
cocientes y residuos

Lista cerrada y 
bloqueada Nacional único País

Diputados pro-
vinciales

1979-1996: 
Proporcional por 
cocientes y residuos

Lista cerrada y 
bloqueada

Múltiples  
plurinominales Provincia1996-1998: Mayo-

ritaria por votación 
personalizada

Personalizado en 
listas abiertas

1998 en adelante: 
Proporcional mixta

Personalizado en 
listas abiertas

Consejeros 
provinciales

1979-1996: 
Proporcional por 
cocientes y residuos

Lista cerrada y 
bloqueada

Múltiples  
plurinominales Provincia1996-1998: Mayo-

ritaria por votación 
personalizada

Personalizado en 
listas abiertas

1998 en adelante: 
Proporcional mixta

Personalizado en 
listas abiertas

Concejales  
municipales

1979-1996: 
Proporcional por 
cocientes y residuos

Lista cerrada y 
bloqueada

Múltiples  
plurinominales

Cantón  
(municipio)

1996-1998: Mayo-
ritaria por votación 
personalizada

Personalizado en 
listas abiertas

1998 en adelante: 
Proporcional mixta

Personalizado en 
listas abiertas

Prefectos Mayoría simple Único por persona Único provincial Provincia

Alcaldes Mayoría simple Único por persona Único cantonal Cantón  
(municipio)

Juntas  
parroquiales 3 Proporcional mixta Personalizado en 

listas abiertas
Múltiples pluri-
nominales

Parroquias (barrios 
rurales)

Notas: 
1 Hasta 1998, la segunda vuelta tenía lugar en caso de que ningún candidato obtuviera la mayoría absoluta; desde 
ese año se mantiene esta disposición, pero se hace innecesaria la segunda vuelta cuando el candidato más votado ha 
obtenido más del 40% y mantiene una diferencia de por lo menos diez puntos porcentuales con el siguiente.
2 La Constitución de 1998 eliminó la figura de los diputados nacionales. Se la incorporó nuevamente desde la elección 
de asambleístas constituyentes en el año 2007.
3 La Constitución de 1998 estableció la elección de miembros de las juntas parroquiales.

El calendario electoral es otro elemento que ha tenido fuerte incidencia 
en la conformación del sistema de partidos y en la configuración de las 
características de la acción política. Con excepción de la primera elección 
del actual período democrático, la tendencia predominante ha sido la 
realización simultánea de las elecciones para todas las dignidades. Cada 
cuatro años, junto a la primera vuelta para la elección presidencial se han 
efectuado las elecciones de diputados (nacionales y provinciales), alcaldes, 
prefectos y de una parte de consejeros provinciales y de concejales muni-
cipales.7 Asimismo, cada dos años se han realizado las elecciones de dipu-
tados provinciales y de la otra proporción de consejeros y de concejales. 
Desde 1998, y como efecto del golpe de Estado del año anterior, se rompió 
la simultaneidad de las elecciones de los organismos provinciales con las 
presidenciales y parlamentarias; a la vez, por disposición constitucional, se 
eliminó la renovación de los diputados provinciales cada dos años.8 De esta 
manera, desde ese año se modificó en un doble sentido el calendario elec-
toral. Por un lado, se separaron las elecciones provinciales y municipales 
de las nacionales y, por otro, se eliminaron las elecciones de medio período 
que significaban la renovación de aproximadamente el 85% del total de 
integrantes del congreso.

Tres aspectos llaman la atención al considerar los cuatro elementos se-
ñalados (fórmula de representación, magnitud de los distritos, forma de 
votación y calendario electoral). En primer lugar, que en un contexto ca-
racterizado por la diversidad –en el que es posible identificar sociedades 
locales o regionales– las regulaciones de los procesos electorales fueran es-
tablecidas de una manera uniforme. En segundo lugar, que no se guardara 
coherencia entre esas regulaciones y otras relacionadas con los procesos 
electorales así como las actividades de los partidos políticos. En tercer lu-

7  Los concejales se renuevan parcialmente cada dos años. En una ocasión se reemplaza la mayoría 
(la mitad más uno) y en otra la minoría. Con los consejeros provinciales ocurría lo mismo, pero estos 
fueron eliminados por la Constitución de 2008, cuando los alcaldes cantonales pasaron a ocupar ese 
puesto.

8  La destitución de Abdalá Bucaram por parte del Congreso Nacional incluyó la designación –no 
prevista en el ordenamiento constitucional– de un presidente interino, para un período de dieciocho 
meses. Esto determinó que la elección presidencial que debía realizarse en el año 2000 tuviera lugar en 
1998 y que se produjera el desfase con las provinciales y cantonales, ya que para ellas no fue alterado 
el calendario establecido.
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gar, que tampoco se asegurara la coherencia entre el conjunto de esas dis-
posiciones y los objetivos que se pretendía alcanzar.

Respeto al primer punto se puede asegurar que predominó el interés 
por homogeneizar los procesos políticos, lo que se hallaba estrechamente 
vinculado al objetivo de constituir partidos de alcance nacional y con gran 
capacidad de representación. En ese sentido es importante destacar que la 
legislación vigente establecía que los partidos políticos deben tener alcance 
nacional, para lo cual deben “contar con una organización nacional, la que 
deberá extenderse al menos a diez provincias del país” (LPP 1978, artículo 
12). Al no cumplir con esa disposición, el partido no podía ser inscrito en 
el registro electoral, con lo que quedaba fuera de la competencia ya que no 
obtenía su legalización. Ya en la práctica electoral, estas organizaciones de-
bían participar también al menos en diez provincias en las elecciones pluri-
personales, esto es, en las de diputados, consejeros provinciales y concejales 
municipales (LPP, artículo 39). El incumplimiento de esta disposición era 
causal de cancelación inmediata de la inscripción y por tanto de extinción 
de un partido (LPP, artículo 37). Por consiguiente, todos los partidos, sin 
excepción alguna debían ser organizaciones nacionales aun cuando alguno 
pretendiera participar exclusivamente en ámbitos locales o provinciales.

Si esto se establecía para los partidos, era inevitable que se hiciera ex-
tensivo a los procesos electorales en los que participaban. La unificación de 
los procesos electorales, en términos tanto de la fórmula aplicada como de 
la forma de votación e incluso la simultaneidad en la realización, obedecía 
claramente a esa visión. Pero el desconocimiento, en las normas y las le-
yes, de las especificidades locales y regionales, introdujo una presión muy 
fuerte para la orientación de los actores políticos. Ellos se veían obligados 
a actuar en los espacios nacionales, o por lo menos en función del ámbito 
nacional, aun cuando sus reivindicaciones no rebasaran el marco de peque-
ños espacios territoriales.

Estas regulaciones produjeron una contradicción evidente con una rea-
lidad caracterizada por la diversidad. La existencia de sociedades locales, 
que se manifiesta en la coexistencia de múltiples necesidades y demandas 
políticas, exige un correlato en las formas y en los mecanismos de represen-
tación. Sin embargo, al obligar a los partidos –único mecanismo de parti-

cipación electoral– a constituirse en organizaciones nacionales se cerró la 
posibilidad de que esas demandas pudieran ser procesadas en los niveles 
correspondientes. Es decir, en la práctica se eliminó la potestad de toma de 
decisiones en los ámbitos locales. Por consiguiente, la problemática local 
se desplazó obligadamente al ámbito nacional, con lo que se perdió la po-
sibilidad de contar con el efecto positivo de solucionar los conflictos en los 
espacios locales y provinciales. El resultado inevitable fue la sobrecarga de 
demandas y conflictos en las instancias nacionales, así como la presencia 
dominante de intereses locales en estas.

El resultado directo e inevitable de estas disposiciones en el sistema de 
partidos ha sido la multiplicación de pequeñas agrupaciones locales que 
se han visto obligadas a actuar en el escenario nacional. Así, en lugar de 
obtener los resultados señalados al inicio, en cuanto a la conformación 
de pocos y fuertes partidos, esos componentes de la legislación vigente 
contribuyeron al aparecimiento de muchos partidos débiles, con lo que se 
alimentó la fragmentación.9 Por ello, es posible sostener que algún grado 
de flexibilidad en este aspecto –que diferenciara partidos y procesos nacio-
nales de partidos y procesos locales– habría contribuido a evitar, o por lo 
menos moderar, la fragmentación y, en consecuencia, la ingobernabilidad.

En relación con el segundo aspecto, cabe señalar que existen muchas 
contradicciones entre todo ese conjunto de disposiciones. Posiblemente 
el indicador más claro en este sentido es el de la prohibición de establecer 
alianzas en las elecciones de diputados, consejeros y concejales, que estuvo 
vigente por más de quince años y que, de hecho, contradice el objetivo de 
consolidar partidos o tendencias fuertes. Cada partido, como se ha visto, 
estaba obligado a actuar en el ámbito nacional, pero a la vez debía hacer-
lo solo, sin alianzas con otros partidos, lo que constituye un incentivo 
para la fragmentación.Otro indicador de las contradicciones es el que se 
presenta cuando se considera la utilización de la doble vuelta para la elec-
ción presidencial frente a la de la fórmula proporcional en la elección de 

9  La fragmentación se redujo únicamente cuando se combinó la casi total desaparición de los 
partidos con el surgimiento del liderazgo personalista de Rafael Correa. Esto se manifestó en las elec-
ciones para la Asamblea Constituyente de 2007, en las legislativas de 2009 y de 2013, así como en las 
municipales de 2014. Sin embargo, cuando las elecciones locales se separaron de las nacionales, como 
ocurrió en las municipales de 2014, se dibujó nuevamente un sistema fragmentado.
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diputados, la realización de las elecciones legislativas junto a la primera 
vuelta y las magnitudes de los distritos. La doble vuelta busca Gobiernos 
fuertes, lo que debe interpretarse como una amplia base de votantes pero 
también como bancadas legislativas de apoyo claro al Gobierno (así como 
fuertes bancadas de oposición).10 La aplicación de la fórmula proporcional 
con representación de minorías permite el acceso al congreso de múltiples 
partidos, gran parte de ellos minúsculos, lo que reduce las posibilidades de 
lograr mayorías, tanto de Gobierno como de oposición. Al mismo tiempo, 
la realización de las elecciones en la primera vuelta significa poner a com-
petir a todos los partidos por puestos en el parlamento, los que por efecto 
de la proporcionalidad pueden ser fácilmente obtenidos. A esto se añade la 
existencia de gran cantidad de circunscripciones pequeñas, en las que los 
partidos pequeños pueden triunfar con relativa facilidad.

Resulta inevitable que los intentos de uniformizar desde lo jurídico a 
una realidad claramente heterogénea, así como la escasa coherencia de las 
regulaciones, lleven al tercer elemento señalado, esto es, a la contradicción 
–o por lo menos la poca adecuación– de aquellas normas con los objetivos 
que se pretendía obtener. Se ha vuelto imposible en un contexto de esa 
naturaleza la conformación de Gobiernos sólidos y de parlamentos con 
alto grado de representatividad y, a la vez, con capacidad para legislar en 
función de las necesidades de la población, entendidos como los elementos 
básicos de funcionamiento del sistema político.

Reformas en el sistema electoral

A lo largo de todo el período democrático, Ecuador ha vivido un proceso 
permanente de reformas políticas que han revisado reiteradamente las leyes 
que rigen a las elecciones y a los partidos políticos así como las que deter-
minan la conformación del congreso y sus condiciones de funcionamien-

10  La introducción de la doble vuelta pretendía evitar situaciones que se habían presentado en elec-
ciones anteriores, en las que la baja votación obtenida por los candidatos triunfadores y la escasa diferencia 
con sus competidores dejaban dudas sobre su legitimidad (véase nota número 1 del presente capítulo). 
Sin embargo, como se verá, en las condiciones de fragmentación que caracterizan el sistema de partidos 
ecuatoriano, la segunda vuelta apenas otorga una ficción de mayoría absoluta.

to. A pesar de las reformas profundas a la Constitución, en 1997-1998 y 
2007-2008 se realizaron asambleas constituyentes que expidieron nuevas 
cartas políticas. Por consiguiente, los cambios han rebasado los ajustes que 
se deben hacer a lo largo del tiempo con el fin de mantener las condiciones 
adecuadas para la actividad política. El resultado palpable es que el país no 
ha contado con un cuerpo normativo vigente por períodos relativamente 
largos, que pudiera ser puesto a prueba en procesos de mediano alcance y 
que ofreciera algún grado de certidumbre, marco adecuado para las prác-
ticas políticas.

El cambio constante de las reglas de juego se ha convertido en un obs-
táculo para que los actores políticos y la ciudadanía pudieran desarrollar 
pautas de conducta relativamente estables. Al no contar con claros puntos 
de referencia no se han podido consolidar rutinas ni institucionalizar pro-
cedimientos. Resulta innegable que la alteración sucesiva y contradictoria 
de las reglas constituye una de las causas que explican los problemas que 
han aquejado a la política ecuatoriana y que han incidido en sus bajos 
rendimientos.

A esto debe añadirse que las sucesivas reformas no han guardado co-
herencia entre ellas y tampoco han respondido a los objetivos que guiaron 
originalmente el proceso de retorno constitucional. Por lo general, han 
obedecido a las condiciones políticas del momento y han respondido a los 
intereses particulares de determinados actores sociales y políticos, lo que ha 
sido un impedimento para consolidar un marco normativo homogéneo, 
armónico y claramente orientado hacia determinados fines.

Los cambios han desembocado no solamente en la inconsistencia del 
ordenamiento institucional, sino que –precisamente por su alteración 
constante– estos temas han pasado a convertirse en parte de la agenda 
diaria. Con ello, la acción política ha tenido un fuerte componente de 
debate constitucional. La posibilidad de obtener réditos políticos inme-
diatos por medio de reformas legales e institucionales ha hecho que es-
tas se transformen en un elemento más de la disputa política, junto a las 
demandas sociales y las medidas de carácter coyuntural. De ahí que aun 
en los aspectos más cotidianos y pasajeros de la contienda política se ha 
puesto en cuestión, parcial o totalmente, al ordenamiento normativo. Por 
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consiguiente, este se ha mantenido en la incertidumbre y no ha podido 
funcionar como marco de referencia general para el conjunto de actores. 
La escasa o nula diferenciación entre los derechos y las normas generales, 
por un lado, y las prácticas políticas, por otro, ha convertido al primero en 
objeto permanente de negociación dentro de la acción concreta que se de-
sarrolla en este último. La Constitución se ha convertido así en arena para 
el enfrentamiento político y al mismo tiempo en uno de los elementos que 
se encuentran en disputa en la política.11

La otra característica, ya señalada en la sección anterior, el carácter con-
tradictorio de las normas, se ha profundizado con las sucesivas reformas 
realizadas. En 1983 (es decir, solamente cuatro años después de entrar en 
vigencia la Constitución y antes de concluir el primer período de Gobier-
no y legislatura) se inició una serie de reformas legales y constitucionales 
que aun no ha terminado, y que configura una extensa serie, como se 
puede apreciar en el cuadro 2. Ninguna de ellas se ha enmarcado en una 
visión de conjunto del sistema político ni ha respondido a una concepción 
de ajuste de este a objetivos globales (como incrementar la gobernabilidad 
o lograr mejores rendimientos políticos, sociales y económicos). Todas han 
puesto énfasis en aspectos parciales, abordados aisladamente y de forma 
casi exclusiva en referencia a las necesidades coyunturales. Esto ha llevado 
a la coexistencia y superposición de normas y disposiciones que expresan 
lógicas contradictorias y que desembocan no solamente en resultados to-
talmente diferentes a los que se buscaba originalmente, sino en situaciones 
mucho más conflictivas que las existentes antes de su introducción.

11  Las demandas de reformas constitucionales e incluso de asamblea constituyente, que se han 
constituido en elementos característicos de la política ecuatoriana, se derivan precisamente de esa 
visión que atribuye a la Constitución –o, en general, al nivel normativo– no solamente incidencia 
determinante sino una condición de objetos de disputa.

Cuadro 5.2. Principales reformas institucionales y electorales, 1979-2003

Año Contenidos de las reformas Nivel

1983

Reducción del período presidencial y legisla-
tivo (de 5 a 4 años)
Introducción de elección intermedia (cada 2 
años) de diputados provinciales
Cambio de elección general de diputados de 
la segunda a la primera vuelta presidencial
Cambio de nombre del parlamento (de Cá-
mara Nacional de Representantes a Congreso 
Nacional)
Simplificación del mecanismo de aprobación 
del presupuesto del Estado
Reconocimiento de la facultad del Ejecutivo 
para proponer leyes de urgencia económica

Constitución, leyes de parti-
dos y de elecciones

1985

Sustitución del sistema proporcional por el de 
mayoría
Eliminación del cociente mínimo como requi-
sito de permanencia de los partidos (barrera 
de registro)

Leyes de partidos políticos     
y de elecciones

1986 Retorno a la fórmula proporcional Leyes de partidos políticos     
y de elecciones

1994
Aprobación de la reelección inmediata para 
todos los puestos de elección popular, excepto 
para la presidencia de la república 

Constitución y leyes de par-
tidos políticos y de elecciones

1997 Introducción del sistema de votación perso-
nalizada en listas abiertas

Constitución y leyes de par-
tidos políticos y de elecciones

1998 Nueva Constitución Constitución

2000
Retorno a la asignación de puestos por listas 
(fórmula D´Hondt) manteniendo votación 
por personas

Leyes de partidos y de elec-
ciones

Las primeras reformas (1983) fueron de gran profundidad. Redujeron los 
períodos de la gestión presidencial y de los diputados, cambiaron los térmi-
nos de renovación del congreso, alteraron el calendario electoral y, de manera 
indirecta, afectaron la relación entre el ejecutivo y el legislativo. De los cinco 
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años que establecía la Constitución, se redujo a cuatro el período de las auto-
ridades del ejecutivo y el legislativo, a la vez que se introdujeron varias dife-
rencias entre diputados nacionales y provinciales. La definición del período 
en cinco años (que rompía la tradición de cuatrienio que había caracterizado 
la historia política nacional) había sido una de las medidas para contrarres-
tar la inestabilidad, ya que se suponía que tiempos más largos reducirían 
la incertidumbre generada por elecciones sucesivas y serían propicios para 
obtener mejores rendimientos en la gestión del ejecutivo y el legislativo. Sin 
embargo, pronto los partidos y fuerzas sociales que quedaban fuera de la 
presidencia y del congreso comenzaron a presionar. A estas voces se sumó la 
de la población que comenzaba a retirar el apoyo a las autoridades que ella 
misma había elegido. La situación se debía, en buena medida, a los efectos 
derivados de la condición de ganador absoluto inherente en el presidencia-
lismo combinados con la rápida erosión de la legitimidad, producida por los 
bajos rendimientos económicos y sociales del sistema político. Por esto, antes 
de que las autoridades concluyeran su período de la nueva etapa democrática 
se procedió a esta reforma de gran magnitud.

Al establecer períodos específicos para diputados nacionales y provin-
ciales se profundizaron las diferencias. Desde ese momento, los nacionales 
durarían cuatro años, mientras que los provinciales se renovarían cada dos. 
Antes de esta reforma la diferencia radicaba solamente en los requisitos exi-
gidos para terciar como candidatos y en el tipo de distrito electoral en que 
eran electos.12 A partir de ella se introdujo un claro elemento de inestabili-
dad en las actividades del congreso, ya que significaba que cada dos años de-
bía renovarse en más de las cuatro quintas partes de sus integrantes. A esto se 
añadía la renovación anual de las autoridades parlamentarias, que constituía 
un factor adverso para la continuidad. Evidentemente, esto no contribuía 
a la normalización de las relaciones entre las dos funciones del Estado y 
tampoco a los acuerdos que el congreso necesariamente debe llevar a cabo. 

12  Los doce diputados nacionales (número fijo incrementado a veinte por una sola ocasión, en 
1998), se elegían en distrito único nacional, mientras los otros provenían de veinte distritos provin-
ciales de diversa magnitud (elevados después a veintidós por la creación de dos provincias). La edad 
mínima para los candidatos era de treinta y veinticinco años, para la diputación nacional y provincial, 
respectivamente. El número total de diputados en el primer período fue de sesenta y nueve (doce 
nacionales y cincuenta y siete provinciales). La constitución de 1998 eliminó la diputación nacional.

Los problemas se agudizaron con la prohibición de reelección inme-
diata, vigente hasta 1994. En efecto, recién en ese año, y por medio de 
una consulta popular convocada por el Gobierno, fue posible reformar la 
Constitución para permitir que pudieran ser reelegidas las autoridades de 
elección popular, entra las que se contaban diputados. Hasta ese momento, 
los parlamentarios solamente podían optar por la que se denominó “reelec-
ción cruzada” (consistente en la candidatura de un diputado nacional para 
una diputación provincial o viceversa) o esperar hasta el siguiente período 
para poder competir por un escaño similar al desempeñado.13 El grado de 
inestabilidad y la necesidad de renovación permanente eran muy altos y 
erosionaban las estructuras de los partidos políticos, que se veían obligados 
a improvisar candidatos sin experiencia y sin trayectoria.

En efecto, esas dos disposiciones obligaban a los partidos a incorporar 
grandes contingentes de personas para participar como candidatos cada 
dos años a la diputación provincial y cada cuatro años para la totalidad del 
parlamento, además de los otros cargos de elección popular, una exigencia 
que la mayoría de partidos no pudo cumplir. Inevitablemente, se conver-
tiría en aliciente para la personalización en la política y para el reemplazo 
de los referentes ideológicos por el pragmatismo en los partidos. De esta 
manera, la primera reforma del período constitucional tomó la dirección 
totalmente opuesta al fortalecimiento de los partidos, que había guiado 
al proceso de retorno. En la práctica dicha reforma se tradujo en un serio 
obstáculo en el camino hacia los objetivos que guiaron el fortalecimiento, 
que constituían la garantía de su consistencia como un movimiento de 
conjunto hacia una nueva institucionalidad. La posibilidad de reelección 
inmediata, aprobada once años más tarde, se constituyó en una solución 
parcial para un problema que ya para ese momento había alcanzado gran-
des proporciones.

A esto se añadía la ya señalada renovación anual de las autoridades del 
congreso, cuya elección se realizaba por votación de los diputados, lo que 

13  El reducido número de diputados nacionales limitaba significativamente las posibilidades de la 
reelección cruzada, ya que estaban disponibles apenas doce puestos para los cincuenta y siete diputados 
provinciales (21,0% de ellos). Al mismo tiempo, los diputados nacionales podían competir en el mejor 
de los casos solamente por doce puestos provinciales. Por tanto, potencialmente solo podían continuar 
en el parlamento veinticuatro diputados (34,8% del total).
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usualmente se tradujo en situaciones sin salida. La fragmentación del legis-
lativo y el peso que cobraban los partidos pequeños llevaron en varias oca-
siones a largas y no siempre claras negociaciones para lograr los acuerdos 
necesarios para la elección de esas autoridades. La Constitución de 1998 
propuso como solución que la presidencia del parlamento corresponda a 
un representante del partido más votado y la primera vicepresidencia a 
uno del segundo partido. Sin embargo, como se verá más adelante, no 
fue un mecanismo eficaz para solucionar el problema de fondo, ya que 
se mantuvieron las otras disposiciones legales (asignación proporcional de 
puestos, limitaciones a las alianzas, votación simultánea a la primera vuelta 
presidencial, apertura casi ilimitada para los independientes, entre otros), 
que actúan como factores que promueven la fragmentación debido a la 
presencia de organizaciones minúsculas en el congreso.

Entre las innovaciones introducidas en 1983, puestas en vigencia desde 
las elecciones de 1984, se desplazó la elección de diputados de la segunda 
a la primera vuelta presidencial. Este cambio adicional en el calendario 
electoral determinó que los diputados se eligieran antes de conocer a los 
dos candidatos que disputaran la presidencia en la ronda definitiva, lo que 
actuó como aliciente para la dispersión. Con esto se perdió el factor de 
arrastre que tiene la elección presidencial o, más grave aun, hizo que este 
funcionara en la primera vuelta cuando entra en la competencia un alto 
número de opciones. Los partidos políticos encontraron en ella una posi-
bilidad real para lograr alguna presencia en el parlamento aun con votacio-
nes relativamente pequeñas, ya que podían enlazar las candidaturas parla-
mentarias a las presidenciales y obtener así algunos puestos (especialmente 
en provincias pequeñas, donde se requieren bajas votaciones). De alguna 
manera, la elección de diputados en la primera vuelta ha convertido a los 
candidatos presidenciales en cabezas de lista para las elecciones legislativas.

Además, dado que los partidos obligados a presentar candidatos en por 
lo menos diez provincias, así como a obtener una votación mínima (del 
4% o del 5% de acuerdo con las disposiciones del momento) y que pro-
hibidas las alianzas, aquella reforma no hizo sino profundizar la tendencia 
a la fragmentación. Los partidos pequeños encontraron en ella un seguro 
para su permanencia. Debido precisamente a esa conjugación de normas 

contradictorias, no se le puede atribuir a la simultaneidad de la elección 
parlamentaria, con la primera vuelta presidencial, todos los efectos negati-
vos. Es verdad que en la única ocasión en que se realizó junto a la segunda 
vuelta presidencial (en 1979) hubo un número relativamente menor de 
partidos representados en el congreso y que el partido del presidente electo 
se acercó a la mayoría absoluta (47,3%).14 Pero al tratarse de un caso único 
y al considerar que intervienen todos los factores señalados, no es posible 
hacerlo extensivo a las situaciones posteriores. La explicación se encuentra 
en la amalgama de factores que conforman un diseño institucional hetero-
géneo, contradictorio y absolutamente desvinculado de los objetivos que 
se perseguían. De ahí que reformar exclusivamente este aspecto, como se 
lo ha propuesto muchas veces, resultaría insuficiente.

En 1985 se introdujeron nuevas reformas políticas, centradas en el sis-
tema electoral. De la fórmula proporcional con representación de minorías 
se pasó a la fórmula mayoritaria. La reforma fue impulsada por el Go-
bierno y posibilitada por la conformación de una mayoría parlamentaria 
pasajera, con el objetivo de fortalecer el ejecutivo al reducir el número de 
partidos representados en el congreso. Apenas un año después se retornó 
a la fórmula proporcional, para cambiarla nuevamente en 1997, cuando 
se introdujo la votación por personas en listas abiertas, la que a su vez fue 
modificada (por simple disposición del TSE) en el año 2000 por la intro-
ducción de la fórmula D´Hondt para la asignación escaños.

En todos estos casos no se buscó obtener mejores condiciones de repre-
sentación o incrementar la representatividad del parlamento, sino reducir 
la resistencia que encontraban las iniciativas del ejecutivo. Para el momen-
to de las primeras reformas ya se había convertido en práctica común lo 
que se calificó como la pugna de poderes, es decir, el enfrentamiento entre 
ambas funciones del Estado en torno al procesamiento de instrumentos 
legales o políticos impulsados desde el Gobierno. Por consiguiente, se vio 
en el sistema electoral y en otros ámbitos institucionales un instrumento 

14  Llama la atención que el partido del candidato que ocupó el segundo lugar en la elección presi-
dencial en esa ocasión apenas obtuviera el 2,8% de los escaños y que en conjunto con la coalición que 
lo apoyaba apenas llegara al 16,0%. Por tanto, la realización de la elección legislativa junto a la segunda 
vuelta presidencial no cumplió con la expectativa de concentrar la votación legislativa entre los partidos 
(o coaliciones) de los dos contendientes.
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que permitiría fortalecer el ejecutivo en esa pugna con el legislativo y no 
una posibilidad de mejoramiento de las condiciones de gobernabilidad.

Esas y las diversas reformas que se sucedieron estuvieron marcadas por 
la necesidad de eliminar los factores que establecían empates irresolubles 
entre los dos poderes, y que finalmente se han traducido en bloqueos per-
manentes a lo largo del período constitucional. Se trata de un problema 
central, pero las reformas realizadas no contribuyeron a resolverlo. En rea-
lidad, muchos de los cambios han pretendido abordar este conflicto, y han 
intentado hacerlo siempre por el fortalecimiento de uno de los términos 
de la ecuación. El paso más claro es el que se dio en la Asamblea Consti-
tuyente de 1997-1998, cuando al congreso se le quitaron o se le redujeron 
algunas de sus funciones básicas en el campo económico y político. Pero 
debido a que no se orientaban a establecer un equilibrio apropiado entre 
ambos sino a fortalecer uno de ellos, el resultado de su aplicación ha sido 
una nueva y renovada manifestación de ese empate. A la vez, la solución 
escogida tampoco se materializó ya que el propio empate de fuerzas –que 
se explica en gran medida por el carácter provincial de los partidos– ha 
impedido que la balanza se incline decididamente a favor de uno de los 
dos poderes. 

Como resultado inmediato e inevitable, estas operaciones han profun-
dizado el desequilibrio propio del presidencialismo. En el fondo de todo 
se encuentra el debilitamiento del sistema de controles y balances, lo que 
se ha traducido en el incremento de la conflictividad en la política, ya que 
se han reducido o eliminado los espacios y los mecanismos necesarios para 
alcanzar el equilibrio entre las dos funciones del Estado.15 Frente a ello, 
ambas han apelado a la misma legitimidad de origen, esto es, a su condi-
ción de entidades conformadas por el voto popular y por tanto instancia 
privilegiada de representación.

Al debilitar los mecanismos de cooperación y contrapeso entre las fun-
ciones ejecutiva y legislativa, cada una se siente impulsada a justificar sus 

15  La Asamblea Constituyente de 2007-2008 le devolvió algunas funciones al congreso (deno-
minado desde entonces Asamblea Nacional), como la de destituir a los ministros por medio de juicio 
político, pero le quitó algunas de las más esenciales, como la de interpretar la Constitución, participar 
en el nombramiento de autoridades y, sobre todo, le dio al presidente de la república la facultad de 
disolverlo. Por tanto, profundizó el desbalance entre ambos poderes.

acciones mediante esa condición de instancia de representación constitui-
da por el voto popular. Dado que las dos provienen de la voluntad expresa-
da en las urnas, la apelación a la legitimidad de origen coloca el tema en el 
nivel de definiciones básicas del régimen, de manera que son estas las que 
se encuentran permanentemente en el centro del debate político. En cual-
quier situación, aun frente al problema más pequeño, se ponen en cuestión 
los pilares básicos del ordenamiento político: los actores sociales y políticos 
dirigen hacia ellos sus acciones e impugnaciones. Es así que los conflictos 
propios de la política cotidiana se trasladan al nivel del régimen político y 
se convierten en una impugnación de sus bases.

Otro tema central de las reformas ha sido el de la pugna en torno a 
la representación o, más concretamente, en cuanto al derecho a la par-
ticipación electoral. Como se vio, la Constitución de 1979 y las leyes de 
partidos y elecciones establecieron el monopolio partidista en la medida en 
que solamente los partidos podían presentar candidatos para las elecciones. 
En 1986, el Gobierno intentó romper ese monopolio, para lo cual acudió 
a una consulta popular en la que puso a consideración la posibilidad de 
que agrupaciones diferentes a los partidos pudieran presentar candidatos 
para cualquier dignidad de elección popular. Habiéndose convertido la 
consulta en un referéndum sobre la gestión gubernamental, la ciudadanía 
se pronunció negativamente, aunque ocho años más tarde aprobó la parti-
cipación de independientes (sin el requisito de afiliación a un partido) por 
medio del mismo mecanismo.

La participación de independientes, en condiciones claramente menos 
exigentes que las que regían para los partidos, contribuyó a agudizar la 
fragmentación.16 Esto se hizo evidente en la multiplicación de listas y par-
tidos que se han presentado desde entonces a las elecciones en los diversos 
niveles (nacional, provinciales, cantonales). Sin embargo, esta disposición 
no tuvo como efecto directo e inmediato incrementar el número de par-
tidos con representación en el Congreso –que recién se hizo visible en las 
elecciones del año 2002–, como se puede observar en el cuadro 5.3. 

16  Los independientes no estaban obligados a contar con inscripción ni a presentar listas en un 
número determinado de provincias; tampoco debían cumplir con todos los requisitos organizativos 
que se exigían a los partidos. Como contraparte, no podían acceder al financiamiento estatal.
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Cuadro 5.3. Listas con representación en el Congreso Nacional, 1979-2006

Años Listas Variación %

1979-1984 10

1984-1986 13  30.0

1986-1988 13   0.0

1988-1990 11 -15.4

1990-1992 10 - 9.1

1992-1994 12  20.0

1994-1996 14  16.7

1996-1998 11 -21.4

1998-2002 9 -18.2

2002-2006 20 122.2

Esto se puede atribuir a factores relacionados con las conductas políticas 
de la población y con las adscripciones partidistas, que habrían mediati-
zado los efectos de la mencionada disposición. Asimismo, esta apertura 
–junto a la fórmula proporcional, a la representación de minorías y a la 
existencia de distritos pequeños– abrió la posibilidad para que partidos 
minúsculos o listas sin mayor apoyo electoral puedan acceder a escaños 
parlamentarios.

De cualquier manera, la apertura indiscriminada a la participación de 
los independientes fue un nuevo retroceso en relación con los objetivos 
que habían guiado el retorno y, en general, a la necesidad de conseguir 
algún grado de estabilidad y cohesión en el sistema político.

La fascinación por las reformas se expresa en la realización de cuatro 
consultas populares entre 1986 y 1997 (además de la realizada en 1978 
para aprobar la Constitución y las leyes de partidos y de elecciones).17 En 
cada una se consultó sobre asuntos relacionados con las instituciones del 
sistema político, así como con temas económicos y sociales.18 Los resulta-

17  La legislación ecuatoriana no establece diferencias entre plebiscito, referéndum y consulta po-
pular. Todos estos mecanismos de expresión directa se agrupan bajo la última denominación

18  La consulta de 1986 solamente trató la participación de los independientes. La de 1994 trató 
siete temas diferentes, entre ellos, algunos de carácter social, como la reforma al régimen de seguridad 

dos han dependido en gran medida de las condiciones políticas así como 
del grado de aceptación del Gobierno que las ha convocado más que del 
contenido de las preguntas en sí. En la práctica, las consultas han funcio-
nado más como referéndum sobre la gestión gubernamental que como 
referéndum sobre aspectos específicos de carácter político, institucional y 
legal. Por ello su efectividad como mecanismo de reforma ha sido bastan-
te limitada. Más bien, en la medida en que ha colocado las definiciones 
institucionales en el mismo plano de los temas políticos corrientes, cada 
consulta ha contribuido a la inseguridad, a la pérdida de referentes y a la 
heterogeneidad.

El resultado de estos comportamientos ha sido la configuración de una 
normatividad flexible, sujeta a tantas interpretaciones cuantas sean necesa-
rias para conformar mayorías pasajeras o para salir del atolladero provoca-
do generalmente por esa misma conducta de los actores. Las normas, co-
menzando por la propia Constitución, no han sido el marco de referencia 
para el desempeño político, sino más bien uno de los componentes de la 
negociación. De esa manera, ha sido imposible lograr que la acción se en-
marque en disposiciones estables y de aceptación general. Por el contrario, 
la relación entre ambos términos se ha producido en el sentido inverso, 
esto es, la acción política ha sido la que ha determinado al marco nor-
mativo que, por consiguiente, ha pasado a depender directamente de las 
necesidades coyunturales. El cambio constante de las regulaciones y de los 
procedimientos no expresa, entonces, la búsqueda de mejores condiciones 
para los procesos políticos, sino la adecuación a los intereses específicos de 
los grupos enfrentados.

social. La de 1995 retomó algunos de esos asuntos por medio de ocho preguntas. La de 1997 abarcó un 
amplio espectro de temas (con catorce preguntas), entre los que se incluyó explícitamente el apoyo al 
Gobierno interino que se había conformado ese mismo año como consecuencia del golpe de Estado en 
contra de Abdalá Bucaram. Posteriormente se realizaron consultas en los años 2006, 2007, 2008, 2009 
y 2011. La última introdujo nuevamente reformas en las instituciones del sistema político.
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Efectos del sistema electoral

Como se ha visto, el sistema de fórmula proporcional con representación 
de minorías, vigente hasta 1997, fue uno de los factores que causaban la 
dispersión y fragmentación del sistema de partidos, expresada de manera 
especial en la representación obtenida en el Congreso Nacional. Siendo un 
sistema que aseguraba la proporcionalidad en la transformación de votos 
en escaños, era al mismo tiempo la vía para la dispersión y la atomización. 
Sumado a los otros componentes del sistema electoral, arrojó los resultados 
reseñados, claramente contrarios a los objetivos que guiaron el proceso de 
retorno a la democracia. Resultaba prácticamente imposible que se lograra 
reducir el número de partidos y consolidar grandes tendencias nacionales 
si se actuaba sobre un diseño electoral de esa naturaleza.

En varias ocasiones se consideró su sustitución por un sistema de fór-
mula mayoritaria sin representación de minorías, e incluso se introdujo 
una reforma en ese sentido (en 1985), pero tuvo vigencia únicamente en 
una elección. El cambio más significativo estuvo dado por la introducción 
del sistema de votación por personas en listas abiertas, cuya asignación de 
escaños debía producirse por mayoría simple de acuerdo con los votos ob-
tenidos por cada candidato.19 Sin embargo, la votación personalizada cons-
tituía en sí misma un elemento en sentido contrario a la concentración, ya 
que potencialmente podía fragmentar más la votación. La posibilidad de 
votar por tantos candidatos cuantos puestos se encuentran en disputa abre 
un abanico de posibilidades que no ofrece ningún otro sistema electoral y 
que puede conducir a la dispersión. En la práctica, se trata de un sistema 
contradictorio ya que, por un lado (por medio de la votación personalizada 
y la asignación individual de escaños), actúa bajo la fórmula de mayoría, 
mientras, por el otro (por medio de la apertura indiscriminada de las lis-
tas), promueve la dispersión de la votación. De esa manera se pierden los 
efectos concentradores del sistema de fórmula mayoritaria.

19  Aparentemente, a las personas que impulsaron la reforma (mediante una pregunta incluida en 
la consulta popular de 1997) les interesaba instaurar un sistema de voto preferencial. Sin embargo, la 
forma equívoca y poco clara en que fue formulada la pregunta llevó al sistema personalizado de listas 
abiertas (panachage).

No obstante, estas características del sistema tuvieron vigencia sola-
mente durante las dos primeras elecciones en que fue aplicado (en 1997 
para la Asamblea Constituyente y en 1998 para diputados, concejales y 
consejeros). En aquellas ocasiones se asignaron los puestos de acuerdo con 
la votación obtenida por cada candidato, independientemente de la suma 
total de sus respectivas listas. En términos estrictos, la lista –y, por exten-
sión, el partido– era nada más que un recipiente para la presentación de 
las candidaturas y, en la fase posterior, un instrumento para determinar 
la proporción alcanzada por cada partido.20 Con ello se dio mayores ali-
cientes a la personalización de la política, que ya constituía una tendencia 
notoria y que era precisamente vista como uno de los problemas que se 
pretendía erradicar desde el el retorno a la democracia. Por consiguiente, el 
nuevo sistema electoral, adoptado a partir de la consulta popular celebrada 
en 1997, iba claramente en contra de los objetivos que se habían trazado 
inicialmente.

Después de esas dos experiencias, se introdujo un mecanismo de asig-
nación de puestos por votación total de la lista. Con este fin se utilizó la 
fórmula de divisores sucesivos, que en la práctica transformó la votación 
personalizada que realiza el elector en una votación por listas. Al sumar 
los votos obtenidos por los candidatos de cada lista, se sustituye el cri-
terio básico de este sistema, esto es, el del voto por individuos, y en su 
lugar se coloca el criterio de votación por partidos. Si bien con ello se 
tiene un recurso parcialmente efectivo para evitar la dispersión y la frag-
mentación, no es menos cierto que contradice el espíritu del sistema en 
su conjunto. Además, dado que no ha sido tomada en consideración la 
incidencia que tienen los otros factores del sistema electoral, la introduc-
ción de esta modalidad de asignar puestos ha tenido efectos extremada-
mente limitados.

El sistema electoral sigue propiciando la dispersión y la fragmenta-
ción debido a los siguientes factores: los distritos electorales de diver-

20  La suma de los votos de cada lista podría ser considerada contradictoria con la forma de vo-
tación por personas. Pero también se las podría interpretar como complementarias, ya que se puede 
suponer que el elector expresa al mismo tiempo la preferencia por personas y por corrientes ideológicas. 
De cualquier manera, esa suma es necesaria, en términos prácticos, para la conformación de bancadas 
parlamentarias así como para la asignación del financiamiento estatal.
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sas magnitudes (con el predominio de los pequeños), la obligación de 
contar con organización nacional y presentar candidatos en un número 
mínimo de provincias, la poca flexibilidad para conformar alianzas, la 
inexistencia de un umbral mínimo para alcanzar la representación parla-
mentaria, las facilidades otorgadas a los independientes para la presenta-
ción de candidaturas. Por ello, conviene hacer una breve revisión de sus 
efectos sobre el sistema político y sobre la gobernabilidad, en referencia 
exclusivamente a la conformación del congreso, que es el órgano político 
por excelencia y en donde se manifiestan los efectos de las disposiciones 
electorales.

Las circunscripciones electorales

Las circunscripciones electorales para elección de parlamentarios corres-
ponden a las provincias, es decir, a uno de los ámbitos de la división políti-
co-administrativa. Esto significa, en primer lugar, que las circunscripciones 
se definen geográfica y administrativamente, lo que se traduce en espacios 
electorales de magnitudes diversas, dentro de un rango bastante amplio. 
De esta manera, se conforman espacios tan disímiles como Galápagos, que 
apenas cuenta con el 0,1% del padrón electoral, y Guayas, que agrupa el 
27,0%. Entre medio se conforma una extensa gama de espacios que confi-
gura una situación heterogénea, como se puede ver en el cuadro 5.4. Esto 
da origen a problemas de representación en la medida en que se produce 
desproporción –o malapportionment (Snyder y Samuels 2001)– en el nú-
mero de votantes por diputado. Pero, sobre todo, se genera gran desequi-
librio entre los esfuerzos que deben realizar los partidos en cada uno, lo 
que se agrava por su carácter provincial. Adicionalmente, la existencia de 
distritos minúsculos es un aliciente para la presencia de partidos pequeños 
o agrupaciones de independientes que se conforman con fines estrictamen-
te electorales, confiando en que pueden obtener un escaño legislativo con 
muy pocos votos.

Cuadro 5.4. Tamaño y número de diputados de los distritos electorales provinciales 

Provincia Tamaño (% del padrón)
Diputados (año 2002)

Número %

Galápagos 0,1 2 2,0

Zamora Chinchipe 0,3 2 2,0

Orellana 0,4 2 2,0

Pastaza 0,4 2 2,0

Morona Santiago 0,6 2 2,0

Sucumbíos 0,6 2 2,0

Napo 0,9 2 2,0

Bolívar 1,5 3 3,0

Carchi 1,5 3 3,0

Cañar 1,6 3 3,0

Esmeraldas 2,6 4 4,0

Imbabura 3,0 3 3,0

Cotopaxi 3,1 4 4,0

Loja 3,3 4 4,0

Chimborazo 3,8 4 4,0

Tungurahua 4,5 4 4,0

El Oro 4,5 4 4,0

Azuay 4,8 5 5,0

Los Ríos 5,0 5 5,0

Manabí 10,1 8 8,0

Pichincha 20,5 14 14,0

Guayas 27,0 18 18,0

Total 100,0 100 100,0

Promedio 4,6 4,5 4,5
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En segundo lugar, al superponerse la condición de distrito electoral (es decir, 
un mecanismo para contar los votos) a la condición político-administrativa, 
se crea la ficción de una representación territorial. De este modo se abren las 
posibilidades de establecer un mandato vinculante, en el entendido de que 
el diputado es un representante de la provincia ante los niveles nacionales. A 
la vez, de ello se han derivado varios problemas, entre los que se destacan la 
desafiliación de diputados en función de los intereses provinciales y su inter-
vención en la asignación de recursos a pesar de existir prohibiciones expresas 
a nivel constitucional.21 Esta precepción del diputado como un representan-
te territorial contribuye al debilitamiento de los partidos, ya que pone en 
un segundo lugar la definición ideológica; más bien fortalece la adscripción 
directa con el electorado territorialmente definido. Eso explica que en gran 
medida los partidos se hayan visto obligados a establecer lazos muy fuertes 
con sectores sociales localmente delimitados y actuar como representantes 
directos de sus intereses. La eliminación de los diputados nacionales, en 
la Constitución de 1998 (que fue revertida posteriormente), significó la 
eliminación de un pequeño pero importante factor de contrapeso.

En tercer lugar, la diferente magnitud de los distritos y la percepción 
del mandato territorial, han sido algunas de las causas para que las pro-
vincias pugnen por contar con mayor número de diputados. A la vez, este 
ha sido el factor central para no reducir el número de integrantes del par-
lamento, propuesta que ha sido obstaculizada en varias ocasiones. Por el 
contrario, el tamaño del congreso se ha incrementado, no solo por el cre-
cimiento poblacional –ya que el número de diputados provinciales se basa 
parcial y principalmente en la magnitud poblacional–, sino también por 
efecto de las reformas. Inevitablemente, estas llevan la huella de los intere-
ses particulares que las han impulsado y de la coyuntura específica en que 
han ocurrido.

21   La desafiliación de los diputados –conocida como el cambio de camiseta o el camisetazo– ha 
sido un problema que recurrentemente ha debido enfrentar el parlamento ecuatoriano, incluso con la 
promulgación de leyes como el Código de Ética (al respecto, véase Mejía 2002). La participación en 
la asignación de recursos llevó a que durante algunos años se incluyeran en el presupuesto general del 
Estado las partidas de interés provincial, cuyo destino estaba determinado por cada uno de los diputados 
provinciales. Fueron abolidas en 1997 después de comprobarse que en torno a ellas se habían tejido 
redes de corrupción.

La organización nacional de los partidos

Entre los elementos menos debatidos del sistema electoral está el que 
obliga a los partidos a tener una organización nacional y participar en 
las elecciones en todo el país (o por lo menos en un número mínimo de 
provincias). La medida fue concebida para impulsar la conformación de 
partidos de alcance nacional que lograran rebasar las expresiones locales 
o regionales. Sin embargo, la disposición ha tenido, hasta cierto punto, 
el efecto contrario, o por lo menos no ha sido totalmente coherente con 
aquel objetivo. En lugar de lograr que se conformen verdaderas agrupa-
ciones nacionales, lo que se ha conseguido ha sido que pequeñas orga-
nizaciones locales se vean obligadas a abandonar su espacio e invadan el 
campo nacional. Al mismo tiempo, los partidos que, por la distribución 
de su votación, podrían considerarse nacionales han mostrado claro re-
troceso. Con creciente frecuencia, su votación ha tendido a concentrarse 
en una provincia o, en el mejor de los casos, en un pequeño conjunto de 
estas. Independientemente de los factores que hubieran incidido sobre 
esto, lo cierto es que las tendencias de votación demuestran que la dispo-
sición no ha tenido el efecto esperado.

Por otra parte, al obligar a los partidos políticos a presentar candidatu-
ras en un número mínimo de provincias, se cerraba la posibilidad de que 
existieran agrupaciones locales que pudieran actuar en esos ámbitos sin 
necesidad de trasladarse al nacional. De este modo, si un partido hubiera 
querido participar únicamente en la elección de alcalde o concejales can-
tonales o, incluso, de prefecto y consejeros provinciales, estaba obligado a 
inscribir candidatos en por lo menos diez provincias. De hecho, y sin con-
tar con la organización ni con los recursos humanos necesarios, se colocaba 
así en el ámbito nacional a pesar de ser la expresión de intereses locales. Por 
consiguiente, debía enfrentar problemas organizativos, logísticos e incluso 
programáticos de difícil resolución.

Finalmente, junto a un sistema político fuertemente centralizado, este 
factor ha contribuido a desplazar las demandas locales y provinciales al 
ámbito nacional. En gran medida ella ha mermado la capacidad de los or-
ganismos cantonales y provinciales para el procesamiento y la solución de 
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los conflictos. Esto es el resultado de haberlas colocado en manos de parti-
dos que deben abrirse campo en el plano nacional y que deben privilegiar 
su accionar en los organismos propios de este último nivel.

En pequeño grado se modificó esta incidencia negativa –y claramente 
opuesta a los objetivos que explícitamente la guiaban– al dar luz verde a 
la participación de los independientes, ya que permitió que los intereses 
locales se organizaran y compitieran en las elecciones en sus respectivos es-
pacios. Sin embargo, esto es válido solamente para las elecciones orientadas 
a conformar los organismos provinciales y cantonales. No surte efecto en el 
congreso ya que, como se ha señalado, esta apertura constituye un aliciente 
para la presencia de agrupaciones minúsculas en el parlamento.

El problema de fondo en este tema es la concepción inflexible de la le-
gislación de partidos y de elecciones. El objetivo de contar con mecanis-
mos que llevaran a la consolidación de partidos nacionales –importante 
y necesaria para la conformación del congreso y del ejecutivo–, no per-
mitió comprender que la diversidad social, económica, étnica, cultural y 
política precisaba de canales de expresión en niveles diferentes a aquellos. 
Por tanto, se legisló con criterio general, sin atender a las especificidades 
y sin considerar que sería conveniente contar con normas, formas, me-
canismos y procedimientos adecuados a cada uno de los niveles. Llama 
la atención que, durante más de tres décadas y con una sucesión inter-
minable de reformas, no se introdujeran los cambios que tendieran a 
solucionar los problemas mencionados. Es fácil advertir que la solución 
se podría encontrar en la configuración de sistemas diferenciados para 
el ámbito nacional, por un lado, y para los niveles provinciales y locales 
por otro. De manera especial, sería un paso muy importante para impe-
dir que los intereses locales se trasladen al nivel nacional y provoquen 
una sobrecarga que genera problemas de gobernabilidad. A la vez, se 
convertiría en un aliciente para la descentralización, ya que daría mayor 
capacidad para el procesamiento de las demandas en los espacios locales. 
Sin embargo, este es un tema que no ha recibido atención en los medios 
políticos ecuatorianos y, por consiguiente, no ha formado parte de la 
agenda de reformas.

Los límites para las alianzas y el umbral de registro

La intención de fortalecer los partidos tenía como un objetivo reducir su 
número, ya que se suponía que la convivencia de muchas organizaciones 
terminaría por debilitarlas a todas. Al mismo tiempo, se pretendía que los 
partidos expresaran grandes corrientes ideológicas o de opinión, de ma-
nera que se superaran las experiencias populistas que habían caracterizado 
la historia reciente del país. Para lograr estos objetivos se estableció un 
umbral mínimo de votación como condición para mantener su registro 
y se prohibieron las alianzas en las elecciones pluripersonales (concejales, 
consejeros y diputados). Las dos condiciones actuaban en conjunto, ya que 
estaban dirigidas a impedir la presencia de partidos pequeños. La primera 
lo hacía de manera directa, por medio de la cuantificación del apoyo elec-
toral, mientras que la segunda actuaba indirectamente al impedir que, por 
medio de alianzas, pequeñas agrupaciones pudieran beneficiarse de la vo-
tación de partidos grandes. Sin embargo, en la práctica ninguna de las dos 
disposiciones arrojó los resultados esperados; más bien se puede afirmar 
que por lo menos la prohibición de las alianzas tuvo efectos contrarios.

La definición de un cociente mínimo de votación en dos elecciones se-
guidas actuaba como barrera de registro pero no de representación. Esto 
quiere decir que un partido perdía su reconocimiento oficial y por consi-
guiente no podía participar en procesos electorales si no obtenía ese cociente 
en dos elecciones consecutivas, pero mantenía los cargos obtenidos en esas 
mismas elecciones. Por tanto, los efectos de la sanción recién se hacían efec-
tivos al final del período que se inició con la segunda elección. En la prác-
tica esto constituye un aliciente para los partidos pequeños, ya que pueden 
mantenerse en la escena política (por hasta dos período seguidos) sobre la 
base de votaciones muy bajas y sin hacer mayores esfuerzos. Esta es una de 
las razones de la presencia de un alto número de partidos en el congreso, la 
mayor parte de los cuales apenas obtenía uno o dos representantes.

Los resultados serían radicalmente contrarios si se tratara de una ba-
rrera de representación, esto es, de un impedimento para que los partidos 
que no han alcanzado el mínimo establecido puedan acceder a los cargos. 
En ese caso actuaría como un elemento determinante para evitar la frag-
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mentación y la dispersión. Por un lado, eliminaría a los pequeños y, por 
otro, en la medida en que estos no tuviesen mayor oportunidad electoral, 
funcionaría como un aliciente para la agregación en organizaciones con 
reales posibilidades de acceder a cargos. Siendo apenas una barrera de re-
gistro, que solamente actúa a posteriori, no se constituye en un incentivo 
en esa dirección.

Durante la mayor parte del período analizado estuvieron prohibidas 
las alianzas para las elecciones de diputados, consejeros provinciales y 
concejales cantonales, lo que funcionó también como factor de impulso 
a la fragmentación. En efecto, cada partido debía presentarse aislada-
mente en las elecciones, lo que de hecho se transformó en un mecanismo 
multiplicador de su número. A pesar de la cercanía ideológica e incluso 
del impulso a una misma candidatura presidencial, los partidos no po-
dían conformar alianzas ni presentarse dentro de una misma fórmula 
electoral. Adicionalmente, la disposición comentada acerca de la obliga-
ción de presentar candidatos a nivel nacional, reforzaba esta tendencia, 
con los resultados mencionados.

Desde el año 1996 se eliminó la prohibición que pesaba sobre las alian-
zas, pero se introdujo una modalidad que no contribuyó a superar en su 
totalidad los problemas reseñados. Según esas disposiciones, la alianza se 
materializa en una sola lista, en la que confluyen todos los partidos que 
la conforman, de manera que siempre existe un costo relativamente alto 
para ellos en la medida en que pierden sus respectivas identidades. No 
está abierta la posibilidad de que cada partido mantenga su identidad y 
presente sus propios candidatos dentro de alianzas, una salida que sería un 
aliciente mayor para la integración.

Dentro de esta nueva modalidad, las alianzas han funcionado como 
vías adicionales para la supervivencia de los partidos pequeños. Al unirse 
entre sí o con otros más grandes, han garantizado su permanencia electoral 
y su desempeño en el congreso prácticamente en los mismos términos que 
lo hacen cuando llegan solos. En efecto, debido a que una vez elegidos no 
tienen obligación de permanecer dentro de la alianza, al posesionarse la 
abandonan enseguida y actúan por su propia cuenta. No existen regulacio-
nes que sancionen este tipo de comportamientos. De este modo, las alian-

zas terminan por convertirse en mecanismos para permitir que los partidos 
pequeños alcancen escaños legislativos y se reproduzca así la dispersión en 
el interior del congreso.22 En definitiva, las alianzas han funcionado única-
mente como componentes electorales y no como factores de agregación en 
la representación política.

La participación de los independientes

El diseño institucional del retorno a la democracia tenía en el monopolio 
partidista a uno de sus pilares. Pero rápidamente se hicieron evidentes los 
síntomas de cansancio e insatisfacción de la ciudadanía con lo que consi-
deraba una limitación para su participación democrática. De esta manera 
se fue generando una corriente crítica que se transformó en un sentimiento 
generalizado en contra de los partidos y, en general, en contra de la políti-
ca. Al igual que otros países de América Latina, Ecuador no pudo escapar 
del antipartidismo y la antipolítica aunque, como se verá a continuación, 
las formas de manifestarse fueron contradictorias y no siempre llevaron 
hacia los resultados que podrían esperarse a partir de un sentimiento que 
se arraigó fuertemente en el país.

Los sentimientos adversos a los partidos se concretaron en una con-
sulta popular convocada por el presidente de la república en 1995, en 
la que la ciudadanía aprobó la participación de los independientes en 
condiciones mucho menos exigentes que las que rigen sobre los partidos. 
Desde ese momento se rompió el monopolio partidista y se abrió de ma-
nera casi irrestricta la posibilidad de presentar candidaturas. El resultado 
visible ha sido el incremento del número de listas que compiten en las 
elecciones y, en menor medida, también el mayor número de estas que 
obtienen representación en el Congreso Nacional (cuadro 5.3). Sin em-

22  Una manera de contrarrestar estos efectos negativos podría ser la atribución exclusiva de de-
terminadas iniciativas legislativas (proyectos de ley, juicios políticos) a las bancadas parlamentarias, las 
que a su vez deberían tener un número mínimo de integrantes por debajo del cual no podrían actuar 
como tales. A pesar de que la legislación regula el tamaño de las bancadas, no es clara en cuanto a las 
atribuciones exclusivas, lo que lleva a que cada legislador –especialmente de los partidos pequeños y 
menos organizados– actúe en términos individuales.
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bargo, posiblemente el resultado más importante ha sido la competencia 
desigual a la que han sido sometidos los partidos debido a las facilidades 
otorgadas a los independientes.23 En síntesis, en vez de abrir las posibi-
lidades para nuevos actores políticos, estas regulaciones contribuyeron 
a la dispersión, especialmente en lo que se refiere a la oferta electoral 
Asimismo, la participación casi ilimitada de los independientes alimentó 
la erosión de los partidos.

Una manifestación de los efectos contradictorios de esta apertura del 
sistema electoral se observa al considerar los resultados electorales hasta el 
año 2002 (cuadros 5.5 y 5.6). Los partidos políticos predominaron en las 
elecciones legislativas, aunque se hacía evidente su descenso en las presi-
denciales.24 Hasta 1998 se configuró una tendencia de concentración de la 
votación en cuatro partidos (PSC, PRE, ID y DP), que en conjunto llega-
ron a obtener hasta el 80% de los votos válidos en las elecciones legislativas 
(gráfico 5.1). El resto de partidos y las agrupaciones de independientes 
vieron reducirse su votación, aunque no por ello dejaban de obtener es-
caños y gravitar sobre las decisiones del congreso. Las explicaciones de 
este fenómeno se encuentran en factores sociales, económicos y culturales, 
que confluyen en prácticas políticas clientelistas, en las cuales los partidos 
cuentan no solamente con gran experiencia sino también con aparatos que 
garantizan su reproducción. Por ello, resulta paradójico que precisamente 
los partidos, que dentro del diseño institucional de la transición consti-
tuían la barrera para el populismo y el clientelismo, terminaran convirtién-
dose en sus instrumentos.

23  Al contrario de los partidos, los independientes no están obligados a contar con una organi-
zación nacional ni a presentar candidatos en un número mínimo de provincias. Únicamente deben 
presentar una cantidad de firmas de apoyo equivalente al 1% del padrón electoral de la circunscripción 
en la cual competirán. 

24  Desde 2002 se inició el declive de los votos recibidos por los partidos. La elección de asam-
bleístas constituyentes de 2007 fue la expresión final del sistema de partidos que se había configurado 
desde la transición.

Es posible que la misma competencia con los independientes haya sido 
uno de los factores impulsores de esto, pues los partidos se han visto obli-
gados a jugar en un terreno donde valen más lo resultados inmediatos que 
las reglas, los procedimientos y la coherencia ideológica y programática. 
De alguna manera, la presencia de los independientes, entre otros factores, 
ha configurado un tipo de competencia en la que se privilegia la obten-
ción de votos por encima de las propuestas programáticas. Finalmente, este 
conjunto de elementos llevó a la combinación de la búsqueda de votos, la 
necesidad de mantener y fortalecer los lazos con electores duros y la obli-
gación de arrojar rendimientos económicos y sociales.

Fuente: TSE (1990; 1997a; 1997b; 2000).

Gráfico 5.1.Votación por los partidos significativos, 1979-1996. 
Elección de diputados provinciales (%) sobre total de votos válidos
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Cuadro 5.5. Sistema electoral presidencial y sus reformas

Fecha Duración 
mandato

Posibilidad  
reelección

Tipo de  
candidatura

Mayoría 
requerida 

en 1ra 
Vuelta

Candidatos 
en 2da vuelta

Período 
intere-
lectivo

Mayo-
ría  en 2da 

vuelta

Coinciden-
cia con  

elecciones 
generales

1978-
1979 5 años No

Fórmula  
con vice-
presidente

Absoluta 2 + 8 
mesesa Relativa Sí  

(en segunda)

1984-
1996 4 años Sí

Fórmula  
con vice-
presidente

Absoluta 2 b Relativa Sí  
(en primera)

1998-
2002 4 años Sí

Fórmula  
con vice-
presidente

Absoluta 2 b Relativa Sí   
(en primera)

2002-
2008 4 años Sí

Fórmula  
con vice-
presidente

>40 y 
dif. de 10 

puntos
2 45 días Relativa Sí 

(en primera)

2008- 4 años Sí
Fórmula  
con vice-
presidente

>40 y 
dif. de 10 

puntos
2 45 días Relativa Sí 

(en segunda)

Fuente: SISPSUB 1978-2014.
Notas:
a Por única vez, en 1979, la elección de legisladores se realizó en la segunda vuelta electoral. 
b La fecha de la segunda vuelta electoral fue cambiada en múltiples ocasiones. En el art. 45 de la Ley de Elecciones de 
1978 se indicaba que la primera vuelta se debía realizar el último domingo de enero y la segunda, el primer domingo 
de mayo. En la reforma de 1987 se mantuvo la fecha de la primera vuelta pero se cambió la fecha de la segunda. 
En 1990 se volvió a reformar y se decidió acortar el período interelectivo ya que la primera vuelta se debía realizar 
el tercer domingo de mayo y la segunda el tercer domingo de junio. En 1991, se volvió a reformar este artículo en 
la fecha de la segunda vuelta, pasándose a elegir el primer domingo de julio. En 2000, se reformó nuevamente y se 
estableció que la primera vuelta se realizara el tercer domingo de octubre mientras que la segunda, el último domingo 
de noviembre de ese año.

Cuadro 5.6. Sistema electoral legislativo y sus reformas

Perío-
do

Principio de 
representación

Fórmula 
electoral

Tipos de 
diputados

Magnitud
cámara

Distritos 
electorales

Estruc-
tura  

de voto

Man-
dato

Posibi-
lidad 

reelección

1978 Proporcional
Cociente 
o residuo 
electoral

Nacionales
Provinciales 69 21 +1

Lista 
cerrada y 
bloqueada

5 No

1983 Proporcional
Cociente 
o residuo 
electoral

Nacionales
Provinciales 71 21 +1

Lista 
cerrada y 
bloqueada

4
2 No

1985 Mayoritario Nacionales
Provinciales 71 21 +1

Lista 
cerrada y 
bloqueada

4
2 No

1986 Proporcional
Cociente 
o residuo 
electoral

Nacionales
Provinciales 71 21 +1

Lista 
cerrada y 
bloqueada

4
2 No

1994 Proporcional
Cociente 
o residuo 
electoral

Nacionales
Provinciales 72 21 +1

Lista 
cerrada y 
bloqueada

4
2 Sí

1996 Proporcional
Cociente 
o residuo 
electoral

Nacionales 
Provinciales 82 21 +1

Lista 
cerrada y 
bloqueada

4
2 Sí

1998 Proporcional 
mixta

Votación 
personali-

zada
Provinciales 121 21+ 1

Personali-
zado,

de listas 
y entre 
listas 

4 Sí

2000 Proporcional D´Hondt Provinciales 100 22 pl.

Personali-
zado,

de listas 
y entre 
listas

4 Sí

2003 Proporcional 
Imperiali 
(corregi-

do)
Provinciales 100 22 pl.

Personali-
zado,

de listas 
y entre 
listas

4 Sí

2006 Proporcional 
Factor 
ponde-

rado
Provinciales 100 22 pl.

Personali-
zado,

de listas 
y entre 
listas

4 Sí

2009 Proporcional D´Hondt
Hare

Nacionales 
Provinciales 124

24 pl. + 1
+ 3 extrate-
rritoriales

Persona-
lizado, 
de listas 
y entre 
listas

4 Sí

2012 Proporcional D´Hondt
Hare

Nacionales 
Provinciales 136

24 pl. + 1
+ 3 extrate-
rritoriales

Persona-
lizado, 
de listas 
y entre 
listas

4 Sí

Fuente: Freidenberg 2014.

Cuadro 5.6. (continuación)
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Capítulo 6 
Elecciones, partidos y 
sistemas de partidos*

El objetivo con estas páginas es profundizar en el conocimiento de las elec-
ciones, los partidos y el sistema de partidos en Ecuador entre 1978 y 2013. 
Las elecciones son instituciones centrales de la democracia. Por elecciones 
se entiende los procesos a partir de los cuales la ciudadanía elige a quienes 
les gobiernan. Las candidaturas son presentadas por grupos políticos que 
pretenden que sus miembros accedan a cargos de representación popular. 
Sin elecciones libres, competitivas y justas resulta muy difícil definir un 
sistema político como democrático. La celebración de elecciones y el modo 
en que estas se desarrollan se convierten en un ejercicio fundamental para 
la convivencia política.

También se estudia el modo en que las candidaturas ecuatorianas 
han participado en dichas elecciones y cómo los actores políticos, en 
particular, los partidos, han competido con la intención de ganar elec-
ciones. Se entiende por partido político “cualquier grupo político que 
se presenta a las elecciones y es capaz por medio de las elecciones de 

* Este capítulo se basa en –y reproduce partes de– los textos de Flavia Freidenberg: “Ecuador” 
(2001); Jama, Caleta y Camello. Las estrategias de Abdalá Bucaram y el PRE para ganar elecciones 
(2003a); “Partidos y Gobiernos en Ecuador 1978-1998. Gobiernos antipartidos y partidos contra 
Gobiernos”(2003b); “El triunfo de la Revolución Ciudadana: mitos, encrucijadas y desafíos del cam-
bio político en Ecuador” (2008d); “La política se fue de fiesta: estrategias electorales, clientelismo 
político y organización informal de partidos a nivel local en Ecuador” (2010a); “Ecuador 2011: Re-
volución Ciudadana, estabilidad presidencial y personalismo político” (2012); “Ecuador 2013: las 
claves del éxito de la revolución ciudadana” (2013); Los cambios del sistema de partidos ecuatoriano 
(1978-2014) (en prensa).
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colocar candidatos para cargos públicos [...]” (Sartori 1992, 90).1 Estos 
grupos políticos son fundamentalmente organizaciones (de diferente 
tamaño, capacidad de adaptación y/o distribución territorial) que bus-
can maximizar sus cuotas de poder, definido como el control de los 
puestos del Gobierno.2

Se observan y se evalúan, además, la evolución y transformación de 
la estructura y la dinámica en cuanto a la competencia del sistema par-
tidista en el período 1978-2012. Si bien todo sistema de partidos puede 
cambiar, ya sea en su formato –estructura– como en su dinámica, dichos 
cambios se manifiestan de al menos dos maneras (Sartori 1992, 320): de 
manera continua, dando cuenta de que los cambios fundamentales pue-
den expresarse constantemente cada vez que haya modificaciones en las 
normas, los procedimientos constitucionales o las prácticas políticas que 
afectan la competencia, o de modo discontinuo, por el derrumbamiento 
del sistema de partidos anterior, a lo que suele denominarse el colapso 
del sistema de partidos.

En este capítulo se da cuenta de los cambios continuos que han cruza-
do de manera permanente al sistema de partidos ecuatoriano desde 1978 
así como también al modo en que, a partir de 2002, el sistema se en-
frenta a su colapso y las organizaciones partidistas tradicionales intentan 
desarrollar (no siempre con éxito) estrategias de adaptación a esas trans-
formaciones, provocando una profunda crisis de representación (Main-
waring, Bejarano y Pizarro 2008). En este sentido, se explora primero la 
manera en que nuevas élites presionaron para ingresar en la competencia 
y convertirse en fuerzas electorales dominantes (algunas con un fuerte 
discurso antisistema) y el modo en que las viejas élites tradicionales coo-

1  Aun cuando esta definición es mínima, presenta ventajas para la investigación empírica, ya 
que es fácilmente observable, se refiere a un dominio particular específico (grupos que compiten 
en elecciones), viaja bien en diferentes contextos, sus límites están bien definidos, no padece de 
ambigüedad ni de vaguedad. Partiendo de esta definición, se considera partidos tanto a los grupos 
que se autodefinen como tales, como a los movimientos políticos que han competido guiados por 
un discurso de rechazo a los partidos pero que, en la práctica, cumplen las funciones de lo que la 
literatura define como un partido.  

2  Esta visión es compartida por autores clásicos como Schattschneider (1942, 35) para quien un 
partido político “es primero que todo una organización que busca obtener el poder. Poder es definido 
aquí como el control del Gobierno” [traducción de la autora]. 

peraron o, en su caso, enfrentaron a los nuevos actores que presionaban 
por incorporarse a la competencia del sistema de partidos.3

Este tipo de estudio contribuye a discutir las presunciones que suelen 
hacerse en sistemas de partidos estables, como los europeos, toda vez que la 
literatura comparada suele excluir de sus análisis a los sistemas con “comu-
nidades políticas fluidas de partidos” ya que consideran que se encuentran 
en una fase de crecimiento muy difusa, volátil y provisional (Sartori 1992, 
333). Por tanto, se trata de explorar el modo en que los partidos trabajan 
y las transformaciones que se dan en sistemas fluidos, de democratización 
reciente, lo cual complejiza aun más el análisis debido a la inestabilidad 
estructural de esos procesos políticos. 

En Ecuador, los líderes, los grupos políticos y la ciudadanía en ge-
neral han considerado, históricamente, que este es un país [no] hecho 
para partidos. El resultado ha sido que a los partidos se intenta quitarles 
constantemente el monopolio de la representación política. La idea del 
expresidente Velasco Ibarra es clara al respecto y ha cruzado la vida po-
lítica ecuatoriana.

Hay, pues, que formar no partidos porque el mundo no está hecho para 
partidos. Hay que formar movimientos. Los partidos son instituciones an-
quilosadas de la etapa burguesa que ya pasó. La hora actual de este siglo 
es la vehemente explosión de los reclamos de las muchedumbres, de los 
reclamos populares, de los reclamos nacionales. Hay que formar grupos, 
movimientos que penetren muy adentro de esta nueva hora en que los 
pueblos y las naciones se expresan y quieren fortificarse. Esto no lo van a 
entender jamás los anquilosados partidos políticos, esos grupos anarqui-
zantes y descentrados que surgen hoy por todas partes [...].4

3  La clasificación de los partidos y sus estrategias como antisistema no supone juicios de corte 
normativo. Por el contrario, se retoma la definición de Sartori (1992, 166) que sugiere que “un partido 
es antisistema siempre que socava la legitimidad del régimen al que se opone” y su oposición no es una 
“oposición por cuestiones concretas sino una oposición por principio”. Así, “una oposición antisistema 
actúa conforme a un sistema de creencias que no comparte los valores del orden político dentro del 
cual actúa”.

4  Ejemplo de ello ha sido la declaración del expresidente de la república, José María Velasco Ibarra, 
publicada en el periódico El Comercio el 23 de marzo de 1963, citado en Hurtado ([1977] 1999, 223).
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La tensión entre partidos y movimientos independientes ha cruza-
do el funcionamiento del sistema de partidos, lo que ha contribuido a 
definirlo como uno de los menos institucionalizados de América La-
tina (Mainwaring y Scully 1995). Dicho sistema se ha caracterizado 
por: la dificultad de las agrupaciones para articular intereses diversos; 
la desconfianza de los electores hacia los políticos y las instituciones; la 
ausencia de raíces y lazos fuertes entre ellos; el funcionamiento en tor-
no a personalidades más que a programas; el desinterés por contar con 
burocracias profesionales eficientes, la deslealtad de los militantes hacia 
sus dirigencias; la tendencia a producir consensos de carácter pendular 
(Conaghan 1995; Mejía 1996; Pachano 2007a; Sánchez 2008; Freiden-
berg 2008a).5

Salvo algunas excepciones, los partidos apostaron poco por estructu-
rar organizaciones autónomas de liderazgos carismáticos, por participar 
en procesos competitivos para seleccionar candidatos, por invertir en la 
capacitación de sus militantes o por definir propuestas programáticas que 
guiaran luego su acción de gobierno. Estas agrupaciones han funcionado 
como camarillas de dirigentes, vinculados entre sí por lazos de paren-
tesco y redes clientelares, y han tenido dificultades para ejercer como 
estructuras de intermediación funcional y como agentes de integración 
territorial. 

Los políticos han empleado la organización informal de sus partidos 
como una estrategia de supervivencia electoral (Freidenberg y Levitsky 
2007). En términos generales, los partidos no han logrado integrar las co-
munidades locales a las nacionales, ya que no han podido articular a los 
grupos por encima de sus diferencias latentes y manifiestas –los denomi-
nados clivajes– que los enfrentan en la competencia política e incluso en la 
sociedad. Diversas líneas de tensión se yuxtaponen y condicionan la mane-
ra en que se da la competencia: la ideológica, la antipartido tradicional, la 
regional o la étnica (Freidenberg 2014). 

5  En estos tipos de sistemas, las agrupaciones partidistas tienen dificultades para vincularse 
con la ciudadanía; no cuentan con raíces fuertes y permanentes en el electorado ni funcionan sobre 
la base de reglas y estructuras razonablemente estables y la ciudadanía manifiesta rechazo hacia las 
instituciones partidistas y las elecciones como mecanismo para decidir quién gobierna (Mainwaring 
y Scully 1995, 19). 

Se ha estructurado el capítulo de la siguiente manera. Primero, se estu-
dian las características de las elecciones celebradas en Ecuador desde 1978; 
se ofrece un análisis del calendario electoral y la participación ciudadana. 
Segundo, se describe la estructura y la dinámica de la competencia del 
sistema partidista en dos etapas: a) desde la formación del Estado hasta la 
década de 1970 y b) desde la reinstauración democrática en 1978 hasta 
2013. Tercero, se exploran diferentes divisiones sociales, con la intención 
de establecer cuáles son las fracturas vigentes y también se describen una 
serie de características sistémicas del período analizado, para conocer el 
modo en que se compite (fragmentación, concentración, volatilidad elec-
toral agregada, margen de victoria). El capítulo termina con una evalua-
ción de las transformaciones experimentadas por el sistema de partidos en 
el período 1978 a 2012, con la intención de explorar los niveles de cambio 
(continuidad y colapso), las razones que llevaron al colapso y a su resurrec-
ción en otro tipo de sistema (cuadro 6.1). 

Elecciones: el calendario electoral

Desde el 16 de julio de 1978, cuando se llevaron a cabo las primeras eleccio-
nes competitivas postransición, la historia política-electoral ecuatoriana ha 
sido intensa y variada. Se han convocado nueve elecciones presidenciales, sie-
te para diputados nacionales y doce para elegir diputados provinciales, doce 
para consejeros provinciales, siete para alcaldes y doce para concejales muni-
cipales, ocho consultas populares y dos elecciones para asambleas constitu-
yentes. En los comicios seccionales (locales) de 2000, además, se reglamentó 
la figura de las juntas parroquiales rurales, prevista en el texto constitucional 
de 1998, transformándose dichas entidades en la menor instancia de poder 
local del sistema político ecuatoriano. La mayor parte de los procesos electo-
rales se han caracterizado por ser limpios, libres y competitivos, con ausencia 
de graves denuncias de fraude y con la aceptación de los resultados por los 
diversos actores que competían. 

Ahora bien, el período también ha estado cruzado por una gran inesta-
bilidad del régimen político. Esto se debe al cambio constante de las reglas 
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de juego y del sistema electoral6 y también a las rupturas institucionales 
dadas por tres golpes de Estado, que hicieron que tres presidentes elegidos 
constitucionalmente no terminaran sus mandatos.7

La evolución del sistema de partidos ecuatoriano, desde 1978, pue-
de ser observada, en términos analíticos, en dos etapas según los tipos de 
cambios que se dieron en relación con su formato y su dinámica. La pri-
mera etapa ha estado caracterizada por cambios más bien continuos, entre 
1978 y 2002, provocados por las constantes modificaciones en las normas, 
los procedimientos constitucionales o las prácticas políticas que afectan la 
competencia.8 La segunda fase, a partir de 2002, se dio con el triunfo elec-
toral de nuevos partidos que aglutinaban independientes, surgidos desde 
los márgenes del sistema vigente y con un fuerte rechazo de la ciudadanía 
al sistema, que se manifestó en el éxito electoral del voto nulo en las elec-
ciones legislativas de ese año. 

El punto crucial de esta segunda etapa son las elecciones críticas de 2006. 
Cambiaron la estructura y la dinámica de la competencia; además, supusie-
ron un parte aguas en la evolución del sistema de partidos. El Movimiento 
Alianza Pais9 ganó los comicios del año indicado. Lo que ha sido denomina-
do la revolución ciudadana es un movimiento político que aglutina a grupos 
con intereses diversos que rechazan de manera frontal la partidocracia, e im-
pulsan desde la izquierda un cambio radical del sistema político vigente. Las 
seis elecciones siguientes: tres referéndum (2007, 2008, 2011), una asamblea 
constituyente (2007) y dos elecciones generales (2009, 2013) han ratificado 
el mayoritario apoyo ciudadano hacia este partido político. 

6  Ver el capítulo 5 de este libro que trata sobre el sistema electoral.
7  El roldosista Abdalá Bucaram en febrero de 1997, el demócrata popular Jamil Mahuad en enero 

de 2000 y el excoronel golpista Lucio Gutiérrez en abril de 2005 fueron obligados a abandonar la 
presidencia de la república en diversas circunstancias.

8  Un cambio importante de esta fase que impactó sobre la competencia política se dio en 1996, 
cuando surge un nuevo partido, el MUPP-NP, que buscaba representar una amalgama de intereses 
diversos (étnicos, sindicales, ambientalistas, defensores de derechos de tercera generación, entre otros) 
y que supone la primera participación del movimiento indígena organizado en las elecciones generales. 

9  Alianza Pais estaba integrada por Movimiento Patria Altiva i Soberana (Movimiento Pais), Jubi-
leo 2002, Iniciativa Ciudadana, Movimiento Bolivariano Alfarista (MBA) y Acción Democrática Na-
cional (ADN), en alianza con el Partido Socialista-Frente Amplio (PS-FA) y con el apoyo de múltiples 
movimientos provinciales, intelectuales de izquierda y militantes de derechos humanos. 

Cuadro 6.1. Calendario electoral ecuatoriano

Año Presiden-
cial

Diputados 
Nacionales

Diputados 
Provin-
ciales

Prefectos Consejeros
Provinciales Alcaldes Concejales 

Municipales

Juntas
Parroquia-

les

Primera 
Vuelta

Segunda 
Vuelta 

1978 16 julio 16 julio 16 julio 16 julio1 16 julio

1979 29 abril 29 abril 29 abril

1980 7 diciembre 7 diciembre

1984 29 enero 6 mayo 29 enero 29 enero 29 enero 29 enero 29 enero1 29 enero

1986 1 junio 1 junio 1 junio

1988 31 enero 8 mayo 31 enero 31 enero 31 enero 31 enero 31 enero2 31 enero

1990 17 junio 17 junio 17 junio

1992 17 mayo 17 mayo 17 mayo 17 mayo 17 mayo 17 mayo 17 mayo2 17 mayo 

1994 1 mayo

1995

1996 19 mayo 7 julio 19 mayo 19 mayo 19 mayo 19 mayo 19 mayo 19 mayo

1997

1998 31 mayo 12 julio 31 mayo 31 mayo

2000 21 mayo 21 mayo 21 mayo 21 mayo 21 mayo

2002 20 octubre 24 noviembre 20 octubre 20 octubre 20 octubre 20 octubre

2004 17 octubre 17 octubre 17 octubre 17 octubre 17 octubre

2006 30 octubre 26 noviembre 30 octubre 30 octubre 30 octubre

2007

2008

2009 26 abril3 26 abril 26 abril 26 abril 26 abril 26 abril 26 abril 14 junio

2013 17 febrero4 7 abril 7 abril 7 abril 

2014 24 febrero 24 febrero 24 febrero 24 febrero 24 febrero

Nota: 
1 Convocatorias generales.
2 Se eligieron solo alcaldes de capitales de provincia. 
3 En las elecciones de 2009, no se llevó a cabo la segunda vuelta (aunque estaba prevista para el 14 de junio). A partir de esa elección, 
se eligieron concejales municipales urbanos y rurales, y los diputados pasaron a llamarse asambleístas (incorporándose la antigua 
fórmula de elegir legisladores en distrito nacional y en distrito provincial). 
4 A partir de 2013 se eligió de manera coincidente en la primera vuelta presidencial a las autoridades de los gobiernos autónomos 
descentralizados. 
Fuente: Freidenberg 2014.
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Elecciones: la participación de la ciudadanía

En las últimas décadas, el padrón electoral ecuatoriano ha crecido de 
manera significativa. Un cambio sustantivo en las reglas de juego que 
amplió el universo electoral fue la aprobación, junto al voto obligatorio 
para los mayores de 18 años, del voto facultativo para los analfabetos en 
la Constitución de 1978. El cambio afectó la composición del electorado 
ya que supuso la posibilidad de participación activa de aquellos que no 
hablaban castellano sino lenguas nativas. Si en 1978-1979 votaron un 
poco más de dos millones setecientas mil personas, en 2010 el registro 
superaba los diez millones. El crecimiento refleja la participación de nue-
vos grupos y supuso la inclusión de demandas y temas ausentes hasta el 
momento. Por ejemplo, se han incorporado las demandas étnicas, de 
género y medioambientales. Asimismo, a partir de la Constitución de 
2008, se incorporó el voto a partir de los 16 años de edad y desde las 
elecciones de 2009 se facilitó también el voto de ciudadanos ecuatoria-
nos en el extranjero. 

Cuadro 6.2. Variación de la participación electoral en los comicios presidenciales

Año de la elección 1° Vuelta 2° Vuelta Diferencia entre la primera 
y la segunda vuelta

1978-1979 72,7% - -

1984 48,3% (M) 51,7% (H) - -

1988 77,72% 77,26% 0,46 menos en la segunda

1992 71,11% 73,1% 1,99 más en la segunda

1996 68,66% 72,48% 3,82 más en la segunda

1998 64,16% 70,13% 5,97 más en la segunda

2002 65% 71% 7 más en la segunda

2006 72% 76% 4 más en la segunda

2009 75,28% - -

2013 81,08% - -

Fuente: TSE (1997a; 1997b; 1990; 2000). Para 2002: http://www.observatorioelectoral.org/informes/documentos/ 
?id=1&page=3
Notas: No hay datos de participación para la segunda vuelta de 1979 y de 1984. En 2009 y en 2013, no hubo segunda 
vuelta.

Entre las características más importantes del sistema electoral ecuatoriano 
está la obligatoriedad del voto, lo que ha incidido sobre la participación de 
la ciudadanía desde los primeros comicios; la media de participación ha es-
tado cerca de los setenta puntos porcentuales para todo el período. Resulta 
interesante que mientras en 1979 concurrió a las urnas el 72,7% del padrón 
electoral para elegir presidente, o el 77,7% en 1988, a partir de los comi-
cios siguientes hubo una disminución cada vez mayor de la participación, 
llegando en 1998 al 64,16%. A partir de 2006, la participación volvió a los 
niveles de 1979, esto es, el 72% y, cuatro años después, llegó al 75,28%. La 
diferencia se dio en la elección de 2013 que fue el proceso electoral en el que 
más ecuatorianos han participado desde 1978 (81%, según datos del CNE). 

En las elecciones presidenciales, la diferencia entre la primera y se-
gunda vuelta ha mantenido su tendencia histórica: a la segunda acude 
un mayor número de votantes que a la primera; en la elección de 2002 la 
diferencia fue mayor (5,97 puntos porcentuales) (cuadro 6.2). El absten-
cionismo, es decir, la población empadronada que no concurre a las ur-
nas, se ha mantenido estable en todo el período. Esto ha ocurrido a pesar 
de la fuerte sanción por no participar: se exige la certificación de votación 
para realizar diversas gestiones ante el Estado o, simplemente, para poder 
viajar al extranjero.

El sistema de partidos: liberales versus conservadores 
del siglo XIX a 1978-1979 

Desde fines del siglo XIX y durante gran parte del siglo XX, los sistemas 
de partidos en casi toda América Latina giraban en torno a dos: liberales 
y conservadores. Los liberales defendían el federalismo, estaban en contra 
del poder que ejercía la Iglesia católica sobre el Estado y propugnaban el 
libre comercio (por lo menos teóricamente). Los conservadores defendían 
el centralismo, las prerrogativas económicas y sociales de la Iglesia por en-
cima del Estado y las demandas de los terratenientes (Dix 1989, 24). Si 
bien la competencia entre liberales y conservadores también predominó 
en Ecuador, lo que permitiría referirse a un sistema de corte bipartidista 
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(Ayala 1989), hubo momentos en los que se manifestó cierta tendencia a 
un sistema de partido hegemónico. 

Aunque había dos partidos en liza, solo uno –el Partido Liberal Na-
cional (PLN)– controlaba todo el poder: no había alternancia, ni incerti-
dumbre sobre los resultados, ni competitividad entre las fuerzas políticas. 
El PLN, surgido en 1890, controlaba el aparato del Estado, excluyendo 
en la práctica al conservadurismo del proceso de toma de decisiones. 
De 1895 a 1925mantuvo el poder absoluto. Tras la Revolución Liberal, 
todos los presidentes fueron de ese color político. El PCE fue excluido 
a través de dos mecanismos: se limitó su participación en la función 
legislativa y se aseguró la hegemonía liberal a través del fraude electoral 
(Ayala 1989). 

La situación comenzó a cambiar a partir de 1925, tras la celebración 
de una asamblea nacional de simpatizantes en la que se reconstituyó al 
PCE bajo una nueva dimensión organizativa e ideológica. Desde la década 
de 1930, la oferta de partidos se incrementó, producto de varios factores: 
la movilización de sectores rurales que migraron a las ciudades (Hurtado 
[1977] 1999), el agotamiento del sistema hacendatario, la emergencia 
de múltiples tendencias desde el interior de los dos grandes partidos; la 
superación de la fractura clericalismo-anticlericalismo al separar lo religioso 
de lo político; los cambios mundiales de la Iglesia católica y la influencia 
de estos en el discurso del PCE; la desactualización programática del PLN 
(Hurtado [1977] 1999, 207-208). 

Los cambios impactaron en ese bipartidismo atípico, al punto que 
se tradujo en la estructuración de un “sistema multipartidista limitado”, 
por emplear las categorías de Sartori (1992). Había cabida en el sistema 
para fuerzas de izquierda, derecha y populista, que se mantuvieron incluso 
cuando dentro de cada una había múltiples expresiones partidistas. Entre 
1925 y 1978 se formaron cincuenta y cuatro partidos y treinta y cuatro 
movimientos políticos, de los cuales la mayor parte desapareció de la esce-
na política ecuatoriana. 

En 1926 se creó el PSE para representar a las clases medias y los sectores 
profesionales; se convirtió en el adalid de la tendencia centro-izquierdista. 
Seguidamente, emergió el velasquismo, un movimiento político que lideró 

la tendencia populista, que nunca se convirtió en un partido propiamente 
dicho y que durante décadas estuvo bajo la conducción de José María Ve-
lasco Ibarra, candidato en seis campañas electorales y elegido presidente de 
la república en cinco. En 1942, desde la derecha, se creó Acción Revolu-
cionaria Nacionalista Ecuatoriana (ARNE), tras la fundación, por grupos 
estudiantiles de las Compañías Organizadas Nacionales de Ofensiva Revo-
lucionaria (CONDOR), con ideas falangistas y fascistas. En 1949 surgió 
una nueva formación populista, la CFP, bajo el liderazgo de Carlos Gue-
vara Moreno, que pretendía representar los valores autóctonos, populares, 
republicanos, progresistas, anticaciquiles y antifeudales del ser ecuatoriano. 

En 1951, bajo el lema “Patria Libre, Sociedad Justa”, comenzó su ac-
tuación política el Movimiento Social Cristiano (MSC), que se transfor-
mó en 1956 en el PSC. El partido fue fundado para representar las ideas 
de la Democracia Cristiana, bajo el liderazgo de Camilo Ponce Enríquez, 
elegido presidencia de la república ese año.10 En sus inicios, el MSC no 
logró superar a un pequeño círculo de fundadores y su presencia quedó 
reducida a la ciudad de Quito (Hurtado [1977] 1999, 210, nota 30); seis 
años después, junto a otros grupos de derecha (PCE, ARNE y un sector del 
velasquismo), apoyó la fórmula que triunfó en las elecciones presidenciales 
bajo el nombre de Alianza Popular (Ayala 1989, 59), que obtuvo 178 424 
votos frente a los 175 378 de su principal contendiente, el liberal Raúl 
Clemente Huerta.11

10  Camilo Ponce Enríquez ya había participado en la Unión Nacional (UN) (1941) para desde ahí 
hacer una oposición activa contra los liberales. Organizó la Alianza Democrática Ecuatoriana (ADE) 
que en 1944 preparó y llevó a cabo la revolución que derrocó al liberal Arroyo del Río. Fue uno de 
los cinco miembros del buró político de la ADE que se hizo cargo del poder tras el derrocamiento 
del presidente constitucional y organizó la entrega del gobierno a José María Velasco Ibarra. En 1946 
Ponce Enríquez fue cofundador del Partido Demócrata Nacional (PDN) que rápidamente desapare-
ció. Finalmente, en 1952, ejerció como ministro de Gobierno de la tercera administración velasquista.

11  Como sostiene un antiguo dirigente socialcristiano: “En sus orígenes [el PSC] era aristocrati-
zante. Los miembros eran hacendados, guardaban las tradiciones del viejo orden confesional del país, 
tenían relaciones muy abiertas y francas con la Iglesia, antilaicos, anticomunistas y antimarxistas. Eran 
solidarios con la Doctrina Social de la Iglesia, según la interpretación que ellos querían darle, pero el 
concepto que tenían de la democracia era bastante restringido. Una participación popular en la medida 
en que no significara plantear desorden o una crítica igualmente a aquellas demandas de participación 
dentro de los órganos del Estado. Y más aun un fenómeno que se veía muy claro era que en el interior 
del partido no había una verdadera democracia, una representación democrática de los sectores de 
base”. Entrevista 17 en Freidenberg y Alcántara (2001a).
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Si bien el PSC surgió a la sombra del PCE en cuanto a la religión 
se posicionó de manera diferente respecto a los principios económicos, 
políticos y sociales que aquel defendía. Su emergencia abonó la crisis del 
bipartidismo conservador-liberal que había regido en el país hasta ese mo-
mento, rompiendo el tradicional clivaje clericalismo-anticlericalismo y re-
dibujando el escenario político con base en la necesidad de desvincular lo 
religioso de lo político (Hurtado [1977] 1999, 209). El primer triunfo del 
movimiento fue lograr que los partidos de derecha se aliaran en una única 
fórmula electoral y, al mismo tiempo, posibilitaran la expansión territorial 
de la estructura partidista. 

En las décadas de 1960 y 1970, la izquierda se encontraba amplia-
mente fragmentada. En 1963 se formó Liberación Popular (LP), con la 
participación de profesionales jóvenes que habían militado en organiza-
ciones juveniles y estudiantiles pero pronto se alió con el velasquismo y, 
para 1972, ya había desaparecido (Hurtado [1977] 1999, 252). En 1964 
se creóla DC, al unirse grupos de Guayaquil, Quito, Cuenca y Loja, y 
con una importante representación de la Juventud Social Cristiana. En 
1970 surgió la ID, producto de la confluencia entre el PL y su tradi-
cional adversario, el velasquismo. El Movimiento Segunda Independen-
cia (MSI) apareció en 1975, fundado por exmilitantes de los partidos 
marxistas. Todos ellos eran democráticos, partidarios de emplear la vía 
electoral antes que la lucha armada y abanderaban el reformismo radical 
(Hurtado [1977] 1999, 253). 

El sistema de partidos: la oferta partidista desde 1978-1979

Entre el golpe de Estado de 1972 y la reinstauración democrática en 
1978/1979, se reprodujo el sistema de partidos anterior a la quiebra de la 
democracia en la década de 1970. Este proceso se dio bajo el dominio del 
PLRE, del PCE y de la CFP, siguiendo una pauta similar a la de otros siste-
mas de partidos latinoamericanos (Alcántara y Freidenberg 2001, 21). En 
la propia transición, dirigentes de nuevas fuerzas políticas, como Osvaldo 
Hurtado de la DC o Rodrigo Borja de la ID, tuvieron un papel clave en 

la negociación de las reglas de juego que se implementarían en la naciente 
democracia.12 Una vez instaurada la democracia, rápidamente emergieron 
otras fuerzas políticas como las que surgieron en el interior de la tendencia 
populista u otras escisiones de partidos ya existentes.13

La estructura de la competencia entre partidos desde 1978 hasta 2006 
ha sido de corte multipartidista extremo, con representación de las dife-
rentes tendencias ideológicas, altos niveles de fragmentación y una gran 
fluidez de la oferta partidista. En este sistema compitieron al menos cinco 
o seis partidos efectivos, cuya fuerza electoral y capacidad de coalición o de 
chantaje los colocaban en competencia a unos con otros. Además, experi-
mentaron dificultades para construir consensos, altos niveles de polariza-
ción ideológica y la presencia de movimientos políticos de tipo antisistema 
que presionaban contra la legitimidad y estabilidad de las instituciones 
poliárquicas (Freidenberg 2008a). 

Estas características llevaron al fracaso de la Ley de Partidos de 1978, 
norma que no consiguió reducir el número de partidos ni tampoco dismi-
nuir la inestabilidad del sistema político. La presencia de grupos políticos 
que competían como oposiciones bilaterales desleales y que se movían por 
mecanismos patrimonialistas o clientelares, aliados para generar acuerdos 
puntuales pero estructuralmente incapaces para cooperar en torno a temas 
claves para la gobernabilidad democrática, fue una característica sustantiva 
del sistema político ecuatoriano (Mejía 1996; Pachano 2007a; Sánchez 
2008). La indisciplina partidista y una fuerte tendencia al transfuguismo o 
‘cambio de camisetas’ (CORDES 1999) revelaron la presencia de políticos 
desleales, que cambiaban constantemente de partido, generando inesta-
bilidad en la conformación de los bloques legislativos y favoreciendo el 
intercambio particularista de los apoyos para la conformación de ‘mayorías 
móviles’.14

12  Aun cuando los militares no autorizaron la creación de la DC y Hurtado debió participar en la 
elección presidencial de 1978 con el aval de CFP. Ver el capítulo 1 sobre la transición a la democracia. 

13  Los partidos PCD, PRE y el Partido Assad Bucaram (PAB) son algunos ejemplos.
14  Sobre la configuración de “mayorías móviles”, ver los estudios de CORDES (1999), Mejía 

(2002), Pachano (2007a), Sánchez (2008), Machado y Mejía (2008) y Polga-Hecimovich y Mejía 
(2011).  
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La oferta partidista era fluida, sustentada en las tendencias ideológi-
cas que ya habían predominado en décadas anteriores (León 1994; Cona-
ghan 1995, 437; Mejía 1996, 145). A partir de 1996, beneficiados por las 
modificaciones en el sistema electoral, que dieron pautas para una mayor 
libertad en la presentación de candidaturas independientes y por la auto-
rización de celebrar alianzas, el sistema fue cambiando. La creación del 
MUPP-NP, para articular el movimiento indígena y otros movimientos 
sociales, fue un síntoma claro de que la izquierda se estaba renovando y 
que nuevos grupos estaban buscando un espacio en el sistema de partidos 
(Freidenberg 2001; Barrera 2001).

El PRIAN, creado por el millonario Álvaro Noboa Pontón en 2001, 
y el PSP, bajo el liderazgo de Lucio Gutiérrez, comenzaron a configurarse 
como nuevas fuerzas en las elecciones de 2002, cuando se manifestaron 
una serie de cambios de mayor envergadura tanto en la estructura como 
en la dinámica del sistema de partidos. La elección de un outsider como 
Lucio Gutiérrez, en 2002, y el mayoritario voto nulo en las legislativas 
de ese año fueron síntomas del hartazgo ciudadano con la clase política y 
la partidocracia. Resulta interesante destacar que en ese contexto crítico, 
los partidos tradicionales no parecían estar dispuestos a llevar adelan-
te profundas transformaciones en el modo de hacer política, renovarse 
ideológicamente o generar muchos cambios en sus prácticas clientelares 
y nepotistas.15

En octubre y noviembre de 2006 se celebraron elecciones bajo un con-
texto de fuerte crítica al sistema político. La revolución ciudadana que 
propuso el Movimiento Patria Altiva i Soberana (Movimiento Pais) fue 
ampliamente legitimada con el triunfo en la segunda vuelta electoral del 
binomio presidencial integrado por Rafael Correa y Lenin Moreno. El 

15  El triunfo de Gutiérrez fue también el de la ‘cholocracia populista’, formado bajo el discurso de 
la revancha, por comerciantes informales, campesinos pobres, subempleados, excluidos e incluso mili-
tares que no habían conseguido cubrir sus expectativas. La estrategia clientelar fue diseñada durante el 
Gobierno de Gutiérrez (2003-2005), a través del Frente Social con el programa “Aliméntate Ecuador”, 
que consistió en entrega arroz, fideos, aceite, azúcar y conservas a las comunidades más pobres y aten-
ción especial a la Amazonia, región de donde los Gutiérrez son originarios. Algo similar ha ocurrido en 
la campaña electoral y la gestión gubernamental de Movimiento Pais, ya sea al viabilizar la Asamblea 
Constituyente o en las negociaciones para armar la coalición legislativa conocida como el ‘congreso de 
los manteles’ en febrero/marzo de 2007 (Basabe 2009, 386). 

lema “que se vayan todos”, contra la clase política tradicional (PSC, ID, 
PRE, entre otros), caló hondo en un electorado que estaba deseoso de un 
cambio. Correa supo encarnar ese deseo. La estrategia de no presentar listas 
de diputados lo colocó al margen de los ‘mismos de siempre’, aun cuando 
algunos de los dirigentes que le acompañaron en la campaña y que lue-
go han asumido puestos en su Gobierno contaran con sendas trayectorias 
político-partidistas.16

Cuadro 6.3. Apoyos hacia Rafael Correa y Movimiento Pais

Año de la elección Tipo de elección Apoyo para Movimiento Pais

2006 (octubre) Elección general (primera 
vuelta, presidente) 22,84%

2006 (noviembre) Elección general (segunda 
vuelta, presidente) 56,67

2007 (abril) Consulta Popular 82%

2007 (septiembre) Elecciones Asamblea  
Constituyente

73 de 130 asambleístas 
80 con alianzas 

2008 (octubre) Referéndum Constituyente 63,93%

2009 (abril) Elección General (primera 
vuelta) 51,99%

2011 (mayo) Consulta Popular
Todas las respuestas SÍ más de 
50% de apoyo a cada una de 

las 10 preguntas 

2013 (febrero) Elección General (primera 
vuelta, Presidente) 57,17%

Fuente: TSE (1997a; 1997b; 1990; 2000).

16  Entre estos dirigentes y candidatos con trayectoria se encuentran: Trajano Andrade (Manabí), 
exdiputado de la ID y subsecretario de Educación de Rodrigo Borja; Virgilio Hernández (Pichincha), 
subsecretario del Gobierno de Lucio Gutiérrez; Gustavo Larrea (Pichincha), subsecretario del Go-
bierno de Abdalá Bucaram; Aminta Buenaño, funcionaria del Municipio de Guayaquil; Raúl Patiño, 
exdiputado socialista y exministro del Gobierno de Gustavo Noboa. 
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Su propuesta fue articulada en torno a dos elementos: a) la configuración 
de los partidos como su ‘otro’ antagónico, lo que ha caracterizado los dis-
cursos de corte populista clásico, y b) la propuesta de una profunda refor-
ma política a través de una asamblea constituyente y una nueva constitu-
ción. El 15 de abril de 2007 se llevó a cabo la elección para decidir si se 
realizaba una asamblea constituyente: más del 80% de la ciudadanía apoyó 
al presidente. Meses después, el 30 de septiembre de 2007, se celebró lo 
que fue denominado la ‘madre de todas las batallas’,17 en las que Acuerdo 
Pais y otros movimientos políticos cercanos a Correa consiguieron cerca 
de 80 de los 130 escaños de la Asamblea Constituyente, lo que le permitió 
controlar el debate y el texto final de la nueva Constitución.18 Finalmente, 
el 26 de abril de 2009, se celebraron nuevas elecciones generales y Rafael 
Correa fue ampliamente legitimado para gobernar por cuatro años más 
(cuadro 6.3). 

Con las elecciones de 2009 se cerró otra etapa de la revolución ciuda-
dana, en la que un presidente volvía a controlar un significativo bloque 
en la asamblea legislativa. Este triunfo provocó otra novedad: por primera 
vez la misma formación política consiguió ganar siete elecciones seguidas 
(dos generales y cuatro consultas populares). Así, consolidó el apoyo a un 
conjunto de ideas defendidas por esta tendencia. Por primera vez desde 
la reinstauración democrática, un presidente ganaba en la primera vuelta, 
con una importante diferencia de votos respecto al segundo candidato más 
votado (23,57% más). Además, controlaba un significativo bloque en la 
asamblea legislativa ante un vacío opositor. Así evidenció una nueva es-
tructura y dinámica del sistema de partidos. Esta situación se repitió en la 
elección presidencial de 2013, cuando Correa consiguió más del 50% de 
los votos: se alzó con la mayoría absoluta en la primera vuelta, controlando 
la asamblea legislativa y generando la nacionalización del comportamiento 
electoral a favor de su movimiento (Polga-Hecimovich 2014). 

17  La “madre de todas las batallas” es la manera en que Correa definió la elección para integrar la 
Asamblea Constituyente: “Ahorita lo más importante es ganar la Asamblea. Es la madre de todas las 
batallas. Depende de ustedes”. Publicado en El Universo, 17 de junio de 2007. http://www.eluniverso.
com/2007/06/17/0001. 

18  Se presentaron 3 435 candidaturas para cien escaños provinciales, 624 para veinticuatro nacio-
nales y sesenta y seis para los seis correspondientes a los ecuatorianos en el exterior.

Los ejes que cruzan la competencia electoral en el sistema de partidos

Existe una extensa y variada literatura sobre las fracturas sociopolíticas 
en torno a las cuales se enfrentan los grupos en un sistema de parti-
dos.19 Mientras esta discusión es para la política comparada, no ha sido 
extensamente pensada para los procesos latinoamericanos, con algunas 
interesantes excepciones.20 Desde este enfoque, se analiza el origen y la 
transformación de los sistemas de partidos a partir de los contrastes y di-
visiones que se dan en una comunidad nacional en los primeros momen-
tos de expansión del sufragio y que luego quedan congelados (freezing 
party system) (Lipset y Rokkan 1967), estructurando la competencia in-
terpartidista. 

Desde esta visión, los partidos actúan como alianzas en conflicto sobre 
políticas y fidelidades a valores dentro de un cuerpo político más amplio. 
Al intentar superar esos conflictos, buscan que la ciudadanía se alíe por 
encima de los enfrentamientos que generan esas líneas de tensión. Estas 
pueden ser tanto de carácter sociocultural (clase, etnia, región o credo) 
como estrictamente políticas, donde la pertenencia a un determinado gru-
po se define en términos de ‘nosotros frente a ellos’. Así, los partidos se 
comportan simultáneamente como agentes de conflicto y movilización 
mientras integran comunidades locales en una nación o en una federación 
más amplia. 

Ecuador es un buen caso de estudio para pensar la manera en que 
las fracturas sociales se traducen en comportamientos y organizaciones 
políticas en sociedades que se están modernizando. Precisamente, entre 
los fenómenos que generan la modernización está la incorporación de 

19  La literatura presenta tres tipos de explicaciones respecto a la formación de los sistemas de par-
tidos y la emergencia de nuevos partidos. Un enfoque es el institucional, predominante en la ciencia 
política a partir de la década de 1980, que apela a los cambios institucionales como una manera de 
corregir la disfuncionalidad de los sistemas de partidos. Otra posición es la cultural que aboga por los 
cambios culturales y de valores en las sociedades posindustriales y, finalmente, la sociológica, que se ha 
empleado principalmente para explicar la formación de las comunidades nacionales europeas (Daalder 
1990; Lipset y Rokkan 1967; Bartolini y Mair 1990; Mair 1996). 

20  Para más sobre cómo los sociólogos analizan la formación de los sistemas de partidos latinoa-
mericanos, ver los trabajos de Dix (1989), Yashar (1998), Van Cott (1999).
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los grupos que no se encuentran incluidos en el sistema político.21 Esto 
significa pensar que en algunos países, donde el Estado y la nación con-
tinúan redefiniéndose, las divisiones sociales son dinámicas. Existen sec-
tores que originariamente no fueron tomados en cuenta como parte del 
Estado o lo nacional, a pesar de formar parte de lo social. Una división 
social puede pasar mucho tiempo sin manifestarse en la escena política 
pero eso no significa que la tensión estructural no exista. Si bien al for-
mar la comunidad nacional algunas líneas de conflicto no estuvieron pre-
sentes, este es un excelente ejemplo de cómo se pueden manifestar más 
tarde. Esta posibilidad relativiza la visión de Lipset y Rokkan (1967), 
respecto a que los sistemas de partidos se mantienen congelados (Yashar 
1998; Van Cott 1999). 

Si bien no todos los ejes actúan de manera similar en cada elección y que 
aun falta mucha más investigación sobre el funcionamiento de estas divi-
siones en Ecuador, este ejercicio resulta importante al analizar los conflictos 
que enfrentan a grupos, en el sentido de lo expuesto por Inglehart (1984), 
en cuanto a ‘polos estables de polarización del conflicto’. Por tanto, aquí se 
sostiene que la competencia partidista en Ecuador se articula en torno a la 
yuxtaposición de al menos cuatro ejes que dividen a los grupos sociales y que 
se manifiestan de manera diversa (así como también en momentos distintos) 
en el sistema de partidos: la ideología, la pertenencia regional, la etnia y 
la posición a favor de los partidos tradicionales versus su rechazo (política 
antipartidos). A continuación se explora cada eje y el modo en que se ha 
articulado la competencia del sistema de partidos en torno a ellos. 

La ideología como un eje de división de la competencia interpartidista 

La competencia partidarista puede organizarse en torno al eje ideológico 
(Downs 1957). ‘Izquierda’ y ‘derecha’ funcionan como etiquetas heurís-
ticas, como atajos cognitivos, mediante los cuales votantes y élites polí-
ticas organizan información sobre la política (Downs 1957) y con ello se 

21  Huntington ([1972] 1997, 349) sostiene que es la modernización la que “crea y conlleva a la con-
ciencia y actividad política a grupos sociales o económicos [...] que se encontraban fuera de la esfera política”.

posicionan en diferentes ejes en torno a los cuales compiten (Alcántara 
2006). Los análisis realizados para el caso ecuatoriano muestran que el eje 
izquierda-derecha ayuda a ordenar el universo partidista (Mateos y Alcán-
tara 1997; Freidenberg 2006; Alcántara 2006): los políticos se ubican en 
los diferentes puntos de la escala, consiguen identificar el posicionamiento 
de sus agrupaciones y líderes así como el de otros partidos, y sus propuestas 
y políticas giran en torno a posiciones ideológicas (Freidenberg 2000a). 
Esto sigue vigente aun cuando no siempre es el único eje que determina el 
comportamiento, cuando estos posicionamientos conviven con patrones 
clientelares y corporativistas de comportamiento político.

Una manera de observar cómo funciona el eje ideológico es a partir 
de la distancia entre los posicionamientos de los políticos, y también su 
superposición, en un sistema de partidos. Esta medida, desarrollada por 
Sartori (1992), ayuda a comprender cuán lejos se encuentran los actores 
en el espacio político y permite entender cómo funciona la competencia 
del sistema de partidos. Con ello se presume que a mayor distancia entre 
los posicionamientos de los políticos, y cuanto menor superposición ideo-
lógica entre ellos, habrá mayor polarización del sistema.

Al analizar la ubicación ideológica que hacen los políticos ecuatoria-
nos de sí mismos en la escala de izquierda a derecha se puede calcular la 
distancia existente entre los dos partidos ubicados en los extremos del 
continuo ideológico (cuadro 6.4).22 Los datos muestran que esa distancia 
es amplia y que la superposición entre las agrupaciones más alejadas ha 
sido mínima en el período 1978-2013. Esa distancia ideológica se ha 
ido incrementando en los últimos años: en 1996 era del 0,37 y en 2003 
alcanzaba 0,42. La superposición también ha ido cambiando. Si en 1996 
era mínima, creció en 1998 (0,31) y se redujo claramente para el año 
1999 (0,13). En 2003, el espacio en el que estos dos partidos se super-
ponían era solo del 0,23 mientras que en 2009 era del 0,68, ya entre el 
PRIAN-MUPP-NP. 

22  Para el análisis de la autoubicación ideológica por partido político, ver el capítulo 10 que trata 
sobre la cultura política.
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Cuadro 6.4. Distancia y superposición ideológica entre los partidos ecuatorianos

Distancia en el sistema 
de partidos

Superposición en el sistema 
de partidos

PSC/MUPP-NP PSC/MUPP-NP

1996-1998 0,37 0,27
1998-2002 0,40 0,31
1999a 0,57 0,13
2003-2006 0,42 0,23

PSC-MPD PRIAN/MUPP-NP
2009-2012 0,52 0,68

Fuente: PELA 1996-2012. 
Notas: a Datos de las entrevistas realizadas a los dirigentes del partido y a los militantes. En el Congreso 
2006-2009 no se realizaron entrevistas a diputados ecuatorianos. 

Los partidos más distantes, menos similares y menos superpuestos en el 
espacio ideológico en el período 1996-2006 han sido el PSC y MUPP-NP; 
en 2009-2012 eran el PSC y el MPD. En cambio, los partidos más cer-
canos y superpuestos ideológicamente han sido: en 1996, la DP y el PRE 
(0,85 de superposición); en 2003, ID y MUPP-NP (0,72). En el período 
2009-2012, la distancia más pronunciada, según la autoubicación ideoló-
gica de sus miembros, ocurre entre las posiciones medias de PSC (6,71) 
y MPD (2); estos dos partidos son también minoritarios. En relación con 
las percepciones que tienen los militantes de los partidos sobre las otras 
agrupaciones se encuentra que son PRIAN/MUPP-NP. 

Cuadro 6.5. Polarización ponderada según el tamaño de los partidos

Período legislativo Según la autoubicación  
ideológica

Según la ubicación de 
los otros

1996-1998 2,03 5,69

1998-2002 1,40 2,69

2003-2006 2,49 4,88

2009-2012 2,46  2,89

Fuente: PELA 1996-2012. 

Todo ello muestra entonces que la distancia y la superposición analizadas 
señalan un alto nivel de polarización del sistema de partidos ecuatoriano,23 
que ha ido incrementándose en el período analizado: en 1996 de 0,37, en 
1998 de 0,40, en 2003 de 0,43 y en 2009 de 0,52. Este nivel de polariza-
ción ideológica se mantiene si se la calcula de manera ponderada, tomando 
en cuenta el tamaño que cada partido tiene en el congreso. Es mayor cuan-
do se la calcula tomando en cuenta las valoraciones de las élites partidistas 
sobre los otros partidos (cuadro 6.5).24

Lo interesante del período analizado (a partir de 2006) es que, aun 
cuando ha cambiado la estructura de la competencia, se mantiene la alta 
polarización ideológica entre sus élites legislativas. En este sentido, cabría 
preguntarse las razones de esta continuidad. Una posible explicación es 
que tenga mayor relevancia la competencia en torno a izquierda y de-
recha y que los partidos grandes (al menos uno de ellos) se encuentre 
más en el extremo del continuo en relación con los otros (Movimiento 
Pais-PSC). 

La región como un eje de división de la competencia interpartidista 

La ubicación ideológico-programática no es el único eje que puede uti-
lizarse para explorar los conflictos que cruzan el sistema de partidos en 
Ecuador. Las agrupaciones se estructuran en torno a una división social 
mucho más significativa: la regional. Esta realidad genera la idea de que el 
sistema de partidos se encuentra fracturado regionalmente (Costa-Sierra). 
Por tanto, se delinean dos subsistemas de partidos, con dinámicas de 
competencia diferenciadas entre sí y, a la vez, organizaciones que interna-

23  La polarización, entendida como la distancia entre dos polos, puede conocerse en función de 
diferentes líneas de división. La dimensión izquierda-derecha es un recurso muy útil para medirla. 

24  El cálculo tradicional distorsiona la posición de los partidos, toda vez que la actuación de las 
agrupaciones minoritarias radicales (de izquierda o derecha) podría desvirtuar el cálculo y dar cuenta 
de una polarización irreal. De este modo, en los últimos años se ha consensuado la necesidad de cal-
cular el índice de polarización ponderada (PP) tomando en cuenta la autoposición de los miembros 
de cada agrupación en la escala de 1-10 y el peso que ese partido tenga en el sistema, medido según el 
número de escaños en el legislativo.
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mente se encuentran fragmentadas en espacios regionales (no solo por el 
enfrentamiento bipolar sino por la presencia de múltiples localismos).25

La división regional imprime una dinámica particular al funcionamien-
to de los partidos y del sistema de partidos, debido a la configuración de 
‘sociedades regionales’. En el ámbito presidencial, el electorado ha tendido 
a fraccionarse regionalmente en cada elección a partir de las candidatu-
ras que se han presentado. En las elecciones presidenciales de 1978-1979, 
1984, 1988, 1996, 1998, 2002, 2006 y 2009 han competido en la segun-
da vuelta candidatos de diferentes regiones. Si bien la segunda vuelta no 
crea un escenario de división regional, esta diferenciación se da natural-
mente. Lo que sucede es que la segunda radicaliza el conflicto, presionando 
a electores y políticos a ubicarse en un lado u otro; incluso impulsa a que 
cambien la manera de hacer campaña electoral: tipo de actividades que 
realizan, su coordinación y el contenido de sus mensajes. 

La identidad en la arena electoral convierte a los candidatos en porta-
dores de intereses de ámbitos específicos. Lo que es más, genera el efecto 
contrario en aquellos partidos que no cuentan con el apoyo de una deter-
minada sociedad regional, puesto que son percibidos como la “negación de 
sus reivindicaciones y como los portadores de intereses opuestos” (Pachano 
1996, 86). Esta división regional tan pronunciada ha generado efectos sig-
nificativos sobre la función de representación de los legisladores elegidos 
para el Congreso Nacional (Freidenberg y Alcántara 2001a). Si bien los 
partidos obtenían representación y presencia a escala nacional, lo hacían 
consiguiendo sus mejores resultados en el ámbito regional. El apoyo he-
terogéneo a los partidos ha conducido a la distorsión de la naturaleza del 
cargo y la función de representación política.26

La dinámica regional del sistema de partidos puede encontrarse al ana-
lizar la procedencia de los diputados del período 1978-1998 (cuadro 6.6). 
En ese período, 675 diputados de los 711 elegidos pertenecían a cuatro or-

25  Las regiones son cuatro: Costa, Sierra, Amazonia e Insular. La Costa y la Sierra concentran 
el 96% de la población y, por consiguiente, el mayor número de electores y escaños en la asamblea.

26  Por ejemplo, los diputados provinciales solían arrogarse atribuciones que correspondían a las 
autoridades seccionales; al mismo tiempo tendían a imponer al congreso funciones que no les corres-
pondían, como la representación de intereses provinciales o la presión al ejecutivo en torno a obras 
públicas para los cantones o provincias (patronazgo).

ganizaciones partidistas (PSC, DP, ID, PRE), las cuales tenían apoyos di-
ferenciados regionalmente. En la Costa, estas cuatro agrupaciones habían 
conseguido cerca del 75% de los apoyos y en la Sierra, el 61%. El PSC fue 
el partido que más escaños controló (147: 20,7%), seguido por ID (129: 
18%), PRE (92: 13%) y DP (79: 11%). Lo interesante es que mientras el 
PRE y el PSC consiguieron su mayor porcentaje de escaños en la Costa 
(61%), la ID y la DP lo hicieron en la Sierra (40,7%). 

El PSC fue el partido con más apoyo ciudadano y mayor equidad regio-
nal en el período 1978-1998, toda vez que presentaba una diferencia del 
24% entre las dos regiones más grandes (la menor diferencia de los cuatro 
partidos analizados). Entre tanto, el PRE contó con mayor concentración 
de apoyos en una sola región; la diferencia de la procedencia de los apoyos 
estuvo cerca de los 48 puntos porcentuales.

Cuadro 6.6. Escaños obtenidos por los partidos políticos según regiones (1978-1998)

Sierra Costa Galápagos Amazonia Nacionales
Total 

Escaños
Provinciales

Total  
Escaños

Nº PRE 18 62 0 1 11 81 92

% 6,1% 27% 0 1,7% 13,7% 13,6 13,6%

Nº DP 44 10 4 13 8 71 79

% 14,9% 4,4% 36,4% 21,7% 10% 11,93% 11,7%

Nº PSC 43 78 4 5 16 130 147

% 14,6% 34% 36,4% 8,3% 13,8% 21,8 21,7%

Nº ID 76 21 3 16 13 116 129

% 25,8% 9,2% 27% 26,7% 11% 19,49% 19,11%

Total 
regional 295 229 11 60 116 595 675

Total % 4  
partidos 61,4% 74,6% 99,8% 58,4% 42% 62,8%

Fuente: Freidenberg y Alcántara 2001a.
Notas: Total de diputados elegidos entre provinciales y nacionales en todo el período = 675.El total de diputados con 
presencia en el congreso (nacionales y provinciales) es de 711 (este dato se calcula tomando en cuenta la presencia de 
los diputados nacionales en la composición legislativa tras las elecciones de medio período. Los diputados nacionales 
elegidos en todo el período fueron 80).
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Con la elección de octubre de 2006, la fractura regional continuó, aunque 
cambiaron los actores que la representaban. Álvaro Noboa y el PRIAN se 
presentaban como herederos del PSC y el PRE en la Costa mientras que 
Correa tomaba el relevo de la ID (Pichincha) y también de otros partidos 
de izquierda y centro izquierda en la Sierra, como el MUPP-NP y el Parti-
do Socialista-Frente Amplio (PS-FA). Los resultados también mostraron la 
homogeneidad de la procedencia regional de la votación hacia el partido de 
Gutiérrez (PSP). Los datos evidencian cómo en la primera vuelta el PRIAN 
y el PSP consiguieron la mayoría de los votos: Noboa, en cuatro provincias 
más el voto en el exterior; PSP, en 13; Correa, en seis, esto es, en el resto.

El PRIAN fue el más votado, el que consiguió el mayor número de 
diputados (28), el que además triunfó en la Costa y en la Sierra y logró ubi-
car consejeros provinciales en más de la mitad de las provincias (13): ocho 
de la Sierra, tres de la Costa y dos de la Amazonia. Por su parte, el PSP se 
convirtió en la segunda fuerza política, quintuplicándose su votación con 
respecto a 2004 y refrendando a la Amazonia como su feudo electoral. Co-
rrea consiguió el 56,27% los apoyos que provenían de la Sierra y el 40,79% 
de la Costa; mientras Noboa ganaba el 65,42% de la Costa y el 35,57% de 
la Sierra (López, A. 2009, 1). Los que controlaban feudos (PSC en Guayas 
o Tungurahua; PRE en Los Ríos o Esmeraldas, ID en Pichincha o Azuay) 
perdieron su capacidad de movilización en los mismos.27

La elección de 2009 parece haber cambiado la tradicional distribución 
territorial de los votos hacia los partidos. Movimiento Pais y PSP fueron 
las agrupaciones con mayor homogeneidad territorial en votos. Los apoyos 
regionales en la primera vuelta estuvieron divididos. Correa ganó en veinte 
circunscripciones mientras que Gutiérrez lo hizo en siete y Noboa en nin-
guna, a pesar de ser el segundo más votado en los distritos de Santa Elena y 
en los del voto en el extranjero (Europa y América Latina). En cuatro de las 
seis provincias amazónicas, el triunfo del PSP fue con diferencias mayores a 
los veinte puntos, mientras que en Sucumbíos y Zamora perdió por menos 

27  El PRIAN y el PSP se convirtieron en los más beneficiados en cuanto a diputados y conseje-
ros provinciales en esa elección. Gutiérrez ganó en todas las provincias amazónicas y, en la Sierra, en 
Chimborazo, Tungurahua, Cañar o Bolívar. Además, consiguió el mayor número de consejeros (Napo, 
Orellana, Pastaza, Sucumbíos, Morona Santiago, Cotopaxi, Chimborazo, Tungurahua, Azuay, Bolívar 
y Cañar), lo que suponía que emergía una nueva fuerza política mayoritaria en el ámbito subnacional.

de cinco puntos porcentuales. Los apoyos a Rafael Correa se distribuyeron 
de manera más homogénea en el territorio (López, A. 2009, 2), del mismo 
modo que los votos hacia los hermanos Gutiérrez, aunque estos continúan 
con un importante bastión electoral en la Amazonia.

La cuestión étnica, un eje que divide la competencia interpartidista

Los clivajes pueden permanecer por mucho tiempo latentes, sin manifes-
tarse en organizaciones políticas o en comportamientos que estructuren la 
competencia política. El caso ecuatoriano es un ejemplo de politización de 
un conflicto que dividía la sociedad pero que no incidía en la competencia 
política (Freidenberg 2004). La incorporación de los sectores indígenas 
en la política ha sido paulatina y ha estado caracterizada por diferentes 
momentos. El proceso de modernización rural, llevado a cabo durante las 
décadas de 1970 y 1980 por el Estado, la Iglesia, las organizaciones no 
gubernamentales (ONG) y los organismos internacionales, favoreció la or-
ganización en diferentes escalas territoriales (desde lo local hasta lo nacio-
nal). También dio paso a la formación de una élite intelectual propia que 
contribuyó a la conducción del proceso y al desarrollo de una identidad 
étnica, elemento fundamental para la movilización conjunta de las diversas 
comunidades. 

Los grupos indígenas de la Amazonia comenzaron a organizarse en la 
década de los 60, a fines de los 70 se habían convertido en un actor social 
con mayor influencia: incorporaron paulatinamente a grupos de otras re-
giones y estructuraron un movimiento de base nacional. A pesar de que 
la CONAIE no era aun muy conocida a fines de la década de 1980, llevó 
adelante un importante proceso de consolidación institucional, al punto 
de convertirse rápidamente en la interlocutora de la representación indíge-
na ante el Estado y el resto de la sociedad.

Los cambios internos en la organización del sector indígena se deben a 
varios factores, tales como las políticas del aparato de desarrollo orientadas 
al sector, y los cambios en las élites políticas y en el diseño institucional que 
favorecieron la inclusión de los grupos indígenas a partir de modificaciones 
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legales (voto a analfabetos; participación de candidatos independientes). 
Estos cambios contribuyeron a que, junto a la reivindicación de sus inte-
reses en el espacio público como un movimiento social, y a través de me-
dios alternativos de acción política, se desarrollara una estrategia de corte 
institucional, más pegada a la participación de los candidatos en cargos de 
gobierno, tanto a nivel local como nacional. 

Un escenario político institucional proclive a la emergencia de nuevas 
organizaciones partidistas (por la posibilidad de participar como movi-
mientos independientes a partir de las elecciones de 199628), contribuyó 
a la creación de un partido político denominado MUPP-NP. El movi-
miento buscaba representar a las comunidades indígenas ya agrupadas en 
la CONAIE. También a los sindicatos públicos (como los petroleros), la 
Coordinadora de Movimientos Sociales (CMS) y diversas agrupaciones e 
intelectuales de izquierda. 

En el año 1996 se celebró la primera elección nacional en la que un 
movimiento, cuya agenda reivindicaba las cuestiones indígenas, tenía par-
ticipación por los canales institucionales del sistema político, a pesar de su 
resistencia interna a ser reconocido como partido (Freidenberg 2001). Desde 
ese momento ha participado con candidatos propios o en alianzas en cada 
una de las convocatorias electorales (Barrera 2001). El movimiento demos-
tró gran capacidad de movilización en las décadas de 1990 y 2000. Además, 
participó en las instituciones con un bloqueo activo de legisladores y gober-
nó de manera exitosa en alcaldías y prefecturas; incluso alcanzó puestos en 
los ministerios del Gobierno de Lucio Gutiérrez en 2002. No obstante, el 
movimiento ha atravesado diversas crisis y momentos complicados. 

Diversos factores explican estas dificultades: a) la fuerte división inter-
na, con la salida de sectores criollos que han formado otras agrupaciones o 
han apoyado a otros candidatos alternativos (como a Correa); b) la pérdida 
de legitimidad, al comportarse como si fuera un partido político tradicio-
nal más (con sus lógicas y su manera de hacer política); c) el desgaste por 

28  Tras la segunda consulta popular convocada por el Gobierno de Durán Ballén en 1994, los gru-
pos indígenas, junto a otros movimientos sociales, decidieron participar electoralmente en el ámbito 
nacional. La consulta dio la impresión a los dirigentes de los grupos sociales de que su proyecto político 
estaba listo para ser sometido al electorado nacional, pues se tomó ese resultado como un éxito propio, 
como un triunfo de las tesis antineoliberales que defendían.

su participación en el Gobierno nacional, en alianza con Gutiérrez; d) la 
libertad de acción para constituir alianzas en la elección de 200629 y e) el 
desarrollo de una estrategia de participación centrada en lo local, lo que ha 
supuesto un incremento en el número de alcaldías que controla el movi-
miento (por ejemplo en la elección de 2009) pero que al mismo tiempo lo 
ha alejado de su vocación nacional.30

Del voto propartido tradicional al voto ‘antipartido’ 
como un eje que divide la competencia interpartidista

En todo sistema de partidos resulta factible identificar tensiones que se de-
ben a las presiones que desarrollan viejas élites preocupadas por mantener 
el statu quo frente a unas nuevas que buscan espacios de representación. 
Daalder (1990) ha analizado la manera en que los sistemas de partidos 
procesan las presiones movilizadoras de nuevas élites y cómo se dan las 
capacidades de adaptación o choque respecto a los actores que controlan 
el orden vigente. 

La crítica sobre el funcionamiento de los partidos y el modo en que 
estos hacían política ha sido una constante. Como resultado, el fenóme-
no de los movimientos independientes y la presión para quitar el mo-
nopolio de la representación de los partidos se ha manifestado desde 
los primeros momentos de la transición democrática (1977). El sistema 
electoral mantuvo hasta 1996 la regla de juego que restringía la participa-
ción a miembros de los partidos. Sin embargo, luego de ese año la oferta 
partidista del sistema experimentó un crecimiento significativo al abrir la 
posibilidad de participar a los movimientos independientes.31 Por tanto, 
como primera estrategia las viejas élites ejercía una continua exclusión a 
los independientes. 

29  Esta decisión fue tomada por el Consejo Ejecutivo del MUPP-NP. Esto junto con las trece 
delegaciones provinciales dispersó los apoyos y los esfuerzos de movilización, traduciéndose en un 
magro resultado del candidato presidencial en esa elección y la pérdida de bastiones electorales que le 
permitieran llevar a sus dirigentes al congreso.

30  Ver el capítulo 9 sobre el movimiento indígena. 
31  Ver el capítulo 5 sobre el sistema electoral. 
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Durante el período 1978-2002, la ciudadanía apoyó mayoritariamente 
la retroalimentación del statu quo de los partidos dominantes. Esto se ma-
nifestó en el apoyo a los partidos tradicionales, aun cuando ciertos líderes 
desde dentro de ellos buscaban la participación fuera de los partidos. Una 
excepción clara en esta línea tuvo lugar en 1996, cuando tras la reforma 
constitucional de 1995 gracias a la consulta de 1994 que permitió la aper-
tura a los independientes, se creó el MUPP-NP. Con este cambio, las viejas 
élites modificaron la estrategia, presionadas por los resultados de dicha 
consulta popular, y favorecieron la absorción gradual dentro del sistema de 
partidos preexistente, siguiendo los términos de Daalder (1990). 

Fue en la elección de 2002 que el comportamiento electoral ciudadano 
comenzó a cambiar, cuando apoyaron a los partidos nuevos, no tradiciona-
les. A partir de esa elección, la ciudadanía rechazó los partidos tradicionales 
en las elecciones presidenciales. Esto permitió que los dos contendientes 
de la segunda vuelta fueran outsiders: el excoronel Lucio Gutiérrez, del 
PSP-21 de Enero, y el multimillonario bananero, Álvaro Noboa. Gutié-
rrez finalmente ganó la presidencia de la república. Fue el mismo Gutié-
rrez quien había participado en un golpe de Estado contra el Gobierno 
constitucional de Jamil Mahuad, de la DP, el 21 de enero de 2000.32 En 
el ámbito legislativo, los partidos tradicionales (PSC, ID, DP, PRE), que 
habían concentrado sus apoyos de manera mayoritaria desde 1978, vie-
ron mermar sus resultados electorales y la ciudadanía también benefició a 
esas fuerzas nuevas, como el PRIAN y el PSP, que pasaron a controlar el 
14,18% de los escaños en esa elección (gráfico 5.1). 

El segundo momento clave en esta tensión fue precisamente el que se 
plasmó tras la elección presidencial del 26 de noviembre de 2006, cuando 

32  Mahuad fue derrocado por un levantamiento indígena-cívico-militar el 21 de enero de 2000, 
conducido por los dirigentes de la CONAIE, con el apoyo de un sector de la oficialidad media de las 
Fuerzas Armadas y sectores civiles. Tras una semana de movilizaciones, en las que se demandaba la 
renuncia del presidente, los diputados y los miembros de la CSJ, el 21 de enero los indígenas tomaron 
el edificio del Congreso Nacional y conformaron un ‘Parlamento Popular’ con el apoyo del coronel 
Lucio Gutiérrez y el jefe del Ejército, Carlos Mendoza (ministro de Defensa interino). Después de 
conformarse un triunvirato integrado por Antonio Vargas, líder de la CONAIE; Carlos Solórzano, 
expresidente de la CSJ y el propio Gutiérrez, en la madrugada del día 22, el comandante en jefe del 
Ejército decidió apoyar al vicepresidente Noboa como sustituto de Mahuad, designándose como vice-
presidente de la república al diputado de la DP, Pedro Pinto.

se dio el primer triunfo de la revolución ciudadana y de Rafael Correa 
(Alianza Pais). Su campaña para que la ciudadanía votara nulo en la elec-
ción de diputados, bajo la consigna de “no legitimar a esa cloaca llamada 
Congreso Nacional”, fue un ejemplo de la manera antisistémica en que se 
dio la competencia.33 De las trece candidaturas que compitieron y cubrían 
todo el arco ideológico, político y regional, los tres binomios más vota-
dos fueron fuerzas surgidas por fuera del sistema de partidos tradicional: 
PRIAN, PSP y Alianza Pais. Estas fueron las únicas que ganaron en alguna 
provincia.34

La propuesta de Correa de votar nulo para la elección de diputados 
fue exitosa en al menos catorce distritos electorales; llegó a recibir mayor 
número de votos que el diputado más votado en esa circunscripción. En 
Cañar, Bolívar, Azuay, Imbabura, Pichincha, Cotopaxi, Pastaza, Chimbo-
razo, El Oro, Esmeraldas, Loja, Morona Santiago, Zamora Chinchipe y 
Tungurahua ganó el voto nulo en la elección de diputados. En estas catorce 
provincias, la anulación del voto superó la votación en plancha e incluso 
fue superior a la del candidato a la diputación más votado35. La coalición 
que apoyó a Correa supo interpretar las demandas de cambio y el hartaz-
go de la ciudadanía respecto al modo en que los partidos habían hecho 
política y a los magros resultados que estos habían conseguido de cara a 
la gobernabilidad democrática.36 Si bien esa transformación era evidente-

33  En “Correa fue el tercero en inscribirse”, publicado en el periódico El Comercio, el 8 de agosto 
de 2006, y en “Correa anda de gira en Manabí”, publicado en el diario Hoy, el 18 de agosto de 2006. 
Correa también sostenía: “No lo desconocemos (al congreso), pero creemos que tiene que transfor-
marse porque no representa a la gente. Ecuador necesita una nueva Constitución pero tendremos que 
jurar frente a esta […]. Se va a cumplir la ley pero la legitimidad no. ¿Cómo va a ser legítimo algo que 
tiene el rechazo del 95% de los ciudadanos? […] Todas las leyes han sido hechas para beneficiar a la 
partidocracia y perjudicar a los ciudadanos. […] Estamos jugando con cancha inclinada y tenemos que 
ganarles con goleada. Después cambiaremos las reglas de juego y nivelamos la cancha […]” (publicado 
en el periódico El Comercio, 17 de noviembre de 2006).

34  El resto de las diez candidaturas presidenciales no ganó ninguna provincia en esa elección. 
35  El voto nulo equivalía a escala nacional el 21,61%, cinco puntos más que en los anteriores co-

micios, donde esta manifestación alcanzaba un 16,5%. Pichincha es un claro ejemplo. El candidato a 
diputado por ID/RED, Andrés Páez, que contó con mayor número de votos, consiguió 61 463 votos 
y los sufragios nulos alcanzaron los 436 462. En Chimborazo la situación fue aun más preocupante. El 
candidato más popular recibió apenas 9 718 votos, mientras que 56 303 votos fueron nulos.

36  Aun cuando muchos miembros de la coalición que integraba Alianza Pais decían ser nuevos en 
la política, algunos provenían de las formaciones tradicionales del sistema político. Al menos treinta 
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mente necesaria, las viejas élites tradicionales no supieron adaptarse a los 
cambios exigidos por la ciudadanía ni tampoco dar respuestas satisfactorias 
a sus exigencias. 

Correa supo aprovechar ese deseo en clave de ‘poder democrático y ciu-
dadano’. Esto puso en evidencia la crisis de representación que experimen-
taba un sistema de partidos que no supo generar alternativas desde dentro 
del sistema e incluso llevó al colapso a los partidos que habían dominado la 
escena política hasta ese momento. El triunfo de Correa articuló la base de 
su liderazgo en el enfrentamiento directo con esa clase política, los medios 
de comunicación y la partidocracia. Basta un corto musical de la campaña 
electoral presidencial de 2006 como ejemplo:

Dale correa, Rafael; Dale correa, Rafael; la Patria vuelve, el Congreso es 
decadente y la partidocracia es dictadura, con los políticos de siempre. El 
poder es ciudadano, te lo dice tu hermano. Por la Constituyente, el pueblo 
ecuatoriano. ¡Dale correa; dale correa! A esos que se creen dueños de Ecua-
dor, nos robaron el futuro y nos botaron el país. ¡Dale correa; dale correa! 
Dale correa, Rafael; Dale correa, Rafael. La Patria vuelve, lista 35. Voto 
ciudadano. ¡Nosotros somos Pais!37

En las elecciones, celebradas el 17 de febrero de 2013, se eligieron el bi-
nomio presidencial para el período 2013-2017, los cinco representantes al 
Parlamento Andino y 137 miembros de la Asamblea Nacional. El padrón 
electoral estaba integrado por 11 675 441 electores: el 49,91% hombres, 
y el 50,09% mujeres. El voto fue obligatorio para las personas mayores 
de 18 años y facultativo para jóvenes de 16 y 17 años, los ecuatorianos 
residentes en el exterior (unos 285 753 electores), los miembros de las 
Fuerzas Armadas y la Policía Nacional, las personas con discapacidad y las 
personas mayores de 65 años. Por primera vez, los reclusos sin sentencia 
(cerca de 1 400 personas) podían ejercer su derecho al voto. 

dirigentes y/o militantes que integraban Alianza Pais habían militado en agrupaciones partidistas tradi-
cionales: PSC, Unión Democrática Cristiana (UDC), PS-FA, MPD, MUPP-NP, PRE, PSP.

37  Transcripción del contenido del audio “Dale correa Rafael” que puede descargarse de la Sala de 
Prensa de Movimiento Alianza Pais en: http://movimientoalianzapais.com.ec/sala-de-prensa-2/audios/
canciones/ [consultado el 24 de febrero de 2012, a las 12:30 horas]. 

En los comicios participaron 1 432 candidatos a los diversos cargos 
de representación popular más los ocho binomios presidenciales: cinco de 
ellos lo hicieron por primera vez (Alberto Acosta, Guillermo Lasso, Mau-
ricio Rodas, Norman Wray y Nelson Zavala). Los demás repitieron sus 
intentos por ganar la presidencia: Rafael Correa Delgado, Lucio Gutiérrez 
y Álvaro Noboa. La abstención electoral fue de 4 846 914 electores; los 
votos blancos, 118 550 y los nulos, 478 616 (con el 71% de las actas es-
crutadas). Esto quiere decir, que la participación estuvo en los niveles que 
se acostumbra en el país.

Las elecciones se llevaron a cabo en un escenario poco competitivo, con 
poca incertidumbre en cuanto a los resultados y con algunas denuncias de 
inequidad, por parte de la Organización de Estados Americanos (OEA), 
respecto a la cobertura y la publicidad empleada durante la campaña elec-
toral en los medios de comunicación. Se decía que Correa iba a ganar. Lo 
que no estaba claro era si el triunfo se daría en la primera o en la segunda 
vuelta electoral. El éxito de Correa en la primera vuelta electoral evidenció 
que las preferencias ciudadanas estuvieron claras desde antes de la elección, 
si se tiene en cuenta los resultados de los estudios preelectorales realizados 
por las firmas encuestadoras, que debieron registrarse previamente ante el 
CNE para poder publicar resultados de la contienda electoral.

La fórmula presidencial Rafael Correa-Jorge Glas, del Movimiento 
Alianza Pais, obtuvo el 56,67% de los votos válidos (con el 89% de las 
actas sufragadas). Este binomio consiguió uno de los desafíos más impor-
tantes que enfrentan los partidos ecuatorianos: la homogeneización de los 
votos en términos territoriales y la consolidación de un sistema de partidos 
predominante. Correa ganó en veintitrés de las veinticuatro provincias, 
con porcentajes mayores a los cuarenta puntos porcentuales en cada una, 
rompiendo la histórica división Costa-Sierra en la procedencia del apoyo 
electoral a los presidentes y provocando el traspaso electoral entre diversas 
manifestaciones del populismo (Freidenberg 2013). 

Con estos resultados, se configuró un sistema de partido predominan-
te, sin que Correa tuviera necesidad de pactar y negociar con otros partidos 
políticos para poder impulsar sus reformas radicales. Los problemas para 
aprobar varias leyes en la legislatura anterior (como la Ley de Comunica-
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ción) posiblemente sean malos recuerdos del pasado. También se reforzó 
la hiperpresidencialización del sistema político; el resultado ha sido un jefe 
de Estado que no necesita mediación organizativa ni institucional en su 
vínculo con el electorado. La relación directa entre líder y seguidores se 
encuentra una vez más legitimada por el apoyo del electorado ecuatoriano 
y por una mayoría absoluta en el legislativo, de cara a poder continuar las 
reformas de la revolución ciudadana. 

Cómo se estructura la competencia del sistema de partidos

La estructura de la competencia del sistema de partidos ecuatoriano puede 
explorarse a partir de cuatro dimensiones centrales. La primera consiste en 
la observación de la concentración, la fragmentación electoral y el cálculo 
del número efectivo de partidos (NEP). La segunda está vinculada con 
el nivel de competitividad del sistema y la incertidumbre en cuanto a los 
resultados de la votación. La tercera está relacionada con el nivel de cambio 
en las preferencias de la ciudadanía hacia los partidos de una elección a 
otra. Finalmente, se puede analizar el nivel de polarización de las posicio-
nes de los ciudadanos en torno al eje territorial y el modo en que se politiza 
la fractura regional. 

La concentración, la fragmentación electoral 
y el número efectivo de partidos 

La fragmentación electoral permite observar en qué medida la ciudada-
nía distribuye sus preferencias entre un número elevado o reducido de 
formaciones políticas y con ello se puede describir cómo se estructura la 
competencia de un sistema de partidos (Sartori 1992). Por una parte, la 
concentración del voto se puede medir según la suma de votos (y/o es-
caños) conseguidos por el primero y segundo partidos (cuadro 6.7). Por 
otra, la fragmentación electoral puede observarse mediante dos índices: el 
de fraccionalización, según la fórmula de Rae (1967) y el del NEP, medido 

según la fórmula de Laakso y Taagepera (1979). Este último da cuenta de 
cómo están distribuido los apoyos y, en su caso, el poder, pero lo hace de 
una manera más descriptiva, ya que ayuda a identificar de manera hipoté-
tica cuántos partidos compiten en el sistema y cuál es la fuerza que tienen 
dentro de dicha competencia.38

La media del NEP para la elección presidencial (primera vuelta), ha 
sido de 4,98; en 2009 el registro fue el más pequeño (2,77), lo que indica 
una reducción de la oferta partidista presidencial, toda vez que en 2002 
llegó a ser de 6,8. Por ejemplo, la dispersión de los apoyos electorales se 
ha hecho visible desde la elección presidencial de 1978-1979, la prime-
ra luego de siete años de régimen autoritario. Veintitrés organizaciones 
cumplieron con los requisitos establecidos por la LPP de 1978 y, por 
tanto, obtuvieron la personalidad jurídica necesaria para competir en la 
contienda electoral. 

Las primeras elecciones legislativas fueron una verdadera “sopa de le-
tras”, con oportunidades de éxito similares para todas las formaciones que 
se presentaron. El análisis de la fragmentación electoral a nivel legislativo 
muestra que ha sido uno de los sistemas más fragmentados de América 
Latina, ya que para todo el período su media ha sido de 0,82. De elección 
a elección, el mayor nivel de fragmentación electoral se ha dado en 1986 y 
en 2002 (0,87), mientras que ha habido elecciones con una fragmentación 
mucho menor, como las de 1979 (0,75), 1988 (0,77) e incluso 2013, que 
ha sido el menor registro de todo el período (1,83) (cuadro 6.8).

38  La fórmula para calcular el índice de fraccionalización a partir de la propuesta de Rae (1967) es 
la siguiente: F=1-(STi

2), donde Ti es igual al porcentaje de votos (o de escaños) de cada partido. Este 
índice permite apreciar la relación entre el número de partidos y su tamaño, se aplica tanto al campo 
electoral (votos) como al legislativo (escaños) y abarca teóricamente desde cero (que sería la situación 
hipotética de que todos los votantes se inclinaran por el mismo partido o que todos los legisladores 
pertenecieran al mismo partido, lo que supone una ausencia de competencia) y uno (que es la situación 
hipotética de que todos los votantes se inclinaran por distintos partidos o que todos los parlamentarios 
pertenecieran a partidos diferentes y que, por tanto, hubiera tantas opciones partidistas como casos 
en competencia). El NEP proporciona la misma información que el índice de fraccionalización, pero 
de una manera más sencilla, ya que permite apreciar mejor cuántos partidos compiten electoralmente 
y cuántos están en el congreso. A partir de esa fórmula se puede calcular el NEP del siguiente modo: 
N =1/(1-F).
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Cuadro 6.7. Porcentaje de votos obtenidos por los dos primeros candidatos  
en elecciones presidenciales

Año Fórmula Partido Primera vuelta Segunda vuelta

Votos % MV1 Votos % MV1

Dif. Dif.

1979
Jaime Roldós2 CFP 381 215 27,70

3,84
1 025 148 68,49

36,98
Sixto Durán Ballén PSC 328 461 23,86 471 657 31,51

1984
León Febres Cordero2 PSC 600 563 27,20

1,53
1 381 709 51,54

3,08
Rodrigo Borja ID 634 327 28,73 1 299 .089 48,46

1988
Rodrigo Borja2 ID 744 409 24,48

6,87
1 699 895 54,00

8
Abdalá Bucaram PRE 535 482 17,61 1 448 059 46,00

1992
Sixto Durán Ballén2 PUR 1 089 154 31,88

6,85
2 146 762 57,32

14,64
Jaime Nebot PSC 855 234 25,03 1 598 707 42,68

1996
Abdalá Bucaram2 PRE 1 001 071 26,28

0,89
2 285 397 54,47

8,94
Jaime Nebot PSC 1 035 101 27,17 1 910 651 45,53

1998
Jamil Mahuad2 DP 1 342 114 34,91

8,31
2 243 000 51,16

2,33
Álvaro Noboa PRE 1 022 667 26,60 2 140 481 48,83

2002
Lucio Gutiérrez2

PSP, 
MPD, 
MUPP/
NP 

913 113 20,43 3,06 2 726 476 54,38
8,76

Álvaro Noboa Pontón PRIAN 776 132 17,37 2286 819 45,62

2006

Álvaro Noboa Pontón PRIAN 1 464 251 26,83 3,99 2 689 418 43,33

13,34
Rafael Correa2

Alianza 
Pais/ 
PS-FA

1 246 333 22,84 3 517 635 56,67

2009
Rafael Correa2

Alianza 
Pais/
PS-FA 

3 586 439 51,99 23,57 - - -

Lucio Gutiérrez PSP 1 947 830 28,24 - -

2013
Rafael Correa2 Alianza 

Pais 3 546 636 56,67 33,72

Guillermo Lasso CREO 1 441 674 22,97 - -

Fuente: TSE (denominado Consejo Nacional Electoral a partir de los cambios constitucionales de 2008). 
1 (1990; 1997a; 1997b; 2000).
Notas: Se emplea la categoría “margen de victoria” según la cual cuanto mayor sea la diferencia entre los dos candida-
tos, mayor será el margen de victoria y menor la competitividad entre los contendientes. 
2 Los candidatos señalados con asterisco ganaron los comicios.

Cuadro 6.8. Fragmentación electoral y número efectivo de partidos (1979-2013)

1978 1984 1986 1988 1990 1992 1994 1996 1998 2002 2006 2009 2013 Media

Número de 
candidatos 
presidenciales 

6 9 10 14 9 6 11 13 8 8 -

Número de 
partidos y mo-
vimientos con 
representación 
en el congreso

13 13 13 11 10 12 13 11 10 16 12 19 12 -

Número 
efectivo a nivel 
presidencial 
(primera vuelta)

4,77 5,17 6,57 4,50 4,82 4,10 6,82 5,34 2,77 - 4,98

Fragmentación 
sobre escaños 
(total congreso)

0,75 0,84 0,87 0,77 0,86 0,84 0,82 0,80 0,80 0,87 0,83 0,73 0,46 0,82

Número efecti-
vo de partidos 
en el congreso

4,03 6,10 7,58 4,41 6,68 6,40 5,85 5,06 4,92 7,54 5,84 3,76 1,83  5,68

En cuanto al NEP legislativo, si bien ha sido uno de los más altos de la re-
gión, superado solo por Brasil, en la elección de 2009, mermó a 3,76. En esta 
oportunidad, cerca del 47% de la asamblea era afín al presidente, aun cuan-
do había diecinueve partidos con representación legislativa, muchos con solo 
uno o dos legisladores (cuadro 6.8). Por tanto, si bien la fragmentación se 
ha reducido, las opciones minoritarias, de corte movimientista, Movimiento 
Municipalista por la Integridad Nacional (MMIN), Movimiento Indepen-
diente Obras son Amores (MIOSA), Conciencia Ciudadana (CC), entre 
otros, han proliferado en el ámbito subnacional (Freidenberg 2014). 

Otra manera de entender la dinámica del legislativo es según la con-
centración de los apoyos en los dos partidos más votados (cuadro 6.9). 
Para el período analizado, la concentración del voto en promedio fue baja 
(43,52%), si se la compara con otros sistemas de partidos latinoamericanos 
donde alcanza niveles del 80%, por ejemplo, en México, Honduras, Costa 
Rica, Paraguay o Uruguay. Aun así, lo interesante es la diferencia entre los 
partidos grandes y los minoritarios en el Congreso, si se tiene en cuenta 
que los partidos que han concentrado más del 5% de los escaños han sido 
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al menos cuatro (1979, 1996 y 2009) mientras que los partidos con menos 
de 5% de los escaños han llegado a quince (2009) y diez (2002), fragmen-
tando enormemente el ámbito legislativo.
La extrema fragmentación y la presencia de presidentes sin apoyo legis-
lativo llevaron a una situación de gran inestabilidad, generando fuerte 
conflictos entre el ejecutivo y el legislativo. 

Cuadro 6.9. Concentración del voto (1979-2013)

1979 1984 1986 1988 1990 1992 1994 1996 1998 2002 2006 2009 2013 Media

Porcentaje de 
escaños obtenidos 
por los dos partidos 
más votados en el 
congreso

63,8 46,48 43,66 53,52 41,67 47,69 50,6 56,1 52,07 47 52 62,9 79,56 53,61 

Porcentaje de votos 
obtenidos por el 
tercer y cuarto par-
tidos más votados 
en las elecciones 
legislativas, inclu-
yendo a todas las 
circunscripciones2

17,18 17,24 22,61 23,81 18,8 33,88 - 20 14,52 8,76

Número de partidos 
principales (que 
concentran más del 
5% de los escaños)

4 7 8 6 6 6 6 4 5 6 8 4 3 -

Número de partidos 
minoritarios (que 
concentran menos 
del 5% de los 
escaños)

6 6 6 5 4 6 7 7 5 10 4 15 8 -

La correlación de fuerzas fue cambiando durante cada período legislati-
vo, modificando el peso de los partidos principales y las alianzas posibles 
entre partidos grandes y partidos minoritarios, los que actúan la mayoría 
de las veces como ‘partidos bisagra’, debido a la distancia política entre 
los partidos grandes. El papel de los pequeños, es decir, los que contaron 
con menos del 5% de los apoyos en una elección, ha sido determinante, 
ya que sus votos dieron más juego al intercambio particularista y a las 
‘mayorías móviles’. Esto fue generando una especie de mercado persa, 
donde los partidos pequeños y los independientes intercambiaban sus 
exigencias a cambios de apoyos puntuales. 

En el período 1978-1998, entre cinco y siete partidos controlaron el 
80-85% de los escaños, con lo cual los partidos grandes buscaban nego-
ciar. En ese escenario las desafiliaciones partidarias eran una constante 
(Burbano de Lara y Rowland 1999, 167), lo que fue debilitando a los 
bloques legislativos y fomentando el comportamiento oportunista de los 
legisladores: crearon bloques de ‘independientes’ que en algunos casos se 
convirtieron en la segunda o tercera fuerza legislativa (Sánchez 2008). En 
2002, cuando el PSP consiguió la presidencia, solo tenía seis legisladores, 
en una coalición gubernamental de veintitrés legisladores pertenecientes 
a MUPP-NP, MPD y a las alianzas del PSP con estos partidos pequeños. 
Esta coalición duró seis meses y manifestó, una vez más, los problemas 
que enfrenta un presidente sin un bloque mayoritario en el congreso 
(cuadro 6.10).

Fuente: Basado en datos del congreso y la asamblea legislativa. Para el indicador de partidos principales y minoritarios, datos tomados de 
Sánchez (2008). 
Notas: Las columnas sombreadas indican por una parte las elecciones presidenciales y, por otra, la elección conjunta de diputados nacio-
nales y provinciales. En el caso de 1986-1990 y 1994, la concentración del voto no está calculada ya que no se realizaron elecciones de 
diputados nacionales. Para esos años solo se señala la concentración del voto en el total de escaños, contando con la presencia de diputados 
nacionales de ese partido en la elección anterior.  
1 Los dos partidos que obtuvieron el mayor número de escaños fueron: en 1979, la CFP y el PID; en 1984 el PID y el PSC; en 1986, el 
PID y el PSC; en 1988, el PID y el PRE; en 1990, el PSC y ; en 1992, el PSC y el PRE; en 1994, el PSC y el PRE; en 1996, el PSC y el 
PRE; en 1998 la DP y el PSC; en 2002 el PSC y el PRE (si se considera como partido, pero si se considera como alianza, el grupo que apoya 
al PSP pasa a constituirse como el segundo bloque con más escaños); en 2006, el PRIAN y el PSP y el 2009, Movimiento Pais y el PSP.
2 El tercer y cuarto partido fueron en: 1979, el PLRE y el PCE; en 1984, la CFP y el FRA; en 1986, la CFP y la DP; en 1988, el PRE y la 
DP ; en 1990, el PRE y la DP; en 1992, el PUR y ; en 1994, la ID y el MPD; en 1996, la DP y el MUPP-NP; en 1998 el PRE y la ID y en 
2002 la ID y el PRIAN (si se considera como partido pero si se piensa en términos de bloques cambia porque el Grupo que apoya al PSP 
pasa a segundo lugar y el PRE a tercero). En 2006, fueron el PSC y, en 2009, el PSC-Madera de Guerrero y el PRIAN.
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Cuadro 6.10. Porcentaje de votos del partido del Gobierno y del partido con mayor 
cantidad de escaños (al momento de la elección)

Año elección Partido gobierno % escaños Partido más grande % escaños
1979 CFP 40,6 CFP 40,60
1984 PSC 12,68 ID 33,80
1986 PSC 19,72 ID 23,94
1988 ID 42,25 ID 42,25
1990 ID 19,44 PSC 22,22
1992 PUR 15,58 PSC 27,27
1994 PUR 3,90 PSC 33,77
1996 PRE 24,39 PSC 31,71

1998 DP 28,83 DP 28,83
2003 PSP-MUPP-NP-MPD  

y alianzas1
23 PSC 24

2006 Alianza Pais 0 PRIAN 28
2009 Alianza Pais 47,58 Alianza Pais  47,58
2013 Alianza Pais 73 Alianza Pais  73

Fuente: TSE (1990; 1997a; 1997b; 2000)
Notas:1 Pero si se consideran solo los diputados de PSP, es el 2%. En total, la conformación del bloque fue la siguiente: 
PSP 2; MUPP-NP 5; MPD 3; PS-FA 1; Alianza SP-MUPP-NP 6; Alianza MPD-PS 2; Alianza PS-MUPP-NP 2; 
Alianza MUPP-NP-MCNP 1; Alianza SP-MPD 1.

Con su triunfo en 2006, Correa encabezó un nuevo Gobierno de minoría, 
toda vez que no presentó candidatos a diputados. No obstante, esta estra-
tegia lo puso en una situación bastante diferente a las que se habían dado 
hasta ese momento. El período comenzó con un escenario poco proclive a 
la formación de una coalición mayoritaria, ya que el congreso se encontraba 
presidido por el PRIAN y el PSP como segunda mayoría. A poco más de un 
mes, la situación cambió de manera radical, lo que hizo que el presidente 
contara con una mayoría progobiernista denominada periodísticamente ‘de 
los manteles’ o autodenominada ‘Bloque de la Dignidad Nacional’, tras la 
destitución de cincuenta y siete diputados por parte del TSE.39 Este nuevo 

39  La crisis se inició cuando el congreso intentó destituir el presidente del TSE, Jorge Acosta, 
en marzo de 2007, sin previo juicio político, como establecía la Constitución. Esta decisión de los 
diputados de PSC, PSP, PRIAN y UDC se sustentó en el hecho de que el TSE convocó a la consulta 
popular con un estatuto que no era el que había sido aprobado por el congreso, sino el remitido 
por el poder ejecutivo al tribunal. Frente a ello, el TSE respondió de un modo tajante y emitió una 
resolución quitándoles los derechos políticos por dos años a cincuenta y siete diputados que habían 
aprobado la destitución. La base de su argumento fue que en época electoral es el TSE la máxima 

esquema dotó de gobernabilidad al sistema político, aun cuando se violentó 
el estado de derecho en reiteradas ocasiones40 y se generó un precedente más 
para la alteración de las reglas del viejo sistema político.

Para 2009, la elección fue diferente. El presidente contó con un bloque 
mayoritario en la asamblea legislativa, lo que le dio apoyo mayoritario en 
este escenario constantemente fragmentado. En la oposición se encontraba 
agrupaciones tan diferentes entre sí como PSP (diecinueve),41 PSC-Mo-
vimiento Cívico Madera de Guerrero (once), PRIAN (siete), MUPP-NP 
(cuatro) yMPD (cinco),42 un antiguo aliado de Movimiento Pais.43 A pesar 
de que el elemento común parecía ser estar ‘frente’ a Correa, estos movi-
mientos y partidos no actuaron como un bloque opositor unido, y esto 
se debe a sus diferencias ideológicas, programáticas, regionales e incluso 
políticas.44En 2013 se incrementó la tendencia de 2009 y el presidente y 
su partido obtuvieron el control de la asamblea legislativa.

autoridad y que puede destituir a aquellos funcionarios que, según su juicio, busquen intervenir en 
los procesos electorales.

40  Frente a esta situación comenzó un período de conflictos para evitar que los diputados destitui-
dos ingresaran al legislativo y para que el presidente del congreso, Jorge Cevallos (hasta ese momento 
del PRIAN), convocara a una sesión extraordinaria con los destituidos en la noche del 10 de marzo 
de 2007. Tras las conversaciones y luego de prometerles realizar la sesión, Cevallos desistió y acudió 
al TC para entregar una propuesta encaminada a que ese organismo fuera el dirimente en el conflicto 
político generado por las actuaciones del congreso y del TSE, quitándole argumentación a los bloques 
destituidos. Esto allanó el camino de la nueva coalición, dejó sin margen de actuación a los diputados 
que habían sido elegidos por la ciudadanía y los suplentes ocuparon su lugar. 

41  Aunque al asumir, uno de sus legisladores abandonó el PSP, declarándose “socialista”. El bloque 
pasó a contar con dieciocho asambleístas. 

42  Además, hay otros legisladores de la ID (2), MPD (1), Movimiento Cívico Democrático Na-
cional (MCDN) (1), CC (1) y Movimiento Amanta Yuyay (MIAY) (1). 

43  Entre los legisladores con experiencia en otros partidos se encontraban: los de Pais, Raúl Abad 
y Ángel Vilema que pertenecían a la DP; Holger Chávez Canales que militó en el PSP; Humberto 
Alvarado Prado del PSC; César Gracia Gámez del PRE; Paola Pabón de la ID y Virgilio Hernández del 
MUPP-NP, por mencionar algunos. Entre tanto, los asambleístas del PSP también provenían de otras 
fuerzas políticas, como Luis Almeida que fue diputado del PSC o los de PSC-Madera de Guerrero que 
tuvieron en su bloque al exdirigente de la ID, Enrique Herrería. 

44   A pesar del espíritu renovador de la clase política posconstituyente, solo sesenta y seis, o el 
53%, de los legisladores actuó por primera vez mientras que los otros cincuenta y ocho (47%) tenían 
experiencia previa. Treinta y siete de ellos habían sido miembros de la Asamblea Constituyente, nueve 
diputados de congresos anteriores al de 2007 y once, del último, del que fueron destituidos cincuenta 
y siete y reemplazados por sus suplentes. Entre ellos, había veintiún diputados que fueron conocidos 
como los ‘diputados de los manteles’, por el apoyo dado al Gobierno de Correa en contra de los parti-
dos que les habían postulado en la campaña como suplentes.
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Nivel de competitividad del sistema e incertidumbre de las preferencias 

El nivel de incertidumbre en una elección, la estrechez de la victoria de 
un candidato sobre otro y la sucesión de los partidos en el poder permiten 
determinar la competitividad del sistema de partidos, entendida esta como 
una función de la influencia de los partidos sobre los votantes y el resul-
tado electoral. La competitividad indica tanto la proporción de votantes 
abiertos a la persuasión de los partidos como la probabilidad de que esa 
persuasión afecte los resultados electorales agregados. 

Una característica importante del sistema de partidos ecuatoriano en 
el período analizado ha sido la alta competitividad de la primera vuelta 
presidencial. El diseño institucional incentivó la proliferación de candi-
daturas debido a que, al haber tantas opciones electorales y estar tan frag-
mentado el sistema, eran necesarios muy pocos votos para poder pasar a 
la segunda vuelta. 
	

El piso electoral que han debido superar los partidos, es decir, la cantidad 
de votos necesarios para pasar a la segunda vuelta, ha sido muy bajo. Solo 
en una ocasión el porcentaje de votos exigidos llegó al 34,91%, en la 
elección de 1998, el porcentaje logrado por el candidato Jamil Mahuad. 
El candidato que menos votos necesitó para pasar a la segunda vuelta fue 
Álvaro Noboa en 2002; con apenas el 17,37% de los apoyos, consiguió 
entrar en la segunda ronda. En este sentido, los márgenes de victoria en-
tre el primero y segundo candidatos han sido, en todo el período, muy 
estrechos en la primera vuelta. Este hecho indica un alto nivel de compe-
titividad e incertidumbre; en 1996 se dio el margen más pequeño (0,89) 
y, en 2013, el más amplio (34,49 puntos porcentuales), cuando no fue 
necesaria una segunda vuelta (gráfico 6.1).

	
El cambio en las preferencias de la ciudadanía hacia los partidos 

La volatilidad electoral agregada expresa los cambios en los porcentajes 
de voto entre dos elecciones (Pedersen 1983). El mismo criterio se utiliza 
para conocer el grado de estabilidad de los apoyos ciudadanos en relación 
con un sistema de partidos; junto a otros criterios, permite identificar el 
nivel de institucionalización del mismo.45 Este índice presenta una serie de 
limitaciones al ser utilizado en sistemas de partidos fluidos que de algún 
modo relativizan sus resultados. Esto se debe a que, si bien señala que hubo 
transferencias de votos, no toma en cuenta la composición real del voto, 
esto es, la procedencia de quienes cambian su voto. Tampoco muestra en 
qué medida esas transferencias son el resultado de un voto sofisticado en 
el que el votante realiza evaluaciones que suponen premio y/o castigo a 

45  El nivel de volatilidad electoral agregada puede calcularse con el índice de Pedersen (1983):
V=(÷PiV÷ + ÷PlV÷+ ÷P kV÷ ...+ ÷PnV÷)/2, donde ÷Pi V÷ representa el valor absoluto de la 

diferencia en porcentaje de votos obtenidos por el partido y entre dos elecciones sucesivas. La suma 
de los valores absolutos de las diferencias se divide para dos para tener en cuenta el hecho de que lo 
perdido por un partido es ganado por otro (Bartolini y Mair 1990: 320). Su valor oscila entre 0 y 100 
y cuanto más alto sea, suele indicar mayor inestabilidad del sistema de partidos. La volatilidad también 
puede calcularse entre bloques ideológicos, regionales u otro criterio que se considere pertinente, para 
poder estudiar los cambios de votos entre partidos que responden a una misma división de clase, región 
o ideología, entre otros.
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Gráfico 6.1. Margen de victoria de las elecciones presidenciales 
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los candidatos ni tiene en cuenta los cambios que puedan originarse por 
transformaciones en la oferta partidista. 

A pesar de estas limitaciones, resulta interesante, en términos analí-
ticos, explorar en qué medida la ciudadanía ecuatoriana ha cambiado su 
voto de una elección a otra. La volatilidad electoral agregada presidencial 
en el período 1978-1998 ha sido de 57,04 puntos porcentuales. Esto 
significa que ningún partido elegido en las urnas ha ocupado la presi-
dencia de la república en dos oportunidades hasta el año 2009. Al mis-
mo tiempo, significa que cada cambio en la elección del partido estuvo 
acompañado por una modificación en la tendencia ideológica del partido 
en el Gobierno.46

Para diputados provinciales en ese mismo período, que suponen elec-
ciones con el mismo sistema electoral, las preferencias de la ciudadanía han 
cambiado, en promedio, en un 25,98%. Esto supone que los partidos han 
perdido o ganado en promedio ese porcentaje de votos de una elección a otra 
(cuadro 6.11). A partir de 1998, la volatilidad electoral agregada se dispara, 
pero también hay que considerar que resulta muy complicado calcularla, 
toda vez que ya no se suman los votos por partido sino por candidato. 

El alto nivel de volatilidad ha llevado a la imprevisibilidad de los re-
sultados electorales y, por tanto, a la “política del todo vale” (Conaghan 
1996). Por lo general, los políticos no cumplían sus programas ideológicos 
ni sus promesas de campaña sino que llevaban a la práctica una política 
pragmática acorde con sus interpretaciones de lo que demandaba el electo-
rado. Como ha señalado Conaghan (1995, 450), en este escenario convi-
vían “políticos flotantes con votantes flotantes”, lo que también supone un 
condicionante para el análisis de la volatilidad electoral dado que el origen 
de esos cambios también estuvo en la fluidez de la oferta partidista. 

46  El espacio populista alcanzó el poder con Jaime Roldós Aguilera en 1978 con la CFP y, en 
1996, con Abdalá Bucaram del PRE; el espacio de derecha lo hizo en 1984 con León Febres Cordero 
del PSC y, en 1992, con Sixto Durán Ballén, que compitió con el PUR, una escisión del anterior, y el 
centro izquierda en 1988 con Rodrigo Borja de la ID y, en 1998, con la candidatura de Jamil Mahuad 
de la DP, aunque este último en ese momento se encontraba más alineado en el centro-derecha que 
en su posición original.

Cuadro 6.11. Volatilidad electoral agregada (1979-2009)

Presidencial1 Legislativa
(diputados provinciales)

1984-1979 63,43 41,51

1986-1984 39,82 17,55

1988-1986 28,4

1990-1988 26,3

1992-1988 49,63 24,87

1992-1990

1994-1992 15,56

1996-1992 68,01

1996-1994 27,71

1998-1996 64,35

2002-1998 s/d  41,00

2006-2002 s/d 42,20

2009-2006 s/d s/d

Índice de volatilidad electoral agregada 57,04 29,45

Notas:
El cálculo de la volatilidad electoral agregada se realiza sobre la primera vuelta.
Los años sombreados corresponden a comicios presidenciales.
1 Para 1998, 2002 y 2006 el sistema electoral cambió y los votos no se registran por partido sino por candidato, lo cual 
dificulta el cálculo de la volatilidad. Estos datos son provisionales y deben ser tomados solo como una aproximación 
analítica, debido a la dificultad de su análisis.

La heterogeneidad territorial del voto y el modo 
en que se politiza la fractura regional

El comportamiento electoral ecuatoriano, el funcionamiento de los parti-
dos políticos y la competencia del sistema de partidos se entiende en clave 
regional. Esto último ha estado dividido por una pronunciada fractura que 
separa a densas sociedades regionales, con valores, actitudes, redes de re-
laciones económicas, sociales y políticas diferentes (Trujillo 1983; Villavi-
cencio 1990; Freidenberg y Alcántara 2001a; Freidenberg 2003a; Pachano 
2007a). La ciudadanía ha votado por partidos y movimientos políticos que 
representan sus preferencias regionales. 
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Entre 1979 y 1996, Ecuador fue el caso en el que la distribución te-
rritorial del apoyo electoral ciudadano fue menos homogénea en América 
Latina, con un coeficiente de 0,57, según el índice de nacionalización desa-
rrollado por Mainwaring y Jones (2003).47 Por tanto, los partidos han sido 
organizaciones regionales o provinciales (Freidenberg y Alcántara 2001a; 
Mejía 2002; Pachano 2007a), poco representativos del conjunto del país y 
con bajos niveles de nacionalización de sus apoyos.

El PRE ha obtenido sus mayores apoyos en las provincias de Guayas, 
Los Ríos, Esmeraldas, El Oro y Manabí, donde sus medias en 1984-1996 
superan los quince puntos en la elección de los diputados nacionales y los 
veinticinco en la de los diputados provinciales. Guayas y Los Ríos han 
sido, respectivamente, sus feudos electorales, presentándose diferencias 
entre estas dos provincias y el resto de la Costa; en Manabí han obtenido 
los menores apoyos para la elección de diputados nacionales en todo el 
período (aunque, en la elección de 1996, esta provincia superó en casi diez 
puntos a Guayas y en dos a Esmeraldas). Los datos también muestran la 
competencia existente entre el PRE y el PSC en Guayas y Los Ríos (Frei-
denberg y Alcántara 2001a).

Si el PRE obtenía en sus inicios mejores resultados en Guayas y me-
nores en Los Ríos (de 1984 a 1990), a partir de 1992 cambió su ‘feudo’ 
electoral48 y pasó a tener mejores resultados en Los Ríos y menores en 
Guayas. Es precisamente lo contrario que ha ocurrido con el PSC. Las ges-
tiones de Abdalá Bucaram (1984-1985) y su hermana Elsa (1988-1989) en 
la alcaldía de Guayaquil, ambas administraciones inconclusas, explican la 
disminución de los apoyos en el distrito porteño. En este período, el PRE 
ha ido modificando su localización estrictamente guayaquileña hacia otras 
provincias, como Manabí y Los Ríos. Incluso en esa época los roldosistas 

47  El indicador utiliza el coeficiente de Gini como medida de desigualdad de la distribución, en 
este caso de los votos obtenidos por cada partido en los distritos electorales o en las unidades subna-
cionales. Al contrario de su uso generalizado, en esta aplicación se lo ha invertido (1-Gini), de manera 
que a mayor puntuación hay mejor distribución espacial de la votación. El índice se lee de 0 a 1. Solo 
Brasil presentaba un índice tan bajo de nacionalización (0,58), mientras en Bolivia dio 0,77, Chile y 
Uruguay 0,87, Costa Rica 0,90 y Honduras 0,92 (Mainwaring y Jones 2003, 142).

48  Un feudo electoral es aquel distrito que recibe apoyos electorales que superan la media de los 
apoyos de ese partido en todo el territorio. 

obtenían más apoyos en la Sierra, como en Imbabura, Tungurahua, Cañar, 
Chimborazo y Cotopaxi. 

De manera paralela, dos partidos obtenían sus mejores resultados en 
la Sierra, siéndoles bastante dificultoso alcanzar respaldos significativos en 
la otra región. Tanto la DP como la ID tenían una composición regional 
del voto muy similar. La ID obtenía apoyos electorales en provincias como 
Pichincha, Imbabura, Azuay, Carchi, Cañar y Bolívar. En tanto, en las 
que conforman la región de la Costa, sus rendimientos apenas superaban 
el 15% de los apoyos; El Oro es donde más los ha conseguido y Gua-
yas, donde menos. La ID también ha obtenido apoyos considerables en la 
Amazonia, en particular, en la provincia de Morona Santiago. En tanto, la 
ID ha conseguido sus mayores porcentajes de votos en la Sierra, principal-
mente en Pichincha, Cotopaxi y Carchi, y obtenía resultados significativos 
en provincias del Oriente como Morona-Santiago, que entre 1984 y 1992 
fue su feudo electoral. 

En las elecciones de 2002, solo un partido presentó candidatos en las 
veintidós provincias. En promedio, cada uno de los partidos y las asocia-
ciones de independientes compitió ese año en cinco provincias (Pacha-
no 2007a). Los que controlaban feudos (PSC en Guayas o Tungurahua; 
PRE en Los Ríos o Esmeraldas, ID en Pichincha o Azuay) perdieron su 
capacidad de movilización en los mismos. De esta manera, los resultados 
permitieron que el PRIAN y el PSP se convirtieran en los más beneficiados 
en cuanto a diputados y consejeros provinciales. En todas las provincias 
amazónicas y en las serranas, como Chimborazo, Tungurahua, Cañar o 
Bolívar, ganó Gutiérrez.49

Tras la elección de 2006, la fractura regional continuó, aunque los acto-
res que la representaban ya eran otros. Noboa y el PRIAN se presentaban 
como herederos de PSC y PRE en la Costa, mientras Correa tomaba el re-
levo de la ID (Pichincha) y también de otros partidos de izquierda y centro 
izquierda en la Sierra (MUPP-NP, PS-FA). En esa elección los resultados 
también mostraron un cambio en la distribución de los apoyos, en el sen-

49  Además, por lo menos en once provincias consiguió el mayor número de consejeros (Napo, 
Orellana, Pastaza, Sucumbíos, Morona Santiago, Cotopaxi, Chimborazo, Tungurahua, Azuay, Bolívar 
y Cañar), lo que supone la emergencia de una nueva fuerza política mayoritaria.
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tido de expresar una tendencia a cierta homogeneidad de la procedencia 
regional de la votación. Por ejemplo, Correa consiguió el 56,27% de los 
apoyos que provenían de la Sierra y el 40,79% de la Costa; mientras Noboa 
ganó el 65,42% de la Costa y el 35,57% de la Sierra (López, A. 2009, 1).

En las elecciones de 2009, cambió la tradicional distribución territorial 
de los apoyos hacia los partidos. El movimiento Alianza Pais y el PSP fueron 
las agrupaciones con mayor homogeneidad territorial lo cual modificó la 
tendencia histórica de que los partidos actuaban únicamente como orga-
nizaciones regionales, poco representativas del conjunto del país. Los apo-
yos regionales en la primera vuelta presidencial estuvieron divididos. Correa 
triunfó con el 51,99% de los apoyos en la primera vuelta, en una elección 
en la que compitieron ocho candidaturas y votaron casi ocho de los diez 
millones que estaban habilitados para participar. Los apoyos para Correa se 
distribuyeron de manera más homogénea en el territorio (López, A. 2009, 
2), del mismo modo que los votos hacia los hermanos Gutiérrez (PSP), aun-
que estos continúan con un importante feudo electoral en el Oriente.

Correa ganó en veinte circunscripciones electorales mientras Gutiérrez 
lo hizo en siete y Noboa en ninguna, a pesar de ser el segundo más votado 
en los distritos de Santa Elena, Europa y América Latina. En cuatro de las 
seis provincias amazónicas el triunfo del PSP fue con diferencias mayores 
a los veinte puntos, mientras que en donde perdió (Sucumbíos y Zamora), 
lo hizo por menos de cinco puntos porcentuales, lo cual muestra la alta 
competitividad de la elección.

Conclusiones: un sistema de partidos en constante cambio 

Un reto principal de la política ecuatoriana desde la transición a la demo-
cracia, en 1978, ha sido el de constituir un nuevo sistema político, sobre la 
base de un sistema de partidos poco fragmentado, institucionalizado, en el 
cual las prácticas políticas tendieran al diálogo y la concertación. En las dos 
primeras décadas, el sistema se caracterizó por una extrema fragmentación, 
una alta polarización, alta volatilidad electoral y la ausencia de un bloque 
mayoritario afín al ejecutivo. Como consecuencia, los presidentes fueron 

débiles y se armaron Gobiernos de coaliciones minoritarias, con políticos 
desleales, que facilitaban la estructuración de alianzas fantasmas y mayorías 
móviles (Pachano 2007a; Mejía 2002). 

Durante el período, diversos sectores han presionado por incorporarse 
al sistema de partidos. En todo sistema resulta factible identificar diferentes 
tensiones originadas a partir de las presiones que desarrollan las viejas élites 
preocupadas por mantener el statu quo frente a unas nuevas que buscan 
espacios de representación. En el sistema de partidos ecuatoriano se han po-
dido identificar también estas tensiones entre élites y, precisamente, son esas 
las dinámicas que han cruzado la competencia en el período 1978-2013, 
lo cual muestra la existencia de cambios continuos (entre 1978-2002) y de 
cierto colapso del sistema (a partir de 2002). 

Lo que ha ido cambiando con las diferentes citas electorales celebradas 
desde 2002 son las características básicas de la estructura de la competen-
cia del sistema de partidos: a) la elección de un presidente en una primera 
vuelta electoral, por una diferencia de más de veinte puntos con respecto 
al segundo candidato más votado; b) la reducción de la fragmentación y el 
número efectivo de partidos a nivel presidencial y legislativo; c) la dismi-
nución de la competitividad en la elección presidencial y la incertidumbre 
sobre el resultado; d) la lenta desaparición de los partidos tradicionales; d) 
la tendencia a la nacionalización de los apoyos hacia las fuerzas mayori-
tarias (Alianza Pais) y, finalmente, e) la generación de una democracia de 
mayorías, sustentada en el control de las instituciones centrales del sistema 
político por parte de un único partido, que facilita la gobernabilidad del 
sistema y que modifica la configuración del sistema desde uno propartido 
a otro antipartido, para regresar al propartido.

Estos cambios se asientan en una serie de continuidades con el pasado. 
Los niveles de polarización ideológica se mantienen altos, aun cuando el 
espacio de izquierda ha mutado y han ganado fuerza electoral y capacidad 
de ejercer gobierno los partidos que se ubican en ese espacio ideológico. 
La presencia de liderazgos populistas, que supone una continuidad con la 
política tradicional ecuatoriana, es otro elemento significativo. Si bien el 
apoyo hacia una sola fuerza política, que se convierte en el eje articulador 
de la competencia, es algo novedoso, no lo es el estilo de liderazgo de 
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dicha fuerza. Esta minimiza cualquier tipo de intermediación y potencia 
la interpelación discursiva del individuo como parte de un colectivo y en 
contra del opositor de turno de ese líder, sea la partidocracia, los medios 
de comunicación de masas o algún vecino internacional. La tradicional 
dificultad para la cooperación leal entre los actores sociales y políticos tam-
poco es algo nuevo en el sistema de partidos ecuatoriano, sobre la base de 
un multipartidismo extremo que daba cuenta de una fuerte competencia 
centrífuga. 

El intercambio de favores y las prácticas clientelares y patrimonialistas 
no han abandonado tampoco la política de la última década. En la elección 
de 2006, mientras Álvaro Noboa utilizaba sus recursos económicos, la in-
versión en medios y su mesianismo caritativo, Gilmar Gutiérrez del PSP, 
hermano del expresidente Lucio Gutiérrez, trabajaba de manera soterrada, 
casi ausente de los medios de comunicación urbanos, en una campaña 
‘puerta a puerta’, fuera de las grandes ciudades y gracias a un denso inter-
cambio clientelar. 

La nueva política ecuatoriana tiene mucho que ver aun con la vieja 
política de caciques, clientes y patrones que existía en el período ante-
rior, aunque lo haga en un escenario bastante diferente al que tenía en el 
período 1979-1998. Nuevos actores juegan a la política, junto a algunos 
sectores de las viejas élites partidistas que han sabido adaptarse a los cam-
bios del sistema. La mayoría lo hace con las viejas prácticas que cruzaron 
el sistema, precisamente las mismas que el electorado rechazó con énfasis 
cuando eligió a la revolución ciudadana que expresaba su deseo de cambio. 

Capítulo 7 
La división territorial y 
los sistemas políticos locales*

La distribución territorial del poder político es de reciente interés para la 
ciencia política. Hasta el momento se ha avanzado poco en la reflexión 
teórica y conceptual, especialmente si se la compara con otros temas refe-
ridos a los partidos políticos, los sistemas electorales o las votaciones en los 
órganos legislativos. Por lo general, se la ha abordado indirectamente desde 
la perspectiva de la descentralización o de la distribución de los votos reci-
bidos por los partidos en un territorio determinado (Jones y Mainwaring 
2003). Los estudios sobre descentralización (realizados en mayor número 
con objetivos de planificación que con fines académicos) se han preocupa-
do fundamentalmente de la formulación y la gestión de políticas públicas, 
mientras han relegado a un segundo plano el juego político, las relaciones 
de poder y, en general, las estructuras políticas que se conforman en los 
niveles subnacionales.1

1  El término subnacional puede ser polémico, especialmente en países donde determinados espacios 
territoriales plantean reivindicaciones de carácter nacional, como es el caso de España. En el presente 
capítulo, designa a las unidades administrativas territorialmente definidas en el interior de un país. Con-
cretamente, en el caso ecuatoriano hace referencia a las provincias, los cantones y las parroquias.

* El presente capítulo se basa en –y reproduce partes de– los textos de Simón Pachano: “Movi-
mientos sociales regionales” (1985); Democracia sin sociedad (1996); “El territorio de los partidos” 
(2004a); “Ecuador: The Provincialization of Representation” (2006a); “Sistemas subnacionales de par-
tidos en Ecuador” (2008b); de Flavia Freidenberg: “Cuestión regional y política en Ecuador: Partidos 
de vocación nacional y apoyo regional” (2001a, coautoría con Manuel Alcántara Sáez) y “Un país de 
mil reinos: predominio de nuevos actores, estrategias políticas e incongruencia multinivel en Ecuador 
(1978-2014) (2014).
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Los estudios sobre la distribución territorial de la votación se han 
concentrado en el desempeño de los partidos en los procesos electora-
les, de modo que han llevado a destacar las diferencias de votación a lo 
largo del espacio nacional (Jones y Maiwaring 2003; Pachano 2004a), la 
relación entre el número de electores y el número de escaños, bajo el con-
cepto de desproporción (malapportionment) (Snyder y Samuels 2001), 
la incidencia de los componentes del sistema electoral en el desempeño 
de los partidos en el nivel local (Morgenstern y Swindle 2005) y la re-
lación entre el nivel nacional y el local en el desempeño de los partidos  
(Freidenberg y Alcántara 2001a; Anckar 2000; Park 2003; Snyder y 
Samuels 2001; Morgenstern y Swindle 2005). Todos estos temas estu-
vieron precedidos por los aportes de trabajos que buscaron detectar la 
influencia de la magnitud y el número de circunscripciones electorales 
sobre el comportamiento de los partidos y sobre los resultados de las elec-
ciones (Duverger [1951] 1988; Taagepera y Grofman 2003; Park 2003; 
Nohlen 1995; Sartori 1992).

En este capítulo se destaca el gran peso que tiene la distribución terri-
torial de la votación en la configuración del sistema de partidos así como 
en los resultados finales de la política. El análisis se restringe al desempe-
ño de los partidos en los procesos electorales y explora la conformación 
de sistemas subnacionales de partidos. Para tratar estos temas, el capítulo 
está dividido en tres secciones. En la primera se desarrollan algunos as-
pectos conceptuales necesarios para tratar la distribución territorial de la 
votación y la conformación de sistemas de partidos subnacionales. En la 
segunda se aborda la distribución territorial de la votación en Ecuador 
mediante una breve visión de las tres décadas de vigencia del régimen 
democrático con especial énfasis en el período 2002-2007. En la tercera 
se realiza un acercamiento a la conformación de sistemas de partidos sub-
nacionales en Ecuador durante el mismo período, a la vez que se propone 
hacer operativa la clasificación de los sistemas de partidos elaborado por 
Sartori (1992). En la cuarta sección se ofrecen algunas conclusiones.

Distribución territorial de la votación y 
sistemas subnacionales de partidos

El interés en la distribución territorial de la votación y en la conformación 
de sistemas de partidos en los niveles subnacionales se deriva de la inciden-
cia que pueden tener tanto la implantación territorial como el desempeño 
de los partidos en esos niveles sobre la acción política y, en términos más 
generales, sobre la democracia. La hipótesis al respecto es que el desempe-
ño uniforme de un partido en términos territoriales produce condiciones 
positivas de representación, ya que se constituye en un incentivo para su 
definición como partido nacional. Derivado de ello, es también un estímu-
lo para la agregación de intereses. En otras palabras, es factible suponer que 
si un partido obtiene su votación en el conjunto del territorio nacional sin 
mayores distorsiones con respecto a la distribución demográfica, tiende a 
construir su agenda con los temas de carácter nacional. Por el contrario, la 
distribución territorialmente dispar de la votación recibida por un partido 
tiende a transformarlo en una organización de arraigo local, con propen-
sión a representar intereses específicos.

Para desarrollar esta perspectiva es necesario señalar que existe votación 
uniformemente distribuida en el espacio nacional cuando la proporción 
que obtiene un partido en cada espacio subnacional no se aleja significati-
vamente de la proporción que ese espacio representa en el total nacional. 
Así, si un determinado espacio subnacional (una provincia, un departa-
mento o cualquier unidad con la que se trabaje) acoge al x% del electorado 
nacional, cada partido político deberá obtener en ese espacio aproximada-
mente el x% de su propia votación nacional.2 Obviamente, por un con-
junto de factores sociales, económicos, políticos e institucionales, es poco 
probable que exista perfecta coincidencia entre ambos términos. El análisis 
comparado demuestra que siempre se encuentran distorsiones, las cuales 
se expresan en diferencias entre la distribución de la votación recibida por 
los partidos y la distribución demográfica o del electorado nacional (Jones 
y Maiwaring 2003). De esa manera, se constituyen bastiones electorales, 

2  Este supuesto lleva a la construcción del Índice de Distribución Territorial (IDT), un instru-
mento para medir la distribución territorial de la votación, que será explicado y utilizado más adelante.



213212

La división territorial y los sistemas políticos localesCapítulo 7

entendidos como los espacios en que un partido obtiene una proporción 
de su votación nacional, significativamente más alta que la proporción de 
la población de ese espacio sobre el total nacional.

La conformación de bastiones pone sobre la mesa tres temas de impor-
tancia para el desempeño de los partidos y, en general, para las condiciones 
en que se desarrolla la política en el ámbito nacional. En primer lugar, un 
partido que cuente con uno o más bastiones inevitablemente obtendrá en 
otros espacios proporciones de su votación que serán menores a la propor-
ción poblacional de estos sobre el total nacional. Por tanto, tenderá a la 
sobrerrepresentación en unos espacios y a la subrepresentación en otros, lo 
que puede llevar a privilegiar los intereses de los primeros en menoscabo 
de los últimos.3

En segundo lugar –de la misma manera que ocurre en el campo militar, 
del cual viene la noción de bastión–, este puede constituirse en una forta-
leza en la que predomina un partido, sin que a ella puedan acceder otros 
partidos. Cabe aclarar que esto se cumple solamente en el caso de partidos 
que cuentan con altas proporciones de votación tanto en ese espacio sub-
nacional como en el nacional, mientras que un partido pequeño puede 
obtener una alta proporción de su votación en un espacio subnacional sin 
que este actúe como una fortaleza a la que no pueden acceder los otros. 
En consecuencia, en este último caso no existe un bastión en la acepción 
original (militar) del término. 

En tercer lugar, como sucede en el campo militar, un bastión puede 
impedir que otros partidos entren en este, pero también puede dificultar 
la expansión del partido hacia otros espacios. Esto puede suceder cuando 
el partido acantonado en un bastión ha privilegiado las demandas y las 
reivindicaciones de la población asentada allí, dejando de lado o sacrifi-
cando las de carácter nacional o las de los otros ámbitos territoriales. Por 
consiguiente, el partido encontrará serias dificultades para obtener apoyo 

3  Esa relación podría alterarse según la estrategia que defina el partido. Si decide privilegiar la 
consolidación de sus bastiones, se mantendría esa situación de fortaleza en unos lugares y de debilidad 
en otros. Por el contrario, si la estrategia estuviera orientada a la penetración en los espacios débiles, se 
vería obligado a hacerse cargo de los intereses específicos de estos o impulsar propuestas de alcance na-
cional que pudieran recibir apoyo en unos y otros. Como se verá, la consolidación de bastiones tiende 
a imponerse ya que es altamente satisfactoria en términos de costo-beneficio.

en estos últimos, sin que necesariamente existan en ellos otros partidos con 
fuerza estrictamente local.

Las distorsiones de la votación con respecto a la distribución de la po-
blación nacional, que marcan diferencias y a la vez establecen relaciones 
complejas entre el juego político nacional y el subnacional, se expresan en 
tres resultados. El primero es la vinculación, señalada antes, de los partidos 
con los intereses específicos de espacios subnacionales claramente defini-
dos, lo que transforma a estos intereses en factores de importancia en la 
acción nacional de esos partidos. El segundo resultado es la instauración de 
juegos políticos propios o específicos en esos niveles subnacionales o, dicho 
de otra manera, la conformación de múltiples arenas políticas –diferencia-
das de la nacional–, lo que se expresa en la conformación de sistemas sub-
nacionales. El tercer resultado es la compleja relación que se establece entre 
el juego nacional y los diversos juegos subnacionales. Esto obliga a que los 
partidos desarrollen estrategias múltiples e introduce una serie de dimen-
siones que deben ser consideradas al analizar el desempeño de la política.

Con estos elementos, cabe investigar los factores responsables de la dis-
tribución irregular de la votación recibida por los partidos en términos 
territoriales y, como consecuencia, la conformación de bastiones y sistemas 
subnacionales de partidos. Una primera causa es la existencia de espacios 
subnacionales claramente diferenciados en términos económicos, sociales 
y culturales, que pueden definirse como sociedades regionales (Pachano 
2006a). Por tanto, las diferencias en la distribución de la votación serían 
la expresión política de un clivaje territorial. Sin embargo, la existencia de 
esos clivajes –presentes en la mayor parte de países del mundo– no siempre 
encuentra su expresión política en la votación diferenciada de los partidos 
u otras manifestaciones. Para que esas características territoriales se mani-
fiesten políticamente, debe concurrir una serie de elementos estructurales e 
históricos que, finalmente, llevan al surgimiento de identidades regionales 
o locales (Lijphart 1969; Lipset y Rokkan 1967; Dix 1989; Jones 2004; 
Zielinski 2002).

Pero además de esos factores, es posible que la traducción de diferencias 
estructurales en clivajes o en expresiones políticas se deba al diseño institu-
cional del sistema político, que constituye la segunda causa a destacar. En 
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efecto, es probable que en muchos casos la relación se plantee de manera 
inversa, esto es, que los componentes del sistema político determinen la 
expresión de los factores estructurales y que no sean estos los que condicio-
nen aquellos. De esta manera, se puede sostener que “si no identificamos 
primero las estructuras políticas –y en particular la estructuración de los 
partidos– es probable que olvidemos la pregunta crucial: ¿Cómo es posible 
que unas estructuras socioeconómicas similares no se traducen en sistemas de 
partidos similares?” (Sartori 1992, 227, énfasis en el original). Por tanto, 
en muchos casos los clivajes tenderían a tomar forma por el efecto de los 
diseños institucionales y, asimismo, estos podrían actuar en sentido inverso 
y por tanto evitar –o por lo menos minimizar– la traducción de las diferen-
cias estructurales en expresiones políticas o clivajes.

Al analizar el caso ecuatoriano a la luz de estas reflexiones es posible 
encontrar algunas explicaciones acerca de la presencia de partidos que dis-
tribuyen de manera heterogénea su votación en el territorio nacional, cons-
tituye una de sus características más destacadas (Freidenberg y Alcántara 
2001a; Mejía 2002). Esas explicaciones pueden aludir, por un lado, a la 
existencia de clivajes territoriales que toman expresión política y, por otro 
lado, a los diseños institucionales que directa o indirectamente fomentan 
aquella heterogeneidad. Como se verá en las siguientes secciones, la ex-
plicación parece encontrarse en la combinación de ambos factores, esto 
es, en la traslación de la heterogeneidad regional al plano político por las 
disposiciones propias del diseño institucional. 

Distribución territorial de la votación

El análisis electoral de los espacios subnacionales se ha orientado hacia los 
temas del desbalance (malapportionment) entre la proporción poblacional 
(o de votantes) y la proporción de puestos que le corresponden a cada 
circunscripción electoral (Snyder y Samuels 2001) y a la distribución terri-
torial de la votación de los partidos (Jones y Mainwaring 2003; Pachano 
2004a). El primer tipo de estudios se concentra en los efectos que se des-
prenden de la diferente magnitud de las circunscripciones electorales; por 

tanto, atiende a un tema propio del diseño institucional. El segundo tipo 
de estudios se refiere al desempeño de los partidos y a las preferencias de 
los electores, que expresa una realidad más compleja ya que se deriva de 
la combinación de elementos estructurales y las características del diseño 
institucional.

Las dos perspectivas resultan sumamente útiles para analizar los temas 
relacionados con las características de la política en los niveles subnaciona-
les, especialmente si se la entiende como la distribución territorial del po-
der. Por ello, cabe mirar brevemente la realidad ecuatoriana a través de esos 
prismas y extraer algunas conclusiones que pueden ser útiles en función, 
no solamente del conocimiento académico sino también de los procesos 
que se impulsan en ese sentido. En cuanto a la primera perspectiva, la del 
malapportionment, cabe señalar que cuando se utilizan circunscripciones 
de diversa magnitud resulta prácticamente imposible establecer una pro-
porción única y equitativa entre votantes y puestos para todas las circuns-
cripciones (Nohlen 1995). Por lo general, en las circunscripciones grandes 
se requiere un número más alto de votos por cada puesto en disputa que 
en las pequeñas.4 Esto se traduce finalmente en diferencias en el peso del 
voto, según la ubicación territorial, lo que incluso viola el principio de la 
igualdad del voto (Snyder y Samuels 2001, 147). 

Esto se hace evidente en Ecuador, ya que se presentan grandes bre-
chas en la magnitud de sus circunscripciones electorales, como se puede 
apreciar en el cuadro 7.1.5 De esta manera, la distorsión se presenta –en 
el caso de la conformación del congreso y organismos similares– bajo la 

4  En una circunscripción grande puede requerirse de una cifra bastante mayor que la necesaria en 
una pequeña para la elección de cada representante. En otras palabras, al dividir el número de votantes 
para el número de puestos, el resultado tiende a incrementarse en la medida en que incrementa la mag-
nitud de la circunscripción. Para evitar esta distorsión y llegar a una perfecta equidad sería necesario 
aumentar el número de puestos que eligen las circunscripciones grandes, pero eso llevaría a contar con 
congresos conformados por un número descomunal de legisladores. Por tanto, la posibilidad de intro-
ducir correcciones encuentra un límite en el tamaño del legislativo.

5  Por motivos de claridad expositiva, las cifras utilizadas para ilustrar el malapportionment se refie-
ren exclusivamente a las elecciones de un año (2006). No es necesario presentar la evolución histórica 
ya que los cambios en este aspecto son mínimos y no inciden de manera determinante en el tema 
tratado. El único cambio de importancia se derivó de los cambios introducidos por la Constitución 
de 1998, que incrementó el número de representantes de las circunscripciones pequeñas y, por consi-
guiente, produjo mayor distorsión.
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forma de la sobrerrepresentación de las provincias pequeñas y la subre-
presentación de las grandes. Así, en el año 2006, en Galápagos se eligió 
un asambleísta por cada 6 069 electores, en tanto que en Guayas se lo 
hizo por cada 131 258 electores. El promedio nacional fue de un dipu-
tado por cada 68 237 en el mismo año, pero la brecha entre los extre-
mos llevó a una desviación estándar de 36 097. El promedio de Guayas  
(131 258) equivalió a 21,6 veces el promedio de Galápagos (6 069).6 Por 
consiguiente, no se puede lograr equilibrio en la representación parla-
mentaria de las provincias. 

Aunque en estricto sentido los diputados (o asambleístas, como pa-
saron a denominarse al entrar en vigencia la Constitución de 2008) no 
representan a las provincias de elección, esto constituye un desequilibrio 
en términos de la proporción poblacional representada.7 Dicho de otra 
manera, la población de unas provincias está mejor representada que la que 
se asienta en otras, lo que puede no solamente derivar en diferencias sus-
tanciales en el momento de aprobar leyes o reformas de impacto territorial 
diferenciado, sino que de hecho produce comportamientos muy diferentes 
de los representantes de unas y otras (cuadro 7.1).8

6  Esto quiere decir que el voto de una persona de Galápagos tiene más peso que el de una per-
sona de Guayas, a la vez que un diputado o asambleísta de esta última representa a más personas que 
uno de la primera. Todo ello da lugar a problemas de densidad y de magnitud de la representación 
(Pachano, 1991a). Asimismo, se establecen profundas diferencias en el esfuerzo que se debe realizar 
en la campaña (que puede ser visto en una relación costo-beneficio) y en la relación del representante 
con los electores. 

7  La Constitución expedida en 1998 señalaba claramente que los “diputados actuarán con sentido 
nacional” (artículo 135), es decir, representan la nación y no un territorio específico. La Constitución 
de 2008 no es explícita en ese aspecto.

8  La desproporción se manifiesta de manera más clara en la relación entre la proporción de votan-
tes y la proporción de puestos de cada provincia. Como se puede ver en el cuadro 7.1, la proporción 
de escaños de las provincias pequeñas supera en varias veces a la proporción de sus electores sobre el 
total nacional. El caso extremo es el de Galápagos, cuya proporción de escaños significa 14,9 veces la 
proporción de votantes. Las excepciones se encuentran en diez provincias intermedias, que eligen entre 
cuatro y cinco diputados (y una que elige tres), en las que la relación entre las proporciones de escaños 
y de votantes se mueve alrededor del punto de equilibrio (que es 1,00). La relación entre ambas pro-
porciones en esas provincias se encuentran entre 0,94 y 1,53, esto es, aproximadamente medio punto 
por debajo y medio punto por encima de la relación que expresaría el equilibrio exacto.

Cuadro 7.1. Proporción de votos y de puestos por provincias 
(elecciones legislativas 2006)

Provincia Electores (a) Electores 
% (b)

Escaños 
(c)

Escaños 
% (d)

Proporción
(d/b)

Electores por 
escaño (a/c)

Galápagos 12 137 0,13 2 2 14,87 6 069

Pastaza 42 451 0,47 2 2 4,25 21 226

Napo 52 407 0,58 2 2 3,44 26 204

Zamora Chinchipe 52 472 0,58 2 2 3,44 26 236

Orellana 54 595 0,61 2 2 3,30 27 298

Morona Santiago 77 176 0,86 2 2 2,34 38 588

Sucumbíos 84 802 0,94 2 2 2,13 42 401

Carchi 118 474 1,31 3 3 2,28 39 491

Bolívar 136 842 1,52 3 3 1,98 45 614

Cañar 176 975 1,96 3 3 1,53 58 .992

Cotopaxi 264 830 2,94 4 4 1,36 66 208

Imbabura 265 706 2,95 3 3 1,02 88 569

Esmeraldas 281 062 3,12 4 4 1,28 70 266

Loja 305 391 3,39 4 4 1,18 76 348

Chimborazo 327 601 3,63 4 4 1,10 81 900

Tungurahua 351 330 3,89 4 4 1,03 87 833

El Oro 384 376 4,26 4 4 0,94 96 094

Los Ríos 476 615 5,28 5 5 0,95 95 323

Azuay 480 309 5,32 5 5 0,94 96 062

Manabí 942 573 10,45 8 8 0,77 117 822

Pichincha 1 771 003 19,63 14 14 0,71 126 500

Guayas 2 362 652 26,19 18 18 0,69 131 258

TOTAL 9 021 779 100,00 100 100 Media 68 237

El segundo aspecto, que no debe ser confundido con el malapportionment, 
es la distribución de la votación recibida por cada partido en las diversas 
circunscripciones electorales. Este tiene importancia no solo por sus efec-
tos en la representación, sino sobre todo porque esas diferencias pueden 
llevar a la conformación de bastiones electorales. Esto quiere decir que 
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se conforman espacios en donde predominan o son fuertes determinados 
partidos y que resultan de difícil acceso o incluso inexpugnables para otros. 
A su vez, esto puede derivar en lazos de dependencia de los partidos con 
respecto a intereses delimitados localmente, con el consecuente sacrificio 
de la perspectiva nacional. Por consiguiente, mientras más pronunciados 
sean los sesgos en la distribución de la votación, menos posibilidades exis-
tirán de contar con organizaciones de alcance nacional, no solamente en 
términos de su votación sino también –y sobre todo– en lo que se refiere a 
sus posiciones y propuestas políticas.

Los partidos políticos ecuatorianos presentan grandes distorsiones 
territoriales en su votación, que se aprecian cuando se confronta la dis-
tribución de esta con la distribución del padrón electoral. En efecto, si 
se considera que la votación de cada partido debería distribuirse de ma-
nera relativamente similar a la del padrón, se podría esperar que en una 
provincia que contiene un determinado porcentaje de la votación nacio-
nal cada partido debiera obtener allí alrededor de esa misma proporción 
del total de su votación nacional. Por ejemplo, si en el año 2006 en la 
provincia de Guayas se encontraba el 26,2% del electorado nacional y 
en la de Pichincha el 19,6%, entonces para contar con una votación 
uniformemente distribuida cada partido debió haber obtenido alrededor 
del 26% de su votación nacional en la primera y alrededor del 19% en 
la segunda.9 Las diferencias que se producen en ese aspecto permiten 
apreciar las características y particularidades de la distribución de la vo-
tación recibida por cada partido. Incluso, es posible llegar a cuantificar 
las brechas que existen entre la distribución territorial del padrón y la de 
cada partido, de manera que se puede contar con un indicador bastante 
confiable al respecto.

Este indicador, denominado Índice de Distribución Territorial (IDT), 
expresa el agregado de las diferencias que existen entre la proporción que 
cada provincia representa en el padrón y la proporción de votos que cada 
una de ellas aporta a la votación total del partido.10 Formalmente se pre-

9  Alrededor quiere decir dentro de un margen que no produzca distorsiones significativas, lo que 
depende en buena medida del tamaño de la circunscripción expresado en el número de votantes. 

10  El IDT fue construido por Simón Pachano (véase Pachano 2004a).

senta como IDT = (S |Pn–Vpn|)/2, donde Pn son los valores del padrón en 
cada provincia y Vpn son los valores de la votación del partido también en 
cada provincia. Por tanto, se trata de la diferencia –en términos absolutos– 
de los puntajes provinciales del padrón y los de la votación del partido. El 
indicador se mueve entre 0 y 100, siendo 0 la mejor distribución (ya que 
no existiría brecha en ninguna provincia) y 100 la peor distribución (ex-
presaría la concentración de toda la votación nacional del partido en una 
sola provincia).11

La aplicación de este índice permite apreciar la manera en que los par-
tidos distribuyen su votación en el territorio nacional. En el cuadro 7.2, 
que compara el IDT de cada partido en las elecciones legislativas de 2002, 
2006 y 2007 es evidente que, en el primer año, al haber obtenido muy 
altas proporciones de su votación en una sola provincia, buena parte de 
los partidos obtuvieron un IDT relativamente alto. Por tanto, predominó 
una distribución muy alejada del perfil del padrón o, en otros términos, de 
la manera en que se asentaban los votantes en el territorio nacional. Esto 
cambió relativamente en 2006, ya que se produjo una mejor distribución 
de nueve de los diez partidos considerados (los que aparecen con una va-
riación de signo negativo). Todos ellos tuvieron niveles más bajos del IDT, 
lo que significa que distribuyeron su votación nacional de manera más 
cercana a la distribución territorial de la población. Sin embargo, en ambos 
procesos electorales existieron muchas listas que solamente se presentaron 
en una provincia y que, por tanto, concentraron el total de su votación 
exclusivamente en ella.12

11  En realidad, como se verá al aplicar el indicador, para que el índice llegue a 100 es necesario no 
solo que toda la votación de un partido se haya concentrado en una sola provincia, sino también que 
esta sea más grande que la suma de todas las demás. Esto no sucede en Ecuador, de manera que las listas 
que se presentan en una sola provincia no alcanzan esa cifra.

12  Cuarenta y dos listas, de un total de sesenta y dos que se presentaron para las elecciones de 
diputados en el año 2006 (es decir, el 67,7%), lo hicieron en una sola provincia. El 64,3% de esas listas 
estuvo conformado por alianzas de partidos que se presentaron también en otras provincias, de modo 
que no constituyen propiamente agrupaciones provinciales (pero que en estricto sentido deben ser 
consideradas como listas diferentes). El restante 35,7% sí correspondió a movimientos conformados 
en una sola provincia. 
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Cuadro 7.2. Índice de Distribución Territorial de los partidos más votados.
Elecciones de diputados de 2002 y 2006 y de asambleístas de 2007

Partidos 2002 2006 Variación
2002-2006 2007 Variación

2006-2007

PSP 90,1 20,6 -69,5 23,3 2,7

UDC 41,0 42,3 1,3 28,2 -14,1

PSC 52,4 30,6 -21,8 40,1 9,5

PRIAN 38,5 22,5 -16,0 25,0 2,5

PRE 37,2 35,7 - 1,5 29,4 -6,3

ID 48,1 39,5 -8,6 37,6 -1,9

MPD 34,2 18,8 -15,4 30,0 11,2

PS-FA 42,5 35,2 -7,3 55,7 20,5

MUPP-NP 69,4 46,1 -23,3 83,9 37,8

Alianza Pais 9,07

Media 50,4 32,4 -15,8 36,2 3,9

En la elección de asambleístas constituyentes de 2007, por el contrario, 
la distribución territorial de la mayoría de partidos estuvo levemente más 
alejada de la distribución de la población electoral. Esto se aprecia en el 
incremento de la media del IDT (de 32,4 a 36,2) y en los incrementos 
de signo positivo que experimentaron seis de los diez partidos considera-
dos. Sin embargo, como contraparte se observa el índice significativamente 
bajo de Alianza Pais, que expresa una distribución muy bien repartida en 
todo el territorio nacional. Como se verá, esta distribución está directa-
mente asociada a la alta votación que este movimiento obtuvo en casi todas 
las provincias.13

En síntesis, la distribución territorial de la votación puede manifestar 
dos formas de desproporción. La primera se expresa por el desbalance entre 
la proporción de puestos o escaños y la proporción de votantes que tiene 
cada circunscripción (el malapportionment). La segunda se observa cuando 

13  La media se incrementa a 39,2 cuando se deja de lado a Alianza Pais y se considera solamente 
a los que ya habían participado en elecciones anteriores. 

se analiza la distribución territorial de la votación recibida por cada parti-
do. Ambas tienen efectos tanto hacia el interior como hacia afuera de las 
provincias en términos de la representación y el procesamiento de la polí-
tica en los ámbitos nacional y subnacionales. Las posibilidades de que los 
partidos o en general las agrupaciones políticas puedan abordar temas de 
alcance nacional y presentar propuestas en ese nivel se ven seriamente res-
tringidas por los efectos producidos por esas dos formas de desproporción. 
Tanto el malapportionment como la distribución territorial de la votación 
recibida por los partidos tienen gran incidencia en la política de alianzas 
que despliegan y, en general, en los cálculos estratégicos que hacen dentro 
del juego político.

Estas perspectivas analíticas deben complementarse con el estudio de lo 
que sucede en el interior de las unidades subnacionales. Para ello es necesario 
adoptar una perspectiva diferente, que ponga atención al desempeño de los 
partidos dentro de aquellas unidades, lo que es posible mediante la identi-
ficación de los sistemas específicos de partidos que se conforman en ellas.

Sistemas de partidos subnacionales

Los estudios sobre sistemas de partidos se han concentrado fundamental-
mente en el nivel nacional. Desde los primeros estudios contemporáneos 
sobre partidos y sistemas de partidos (Duverger [1951] 1988) hasta los 
que en la actualidad pueden considerarse clásicos y constituyen referencia 
obligada (Sartori 1992; Ware 2004; Panebianco 1990), los autores han 
prestado poca atención a la conformación de sistemas en los niveles sub-
nacionales. Incluso los conceptos desarrollados al respecto (como los de 
Sartori, que han tenido gran influencia en estudios posteriores) se mantie-
nen en ese nivel sin atender a las particularidades de los espacios subna-
cionales. Las escasas excepciones (Freidenberg 2014; Jones y Mainwaring 
2003; Morgenstern y Swindle 2005; Snyder y Samuels 2001; Freidenberg 
y Alcántara 2001a; Anckar 2000; Aguilera del Prat y Martínez 2000) con-
firman esa tendencia, pero aun esos autores no tratan el tema de los siste-
mas de partidos que se conforman en los niveles locales. De esta manera, 
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se considera los sistemas nacionales de partidos como un todo único y –de 
modo más implícito que explícito– como algo homogéneo. No se atiende 
a las diferencias y particularidades internas, esto es, a la conformación de 
verdaderos sistemas subnacionales, con lo que se sacrifica una gran parte 
de la información y, por consiguiente, se pierde una valiosa fuente de in-
formación así como las consecuentes explicaciones. 

En países que muestran una gran diversidad territorial, como Ecuador, 
con sociedades regionales claramente diferenciadas, es necesario analizar 
tanto el nivel nacional como los niveles subnacionales. Dicho de otra ma-
nera, la cabal comprensión de las situaciones específicas altamente hete-
rogéneas hace imprescindible desplazarse en términos espaciales desde el 
ámbito nacional hacia los espacios más pequeños que lo conforman. Es un 
desplazamiento que se puede efectuar con los conceptos elaborados para el 
nivel nacional, lo que en este caso concreto quiere decir que, así como se ha 
trasladado el concepto de partido hacia el nivel subnacional (por ejemplo 
al referirse a los partidos locales), es también posible aplicar el concepto 
de sistema de partidos en estos ámbitos. Ese es precisamente el objetivo de 
esta sección.

La clasificación de los sistemas de partidos, propuesta por Sartori 
(1992, 149-183), que ha sido objeto de amplia difusión y que es, sin duda, 
apropiada para el análisis, puede ser un instrumento adecuado para estu-
diar los sistemas subnacionales. En una superación de la formulación ori-
ginal elaborada por Duverger, que clasificaba a los sistemas de partidos en 
unipartidistas, bipartidistas y pluripartidistas, Sartori identifica siete clases, 
al desagregar los unipartidistas en tres categorías y los pluripartidistas tam-
bién en tres (Sartori 1992, 158). De esta manera, identifica los siguientes 
sistemas: a) de partido único; b) de partido hegemónico; c) de partido 
predominante; d) bipartidista; e) de pluralismo limitado; f ) de pluralismo 
extremo; g) de atomización. Como lo señala el propio autor, la primera 
clase (el universo del unipartidismo) se constituye cuando un solo partido 
monopoliza el poder político y no permite la existencia de otros (Sartori 
1992, 160). La segunda (forma parte del mismo universo) aparece cuando 
se permite la existencia de otros solamente como ‘satélites’ o subordinados 
del partido hegemónico (Sartori 1992, 161). 

Un desafío de la investigación empírica es volver operativa esa clasi-
ficación, lo que significa establecer puntajes adecuados para la identifi-
cación de cada clase de sistemas. Partiendo de los criterios que establece 
Sartori es posible establecer los límites superiores e inferiores para cada 
clase, de manera que sea posible identificarla con claridad y que las cla-
ses no se superpongan. Una propuesta que constituye un primer acerca-
miento sujeto a perfeccionamiento, es la que se describe a continuación 
(se la resume en el cuadro 7.3). La clasificación se atiene en lo sustancial 
a las definiciones que Sartori hace de cada clase. Por tanto, se trata de un 
ejercicio para hacer operativos unos conceptos previamente definidos, 
aunque en ese proceso sea necesario formular algunas observaciones a la 
clasificación original.14

Adicionalmente, pueden ponerse en cuestión las condiciones y las 
proporciones establecidas para determinar los límites de cada una de 
ellas, pero es muy probable que una propuesta alternativa se manten-
ga dentro de unos rangos relativamente cercanos a los propuestos. Lo 
importante de esta demarcación entre las clases es que permite asignar 
un criterio excluyente para cada una, con lo que resulta improbable que 
un caso se encuentre en dos clases a la vez. Finalmente, cabe señalar 
que esta clasificación solamente considera la dimensión numérica del 
sistema de partidos y no su dimensión ideológica. Por tanto, no resulta 
útil para analizar la polarización ni para comprender algunos aspectos 
que están estrechamente relacionados con esta, como los incentivos o los 
obstáculos a la formación de alianzas, aunque sí permite un acercamiento 
indirecto.

La primera clase, de partido predominante, se presentará cuando un 
solo partido obtenga más del 40% de los votos y la suma de los dos siguien-
tes no llegue a igualar lo alcanzado por el primero. Este criterio satisface 
la condición de mayoría absoluta planteada por Sartori (1992, 161), no 
en términos del total de votos, pero sí de los escaños obtenidos. En las 
condiciones señaladas, el primer partido obtendrá esa mayoría aun con 
las fórmulas más proporcionales para asignar escaños. De esta manera, la 

14  Hay determinados supuestos en la formulación de Sartori que harían difícil diferenciar un 
sistema de otro.
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conformación de este tipo de sistema está determinada por los resultados 
electorales y no por disposiciones normativas que impidan la entrada de 
otros partidos (como sería en el caso de los sistemas de partido único y, 
eventualmente, en los de partido hegemónico).

La segunda clase, la bipartidista, se configurará cuando los dos prime-
ros partidos sumen más del 50% de los votos, siempre que no se cumpliera 
la condición básica de la clase anterior (es decir, el primero debe obtener 
menos del 40%) y que, a la vez, ninguno de los demás obtuviera más del 
25%. Esto significa que cualquiera de los dos partidos puede obtener el 
primer lugar, sin mayoría absoluta (la primera pluralidad, en una traduc-
ción libre del término inglés).15

La clase de pluralismo limitado se conformará cuando los tres primeros 
partidos sumen menos del 66% de los votos, siempre que no se cumplieran 
las condiciones señaladas para las dos clases anteriores y que, a la vez, la 
suma con el cuarto no alcance al 75%. Por consiguiente, sería un sistema 
en el que tres partidos se disputarían el primer lugar, sin que ninguno de 
ellos logre alcanzar la mayoría absoluta y sin que existan diferencias signifi-
cativas entre ellos. En cambio, existirían distancias relativamente conside-
rables con los otros partidos que, incluso –y dependiendo del número de 
puestos en disputa– podrían no obtener representación.

La clase de pluralismo extremo aparecerá cuando los cuatro primeros 
partidos sumen menos del 75%, siempre que la suma de los tres primeros 
no alcance al 66%. Por tanto, será una clase de sistema en la que cuatro 
o más partidos se disputen el primer lugar y este se defina por escasa di-
ferencia de votos. Si el número de escaños en disputa lo permite, todos 
ellos podrán alcanzar representación, pero en caso contrario la exclusión de 
algunos se definirá por márgenes muy estrechos de votos. La última clase 
es la de atomización y se configurará cuando la suma de los primeros cinco 
partidos no alcance al 66%.

15   En este punto hay una diferencia con la propuesta de Sartori, ya que él sostiene que en los 
sistemas bipartidistas cualquiera de los dos partidos puede obtener la mayoría absoluta. Esto efecti-
vamente es así, pero para que se mantenga como un sistema bipartidista debe cumplirse la condición 
mencionada, esto es, que ninguno de ellos obtenga más del 40%. 

Cuadro 7.3. Criterios de clasificación de los sistemas de partidos

Tipo de sistema Criterios (según porcentaje de votación)

De partido predominante Primer partido más del 40%

Bipartidista Dos primeros partidos más del 50%

Pluralismo limitado Tres primeros partidos menos del 66%

Pluralismo extremo Cuatro primeros partidos menos del 75%

De atomización Cinco primeros partidos menos del 66%

Dado que esta clasificación depende de los resultados electorales, es de 
esperar que los tipos de sistemas de partidos que se conforman vayan cam-
biando con el tiempo, especialmente en el caso de países con alta volatili-
dad como el ecuatoriano. Por consiguiente, así como los sistemas naciona-
les de partidos pueden cambiar con los diversos resultados electorales, es 
altamente probable que suceda lo mismo con los sistemas subnacionales. 
Incluso, se puede esperar que en estos se encuentren cambios más frecuen-
tes y más drásticos a causa de varios factores, entre los que cabe destacar 
el efecto de leyes extremadamente permisivas como las ecuatorianas que 
apenas ponen condiciones mínimas para la presentación de candidaturas. 

Esas normas hacen posible la estructuración de listas uniprovinciales, 
ya sea por la aceptación de movimientos o agrupaciones políticas que exis-
ten solamente en una provincia (o incluso en espacios más reducidos) o 
por la constitución de alianzas o coaliciones que se conforman en uno 
de esos ámbitos independientemente de lo que hagan los partidos corres-
pondientes en el nivel nacional. Obviamente, esto incrementa el número 
de candidaturas, lo que a su vez produce la fragmentación de la votación 
y la conformación de sistemas de partidos diferenciados en esos niveles 
subnacionales. También incide en esto la volatilidad de la votación, que es 
mucho más alta en los niveles subnacionales que en el nacional, ya que está 
influida por un conjunto de factores que tienen más fuerza en ellos, como 
la presencia de liderazgos fuertes o caciques locales que logran manejar 
electorados cautivos. 

Precisamente esos cambios de una elección a otra se pueden ver en 
el cuadro 7.4. Las provincias de la Sierra, que en la elección de 2002 
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mostraron altos niveles de fragmentación (expresados en la conforma-
ción de sistemas de pluralismo extremo y atomización en todas ellas), en 
la elección de 2006 fueron hacia una mayor concentración de la vota-
ción. Esto llevó a la conformación de sistemas de partido predominante 
en el 10% de sus provincias, bipartidistas en otro 10%, al tiempo que 
se redujeron los sistemas atomizados del 40% al 10%. En la Costa se 
presentó un movimiento diferente, aunque no exactamente opuesto, ya 
que se incrementó la proporción de provincias con sistemas de partido 
predominante, que pasaron de 20% a 40% de la región, pero a la vez se 
redujo la proporción de provincias con sistemas bipartidistas, mientras 
desaparecieron los sistemas de pluralismo extremo y aparecieron sistemas 
de pluralismo limitado. Por tanto, en la Costa se dibujó una tendencia 
más heterogénea que en la Sierra, con un leve sesgo hacia la concentra-
ción de la votación en pocos partidos. En la Amazonia y Galápagos se 
observó con mayor claridad la misma tendencia a la concentración que 
se manifestó en la Sierra, ya que aparecieron provincias con sistemas de 
partido predominante y de pluralismo limitado a la vez que se redujeron 
significativamente (del 57,1% al 14,3%) las de pluralismo extremo y 
desaparecieron las de atomización.

Cuadro 7.4. Sistemas subnacionales por provincias, 2002-2006 (%)

Sierra Costa Amazonia y 
Galápagos Total

 Sistemas 2002 2006 2002 2006 2002 2006 2002 2006

De partido  
predominante   10,0 20,0 40,0   28,6 4,5 22,7

Bipartidista   10,0 40,0 20,0 28,6 28,6 18,2 18,2

Pluralismo  
limitado       40,0   28,6   18,2

Pluralismo  
extremo 60,0 70,0 40,0   57,1 14,3 54,5 36,4

De atomización 40,0 10,0     14,3   22,7 4,5

TOTAL 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100.,0 100,0 100,0

Esta tendencia a la concentración, expresada con relativa claridad en la 
Sierra y en la Amazonia y Galápagos pero también, de alguna manera, 
en la Costa, no se corresponde con el efecto esperado de la erosión de los 
partidos tradicionales que tuvo lugar durante esos años. Las elecciones del 
año 2002 marcaron el punto de inflexión del sistema nacional de parti-
dos conformado en torno a cuatro partidos: PSC, PRE, ID y DP-Unión 
Democrática Cristiana (UDC). Por tanto, se podría esperar que, a partir 
de ese momento, se incrementara la fragmentación también en los niveles 
subnacionales y que, en consecuencia, tomaran mayor impulso los siste-
mas de partidos de pluralismo extremo y polarización. Ello no ocurrió. 
Más bien en el agregado nacional se observa una reducción de estos (de 
54,5% a 36,4% y de 22,7% a 4,5%, respectivamente). 

Una parte de la explicación se encuentra precisamente en la dinámi-
ca propia de los sistemas subnacionales, que no reflejarían directamente 
lo que sucede en el nivel nacional ni este último se configuraría por la 
simple agregación de sus componentes. Otra parte de la explicación se 
puede encontrar en las propias estrategias de los partidos, que tenderían a 
fortalecerse en los niveles locales, especialmente en los que se han venido 
constituyendo como sus bastiones electorales. Con ello pueden sacrificar 
su carácter de organizaciones de alcance nacional, pero pueden asegurar un 
considerable número de escaños legislativos por medio del predominio en 
provincias específicas. De esta manera, la propia crisis de los partidos en el 
ámbito nacional habría impulsado la conformación de sistemas de partidos 
más concentrados en los niveles subnacionales.

Sin embargo, esta tendencia apenas duró el lapso que medió entre las 
dos elecciones mencionadas, ya que la elección de asambleístas del año 
2007 hizo evidente no solo el fin del sistema nacional de partidos que 
había perdurado prácticamente desde la transición a la democracia, sino 
también las posibilidades de su permanencia por medio de la renovación. 
Este fue el cambio más significativo en términos de resultados electorales 
en tres décadas de vigencia del régimen constitucional. Además de reducir-
se considerablemente la presencia de los cuatro partidos principales –casi 
hasta el punto de desaparecer–, se conformó un sistema nacional de parti-
do predominante (en torno al recientemente creado movimiento Alianza 
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Pais). Este es un fenómeno absolutamente nuevo, sin antecedentes en la 
historia reciente del país. 

La crisis de los partidos denominados tradicionales no desembocó 
–como se pudo suponer al analizar los resultados de las elecciones de 
2006– en la conformación de un sistema de pluralismo (ya sea limitado 
o extremo) estructurado en torno a los dos partidos que triunfaron en 
esas elecciones (PRIAN y PSP), sino que arrasó también a estos e impuso 
un nuevo sistema radicalmente diferente. Dado el contundente triunfo 
del partido predominante (69,5% en asambleístas nacionales y 38,5% en 
asambleístas provinciales) era casi imposible que no ocurriera lo mismo 
en las provincias. Esto llevó a la conformación de sistemas de partido 
predominante en diecisiete provincias (de las que solamente una no tuvo 
Alianza Pais como el partido central) y sistemas bipartidistas en las cinco 
restantes.

En conclusión, al analizar la conformación de sistemas de partidos sub-
nacionales, se llega a una perspectiva que no se puede lograr cuando el 
estudio se mantiene en el nivel nacional. Este procedimiento hace posi-
ble identificar las especificidades propias de las sociedades plurales y com-
prender mejor la complejidad de los procesos políticos. Estudios de esta 
naturaleza pueden arrojar luces sobre las características del juego político 
en aquellos espacios, que generalmente están determinados por factores 
propios, diferentes a los que inciden en el nivel nacional. Fenómenos como 
el caciquismo, el clientelismo y el corporativismo pueden encontrar un 
fuerte complemento y un excelente apoyo en este tipo de acercamiento. 
Pero, sobre todo, este puede ser un poderoso instrumento para el análisis y 
el diseño de los procesos de descentralización y autonomías. Cabe destacar 
que el sistema de partidos es el resultado del juego de las fuerzas políticas y, 
por esta razón, su conocimiento resulta indispensable para acercarse a los 
componentes políticos de aquellos procesos. 

Finalmente, los cambios que se producen a lo largo del tiempo en los 
sistemas de partidos subnacionales constituyen un excelente indicador de 
la dinámica política de las respectivas sociedades, quizás incluso más im-
portante que la identificación de los partidos triunfadores y perdedores. En 
efecto, seguir la evolución de los sistemas subnacionales de partidos puede 

arrojar mayor información que el análisis del comportamiento electoral de 
cada partido que lo integra, ya que referirse al conjunto permite controlar 
los factores que pueden producir altibajos en cada uno. Por todo lo seña-
lado es indudable que este campo debe enriquecerse con estudios de caso 
y sobre todo con estudios comparados, para que se pueda no solamente 
incrementar significativamente el arsenal de información sino que se logre 
también el perfeccionamiento de los conceptos.

Conclusiones

La aplicación de esta perspectiva al caso ecuatoriano permite entrar en 
un campo que puede aportar valiosa información y que, sin embargo, ha 
sido muy poco estudiado. Los cambios observados en las últimas con-
tiendas electorales en los sistemas subnacionales demuestran una diná-
mica que no es captada necesariamente cuando el análisis se mantiene 
exclusivamente en el nivel nacional. Como se ha podido ver, mientras 
el sistema nacional de partidos tendió a fragmentarse entre las eleccio-
nes de 2002 y 2006, los sistemas subnacionales mostraron más bien la 
tendencia opuesta ya que se incrementó la proporción de los de partido 
predominante y se redujo tanto las de pluralismo extremo como las de 
atomización. Por consiguiente, se evidencia que existe una dinámica par-
ticular de esas unidades subnacionales y que, consecuentemente, tiene 
sus propias explicaciones.16

En este capítulo se han recogido solamente las explicaciones básicas. 
Es necesario ir mucho más allá e indagar en las características específicas 
de cada espacio. Una sugerencia es la realización de estudios comparati-
vos de casos subnacionales –vis a vis el sistema nacional– en períodos más 
largos. Asimismo, sería de mucha utilidad desarrollar estudios diacrónicos 
de un caso o de un número limitado de estos para comprender mejor su 

16  Es posible que se manifieste la misma tendencia en el nivel nacional y en los niveles subnaciona-
les, como ocurrió en los cambios producidos entre la elección de diputados en 2006 y la de asambleís-
tas en 2007. Como se ha visto, la explicación central para esto se encuentra en la magnitud del triunfo 
de un partido en el nivel nacional, que inevitablemente debía manifestarse de la misma manera en la 
gran mayoría de los espacios subnacionales.



231230

Capítulo 7

evolución a lo largo del tiempo. Estos tipos de estudios serán muy útiles 
en el futuro inmediato ya que es altamente probable que se produzcan 
nuevos cambios de gran magnitud, tanto en el nivel nacional como en 
los subnacionales, debido al carácter extraordinario de lo ocurrido en la 
elección de asambleístas. Seguramente será un tiempo de cambios tan 
drásticos como el que se produjo en esa ocasión; el análisis de los niveles 
subnacionales será un excelente instrumento para abordarlos.

	Capítulo 8 
Instituciones, actores y  
toma de decisiones*

Desde 1981, cuando se introdujeron las primeras medidas de ajuste, hasta 
2007, cuando se produjo un cambio sustancial en este aspecto, no fue po-
sible establecer acuerdos estables y de largo alcance en torno a las políticas 
económicas y sociales en Ecuador. Los sucesivos Gobiernos, cada uno en-
cabezado por un partido diferente o por presidentes sin partido, intentaron 
aplicar políticas de similar orientación pero todos debieron enfrentar fuer-
tes movilizaciones de los sectores laborales, la oposición de sectores empre-
sariales y el bloqueo de los partidos políticos que contaban con represen-
tación en el Congreso Nacional. Los intentos de apertura y liberalización 
de la economía encontraron fuerte resistencia no solamente en los sectores 
que podrían considerarse perdedores en este proceso y de los opositores 
ideológicos. También lo resistieron sectores que se supone podrían obtener 
ventajas e incluso los que decían apoyar un proceso de ese tipo. 

Este juego reiterativo resultó en permanentes avances y retrocesos que 
desembocaron en la configuración de un modelo económico híbrido, 
caracterizado por la coexistencia de elementos propios del centralismo 
estatal con los de una economía abierta.1 Por un lado, la preservación del 

1  Análisis de los avances y retrocesos en la década de los ochenta se encuentra en Thoumi y 
Grindle (1992) y en Conaghan, Malloy y Abugatás (1990). En el primero se pone énfasis en el carácter 
inacabado del proceso de reformas, con especial referencia a los ciclos políticos de la economía. Un 

* El presente capítulo se basa en –y reproduce partes de– los textos de Simón Pachano: La trama 
de Penélope (2007a).
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papel central que asume el Estado en la asignación de recursos impide 
colocar a Ecuador dentro de la corriente neoliberal predominante en 
América Latina. Por otro lado, la instauración de ámbitos en los que tie-
ne vigencia la economía de mercado, la parcial apertura hacia el exterior, 
algunas medidas de flexibilización laboral y una caótica reforma finan-
ciera no permiten asegurar que se conservó en su totalidad el modelo 
previamente existente.2

Independientemente de la opinión sobre los contenidos de las polí-
ticas –que no es materia del presente análisis– cabe preguntarse por las 
causas de este proceso contradictorio. Si se asume una visión de Améri-
ca Latina en su conjunto, se observa que Ecuador es uno de los pocos 
países en que no prosperaron las políticas del denominado Consenso de 
Washington.3 Por consiguiente, es pertinente preguntarse por las causas 
que llevaron a configurar una situación que, de hecho, colocó al país al 
margen de la corriente predominante en el contexto continental. Por 
ello llama la atención no solamente la escasez de estudios sobre el tema, 
sino que la mayor parte de la reflexión académica no lo considere un 
problema a ser explicado. Esto ocurre porque, en general, los estudios 
de la economía y de las ciencias sociales se basan en la premisa de que 
durante este proceso se implantó una economía de corte neoliberal.4 De 
este modo se ha eliminado casi completamente la discusión acerca del 
proceso de formulación de políticas y, sobre todo, cómo se las aplicó. En 

estudio reciente es el de Mejía et al. (2004), que ofrece un panorama más completo y que asienta sus 
explicaciones en las características del sistema político.

2  Según un análisis comparativo de diecinueve países de América Latina, en 1999 Ecuador ocu-
paba el cuarto lugar de los que en menor medida habían impulsado las denominadas reformas estruc-
turales, que comprendían apertura comercial, liberalización financiera, privatización, reforma laboral y 
reforma fiscal (Lora y Panizza 2003, 126; véase también Correa 2002, 92). 

3  Los otros países en que esas políticas no pudieron ser implantadas son Venezuela, Nicaragua 
y Uruguay. Desafortunadamente, no existen estudios comparativos que den cuenta de los procesos 
seguidos en cada uno de ellos, pero se puede suponer que son más numerosas las diferencias que las se-
mejanzas. Sin embargo, es probable que entre Ecuador y Venezuela se encuentren algunas similitudes.

4  Estudios como los de Acosta (2000), Salgado (2001), Schuldt (1994) se inscriben en esa pers-
pectiva que considera un hecho indiscutible la existencia de un ordenamiento neoliberal en Ecuador. 
En la posición opuesta, que es mucho menos influyente en el campo académico, se cuentan trabajos 
como los de Armijos y Flores (1991), Hey y Klak (1999), Dahik (1991) y Paredes (No existe corres-
pondencia con ninguna entrada en la lista de referencias) (2000). 

otras palabras, se ha dejado de lado el contenido propiamente político al 
definir el rumbo económico que tomó el país.5

El interés en el presente capítulo es entrar en ese campo. Para hacerlo 
es necesario tomar como premisa la construcción inacabada de un orden 
económico claramente definido –independientemente de su contenido–, 
derivada de la ausencia de consensos en torno a la orientación de la econo-
mía.6 Esto no significa negar los reiterados intentos de sucesivos Gobiernos 
por implantar un modelo neoliberal, sino destacar que esos esfuerzos nun-
ca arrojaron los resultados esperados. Es precisamente la constante reite-
ración en la introducción de esas políticas la que llama la atención y la 
que demuestra el carácter inacabado del proceso, ya que de otra manera 
no habría sido necesario insistir en ellas. 

Un análisis como este puede poner énfasis en uno de los múltiples niveles 
que inciden sobre el proceso de definición de políticas, ya sea el estructural, 
el cultural, el institucional o el de las decisiones y las prácticas de los actores 
sociales y políticos. En el medio académico ecuatoriano ha predominado el 
primero (Acosta 2000; Salgado 2001; Araujo 1998; Armijos y Flores 1991), 
mientras la perspectiva cultural se ha ocupado de aspectos más generales, 
con escasa atención a los procesos de formulación de políticas (Bustamante 
1984; 1997; Hurtado 2006; Seligson 2004; Seligson et al. 2006).7

5  Una excepción en este sentido es, como se ha señalado antes (véase nota 1), el trabajo de Mejía 
et al. (2004). A este debe añadirse, dentro de una visión comparativa, el reciente informe del Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID 2006) que aborda como núcleo central “el proceso de formulación 
de políticas (PFP)” (BID 2006, 4). Como antecesores de estos trabajos se pueden considerar los de 
Conaghan, Malloy y Abugatás (1990), Thoumi y Grindle (1992), Araujo (1998), Montúfar (2000) y, 
parcialmente, el de Schuldt (1994).

6  Cabe destacar el carácter secundario que tiene en este análisis el contenido o la orientación de 
las políticas, pues lo que importa es la ausencia de consensos en torno a ellas. Se ha visto el problema 
únicamente como rechazo a la receta neoliberal del Consenso de Washington, pero lo mismo puede 
decirse de la ausencia de acuerdos en torno a las políticas que buscan mantener la orientación anterior. 
Esto puede llevar a tratar el tema como un enfrentamiento de dos concepciones claramente definidas, 
pero –como se verá a lo largo de este texto– esa perspectiva puede dar apenas una explicación parcial. 
El problema es mucho más complejo ya que los diversos actores sociales y políticos han cambiado 
permanentemente de posición.

7  Asimismo, la visión institucional se ha preocupado de temas diferentes a este, como los partidos 
políticos, los procesos electorales y la relación entre el Gobierno y el congreso (León 2001; Freidenberg 
2003b; Freidenberg y Alcántara 2001a; Ibarra 1994; 1996; Mejía 1998; 2002; 2004; Pachano 2000; 
2001; Sánchez 1999; Verdesoto 1994).
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Diversas razones llevan a tratar el tema desde una perspectiva que in-
tegre el nivel institucional y el de las decisiones estratégicas que toman los 
actores sociales y políticos. La primera proviene de una visión comparativa, 
que identifica las diferencias que se producen entre países con caracte-
rísticas estructurales similares, cuando son distintas las instituciones y las 
prácticas de los actores.8 La segunda razón es que tanto los acercamientos 
estructurales como los culturales no ofrecen explicaciones satisfactorias. 
Los primeros conducen a niveles de generalidad muy amplios que desem-
bocan en apreciaciones mecanicistas en las que no tiene cabida la dimen-
sión propiamente política del asunto. Los otros corren el riesgo de perder 
la capacidad de definir adecuadamente la relación causal, especialmente 
cuando se considera los factores culturales como la causa fundamental y no 
como una construcción social. 

La última razón se fundamenta en la necesidad de detectar los factores 
estrictamente políticos y valorar su peso en la definición de políticas. Sin que 
esto signifique negar la incidencia que pueden tener otros aspectos, es inne-
gable que las definiciones políticas se sitúan por encima de ellos y los deter-
minan. Por consiguiente, se hace necesario un acercamiento que reconozca 
como elementos centrales a las decisiones y a las prácticas de los actores polí-
ticos dentro de un marco institucional. En definitiva, es necesario contar con 
un marco metodológico y conceptual que apunte a descifrar la racionalidad 
de los actores y que ofrezca los elementos adecuados para valorar el peso y la 
incidencia de cada uno de ellos en el proceso de definición de las políticas. 

El proceso de las políticas

Para contar con una visión de conjunto es necesario hacer un breve recuen-
to del proceso político vivido en Ecuador desde el retorno a la democracia 
en 1979. En este recuento se destacaron las orientaciones de las políticas 
económicas impulsadas por cada Gobierno y los problemas que debieron 

8  Los ejemplos más claros para el caso ecuatoriano son los de Bolivia y Perú, países muy similares 
en términos estructurales, pero con grandes diferencias en lo institucional y en las prácticas y cálculos 
estratégicos de los actores políticos y sociales.

enfrentar en su momento. Los presidentes –independientemente de sus 
respectivas posiciones políticas–, adoptaron duras medidas al inicio de sus 
períodos pero siempre dieron marcha atrás hasta terminar, en la mayor 
parte de los casos, en formas de populismo económico (Conaghan, Malloy 
y Abugatás 1990; Thoumi y Grindle 1992). Como se señaló, todos los 
intentos de aplicar las políticas económicas tuvieron similar orientación 
pero se encontraron con la oposición generalizada, incluso la de quienes 
a su vez trataron de impulsar medidas similares cuando les correspondió 
conducir el gobierno.9

Durante la década de los setenta, la economía ecuatoriana había expe-
rimentado las más altas tasas de crecimiento de su historia junto con trans-
formaciones estructurales desconocidas hasta entonces.10 Sin embargo, los 
signos auspiciosos del primer Gobierno constitucional (1979-1984), que 
ofrecían una virtuosa combinación de democracia, crecimiento económico 
y bienestar de la población, llegaron a su fin al comenzar la década de los 
80, situación que obligó al Gobierno a tomar medidas drásticas.11 En la 
medida en que no estuvieron presentes los problemas que en ese momento 
azotaban a la mayor parte de países del continente (altas tasas de inflación, 
déficit fiscal inmanejable, gran peso de la deuda pública sobre el presu-
puesto, entre otros), la aplicación de medidas de ajuste y estabilización 
tuvieron un carácter estrictamente coyuntural. Su objetivo era el retorno 
al equilibrio de las condiciones previamente existentes y no el cambio de 
modelo económico (Araujo 1998, 31; Schuldt 1994, 72). La confianza 

9  A esto cabría añadir la ausencia de propuestas alternativas. Las agrupaciones políticas y sociales 
opuestas a la corriente neoliberal no lograron rebasar el nivel discursivo general; cuando debieron 
formar parte del Gobierno, reprodujeron las mismas prácticas que las demás. Los ejemplos más ilustra-
tivos son los de la ID en el período 1988-1992 y Pachakutik (PK) y MPD en 2003.

10  Entre 1972 y 1980, la economía creció a una tasa promedio de 10,8%. La transformación de la 
estructura económica se expresó en el alto crecimiento de los sectores industrial y de servicios frente al 
relativo estancamiento del agrícola (Araujo 1998, 4; Thoumi y Grindle 1992, 25 y ss). 

11  En marzo de 1981, el Gobierno presidido por Jaime Roldós elevó los precios de los combus-
tibles, las tarifas eléctricas y el transporte, y en diciembre del mismo año prohibió la importación de 
vehículos (Araujo 1998, 18). En marzo del siguiente año, bajo la presidencia de Osvaldo Hurtado, se 
decretó una devaluación del 20% con referencia al denominado dólar de intervención y en mayo del 
mismo año una nueva devaluación del 32% para el dólar del mercado libre (Araujo 1998, 18). Este 
conjunto de medidas parecía anticipar una redefinición de la economía, en la dirección que lo hacían 
en ese momento varios países de América Latina.
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depositada en la explotación petrolera influyó mucho en estas decisiones, 
pero fueron más importantes las consideraciones de carácter político y so-
cial. En efecto, la debilidad política del primer Gobierno de la etapa demo-
crática y la fuerte convulsión social a la que debió enfrentarse a lo largo de 
su período frenaron todos los intentos de avanzar en el proceso de reformas 
estructurales.12

En síntesis, durante el primer Gobierno de esta etapa se dibujó un es-
quema que combinaba algunos elementos propios de la ortodoxia neolibe-
ral con otros que eran claramente reminiscencias del pasado.13 La aplica-
ción de políticas de ajuste y de austeridad debía enfrentar, en primer lugar, 
las conductas rentistas que se habían generalizado durante una década de 
auge económico. En esas condiciones era muy poco probable que cual-
quier sector social apostara al cambio del statu quo, ya que eso de hecho 
introducía incertidumbre en tanto podía verse afectada su posición en la 
asignación de recursos. En segundo lugar, debió sufrir la alta conflictividad 
política y social provocada, en gran medida, por la aplicación de esas mis-
mas medidas, pero también por otros factores que se fueron estableciendo 
como características de la política ecuatoriana.14 En tercer lugar, se vio 
relegada por una visión predominante de los problemas como desajustes 
coyunturales y no como fallas estructurales, con lo que se dejaba abierta 
una ancha puerta para el surgimiento de las demandas de corto plazo.15 
Finalmente y como factor fundamental, las medidas de ajuste se enfren-
taron a poderosos actores sociales que se beneficiaban de las condiciones 

12  Las medidas económicas encontraron resistencia en los sectores de trabajadores organizados. 
En mayo de 1980 se desarrolló la primera huelga nacional, convocada por el Frente Unitario de Tra-
bajadores. En octubre de 1982 las protestas llegaron a su nivel más alto y contaron con el apoyo de las 
cámaras empresariales, lo que puso al Gobierno al borde del colapso. Estas últimas se produjeron por 
las limitaciones a los incrementos de salarios, los recortes al gasto público y la elevación del precio de 
la harina (Thoumi y Grindle 1992, 40; Mills 1984). 

13  Entre estas últimas cabe destacar la sucretización de la deuda, que constituyó un subsidio gene-
ralizado a los empresarios.

14  Las demandas orientadas hacia el Gobierno central no se originan únicamente en las medidas 
económicas que este toma. Expresan más bien la conducta rentista generalizada.

15  “Estas medidas se formularon para resolver los déficit presupuestales y de cuenta corriente, y no 
como parte de un cambio estructural necesario para la economía” (Thoumi y Grindle 1992, 37). Este 
punto constituye una de las líneas divisorias más importantes entre las diversas apreciaciones acerca de 
la definición de políticas económicas en el caso ecuatoriano.

existentes y que lograban establecer su presencia directamente en el sistema 
político (Conaghan, Malloy y Abugatás 1990, 10).16 La capacidad de veto 
que tenían estos actores, basada en la disponibilidad de grandes recursos 
materiales y políticos, fue decisiva en el destino de la agenda guberna-
mental. La debilidad del gobierno –apoyado por una minúscula bancada 
parlamentaria– fue fundamental en este sentido.17 A ello contribuyó tam-
bién la fragmentación del congreso, donde se constituyó una oposición 
heterogénea que confluía únicamente por el cálculo del beneficio que le 
podía significar a cada uno de sus integrantes el desgaste del Gobierno. La 
orientación y los contenidos de las políticas económicas y sociales pasaron 
a segundo plano.18

El siguiente Gobierno (1984-1988) se inició con un paquete de medi-
das económicas de similar orientación a las que había impulsado la ante-
rior administración y a las que se había opuesto radicalmente el presidente 
que asumía, León Febres Cordero.19 Durante los dos primeros años de su 
gestión se encaminó claramente por la ruta del neoliberalismo. Lo logró 
porque existían vacíos e indefiniciones en las normas que regulaban las 

16  Hey y Klak (1999) tienen una interpretación diametralmente opuesta a esta. Aseguran que 
Ecuador logró el desplazamiento desde un modelo económico orientado desde el Estado hacia la 
concepción neoliberal, y que esta transición puede explicarse por cuatro factores contextuales: a) los 
problemas financieros; b) los factores ideológicos globales; c) la percepción de ausencia de alternativas; 
d) la debilidad de la oposición popular (1999, 66). Sin embargo, la realidad lleva a sostener que sola-
mente el primero resulta aceptable como factor explicativo. Como se verá a lo largo de este capítulo, 
los otros tres más bien aparecen como obstáculos no solamente para definir una orientación neoliberal, 
sino para lograr acuerdos sobre cualquier tipo de política económica. 

17  Aunque este fue el Gobierno que obtuvo la bancada más numerosa en el congreso hasta el 
surgimiento de Alianza Pais, antes de su posesión ya dejó de contar con ella debido al desplazamiento 
de su partido (CFP) a la oposición. Durante todo su período fue un Gobierno de minoría.

18  El caso más claro se encuentra en el PSC. A pesar de su estrecha vinculación con intereses 
empresariales desarrolló una oposición radical, independientemente de los contenidos de las políticas. 
Su líder, León Febres Cordero, que había representado las cámaras empresariales cuando existieron 
las denominadas senadurías funcionales (corporativas), fue el principal opositor de esas políticas, lo 
que causa sorpresa en los observadores externos (Thoumi y Grindle 1992, 49; Conaghan, Malloy y 
Abugatás 1990, 11; Barczak 2001, 53).

19  Sus principales medidas fueron la devaluación de la moneda, el recorte del gasto social, la libe-
ralización del comercio al eliminar el control de precios en la mayoría de artículos y las regulaciones de 
las tasas de interés (Hey y Klak 1999: Schuldt 1994, 48). Adicionalmente, logró la aprobación de leyes 
orientadas a la liberalización de precios y comercio, pero a la vez realizó una nueva sucretización de la 
deuda en condiciones más ventajosas para los deudores privados.
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funciones del congreso y, sobre todo, porque utilizaba el procedimiento de 
urgencia económica (que faculta al Gobierno a presentar leyes con carácter 
de decreto que deben ser tratadas por el congreso en un plazo perentorio). 
La estrategia gubernamental consistente en el envío simultáneo de varios 
proyectos calificados como urgentes –para que el congreso no dispusiera 
del tiempo suficiente para tratarlos– era un indicador de su propia debili-
dad. En efecto, el Gobierno había triunfado en la segunda vuelta con un 
margen muy estrecho (1,5 puntos porcentuales, el más pequeño desde la 
utilización del ballotaje) y contaba con una bancada de minoría en el con-
greso.20 Sin embargo, en el segundo año de su gestión logró inclinar la ma-
yoría legislativa a su favor y, de esa manera, llevó adelante lo fundamental 
de su programa económico. Para lograrlo debió acudir a la desafiliación de 
diputados de diversos partidos, que en adelante se convertiría en práctica 
corriente de la política ecuatoriana.

Esas prácticas del Gobierno, especialmente su carácter autoritario que 
colocaba a la política en una situación de ganadores y perdedores absolu-
tos, fueron cerrando los espacios en que podía moverse. A esto se añadió 
el cambio de las condiciones del entorno económico que, para el fin de su 
segundo año, se presentaban poco favorables.21 Paralelamente, los errores 
y abusos presidenciales llevaron a un enfrentamiento con un sector militar 
que terminó con el secuestro del presidente por un grupo de militares en 
una base de la Fuerza Aérea. Todo ello debilitó aun más al Gobierno, lo 
que se expresó en los resultados electorales de medio período (1986), en 
que los partidos de la oposición obtuvieron la mayoría de los puestos del 
congreso (54,4%) a pesar de que el partido del presidente logró incremen-
tar sus escaños. 

Frente a esas condiciones, el Gobierno dio un giro radical a su orien-
tación económica y revirtió totalmente las reformas que había realizado 
hasta entonces. Así, la segunda mitad de su período se caracterizó por el 

20  Aunque los partidos que confluían en algunas votaciones en el apoyo al Gobierno representa-
ban el 42,2% del total de diputados, nunca llegaron a constituir una coalición estable. Los partidos 
claramente gubernamentales (PSC y PL) significaban menos de la quinta parte del Congreso.

21  La caída de los precios del petróleo en el mercado internacional a comienzos de 1986 significó 
un golpe muy fuerte para el presupuesto estatal. 

fin de la austeridad, el dispendio en el gasto, la pérdida de control sobre 
las variables macroeconómicas, con consecuencias tan graves como la 
caída del PBI en el 6% en 1987, el incremento de la inflación al 85,7% 
en 1988 (Araujo 1998, 53) y una devaluación del 51% en 1987 y del 
95,3% en 1988 (Thoumi y Grindle 1992, 65). De este modo, el que 
aparentemente sería el primer Gobierno neoliberal ecuatoriano terminó 
como una nueva experiencia de conducción económica que podría ser 
calificada como populista.22

Llama la atención la ausencia de un apoyo decidido y estable en torno a 
la política económica del Gobierno, por parte de los sectores que podrían 
considerarse afines, especialmente aquellos que se oponían a la interven-
ción estatal en la economía. La manera en que se había conducido la cam-
paña electoral (posiblemente la de mayor contenido ideológico hasta ese 
momento), así como la estrecha vinculación del presidente y, en general, 
de los integrantes del Gobierno con los sectores empresariales, hacían pre-
ver un acuerdo programático del mismo tipo de los que hasta ese momento 
se habían establecido en varios países latinoamericanos. Pero las brechas 
regionales que separaban a los grupos económicos, la inclinación clara-
mente favorable del Gobierno hacia algunos –y la consecuente exclusión 
de otros–, el temor a perder privilegios, el estilo autoritario del presidente, 
marcado por confrontaciones con los opositores, así como el giro realizado 
en la segunda mitad del mandato pueden explicar ese fracaso. De cualquier 
manera, lo que interesa es que aun en un caso como este, que contaba con 
condiciones claramente favorables para impulsar una política económica 
determinada, le resultó imposible hacerlo. Entre las causas se puede señalar 
la orientación concentradora y excluyente de esa política, pero ello sería 
válido solamente para explicar el alejamiento de los partidos de izquierda 
y las organizaciones sociales, mas no para los sectores empresariales y los 
partidos de derecha, que sin duda jugaron un papel fundamental.23

22  Schuldt (1994, 66) interpreta el giro en la política económica como el resultado del “ciclo 
político de la economía”. El elemento fundamental sería el interés gubernamental por responder favo-
rablemente a las clientelas políticas en momentos electorales. Es una explicación válida pero limitada, 
ya que atribuye toda la causalidad solo a la variable electoral. 

23  Thoumi y Grindle destacan que “muy pocos miembros de la coalición [gobernante] estaban 
en capacidad de comprender cuáles eran las consecuencias prácticas de un programa económico libe-
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El Gobierno elegido para el período 1988-1992, presidido por Ro-
drigo Borja, no se distanció significativamente, en lo económico y lo 
social, de los que lo precedieron. Al igual que ellos, comenzó su gestión 
con medidas de estabilización, que durante su período se fueron com-
plementando, lo que significó la continuación de los intentos de reforma 
de la primera mitad del Gobierno anterior.24 Pero, como ocurrió con 
sus predecesores, antes de cumplir la mitad de su período el Gobierno 
enfrentó los mismos problemas que han sido descritos en los casos ante-
riores, especialmente en lo que se refiere a la oposición social y política 
que terminó por bloquear cualquier posibilidad de definir políticas de 
más largo plazo. 

A pesar de que contó con una situación política privilegiada al inicio 
de su gestión –con una coalición mayoritaria en el congreso–, las posibi-
lidades de aplicar un programa económico sostenido y de largo alcance 
fueron mínimas. En primer lugar, se trataba de un Gobierno que aplicaba 
políticas radicalmente diferentes a las que había propuesto en su campaña, 
lo que llevaba al alejamiento y al aislamiento de sus propios partidarios, 
por un lado, y les daba poca consistencia a sus propias acciones, por el otro. 
En segundo lugar, la cercanía de las elecciones de medio período consti-
tuyó un aliciente para la ruptura de la alianza conformada inicialmente. 
Se suponía que los comicios traerían un fuerte castigo al Gobierno y a sus 
aliados por el costo social de las medidas tomadas hasta ese momento. La 
alianza gubernamental estaba conformada por dos partidos de base predo-

ralizante […] grupos económicos con intereses muy diversos se habían acostumbrado, con el correr 
del tiempo, a recibir privilegios y protección del Estado a través de crédito subsidiado, una estructura 
agraria diseñada para beneficiar industrias específicas y firmas individuales, bajos impuestos directos 
y una diversidad de otras medidas. El experimento neoliberal significaba la reducción y eventual des-
aparición de esos privilegios” (1992, 59). Sin embargo, cabría preguntarse si un Gobierno estrecha-
mente ligado a esos mismos intereses, como lo destacan los mismos autores (1992, 62 y 98, nota n.º 
64), realmente estaba dispuesto a llevar adelante ese tipo de reformas o si más bien, desde una lógica 
corporativa, buscaría beneficiar a esos sectores sin mayores consideraciones por lo que ocurriera en el 
conjunto de la economía.

24  El Gobierno de Rodrigo Borja incrementó el precio de los combustibles, retornó al sistema de 
devaluaciones permanentes, restringió las importaciones y la oferta monetaria, redujo los aranceles de 
algunos productos, eliminó selectivamente los subsidios, redujo el gasto público e introdujo reformas 
para la flexibilización del mercado laboral (Araujo 1998, 62 y ss; Stokes 2001, 43). Paralelamente, 
impulsó una profunda reforma tributaria. 

minantemente serrana, lo que abría un amplio campo para que se manifes-
taran políticamente las diferencias regionales.25

Posiblemente, el factor de mayor importancia para la determinación 
del rumbo que finalmente tomó la conducción económica fue la tortuosa 
relación entre el Gobierno y su partido. El divorcio entre las propuestas de 
campaña y las acciones posteriores establecieron una gran distancia con el 
partido que esperaba otra orientación en el manejo de la economía y de las 
políticas sociales.26 A su vez, esto se relacionaba directamente con la con-
formación del equipo económico gubernamental, integrado por técnicos 
extraños al partido e incluso alejados de sus posiciones ideológicas. De 
esta manera, se redujeron sensiblemente las posibilidades de obtener apoyo 
político orgánico para la gestión gubernamental, lo que se agudizó con los 
embates de la oposición, fortalecida después de las elecciones de medio 
período. El debilitamiento del Gobierno fue inevitable: se vio reducida a 
su representación legislativa y se alejaron, cada vez más, las posibilidades de 
estructurar una alianza estable. De ahí en adelante, el programa económico 
consistió en administrar la crisis sin nuevos impulsos para el cambio o para 
definir una política claramente establecida.

El Gobierno encabezado por Sixto Durán Ballén (1992-1996) fue vis-
to como un nuevo intento de instauración neoliberal (Hey y Clak 1999; 
CAAP 1993, 12; Sánchez 1992, 34). Su condición de militante histórico 
de la derecha –fundador del PSC, desafiliado para presentarse como can-

25  Un factor adicional en la orientación del Gobierno fue la irrupción del movimiento indígena 
que, desde su primer levantamiento en junio de 1990, se convirtió en un actor central del proceso 
político ecuatoriano y colocó nuevos temas en la agenda política nacional. 

26   Stokes (2001, 112), que aborda brevemente el caso ecuatoriano, sostiene que la debilidad de 
los partidos explica el cambio de política de los Gobiernos con respecto a las ofertas de campaña. Sin 
embargo, la explicación no parece adecuada para el Gobierno de Rodrigo Borja, ya que su partido, 
la ID, en ese momento contaba con mejor organización, mayor número de afiliados y la primera 
preferencia electoral a nivel nacional. Quizás la referencia habría que hacerla a la debilidad del sistema 
de partidos como un todo, lo que probablemente reduciría los efectos positivos de la fortaleza de un 
solo partido. Otro tipo de explicación, seguramente más persuasiva, pondría énfasis en la ausencia de 
interés del presidente y los miembros de su gabinete por cambiar la orientación del propio partido. Un 
caso muy claro se encuentra en el primer Gobierno de Felipe González, en España, en que el propio 
presidente del Gobierno asumió la tarea de implantar en su partido una nueva orientación de las tareas 
económicas y políticas (Maravall 2003, 13-70). Por el contrario, el discurso del presidente ecuatoriano 
se mantenía en sus posiciones opuestas a las reformas que aplicaba su propio equipo de Gobierno.
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didato–, así como la presencia de Alberto Dahik en la vicepresidencia, 
daban asidero al supuesto. A esto se añadió que su competidor en la se-
gunda vuelta fue Jaime Nebot, del sector más tradicional del PSC, con lo 
que se configuró el triunfo de las fuerzas de derecha, lo que a su vez podía 
interpretarse como un apoyo a la opción neoliberal. Con esta percepción, 
que la compartía el propio Gobierno, se volvió sobre la orientación econó-
mica que habían intentado impulsar los dos Gobiernos anteriores al inicio 
de sus mandatos, pero se la presentó ya no como las medidas aisladas de 
estabilización, sino como el paso inicial de un proceso integral de transfor-
mación que debía abarcar no solo la economía sino toda la estructura del 
Estado.27 Lo esencial del programa económico del Gobierno se encontró 
en la Ley de Modernización, que a su vez dio vida al Consejo Nacional de 
Modernización del Estado (CONAM), concebido como el organismo que 
se encargaría de conducir el proceso.28

Sin embargo, la debilidad del Gobierno fue un obstáculo determinante 
a esas intenciones que quedaron a medio camino. Entre los dos partidos 
de Gobierno (PUR y PCE) que, por disposiciones legales, debieron pre-
sentarse separados a las elecciones, apenas llegaban al 22,1% de diputados 
en el congreso.29 Además, el PUR se había constituido para esa elección en 
torno a la figura de Durán Ballén, lo que significaba una enorme desventa-
ja con respecto a los partidos que habían tenido una relativa consolidación 
a lo largo del período (PSC, ID, PRE y DP). Esta misma condición de 
partido recién conformado obligó a buscar candidatos entre caudillos loca-
les que podían aportar los votos necesarios para la elección de diputados, 

27  El Gobierno recortó subsidios, liberalizó las tasas de interés, eliminó las restricciones a la inver-
sión extranjera, liberalizó el mercado de capitales, desarrolló una amplia y profunda revisión del marco 
legal, especialmente en el sector financiero, aduanas, impuestos y sector de hidrocarburos, así como de 
los mecanismos para aprobar el presupuesto. Retiró al país de la Organización de Países Exportadores 
de Petróleo (OPEP), ingresó en la Organización Mundial de Comercio (World Trade Organization). 
Buscó sin éxito privatizar las empresas telefónicas y parte del área eléctrica.

28  Con la utilización del concepto de modernización aparentemente se buscaba superar el despres-
tigio de los procesos centrados en la privatización y evitar la oposición que provocaban. A la vez, daba la 
idea de cambios de mayor envergadura y no solamente de la propiedad de las empresas estatales.

29  Cada partido debía presentar listas en por lo menos diez provincias y, además, estaban prohi-
bidas las alianzas en las elecciones pluripersonales (de diputados, consejeros provinciales y concejales 
municipales). 

pero sin ninguna seguridad sobre su lealtad. De esta manera, nuevamente 
se presentó el mismo esquema de un presidente que no contaba con la 
mayoría parlamentaria, un congreso fragmentado en el que ningún partido 
tenía la mayoría (las bancadas más grandes eran las del PSC, con 27,3% y 
del PRE, con 18,2% de los escaños). 

Todo esto obligó al Gobierno a desarrollar tortuosos procesos de nego-
ciación con los partidos para cada ley o reforma propuesta. O, como había 
ocurrido en el Gobierno de Febres Cordero, le obligó a tratar de conseguir 
los votos necesarios por medio de la desafiliación de algunos diputados. Es 
así que la distribución de puestos (patronage) y de recursos (pork) apareció 
nuevamente en el panorama político como el principal recurso guberna-
mental para impulsar el programa económico. Esto propició la desafilia-
ción de muchos diputados de diversos partidos que pasaron a conformar 
un bloque de independientes. Con ellos el Gobierno pudo aprobar las 
reformas y las nuevas leyes durante sus dos primeros años.30

Las elecciones de medio período (junio de 1994) significaron un nuevo 
revés para el Gobierno. Aunque el bloque del PCE se incrementó leve-
mente, en conjunto la bancada gobiernista se desmoronó por la casi desa-
parición del PUR, que descendió de doce a dos diputados (15,6% y 2,6%, 
respectivamente). Los grandes beneficiarios de ese descenso fueron el PSC 
y el MPD, es decir, los partidos que se situaban en ambos extremos del es-
pectro ideológico y que mantenían un discurso de oposición radical. Adi-
cionalmente, el congreso se fragmentó aun más: obtuvieron representación 
catorce partidos, ocho de los cuales contaban con uno o dos diputados. 
De ahí en adelante, el Gobierno estuvo sujeto a las presiones del PSC, que 
hacía valer su condición de primera bancada legislativa y, sobre todo, su 
presencia en un alto número de municipios y consejos provinciales. 

Por esta vía el Gobierno pudo asegurar que se aprobara buena parte de 
la legislación que requería su programa económico. No obstante, perdió 
gran parte de la iniciativa sin que obtuviera a cambio algún apoyo seguro 
en todos los temas ya que, al producirse de manera encubierta, estaba su-

30  En 1993, al finalizar el primer año de Gobierno, el bloque de los denominados independientes 
llegó a contar con catorce diputados. Fue el segundo dentro del congreso, detrás del PSC que contaba 
con veintiuno.



245244

Instituciones, actores y toma de decisionesCapítulo 8

jeto a negociaciones específicas para cada tema. Finalmente, el Gobierno 
buscó una salida a esta situación por medio de una reforma política, para 
la cual convocó a plebiscito en dos ocasiones. Aun así le resultó imposi-
ble romper los bloqueos. Por el contrario, su debilidad alcanzó su punto 
máximo cuando el vicepresidente debió renunciar debido a denuncias de 
corrupción que –sin seguir los procedimientos establecidos– fueron reco-
gidas por la CSJ en la que el PSC tenía fuerte influencia.

Este último episodio inauguró un período de inestabilidad que se 
prolongó por una década y que vale la pena referirlo brevemente. Así, el 
gobernante elegido para el período 1996-2000, Abdalá Bucaram, apenas 
pudo permanecer ciento veinte días en el cargo. Junto con terminarlo en 
sus funciones, el congreso nombró a un presidente interino (una figura no 
contemplada en la Constitución) para un mandato de dieciocho meses.31 
En las elecciones de 1998 triunfó Jamil Mahuad, quien encabezaba una 
opción cercana a la corriente neoliberal. Su Gobierno terminó abrupta-
mente un año y medio después por un golpe militar que se enancó sobre 
una protesta de las organizaciones indígenas y contó con el apoyo de al-
gunos diputados de partidos de izquierda y centro izquierda. Mediante 
un arreglo logrado dentro de los mandos militares, se produjo la suce-
sión constitucional, de manera que el vicepresidente Gustavo Noboa pudo 
concluir el período presidencial.32 En las elecciones del año 2002 triunfó 
Lucio Gutiérrez, el militar que dos años antes había encabezado el golpe 
de Estado y que por tanto estaba constitucionalmente inhabilitado para 
presentarse como candidato. Finalmente, en abril de 2005, a los veintisiete 
meses de haberse posesionado, fue también destituido por el congreso des-
pués de una semana de protestas en Quito.33

31  La vicepresidenta de Bucaram, Rosalía Arteaga, ocupó la presidencia por tres días mientras el 
congreso perfeccionaba la figura del ‘interinato’.

32  El día del golpe militar se conformaron dos juntas de Gobierno, la primera integrada por el 
líder de los militares golpistas, Lucio Gutiérrez; el presidente de la CONAIE, la principal organización 
indígena, Antonio Vargas; y Carlos Solórzano, un expresidente de la CSJ. En la otra junta participa-
ron los integrantes de la cúpula militar y tuvo más bien carácter instrumental: dar paso a la sucesión 
constitucional.

33  En diciembre de 2004 el presidente rompió la Constitución al intervenir en la CSJ, en el TC y 
en el TSE. Este fue el elemento que provocó su caída después de varios meses marcados por protestas 
ciudadanas y la búsqueda de arreglos institucionales por parte de las fuerzas políticas y la comunidad 

Todos esos Gobiernos –con excepción, obviamente, de los que duraron 
pocas horas o apenas unos días y del interino presidido por Fabián Alar-
cón– siguieron la misma línea de los anteriores. Abdalá Bucaram intentó 
introducir un sistema de control de divisas basado en la convertibilidad 
–dentro del modelo argentino–, al mismo tiempo que aplicó un duro pa-
quete de ajuste. En las últimas horas de su fugaz Gobierno hizo lo mismo 
que habían hecho sus antecesores en sus dos años finales, esto es, tiró para 
atrás todas las medidas que había tomado dos días antes.

Posiblemente el intento más claro y decidido hecho por estos Gobier-
nos de cambiar la orientación del modelo económico se observó en el de 
Jamil Mahuad. Sus propuestas de campaña no dejaban dudas en ese as-
pecto: se enmarcaban dentro de la línea que había definido pocos años 
antes su partido (DP) que abandonó su proclama de socialismo comunita-
rio para acoger los postulados de la economía de mercado.34 Las reformas 
introducidas en la Constitución, por la Asamblea Constituyente reunida 
entre diciembre de 1997 y junio de 1998, representaron un aliciente. Se 
eliminaron prácticamente todas las disposiciones que establecían la centra-
lidad del Estado en la economía.35 Sin embargo, tampoco en esta ocasión 
pudo el Gobierno contar con mayoría en el congreso ni le fue posible 
construir una coalición estable. A pesar de que el número de listas con 
representación en el congreso fue el menor del período, el partido de Go-
bierno apenas obtuvo el 29% de los escaños. Por ello, desde el inicio de su 
gestión Mahuad debió no solamente hacer frente a la oposición. También 
tenía que ceder ante las presiones de los partidos que, se suponía, actuarían 

internacional. Las protestas no se debían a demandas económicas o sociales, sino aspectos relacionados 
con la vigencia del régimen democrático y el Estado de derecho, lo que incluso se manifestó en el 
protagonismo de los sectores medios urbanos (especialmente de Quito).

34  Desde la campaña, Mahuad estableció como líneas de su Gobierno las siguientes medidas: la 
reducción del gasto público, el incremento del impuesto al valor agregado (IVA) (que se encontraba 
en el 10%), la ampliación de la base y control de la evasión del impuesto a la renta, la eliminación 
de subsidios, la elevación de los precios de los precios de los combustibles y de las tarifas eléctricas y 
telefónicas (Álvarez 2001).

35  En gran medida, estas reformas fueron el resultado de la alianza entre el PSC y la DP, una 
convergencia de carácter ideológico en la medida en que ambos aparecían en ese momento como 
los impulsores de la apertura económica. Durante el proceso electoral se mantuvo el acuerdo entre 
ambos, aunque nunca de manera expresa, lo que se facilitó por la ausencia del PSC en la contienda 
presidencial. 
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como sus socios, como ocurrió cuando eliminó el impuesto a la renta y lo 
sustituyó por el denominado impuesto a la circulación del capital y cuando 
creó un sistema de garantías sin límite de los depósitos bancarios.36

El Gobierno comenzó, como los anteriores, con un conjunto de me-
didas de ajuste. Estas incluyeron el incremento de las tarifas eléctricas en 
un 410%, acompañadas de algunas compensaciones focalizadas, como el 
denominado bono de pobreza (Gerlach 2003, 124). No obstante, como 
había ocurrido en ocasiones anteriores, esas medidas provocaron las pro-
testas de los sectores sociales organizados, pero también de algunos grupos 
de empresarios, especialmente los que se expresaban mediante las cámaras 
de Guayaquil. Posteriormente, durante los primeros meses de 1999, el Go-
bierno aplicó nuevas medidas en la misma dirección: decretó la flotación 
de la moneda, elevó el impuesto al valor agregado (IVA), del 10% al 12%, 
incrementó el precio de los combustibles en 174%. Todo esto derivó en 
nuevas protestas que llevaron a la declaración del estado de emergencia. 

La medida más controvertida del Gobierno fue la entrega de recur-
sos a varios bancos que se encontraban al borde de la quiebra, la mayo-
ría por manejos fraudulentos de sus propietarios o directivos, protegidos 
por la permisiva Ley de Instituciones Financieras que había sido aprobada 
en 1994 durante el Gobierno de Sixto Durán (Jácome 2003, 4; Gerlach 
2003, 129).37 En esas condiciones, el país vivió la que ha sido calificada 
como la peor crisis económica del siglo XX y el Gobierno de Jamil Mahuad 
terminó abruptamente en enero de 2000 por un golpe de Estado protago-

36  Al gravar con el 1% todas las transacciones bancarias, el impuesto a la circulación de capital 
(ICC) provocó la desintermediación financiera y, por consiguiente, fue uno de los factores que contri-
buyeron a desencadenar la crisis bancaria del año 1999. La garantía de los depósitos no tenía límites, 
de manera que el Estado debía responder con sus recursos ante cualquier problema que se presentara en 
los bancos, como en efecto ocurrió pocos meses después. Tanto el ICC como la creación de la Agencia 
de Garantías de Depósitos (AGD) fueron propuestas del PSC acogidas por el Gobierno.

37  Entre agosto de 1994 y octubre de 1999 habían quebrado cuatro bancos y siete instituciones 
financieras por causas similares a las anotadas. La deficiente supervisión de las autoridades correspon-
dientes fue un factor decisivo para que la crisis bancaria llegara a niveles prácticamente inmanejables, 
lo que se expresó en la quiebra de dieciséis de los cuarenta bancos existentes (Jácome 2003, 5). A esto 
se añadió la actitud equivocada del Gobierno, causada en gran medida por las presiones políticas de sus 
allegados en el congreso, pero también por su propia percepción acerca de su papel en esa coyuntura. El 
costo de la crisis bancaria se ha calculado en alrededor del 20% del PIB (Hoelcher y Quintyn, citados 
en Jácome 2003, 5).

nizado por un grupo de militares, apenas doce días después de establecer 
la dolarización como medida desesperada para evitar la hiperinflación que 
se avecinaba.38

La sucesión constitucional aplicada como recurso extremo llevó la pre-
sidencia a Gustavo Noboa. El flamante jefe de Estado no contaba con un 
partido político ni con apoyo explícito de alguna fuerza representada en 
el congreso. Sin embargo, logró impulsar dos leyes que no pudieron ser 
procesadas por su antecesor (identificadas por la prensa como leyes trole) 
y que buscaban nuevamente enrumbar al país por la senda neoliberal. Sin 
embargo, fracasó totalmente en su aplicación, especialmente en el intento 
de privatizar una parte del sector eléctrico, pues se opuso un conjunto de 
partidos representados en el congreso (Ibarra 2002). 

El triunfo de Lucio Gutiérrez en la elección del año 2002 fue inter-
pretado por algunos medios de comunicación como un cambio radical de 
rumbo con respecto a los resultados de las contiendas anteriores. Aparen-
temente, los electores habían escogido una opción alternativa y antagónica 
a la tendencia que había triunfado en la elección anterior y que se había 
mantenido durante el Gobierno de Gustavo Noboa. Sin embargo, el apoyo 
de las organizaciones indígenas, de su brazo político, Pachakutik (PK), y 
de otras agrupaciones de izquierda (MPD, organizaciones sindicales) no 
era suficiente para definir el carácter de ese nuevo Gobierno. No lo era, en 
primer lugar, porque la posición de Gutiérrez nunca fue la que suponían 
sus acompañantes. 

A lo largo de la campaña electoral quedó claramente demostrado que 
no compartía los planteamientos de esos sectores y que se identificaba más 
bien –posiblemente sin tener conciencia de ello– con las posiciones pro-
pias del Consenso de Washington. En segundo lugar, porque aunque hu-
biera intentado desde el Gobierno impulsar un programa alternativo, le 
habría resultado imposible dada su debilidad política (Ibarra 2002). Los 
tres partidos que lo apoyaban (PSP, PK y MPD) apenas sumaban el 18% 

38  La crisis fue alimentada también por factores exógenos a la economía, como el Fenómeno El 
Niño, que afectó al país a finales de 1997 y comienzos de 1998 con efectos desastrosos sobre la agri-
cultura y las exportaciones. Asimismo, influyeron factores externos, como la caída de los precios del 
petróleo (a menos de diez dólares por barril), y las crisis financieras rusa y brasileña (Jácome 2003, 17).
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de los diputados, que era el número en que se había transformado el magro 
13% que obtuvieron en votos. No era la mejor situación para impulsar 
algún cambio de trascendencia ni siquiera para administrar de manera me-
dianamente diferente la economía.39

Desde el inicio de su Gobierno, incluso con las fuerzas de izquierda y 
las organizaciones indígenas en su gabinete, Gutiérrez transitó por el ca-
mino de las políticas neoliberales. Su administración se caracterizó por el 
manejo ortodoxo de la economía –a cargo de técnicos ajenos a los partidos 
que conformaban su alianza–, expresado en los intentos de controlar el 
gasto público y buscar la estabilidad de los indicadores macroeconómicos, 
pero sin resultados en los otros aspectos (privatización, inversión extranje-
ra, reforma fiscal) que caracterizaron aquella corriente en los otros países 
de América Latina.40 Las presiones de su propio partido, así como de otros 
sectores –especialmente después de que se rompiera la alianza con los par-
tidos de izquierda– para conseguir recursos, incidieron fuertemente en este 
sentido y se manifestaron en la conformación de las mayorías móviles den-
tro del congreso. En términos concretos, esto significaba que el Gobierno 
debía negociar cada iniciativa con todos los sectores políticos para obtener, 
en cada ocasión una mayoría conformada por diversos integrantes, lo que 
dibujaba una situación de constante inestabilidad.

La posesión de Alfredo Palacio como presidente, por sucesión cons-
titucional, produjo un giro en la orientación del manejo económico. Su 
Gobierno abandonó la austeridad fiscal y dejó de enfatizar en el control 

39  Gutiérrez obtuvo apenas el 20,7% en la primera vuelta. Esta constituye la más baja votación 
desde que se aplica la modalidad de doble vuelta (el promedio de votación conseguido por el triunfador 
de la primera vuelta en las elecciones anteriores era de 29,2%). 

40  La autonomía de los equipos técnicos ha sido interpretada como un instrumento destinado a 
poner fuera del alcance de las contingencias al diseño y aplicación de políticas económicas (Conaghan, 
Malloy y Abugatás 1990). A la vez, la diferenciación entre medidas técnicas y políticas ha sido utilizada 
para justificar reformas de corte neoliberal sin comprometer a los partidos de Gobierno, como ocurrió 
en las presidencias de Rodrigo Borja (1988-1992), Abdalá Bucaram (1996-1997) y Lucio Gutiérrez 
(2003-2005). De esa manera, los Gobiernos y los partidos gubernamentales (ID, PRE, PK, PSP y 
MPD, respectivamente) pudieron mantener una retórica antineoliberal mientras un grupo de técnicos 
ajenos al partido aparecía como responsable por aplicar las medidas. Conaghan, Malloy y Abugatás 
(1990) desarrollan un análisis pormenorizado y comparativo de cómo los equipos técnicos (los “boys”) 
contribuyeron a la definición de políticas neoliberales en Ecuador, Bolivia y Perú (véase también Hey 
y Klak 1999, 88). 

de las variables macroeconómicas, cambios que fueron evidentes desde el 
inicio de la gestión.41 En su reemplazo adoptó una posición nacionalista 
que, en la práctica, significó el retorno a las concepciones implantadas 
durante el último Gobierno militar cuando el país vivió el período de auge 
petrolero. La conformación de una coyuntura relativamente similar a la de 
ese lejano momento, debida a los altos precios internacionales, animó al 
Gobierno a retornar a una situación en la que el eje de la economía volvía 
a ser el sector primario. Mientras tanto, ya sea por su debilidad o por la 
propia concepción acerca del manejo de la economía, cedió ante todas las 
presiones que ejercieron diversas fuerzas sociales y políticas, especialmente 
mediante paralizaciones de provincias y cantones. Como consecuencia, se 
hizo más difícil mantener una línea que pudiera identificarse como un 
programa económico de mediano alcance.

Perspectivas de análisis

El tortuoso camino reseñado expresa la ausencia de acuerdos en torno a 
los ejes que deben guiar la economía. Esto significó que, al contrario de lo 
que ocurrió en casi todos los otros países del continente en ese período, e 
incluso de lo que se pudo observar en el mismo caso ecuatoriano durante 
la década de los setenta, el modelo económico no resultó de los consensos 
sino más bien de las disputas. El resultado final ha sido un híbrido que 
no corresponde a las expectativas de algún grupo social o alguna fuerza 
política, sino que se integra por la suma de los elementos provenientes de 
cada uno. Es una combinación caracterizada por la incoherencia derivada 
de la coexistencia de elementos contradictorios en su interior. Por ello no 
se puede afirmar que se haya impuesto una economía de corte neoliberal, 
pero tampoco es posible sostener que lo que existe corresponde estricta-
mente al modelo de centralidad estatal. Es verdad que casi todos los Go-

41  El indicador más claro en este sentido fue la eliminación de un fondo constituido por los exce-
dentes del precio del petróleo, el Fondo de Estabilización, Inversión y Reducción del Endeudamiento 
Público (FEIREP),lo que significó que los beneficios que se podían obtener del incremento de precios 
en el mercado mundial pasaban directamente al presupuesto del Estado.
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biernos intentaron aplicar políticas neoliberales, pero también que todos 
ellos solo pudieron conseguir una porción relativamente pequeña de sus 
objetivos. Invariablemente, cada uno encontró la oposición de diversos 
sectores sociales y políticos, ante la que debió retroceder, por lo menos 
parcialmente, dando lugar a lo que se ha denominado la “fatiga del ajuste” 
(Jácome 2003, 7).

Por consiguiente, es necesario buscar explicaciones satisfactorias para 
un proceso de esa naturaleza y para un resultado que, aparentemente y en 
primera instancia, no sería beneficioso para ninguno de los sectores.42 Las 
utilidades empresariales no se han visto favorecidas, pero tampoco han me-
jorado las condiciones de vida de los sectores laborales.43 Asimismo, no se 
ha creado un mejor ambiente para las actividades privadas, ni el Estado ha 
podido redistribuir de mejor manera los ingresos. En síntesis, no se puede 
asegurar que han existido ganadores y perdedores claramente identificados 
–como se lo puede hacer en varios países en que se impusieron las políticas 
neoliberales– ni que a cambio de esa ausencia se hubiera conseguido mayor 
eficiencia estatal para la asignación de recursos.44

Una primera explicación, dentro de los escasos estudios que se han 
ocupado de este tema, es el que alude a la cultura política y, dentro de esta, 
al predominio de una perspectiva izquierdista (Hurtado 2006). El supues-
to básico de este acercamiento es que por alguna razón indeterminada se 
habría generalizado una cultura política que alimenta las soluciones popu-
listas y que a la vez ella tendría un fuerte contenido izquierdista, en tanto 

42  Los magros resultados económicos y sociales, el difícil control de las variables macroeconómi-
cas, las bajas tasas de crecimiento, los altos niveles de pobreza y sobre todo el incremento de la brecha 
en la distribución del ingreso son indicadores que demuestran fehacientemente la inconveniencia del 
modelo resultante para cualquiera de los sectores.

43  Desde el año 2000 se ha mantenido un ritmo de crecimiento económico superior al incremen-
to poblacional, se ha reducido la pobreza (especialmente en las áreas urbanas) y se ha incrementado 
el salario mínimo real (SIISE 2006). El origen de estos resultados parece encontrarse, más que en 
medidas económicas específicas, en la estabilidad derivada de la dolarización, en las remesas de los 
emigrantes y, sobre todo, en los altos precios del petróleo en el mercado internacional.

44  Es innegable que pequeños grupos se han beneficiado enormemente, pero solo en el corto plazo 
y generalmente dentro de acuerdos más cercanos a comportamientos mafiosos que a reglas económicas 
claras y de alcance general. Las posibilidades de obtener ganancias (económicas, políticas y sociales) 
no están establecidas por las reglas del modelo, sino por el comportamiento audaz y abusivo que este 
permite. 

busca la protección estatal, se opone a las privatizaciones y cierra el paso a 
la modernización del aparato productivo (Hurtado 2006, 146). A pesar de 
su validez en términos de llamar la atención sobre el contenido populista 
de las políticas económicas y las prácticas políticas en general, esta apre-
ciación deja dos vacíos muy grandes. En primer lugar, considera la cultura 
política como el elemento determinante o el factor causal, lo que equivale 
a sostener que cada grupo humano tiene condiciones inmanentes que lo 
llevan a actuar de una manera determinada, diferente a la de otros grupos, 
lo que no tiene asidero alguno. 

Las pautas culturales son el resultado de diversos procesos y múltiples 
causas que varían en el tiempo, de modo que al asignarles valor explicativo 
es un imperativo ir un paso más allá y retornar hasta sus orígenes, esto es, 
a los elementos y los procesos que las convirtieron en comportamientos 
generalizados.45 En segundo lugar, al atribuir los bloqueos a una sola posi-
ción ideológica –la izquierda– se omite cualquier explicación acerca de los 
bloqueos que han provenido de otras tendencias, y que sin duda han sido 
los más numerosos e importantes a lo largo del período.46 Precisamente lo 
que llama la atención, como se ha reiterado en las páginas anteriores, es la 
oposición que han encontrado los diversos Gobiernos por parte de quienes 
se suponía que se situaban en la misma línea de conducción económica 
que ellos pretendían impulsar.

De esta primera línea explicativa se puede desprender un tema muy 
interesante para el análisis, y es que si se hubiera implicado solamente 
la oposición de izquierda, de hecho significaría que el elemento en dis-
cordia sería el contenido de las políticas, esto es, su carácter neoliberal. 
Sin embargo, al observar que la oposición ha provenido además –con 
más fuerza y más efectividad– de la derecha y los sectores empresariales, 

45  Una reflexión de este tipo debería abrir el amplio y conflictivo campo de la cultura política, 
pero a la vez debería también impulsar la realización de estudios empíricos al respecto. En lugar de 
ello, en Ecuador se ha eludido el debate conceptual y a los estudios concretos se los ha reemplazado 
con supuestos y apreciaciones generales.

46  La respuesta anticipada a este tipo de cuestionamientos es que “el carácter izquierdista de la 
política ecuatoriana” se encuentra incluso en “partidos y líderes que no se ubican en dicha tendencia 
política” (Hurtado 2006, 145), con lo que pierde sentido la utilización de un concepto que alude al 
posicionamiento ideológico y pasa a ser sustituido por un juicio de valor.
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entonces el contenido de las políticas pasa a segundo plano. Adelantando 
una de las conclusiones de este texto, el problema no se encuentra exclu-
sivamente en esos contenidos, sino en la posible transformación del statu 
quo, que tendería a afectar la participación de cada actor social y político 
en la asignación de recursos económicos y políticos. Pero, antes de entrar 
en este tema es conveniente revisar otras explicaciones formuladas acerca 
del proceso.	

Una segunda explicación se encuentra en los estudios estrictamente 
económicos (Jácome 2003; Araujo 1998; Armijos y Flores 1991) que ofre-
cen importante material para la caracterizar el proceso y para identificar sus 
principales rasgos, pero no entran en el campo de la definición de políticas. 
Por lo general, explican la evolución de los hechos por las condiciones 
estructurales económicas en que ocurren los procesos y solo en menor me-
dida por las decisiones que toman los actores. En ellos se encuentra gene-
ralmente un buen análisis de la evolución de la economía, sus altibajos, 
sus avances y retrocesos, pero no las causas que determinaron la adopción 
de esas políticas ni los factores que condicionaron su aplicación. Asimis-
mo, solo en contados casos esta perspectiva ofrece un análisis comparativo 
que permita explicar las razones que han llevado a decisiones y procesos 
diferentes en condiciones relativamente similares. En síntesis, los estudios 
económicos se han encerrado en un campo muy restringido, sin atreverse a 
entrar en terrenos como el de la formulación de políticas que es vital para 
comprender un proceso como el reseñado.

Una tercera vertiente es la que ha iniciado la reflexión sobre la formula-
ción de políticas. Dentro de un diálogo o una combinación entre la ciencia 
económica y la ciencia política, estos estudios ofrecen pistas valiosas para 
identificar los aspectos que están en el fondo de un proceso tan complejo 
como el descrito en las páginas anteriores. Aun son pocos los estudios que 
conforman esta perspectiva y existen muchas diferencias entre ellos, pero eso 
no es un motivo para negar su importancia. Un acercamiento dentro de esta 
corriente es el que da prioridad a la economía, pero que se apoya en variables 
políticas para explicar las especificidades del proceso (Schuldt 1994; Acosta 
2000; Hey y Klak 1999; Salgado 2001). Otro es el que invierte la relación y 
coloca la política en el centro y mira la economía como un resultado (Mejía 

et al. 2004; Conaghan 1988; Montúfar 2000; hasta cierto punto Conaghan, 
Malloy y Abugatás 1990). Desafortunadamente, es poco lo que se ha avan-
zado dentro de esa corriente, especialmente en esta última variante que sin 
duda es la que puede llegar al núcleo del problema.

Siguiendo esa línea de análisis es preciso indagar en dos niveles. El pri-
mero se encuentra en las características del sistema político –en especial 
su arquitectura institucional–, esto es, en los elementos que establecen las 
normas y las condiciones en las que debe desarrollarse la política. En se-
gundo lugar, hay que analizar los beneficios que les reportan a los actores 
políticos las decisiones que toman frente a cada coyuntura específica, lo 
que lleva a identificar los cálculos estratégicos que hacen. 

En el primero de estos dos niveles se deben destacar los elementos insti-
tucionales que definen el sistema político. El marco institucional establece 
las condiciones en que se expresa la voluntad ciudadana. Por tanto, confi-
gura el tipo de representación y, a la vez, marca las reglas y los límites a los 
que deben someterse los gobernantes, es decir, regula las condiciones en 
que debe operar el intercambio político. En este plano, tienen relevancia 
aspectos como el sistema electoral, las normas y los procedimientos esta-
blecidos para regular las relaciones entre los poderes (especialmente entre 
el legislativo y el ejecutivo), la distribución territorial del poder y el con-
junto de disposiciones que hacen posibles los controles y balances. Todos 
esos elementos determinan el segundo nivel, esto es, las decisiones de los 
actores políticos y sociales, ya que establecen los límites, las expectativas, 
los incentivos y los castigos para la definición de sus estrategias. 

Conclusiones 

El proceso descrito aparece como el resultado de un diseño institucional 
que alienta la fragmentación y que no ofrece incentivos para la coopera-
ción. Adicionalmente, esas condiciones institucionales promueven el jue-
go político de corto plazo que gira en torno a la obtención de resultados 
inmediatos y estrictamente delimitados para cada grupo social. De allí se 
desprenden las prácticas particularistas, como el clientelismo y el corpo-
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rativismo (bajo diversas formas de representación directa de intereses par-
ticulares), que caracterizan la política ecuatoriana. Además, es un sistema 
político con bajísima capacidad de agregar intereses, en el que interviene 
un alto número de veto players y que debe satisfacer cada una de las múlti-
ples demandas sin posibilidad de englobarlas dentro de políticas de alcance 
general.47 De este modo, las políticas nacionales –tanto económicas como 
sociales– pasan a un segundo plano; más bien cobran importancia las ac-
ciones que se desarrollan hacia cada uno de los sectores en pugna. Por con-
siguiente, la evaluación del sistema se asienta en ese tipo de rendimientos 
particularistas y no en su desempeño como instancia de agregación de los 
diversos intereses y conducción de toda la sociedad.

A esto debe añadirse que esas mismas características del sistema polí-
tico determinan, en gran medida, el enorme peso que tienen los clivajes 
regionales y étnicos en Ecuador. Es innegable que el origen de estos se 
encuentra en características estructurales de la sociedad, pero es también 
verdad que esas diferencias no pueden ser procesadas adecuadamente por 
el sistema político a causa del defectuoso diseño institucional (Freidenberg 
y Alcántara 2001b; Pachano 2004a). El resultado final es un sistema po-
lítico sobrecargado de demandas y conflictos, con muy baja capacidad de 
respuesta y orientado cada vez más a responder a las demandas inmediatas 
y, por tanto, alejado de los temas de alcance nacional. Como resultado, la 
definición de políticas en el campo económico y social es sustituida por 
la negociación con cada actor, en un juego permanente de forcejeo, cuyo 
sentido es obtener una porción de los recursos.

Es evidente que para un juego de esa naturaleza resulta muy convenien-
te la permanencia de un modelo rentista que tenga al Estado como el nú-
cleo desde el que se define la asignación de recursos. Cualquier intento de 
cambiar esas condiciones es visto por todos los actores como una potencial 
pérdida de lo conseguido, no solo porque introduce algún grado de incer-
tidumbre sino porque significaría alterar unas reglas de juego que ofrecen 

47  Un acercamiento válido para el caso ecuatoriano es el que centra la atención en los jugadores 
con poder de veto (veto players), tanto institucionales como no institucionales (Tsbellis 2000; 2002; 
Andrews y Montinola 2004). El caso ecuatoriano ha sido explorado únicamente por Mejía et al. 
(2004).

beneficios particulares. A pesar de que en el fondo se trata de un juego de 
suma-cero –en el que las ganancias de unos actores significan las pérdidas 
de otros–, sus efectos se ven atemperados por la entrega de rendimientos 
de diversa magnitud a cada uno. Para ello son imprescindibles las prácticas 
clientelares y los acuerdos extrainstitucionales o incluso los acomodos o 
la adaptación de las instituciones para estos fines. Consecuentemente, es 
prácticamente imposible definir un modelo económico orientado hacia 
resultados de largo plazo y sujeto a reglas claras, precisas y estables.
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Capítulo 9 
Movimiento indígena*

El objetivo de este capítulo es describir el proceso por el cual se estructuró 
el movimiento indígena en Ecuador e identificar los factores que contri-
buyeron a la formación y desarrollo de dicho movimiento. Se trata de ex-
plorar los elementos que contribuyeron a la politización de un clivaje,1una 
línea de conflicto o división, que estaba latente en la sociedad. La situación 
se convirtió en una división relevante cuando los individuos afectados se 
movilizaron y estructuraron organizaciones que participan en las institu-
ciones del sistema político. 

A pesar de que Ecuador es un país que cuenta con una población indí-
gena importante, históricamente estos grupos se han mantenido al margen 
de las instituciones. Esto ha sido un hecho aun cuando los mismos derechos 
de ciudadanía, que tiene la población denominada blanco-mestiza desde la 
formación del Estado-Nación, les fueron concedidos.2 En las últimas déca-
das, esta situación se ha ido transformando. Los pueblos indígenas se han 

1  Debido a la controversia en torno a la noción de cleavages (mal castellanizado como clivajes) se 
prefiere el empleo de otros términos como el de fracturas sociales, líneas de tensión o divisiones socia-
les. En este capítulo estas categorías se emplean como sinónimos. 

2  La estimación de la población indígena varía de una fuente a otra y depende de qué se considere 
como condición étnica-racial. Esta condición se define por “la pertenencia de un individuo a una 
comunidad específica y por su aceptación como tal por los integrantes de esa unidad socio-cultural”. 

* Este capítulo se basa en –y reproduce partes de- los textos de Flavia Freidenberg: «Ecuador» 
(2001); «El proceso de incorporación política de los indígenas en Ecuador. Pachakutik, un caso de 
estudio» (1998, coautoría con Francisco Sánchez); «Fracturas sociales, competencia política y sistemas 
de partidos en Ecuador: la traducción política de un clivaje étnico» (2004).
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convertido en sujetos activos de diversa manera e intensidad en Ecuador, 
Bolivia, México, Nicaragua, Guatemala, Perú y Colombia (Stavenhagen 
1997, 63). Los nuevos partidos étnicos, como el MUPP-NP, han supues-
to la politización de demandas que habían permanecido latentes durante 
mucho tiempo y que, gracias a una específica estructura de oportunida-
des, consiguieron visualizarse y expresarse en términos políticos (Van Cott 
1999; Freidenberg 2004; Marti i Puig 2004; Màiz 2004; Madrid 2008).

La estructura del capítulo es la siguiente. Primero, se realiza una discusión 
teórica sobre la politización de los clivajes sociales y del modo en que diversos 
factores pueden contribuir a la transformación de una línea de tensión que se 
encuentra latente en una división social que cruza la competencia electoral. 
Segundo, tras la discusión teórica, se sistematizan las fases que se refieren al 
proceso de transformación del clivaje étnico en Ecuador y en la evolución del 
movimiento indígena. Tercero, se identifican los factores que contribuyen a 
explicar la emergencia del movimiento indígena, tanto del sistema político 
o la esfera internacional (externos) como propios del movimiento (inter-
nos). Finalmente, se presentan algunas consecuencias de la participación del 
movimiento indígena en el sistema político ecuatoriano y su impacto en la 
democratización e inclusión de las instituciones. 

Las fracturas sociales y su traducción en clivajes 
dentro de sistemas políticos en formación

La literatura sobre las fracturas o divisiones sociales en torno a las cuales 
se enfrentan los grupos y se crean nuevos partidos es extensa y variada, 
principalmente para explicar la formación de las comunidades nacionales 
europeas. Recientemente, se la ha reinterpretado a la luz de las experiencias 
en Europa del Este. Desde este enfoque, se analiza el origen de los sistemas 
de partidos a partir de los contrastes y divisiones (clivajes) que se dan en 
una comunidad nacional durante los primeros momentos de expansión del 
sufragio. Luego quedan “congelados” (Lipset y Rokkan 1967). 

(Ramón 1994). Para algunos la población indígena es cercana al 12% mientras que para otros supera 
el 30% de los 12 156 608 ecuatorianos (http\\:www.inec.gov.ec). 

Los partidos políticos actúan como alianzas en conflicto sobre políticas 
y fidelidades a valores dentro de un cuerpo político más amplio. Inten-
tando superar esos conflictos buscan que la ciudadanía se alíe por encima 
de los enfrentamientos que generan esas líneas de tensión. Dichas líneas 
pueden ser de carácter sociocultural (clase, etnia, región o credo) o estric-
tamente políticas, donde la pertenencia a un determinado grupo se define 
en términos de ‘nosotros frente a ellos’. Así, los partidos se comportan 
simultáneamente como agentes de conflicto, de movilización y como ins-
trumentos que integran las comunidades locales en la nación o en una 
federación más amplia. 

Dix (1989, 23) aplicó el enfoque sociológico a América Latina. Señaló 
que algunas de las líneas de división clásicas, que dieron origen a los sis-
temas de partidos de Europa Occidental al expandir el sufragio, también 
han estado presentes al originar los sistemas de partidos latinoamericanos 
y esto se justificaba en las similitudes existentes en ambas regiones. Aun 
así, el autor reconocía que se había dado una diferencia fundamental entre 
ambos procesos: las líneas de conflicto desarrollaron y evolucionaron se-
gún patrones distintos: mientras en Europa fue de manera incremental, en 
América Latina se dio de manera discontinua (Dix 1989, 25). Al formarse 
las comunidades nacionales latinoamericanas, varias líneas de conflicto, 
como la étnica, la cultural o la interreligiosa, no estuvieron presentes y, en 
algunos casos, se llegaron a manifestar mucho más tarde. Esto relativizaba 
la visión de Lipset y Rokkan (1967) respecto a que los sistemas de partidos 
se mantienen congelados (freezing party system) a partir de las fracturas 
sociales que dan origen a las comunidades nacionales.3	

Pero esa crítica respecto al congelamiento de los sistemas de partidos 
también resulta factible hacerla para Europa a partir de la década de 1960, 
como han señalado Bartolini y Mair (1990), tras los cambios en el com-
portamiento electoral allí experimentados. Existen limitaciones debido a 
las diferencias a nivel socioestatal entre ambos contextos que dificultan la 
extrapolación estricta de ese marco teórico. Sin embargo, cabe rescatar la 

3  A pesar de la importancia de este enfoque en la literatura comparado, han sido pocos los estu-
dios que lo han aplicado a América Latina. Ver los estudios de Dix (1989); Yashar (1998); Moreano 
(1999); Van Cott (1999) y Collins (2001).
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lógica argumentativa de ese enfoque, en particular la noción de conflictos 
que enfrentan a grupos. Por ello se apela a la interpretación que Inglehart 
(1984, 26) hace de las líneas de tensión como “polos estables de polariza-
ción del conflicto”.4

Para que una división estructural se transforme en un clivaje debe ser 
sentida por los individuos (Bartolini y Mair 1990). Es decir, debe con-
figurar una serie de alineamientos entre cada bando de la sociedad y los 
partidos correspondientes. Como señalaron Bartolini y Mair (1990), jun-
to al criterio de delimitación (que siempre será estructural), se encuentra 
la derivación no estructural, de naturaleza normativa y organizativa. La 
derivación normativa supone que la ciudadanía tiene conciencia de que 
aquella es una división relevante. Por tanto, defiende unos determinados 
valores políticos. La derivación organizativa significa la articulación prác-
tica de estos valores y la creación de partidos políticos que las representen. 

Tanto la concientización de que ese interés existe como la organización 
posterior suponen el reconocimiento, por parte de los individuos, de que 
esas demandas se encuentran amenazadas y hay que defenderlas. Cuando 
esto ocurre, cabe esperar que esa división social sea percibida e incorporada 
como un conflicto central en la sociedad y, con ello, se politice un cliva-
je. Un conflicto se politiza cuando es percibido como importante por el 
ciudadanía-electorada (Bartolini y Mair 1990; Màiz 2004); hace que sus 
integrantes se ubiquen en un bando de ese conflicto, al punto de que sien-
tan la necesidad de movilizarse y organizar partidos o movimientos para 
que los representen en el sistema político (Lipset y Rokkan 1967).

Una fractura social puede pasar mucho tiempo sin manifestarse en la 
escena política. El no traducirse políticamente no significa que la tensión 
estructural no exista ni que no afecte los comportamientos en la sociedad 
(Freidenberg 2004). Puede estar presente en la calle pero no influir directa-
mente la forma en que se estructura la competencia del sistema partidista ni 
las estrategias de los partidos políticos o las propias instituciones. La cuestión 
es cómo y cuándo ocurre esto. Es decir, qué factores hacen que un clivaje, 

4  Según este autor, pueden ser definidas como “patrones relativamente estables de polarización a 
partir de la cual algunos grupos apoyan políticas o partidos, mientras otros grupos apoyan políticas y 
partidos opuestos” (Inglehart 1984, 6; traducción de la autora).

que ha permanecido dormido mucho tiempo, sea reconocido como impor-
tante por los individuos, que estos se organicen para defender sus intereses y, 
a su vez, se conviertan en un actor clave en la competición electoral. 

Referirse a un proceso de incorporación de fuerzas sociales supone pen-
sar en un sistema político que aun no ha terminado de constituirse, daría 
cuenta de una comunidad política en proceso de modernización en los tér-
minos de Huntington ([1972] 1997). Esto significa pensar que en algunos 
países, donde el Estado y la nación continúan redefiniéndose, las divisiones 
sociales son dinámicas, pues existen sectores que originariamente no fue-
ron tomados en cuenta, esto es, estaban excluidos a pesar de formar parte 
de lo social. 

El enfoque de la ‘estructura de oportunidades políticas’ (EOP) contri-
buye en la comprensión de esa situación. Se refiere a las condiciones obje-
tivas del entorno político que van a fomentar o desincentivar la acción de 
la ciudadanía, su movilización para defender sus intereses (Tarrow 1997, 
49) y la generación de un movimiento social.5 La idea es que los cambios 
generados en algún aspecto del sistema político crean posibilidades para la 
acción colectiva (McAdam, McArthy y Zald 2001) y para que esos grupos 
se animen a manifestar sus demandas en el sistema. 

La coyuntura ayuda a que se activen las expresiones o movimientos, 
tras evaluar los costes de la acción colectiva, descubrir aliados potenciales y 
hallar en qué aspectos las autoridades son vulnerables a las presiones y las 
demandas ciudadanas.6 Ayuda, también, contar con recursos (económicos, 
humanos, cognitivos) que posibiliten la estructuración de una organiza-
ción que defienda esos intereses (Marti i Puig 2004) y el desarrollo de 

5  Se entiende como movimiento social a un intento colectivo de promover un interés común 
o de asegurar un objetivo compartido, mediante la acción colectiva en el exterior de la esfera de las 
instituciones establecidas.

6  Se alude a aquellas condiciones, de carácter objetivo, del entorno político que van a fomentar o 
desincentivar la acción colectiva (Tarrow 1997, 49). La EOP se centra en los factores del entorno que 
contribuyen a movilizar gente. Los recursos exteriores son: a) de carácter sistémico, relacionados con la 
apertura del régimen político y que son generalmente causados por el cambio de reglas políticas que 
hacen menos costosa la movilización; b) de carácter “temporal y espacial”, que enfatizan los elementos 
relacionados con la localización del movimiento en términos domésticos o a escala internacional (es decir, 
si hay una coyuntura internacional favorable); y c) de carácter relacional, tienen que ver con los niveles de 
inestabilidad en las posiciones de las élites frente a una acción colectiva de contestación, la capacidad de 
acceso a estas así como la aparición de aliados influyentes.
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una serie de símbolos, valores y marcos discursivos (frames) que dotan de 
sentido a la movilización y enmarcan el movimiento (McAdam, McCarthy 
y Zald 2001). 	

Etapas de la emergencia y evolución del movimiento indígena

El movimiento social indígena emergió para canalizar los intereses y de-
mandas de sectores que no se sentían representados en las instituciones po-
líticas y que buscaban visibilizar su existencia en el marco de los conflictos 
latentes de la sociedad. Con su creación se dio un interesante proceso de 
transformación sociopolítica, puesto que había grupos que no se recono-
cían como partes constitutivas de un todo social (Pachano 1996). La mo-
vilización del sector indígena supuso la traducción política de fracturas que 
se habían mantenido latentes desde la configuración del Estado-nación 
y que consiguieron superar el umbral de legitimación, incorporación y 
representación,7 para poner en juego la distribución del poder en el sistema 
político (Selverston-Scher 1998, 187). 

La incorporación de lo étnico como parte de la redefinición del Estado 
y lo nacional se dio en Ecuador desde la década de 1960, gracias a los di-
versos intentos de organización social del sector indígena, los impulsos de 
la reforma agraria (con éxito diverso) y de modernización agrícola y rural, 
llevada a cabo desde el aparato del desarrollo (Escobar [1993] 1995), es de-
cir, desde el Estado, la Iglesia, las ONG y los organismos internacionales. 
La formación de una élite intelectual indígena y el desarrollo de una iden-
tidad étnica, elementos fundamentales para la movilización conjunta de 
las diversas comunidades, fueron clave para la emergencia del movimiento. 

Estos esfuerzos aprovecharon las oportunidades para el cambio ofreci-
das por el contexto que generó la liberalización política a fines de los años 

7  Lipset y Rokkan (1967, 259) plantearon una serie de condiciones necesarias para que la protesta 
se exprese y los intereses se representen en una sociedad, es decir, para que se transformen las estruc-
turas de división en los sistemas de partidos. Esas condiciones se traducen en secuencias de umbrales 
que deben ser superados por cualquier “movimiento que quiera plantear nuevas exigencias dentro de 
un sistema político”: los cuatro umbrales son de: legitimación, incorporación, representación y poder 
de la mayoría. 

70 (Yashar 1998). Con ello, se modificaron las reglas de juego en relación 
con derecho al voto (Constitución de 1978), se expandió el electorado al 
otorgar el derecho al voto a analfabetos así como también la posibilidad de 
crear movimientos de independientes para participar en las elecciones (tras 
la consulta popular de 1994 y la reforma constitucional de 1995). 

La crisis política-económica general, el fracaso de las políticas económi-
cas neoliberales aplicadas por el Estado durante gran parte de las décadas de 
1980 y 1990, los escándalos de corrupción (principalmente desde 1991), 
el constante desgaste de los partidos y el congreso y el aumento de la crí-
tica ciudadana hacia ellos, favorecieron la politización del movimiento. Se 
generó una mayor concientización de las propias capacidades para cambiar 
su entorno que contribuyó a que, finalmente, se creara el MUPP-NP. 

La formación del movimiento social indígena ha sido paulatina y ha 
ocurrido en diferentes etapas (Sánchez y Freidenberg 1998). Para fines 
analíticos, las cuatro etapas son:
1.	 Etapa simbólica de acercamiento generada desde el Estado y otras orga-

nizaciones como la Iglesia, las ONG, que han promovido la incorpo-
ración de los sectores indígenas mediante políticas de modernización 
económico-social aplicadas en el ámbito rural. Esta etapa ha estado 
caracterizada por una promoción desde ‘dentro’ del sistema de la movi-
lización social indígena.

2.	 Etapa de movilización de los sectores indígenas, caracterizada por la mo-
vilización desde ‘fuera’ del sistema y el empleo de modos alternativos de 
acción política o participación no convencional (marchas, paros, cierres 
de carretera y tomas de iglesias y antenas de electricidad).

3.	 Etapa de integración institucional al sistema, donde la incorporación es 
promovida en forma mixta, puesto que hay intentos ‘desde dentro y 
desde fuera’ del sistema por incorporar a este sector al sistema polí-
tico. Es en esta etapa cuando se crea el partido político MUPP-NP. 
Esto supone el empleo de mecanismos participativos establecidos por 
el sistema político así como también interés desde las élites políticas 
tradicionales para la incorporación de estos sectores.8

8  En esta fase se pasó desde el uso exclusivo de mecanismos alternativos de acción política (Mon-
tero 1995) a estrategias mixtas con el empleo de mecanismos de participación convencional (demanda-
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4.	 Etapa de desilusión con el ejercicio del poder, tras el triunfo electoral de no-
viembre de 2002 y el paso por el Gobierno nacional durante seis meses, 
que llevó a una fractura en el interior del movimiento político y a la salida 
de buena parte de los dirigentes no indígenas. Esta fase supuso el ensimis-
mamiento del MUPP-NP, la redefinición de la identidad y el desarrollo 
de una estrategia encaminada al fortalecimiento local del partido. 

Etapa 1: de incorporación simbólica generada desde el Estado 
(la incorporación promovida desde ‘dentro’ del sistema político)

Tras aplicar algunas políticas generadas desde el “aparato de desarrollo” 
(Escobar [1993] 1995), resulta posible identificar una serie de transfor-
maciones integradoras de los indígenas al sistema social. Estos cambios 
serán elementos fundamentales de su participación en el sistema político. 
De manera arbitraria, y solo con propósito descriptivo, se presentan esas 
consecuencias en dos grupos. El primero agrupa los cambios que se produ-
jeron en el interior del sector indígena y el segundo agrega las transforma-
ciones que modificaron las relaciones de este con su entorno. 

Las transformaciones internas de las comunidades indígenas
 

Los cambios en la organización y la actuación de las comunidades pueden 
abordarse desde cuatro dimensiones. En primer lugar, se dieron cambios 
en la estructuración del sector y la canalización de sus demandas mediante 
sus propias organizaciones, todo ello consecuencia directa del requisito legal 
que prohibía la entrega de tierra a personas particulares. En segundo lugar, 
se formó una élite dirigente capacitada que se transformó en el interlocutor 
privilegiado ante el Estado, dado que era bilingüe y que podía contribuir a la 
implementación de las políticas públicas estatales orientadas a la comunidad. 
En tercer lugar, se dio la ‘ciudadanización’ de la población indígena me-

dos por el sistema político, como las elecciones o la creación de partidos), junto a los no convencionales 
y antisistémicos (como las marchas o las tomas de iglesias y antenas de electricidad).

diante programas de alfabetización9 y documentación general. Finalmente, 
se favoreció el acceso al uso de la tierra, a través de formas cooperativas de 
organización social, lo que supuso un fortalecimiento de las redes asociativas. 

Cambios en la organización y actuación de las comunidades

El requisito legal, impuesto por el Estado, para la entrega de tierras a las 
comunidades fue el de la organización. Así, el ente estatal estableció que no 
se darían tierras a personas particulares sino solo a grupos organizados. Este 
requisito condujo a un fenómeno específico: se agregaron los intereses de los 
sectores indígenas (Sánchez Parga 1989). En el cuadro 9.1 se puede observar, 
como ejemplo, el crecimiento durante los distintos períodos de las organiza-
ciones en el sector rural en la provincia de Chimborazo, la de mayor pobla-
ción indígena del país. Desde mediados de los años 70 se crearon en esa pro-
vincia 662 organizaciones; prevalecieron las de tipo comunal (494 del total). 

Esos entes surgieron, en primera instancia, por razones legales, para sa-
tisfacer una cuestión económica y social. Sentaron las bases fundamentales 
para el posterior surgimiento de las organizaciones políticas, siendo estos 
instrumentos decisivos para la movilización política. Este requisito legal de 
organización sería fundamental para el paso hacia la movilización política 
posterior. 

Cuadro 9.1. Provincia de Chimborazo: organizaciones campesinas de base 
jurídicamente reconocidas por tipo de organización según fecha de creación

Total

Tipo de organización 64 65-69 70-74 75-79 80-84 85-91 N.º %

Comunas 186 71 63 38 78 58 494 74,6

Cooperativas 7 20 38 8 5 2 80 12,1

Asociaciones -- -- 1 4 22 57 88a 13,3

Total 193 91 102 50 105 117 662 100,0

Fuente: Sánchez y Freidenberg 1998. 
Notas: a Cuatro asociaciones no tienen fecha de creación. 

9  En 1970, el porcentaje de población analfabeta de quince y más años de edad era 25,8%. En 
1980, 16,5% y diez años más tarde alcanzaba 11,7% (Freidenberg 2004). 



267266

Movimiento indígenaCapítulo 9

La organización de las comunidades también se ha dado como una manera 
de proteger los intereses de los indígenas respecto al dominio de la tierra 
frente a las invasiones de colonizadores externos e intereses comerciales. 
Un ejemplo en este sentido es el de la organización de las comunidades 
shuar en los años 60. Formaron su federación motivada por cuestiones 
económicas y sociales (preservación del territorio y acceso a los recursos 
productivos). No obstante, la estrategia rápidamente pasó a transformarse 
en una cuestión de supervivencia de un pueblo y su diferenciación étnica 
y cultural (Stavenhagen 1997, 63), que se evidenció en su enfrentamiento 
con las empresas petroleras. 

Formación de una élite indígena a raíz de los programas de capacitación 

Los programas de desarrollo también permitieron la formación de una élite 
con elevados niveles de educación e información, que rápidamente se convir-
tió en la contraparte del Estado en los procesos de negociación. Con el Go-
bierno de Jaime Roldós Aguilera comenzó la campaña de alfabetización en 
1979; el proceso involucró a indígenas que habían accedido al proceso pro-
fesional y educativo formal. La formación de jóvenes indígenas en carreras 
profesionales generó una élite intelectual indígena que condujo las organiza-
ciones, formuló la agenda política, llevó adelante las negociaciones políticas 
y construyó la identidad étnica diferenciadora (Selverston-Scher 1998,187).

Esa élite ha sido fundamental en el proceso de incorporar los sectores 
indígenas a la vida política ecuatoriana, debido al estilo y la manera de ha-
cer política que han empleado, originalmente muy diferente a lo que era la 
política tradicional. El fortalecimiento de esa élite ha supuesto una tensión 
por el liderazgo de las comunidades entre las autoridades tradicionales; las 
nuevas élites intelectuales han promovido organizaciones modernas, cada 
vez más en contacto con el ‘mundo exterior’. Asimismo, las instituciones 
gubernamentales creadas para el desarrollo indígena han fomentado pro-
gramas para formar los recursos humanos, con la intención de fortalecer la 
propia identidad indígena y su concienciación respecto a sus capacidades 
de acción colectiva y su capacidad de relacionarse con el Estado. 

Construcción de una identidad étnica 

Los diferentes procesos condujeron a la necesidad de desarrollar una 
identidad que agrupara a las diferentes comunidades, por encima de las 
diferencias históricas. Esa identidad étnica puede ser considerada como 
nuevas “comunidades imaginarias” (Stavenaghen 1997, 65) que aglutinan 
a los grupos y que constituyen el “sujeto étnico”.10 La comunidad shuar, 
de la Amazonia ecuatoriana, consiguió conformar una identidad indígena 
transcomunitaria, incorporando a comunidades locales y convirtiendo la 
etnicidad en un vínculo que homogeniza y moviliza los diferentes grupos. 
Con ello, los líderes comenzaron a apelar a los valores de un grupo étnico, 
diferenciado de la cultura dominante; de esta manera consiguieron trans-
formarse en una alternativa al vacío ideológico existente.

En un principio, las demandas estuvieron relacionadas con la reivin-
dicación en clave binaria, por utilizar las palabras de Guerrero (1997), 
la de los colonizadores y la de los subordinados históricos; la pobreza se-
cular y el reconocimiento y justicia histórica. En un segundo momento, 
las demandas planteadas en nombre de esa identidad tienen que ver con 
problemas específicos de acceso a la tierra, el crédito agrícola, la educa-
ción, la salud, la cooperación técnica, las inversiones en infraestructura. 
Más recientemente, junto a las demandas socioeconómicas, se agregan 
las de autonomía y autodeterminación, el respeto al medio ambiente, el 
cumplimiento de instrumentos jurídicos internacionales como el Con-
venio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) (Staven-
hagen 1997). 

La demanda central de su movilización política ha sido que se redefina 
el modelo del Estado nacional ecuatoriano. Los indígenas han expresado 
esto mediante el planteamiento de la plurinacionalidad, lo que implica la 
transformación del Estado y la sociedad. En cuanto al Estado, como señala 
Kowii (1997), la plurinacionalidad no supone la creación de dos Estados 

10  Los grupos indígenas no pueden concebirse como grupos homogéneos, pues los conflictos 
de clases, generacionales, faccionales y de género son parte integral de la reorganización étnica que 
hacen posible su persistencia (Assies 1999, 20). Estos grupos no son meros defensores de tradiciones 
‘congeladas’, sino que están en constante actualización e interacción con otros elementos de la sociedad 
y el Estado.
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paralelos, pero sí cuestiona el carácter homogéneo del Estado, ya que eso 
significa reconocer solo la existencia de una única cultura nacional. Por 
el contrario, implica reconocer la diversidad de las trece nacionalidades 
ecuatorianas en el diseño del aparato estatal. En cuanto a la sociedad, la 
plurinacionalidad supone el nacimiento de una nueva sociedad orgullosa 
de su diversidad cultural (Kowii 1997) y defensora de los recursos estraté-
gicos del país, un bien común.

La toma de decisiones consensuales, el comunitarismo, la relación no 
materialista y espiritual con la tierra forman parte de los elementos que 
integran la identidad del movimiento y que le permite diferenciarse, con 
su entorno, de otros sectores sociales y otros partidos (Assies 1999). Los 
elementos que integran su identidad se caracterizan por diferenciarse de la 
identidad cultural de las sociedades que le rodean. El hecho de diferenciar-
se de los otros es lo que les permite aglutinar y minimizar las diferencias 
identitarias que contiene el movimiento indígena en su interior y que se 
traslada a los partidos políticos que ellos forman.

Acceso al uso de la tierra

En el cuadro 9.2 se muestra el acceso diferencial a la tierra que experi-
mentaron los sectores indígenas en los distintos períodos de la Reforma 
Agraria en la provincia de Chimborazo. El más significativo fue el del pe-
ríodo 1975-1979 cuando se adjudicaron 67 238 hectáreas solo en dicha 
provincia. Es importante destacar que ese período es el de dos Gobiernos 
no democráticos: Guillermo Rodríguez Lara (1972-1976) y el Triunvirato 
Militar (1976-1979). Este hecho muestra una vocación aperturista, distri-
bucionista y progresista de las Fuerzas Armadas.

Cuadro 9.2. Adjudicaciones del Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria 
y Colonización (IERAC) en la provincia de Chimborazo

Superficie adjudicada

Períodos Has. % %  
acumulado

Promedio anual 
(has.)

64-74 20 665,82 18,0 18,0 1 968,7

75-79 67 238,19 55,9 73,9 13 447,6

80-84 20 464,17 17,0 90,9 4 092,8

85-88 8 855,03 7,4 98,3 2 213,8

89-90 2 064,52 1,7 100,0 1 032,3

Total 120 277,73 100,0 4 454,7

Fuente: Sánchez y Freidenberg 1998.

Las transformaciones de las comunidades en las relaciones con el entorno 

Al modificarse la imagen que los indígenas tenían del Estado y cambiarse 
la actitud de las élites políticas progresistas para convertir a los indígenas 
en ciudadanos, se fue transformando la relación histórica de las comunida-
des con otros actores sociales y políticos. El aparato estatal comenzó a ser 
percibido como un interlocutor válido por donde canalizar las demandas, 
antes encauzadas a través de relaciones clientelares o de patronazgo. A pe-
sar de esa transformación, que permitió acercar a las partes del conflicto, la 
desconfianza hacia el aparato estatal continuó siendo un rasgo persistente 
en el vínculo entre indígenas y élite política. 

Una evidencia de esa transformación de visiones radica en el reconoci-
miento mutuo entre el Estado y las organizaciones sociales en los procesos 
de negociación de las demandas. El hecho de negociar con la otra parte 
supone la aceptación del otro y la legitimidad del poder que ese pueda 
tener. Otro dato que muestra que los Gobiernos del período analizado han 
percibido la situación de los sectores indígenas de una manera distinta a la 
tradicional se encuentra en la creación de secretarías de asuntos indígenas 
en todos los Gobiernos (con distintos nombres); alcanzó su mayor expre-
sión con la creación del Ministerio Indígena en el Gobierno de Bucaram 
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(1996-1997) o con la participación de dirigentes indígenas en ministerios 
clave del Gobierno de Lucio Gutiérrez, como el de Relaciones Exteriores 
para la dirigente indígena Nina Pacari o el de Agricultura para uno de los 
fundadores del movimiento y dirigente indígena, Luis Macas. 

Etapa 2: movilización de los sectores indígenas 
(movilización desde ‘fuera’ del sistema político)

A fines de los años 70, prácticamente todas las provincias con población 
indígena contaban con organizaciones de carácter local, microrregional o 
provincial (cuadro 9.3). Pero el espacio de lo local y lo regional se fue 
agotando y los líderes de las organizaciones percibieron la necesidad de 
disputar reivindicaciones en el ámbito nacional. Por este motivo, las con-
federaciones pasaron en pocos años de la actuación en el ámbito local a ac-
tividades de mayor politización a nivel nacional. Si bien existían ya algunas 
organizaciones nacionales que habían sido fundadas a partir de un fuerte 
vínculo con los partidos de izquierda, no mantenían estrechas relaciones 
con las agrupaciones de base.

Cuadro 9.3. Organizaciones de segundo grado en las provincias de la Sierra1 

Provincia Cantidad de 
organizaciones Año de inicio

Azuay 1 1975

Bolívar 3 Fines de los años 70

Cañar 1 1974

Carchi 1 1975

Cotopaxi 8 Fines de los años 70

Chimborazo 22 1972

Imbabura 12 Fines de los años 60

Pichincha 4 Fines de los años 70

Tungurahua 11 Inicio de los años 60

Fuente: Sánchez y Freidenberg 1998.
Nota:1 No figuran todas las organizaciones de segundo grado pero sí constituyen una mues-
tra representativa.

En este marco de impulso organizativo se creó, en junio de 1972 en la 
comunidad de Tepeyac (Chimborazo), la Confederación de la Nacio-
nalidad y Pueblos Quichuas de Ecuador (ECUARUNARI). Al mismo 
tiempo, en la Amazonia, se organizó la Confederación de Nacionalidades 
Indígenas de la Amazonia Ecuatoriana (CONFENIAE). Ambas surgie-
ron en torno a las luchas por la recuperación de las tierras y la defensa de 
los derechos de los pueblos que representaban, cada una en un ámbito 
territorial específico.11

Entre los objetivos de ambas, en particular, de ECUARUNARI, se en-
contraba el de convertirse en referentes de las nacionalidades indígenas 
en el contexto nacional e internacional. Estas organizaciones, además de 
buscar satisfacer las necesidades básicas de sus miembros al gestionar pro-
yectos de desarrollo ante el Estado y ONG, dejaban entrever una iden-
tidad étnica y actuaban políticamente enfrentadas a los poderes locales y 
al Estado central (Sánchez Parga 1989, 247-268; Stavenhagen 1997, 65).

Las organizaciones étnicas se fueron transformando en elementos de-
safiantes del aparato estatal. Lo que en un primer momento había surgido 
como una necesidad económica y social se fue convirtiendo en un instru-
mento político, sobre todo en aquellas comunidades capaces de aprove-
char los lazos comunitarios preexistentes. Solo en las comunidades donde 
habían existido esos lazos, ha habido las bases para organizar movimientos 
políticos y para movilizar a las comunidades conectadas por ellos (Yashar 
1998, 24). La politización de la identidad indígena ha podido ser expresa-
da en movimientos organizados con mayor facilidad en aquellos espacios 
donde existían esas vinculaciones sociales, económicas o relaciones fami-
liares previas. 

En este escenario, en 1986, comenzó a organizarse la mayor instancia 
nacional del movimiento indígena: la CONAIE, cuyos pilares fundamen-
tales fueron la ECUANUARI y CONFENIAE. Bajo el liderazgo de diri-
gentes con altos niveles de educación formal que actuaban políticamente 

11  En otros países también hay organizaciones regionales: en Perú (Asociación Indígena de la 
Selva Peruana); Bolivia (Confederación Indígena del Oriente Boliviano); Colombia (Consejo Regional 
Indígena del Cauca), entre otras. A nivel nacional se encuentran la Unión Nacional de Indios del Brasil 
y la Organización Nacional Indígena de Colombia.
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desde el discurso étnico en el ámbito nacional, esa agrupación se convirtió 
rápidamente en el interlocutor de la representación indígena ante el Estado 
y el resto de la sociedad a nivel nacional. 

A pesar de que la Confederación no era una organización muy conoci-
da a fines de los 80, llevó adelante un asombroso proceso de consolidación 
institucional que influyó para que liderara el levantamiento indígena del Inti 
Raymi de 1990. Indígenas de diez nacionalidades participaron en este acon-
tecimiento, tomándose las carreteras y paralizando el país durante tres días 
como rechazo a la desatención del Gobierno de Rodrigo Borja (1988-1992). 
La acción fue clave para el sector indígena. Marcó un antes y un después 
respecto a lo que ese heterogéneo grupo político era capaz de hacer en el 
marco del sistema político.12 Luego, el movimiento continuó realizando 
acciones extrainstitucionales (mecanismos alternativos de acción políti-
ca) como la convocatoria abstencionista en las elecciones presidenciales 
de 199213 y las acciones en oposición al Gobierno conservador de Sixto 
Durán Ballén, en junio de 1994.

Los indígenas bloquearon carreteras y provocaron desabastecimiento 
de mercaderías para rechazar la Ley de Desarrollo Agrario defendida por 
Durán Ballén. Consideraban que les quitaría sus derechos sobre la tierra. 
El Gobierno debió dialogar y replantear las reformas a la Ley, para incor-
porar a todos los sectores involucrados en la discusión. Las organizaciones 
indígenas y campesinas la consideraban contraria a sus intereses, por ser, 
desde su óptica, una ley privatizadora aplicada al campo. Rescataban como 
un triunfo la negociación que se había llevado a cabo para la formula-
ción de esta política, dado que era la primera vez que se aprobaba una ley 

12  Según Kowii (1997): “el Levantamiento Nacional de 1990 fue el inicio de muchos cambios, 
entre ellos la inclusión del Movimiento Indio en el escenario nacional [...] Los aportes del levantamien-
to son muchos, el tema de la identidad, el mestizaje, el acuñamiento e innovación de conceptos como 
nacionalidad, plurinacionalidad, interculturalidad”. 

51]. Según Macas (1992, 18).: “entramos en la escena política del país [...] por la fuerza de nuestra 
protesta, tanto la sociedad civil como el Estado se vieron obligados a reconocer a las indios como fuerza 
política importante [...] la cuestión indígena no incumbe solo a los indios, sino que es un problema 
nacional, que involucra al conjunto de la sociedad ecuatoriana; influir para que las diversas fuerzas 
sociales y políticas se alineen y tomen posiciones frente a lo indio” [énfasis en el original]. 

13  Sus lemas eran bastante elocuentes: “Queremos acciones, no elecciones”; “Esta democracia 
es una desgracia, por eso queremos nueva democracia”; “Sin tierra y sin salud no existe democracia”.

mediante mecanismos de negociación y consenso. En este caso particular 
habían participado en el proceso las organizaciones sociales, el Gobierno 
y las cámaras de agricultura y ganadería que representaban a los grandes 
propietarios.

El Gobierno de Durán Ballén convocó la segunda consulta popular, 
en 1994, sobre la posibilidad de abrir la competencia política a los mo-
vimientos independientes. Luego de que mayoritariamente la ciudadanía 
aprobara la disposición, los grupos indígenas, junto a otros movimientos 
sociales, decidieron participar electoralmente en el ámbito nacional. La 
consulta dio la impresión a los dirigentes indígenas, y a los intelectuales 
de izquierda que les acompañaban, de que su proyecto político estaba listo 
para ser sometido al electorado nacional, luego de algunas tímidas partici-
paciones con candidaturas a nivel local.14

Si bien el movimiento social había conseguido diversos avances en el 
ámbito institucional,15 diferentes sectores señalaban la necesidad de contar 
con cierta proyección política a toda la sociedad y promover el ejercicio de 
formas de gestión alternativas, principalmente, a través de la consolidación 
de los poderes locales. De este modo, siguiendo los supuestos presentados, 
la primera manifestación política del conflicto étnico se dio en los com-
portamientos de los sectores indígenas. Por ejemplo, emplearon modos 
alternativos de acción política: cierre de carreteras, toma de las iglesias, 
movilizaciones y protestas.

14  En el congreso extraordinario de la CONAIE, realizado en enero de 1996, se decidió la parti-
cipación electoral en el ámbito nacional privilegiando a los sectores que proponían pasar a la partici-
pación convencional, pero sin llegar a convertirse en un partido político. Aprovechaban, de ese modo, 
la apertura que las élites partidarias habían dado al sistema político al eliminar la exigencia de que las 
candidaturas electorales fueran presentadas únicamente por partidos. Así, los sectores indígenas perci-
bieron que con el cambio de legislación se abría un espacio político que ellos podían ocupar.

15  Por ejemplo, el Programa Nacional de Educación Bilingüe, diseñado y manejado por la 
CONAIE y sus organizaciones miembros (1989); la Secretaría de Pueblos Indígenas; el organismo 
gubernamental que se denominó Consejo de Planificación y Desarrollo de los Pueblos Indios y Negros 
(CONPLADIEN), presidido por Nina Pacari. 
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Etapa de integración institucional: promoción de la incorporación 
mixta desde dentro y desde fuera (1996-2003)

La tercera etapa en el proceso de incorporar los sectores indígenas supone 
el desarrollo de una estrategia mixta de relación con el sistema político. Por 
una parte, se pretendió acceder al marco institucional mediante mecanis-
mos convencionales de participación política, que son aquellos previstos (y 
exigidos) por el sistema político (Montero 1995). Por otra, se desarrollaron 
estrategias alternativas de acción política, que cuestionaban la democracia 
vigente y ponían en jaque la gobernabilidad del sistema. La combinación de 
acción institucional con la extrainstitucional se convirtió en el motor de la 
actuación política.16 La suma de estrategias le permitió al liderazgo indígena 
mantener activa la base social que le daba apoyo como movimiento social. 
Precisamente, la fuerza del movimiento radicó en la capacidad de articular la 
influencia institucional, la movilización y el ‘chantaje social’.17	

El punto inicial se dio en 1996 cuando el liderazgo decidió participar 
en las elecciones generales, tras la conformación del MUPP-NP. Conver-
gían en el movimiento los sectores indígenas, con la participación de las 
trece nacionalidades, representadas en las organizaciones de base cantona-
les y parroquiales y en la CONAIE a nivel nacional.18 Participaban además 
trabajadores organizados, ligados a diferentes segmentos de la producción 
y a sindicatos relacionados con áreas estratégicas de la economía (petróleo 
y energía); intelectuales progresistas de las provincias de la Sierra, muchos 
vinculados a los partidos de izquierda (extrotskistas, comunistas); movi-

16  Este objetivo conllevaba, en sus inicios, dos tipos de manifestaciones complementarias: por una 
parte, las actividades como movimiento político (es decir, canalizador de demandas en las instituciones 
políticas) y, por otra parte, las actuaciones como movimiento social y cultural (esto es, portador de 
reivindicaciones, derechos y valores que profundizarían la democratización de la sociedad). 

17  Este término hace referencia a la noción que postula Sartori (1992) respecto a aquellos partidos 
que, con sus comportamientos, imprimen una determinada dinámica al sistema de partidos. En el 
caso de los indígenas, ellos han descubierto el impacto que genera, sobre sus interlocutores, el control 
estratégico de las vías de comunicación terrestre y, por tanto, del abastecimiento de las ciudades con los 
productos de la canasta familiar que llegan desde las zonas rurales.

18  El MUPP-NP puso en práctica el ejercicio de la política con características corporativas, dado 
que ha centrado su accionar en la defensa de los intereses de un grupo definido de acuerdo con iden-
tidades específicas.

mientos sociales como los de género (coordinadoras de mujeres), los reli-
giosos (Iglesia de base, Teología de la Liberación) y los ecologistas (movi-
mientos verdes). 

El MUPP-NP presentó candidaturas en las elecciones generales de 
2006 pero continuó con las actividades extrainstitucionales. Participó, por 
ejemplo, en el Paro Indígena y Campesino realizado en agosto de 1997 en 
defensa del Seguro Social Campesino; se movilizó activamente en la caída 
del Gobierno de Abdalá Bucaram en febrero de 1997; convocó a la marcha 
“Todas las Voces en la Constitución” en octubre de 1997; participó en el 
cierre de carreteras en apoyo al paro nacional del 1 de octubre de 1998 
organizado contra las medidas económicas del presidente Jamil Mahuad. 
También estuvo en la “Toma de Quito” en julio de 199919 y en el levanta-
miento popular que finalmente destituyó a Mahuad en 2000.

El MUPP-NP impulsó estilos de práctica política bastante diferentes a la 
tradicional. Por ejemplo, se tomaron decisiones teniendo en cuenta la base 
social (de abajo hacia arriba), de corte más participativo y asambleario, y en 
talleres de discusión donde participaban los diversos sectores del movimien-
to.20 Las discusiones se daban fundamentalmente en la célula más cercana 
a la comunidad local, para luego elevarse a las instancias nacionales.21 Esas 

19  El paro de los transportistas y las movilizaciones populares en las ciudades, en julio de 1999, 
precipitaron los hechos pero el levantamiento había sido decidido en el congreso de la CONAIE 
celebrado en abril. Finalmente, la protesta se concretó con una activa participación de las bases. En 
Tungurahua se tomaron las torres de transmisión de la televisión y la radio; en Cotopaxi tomaron las 
torres de comunicación y se enfrentaron con el ejército. Desde Loja y Chimborazo, grupos de indíge-
nas avanzaron sobre las ciudades (el diario Hoy, “La CONAIE es un gran escenario de consensos”, 24 
de julio de 1999). 

20  En un taller importante, el 20 de agosto de 1998, se resolvió mantener una posición de inde-
pendencia, autonomía crítica constructiva ante el Gobierno de Mahuad. En la práctica, se descartaba 
llevar a cabo cualquier tipo de alianza de cogobierno; se reconocía la necesidad de una resolución 
pacífica del conflicto limítrofe con Perú; se demandaba la reconstrucción de la Costa que había sido 
azotada por el fenómeno El Niño; se exigía el reconocimiento de las autoridades de los pueblos in-
dígenas a nivel local y nacional; se impulsaba una real modernización del Estado que no significara 
entregar el patrimonio nacional (hidrocarburos, energía); se demandaban una profunda reforma del 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) y una lucha intensa contra la corrupción. Todo ello 
fue desarrollado con una amplia política de alianzas con sectores sociales. 

21  Barrera señalaba que “como organización planifica su acción a partir de las decisiones que 
emanan del Congreso o de la Asamblea, integrada por todas las federaciones provinciales y nacionales 
[...]”. Con ello se pretende mantener en la práctica política cotidiana el espíritu a partir del cual se creó 
el movimiento: el de la democratización de las relaciones cotidianas y de las instituciones políticas. Las 
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células locales conformaron la ‘base’ del movimiento. En las asambleas de 
las comunidades se formulaban propuestas de leyes. Según Barrera,22 en los 
parlamentos cantonales, en particular donde hay alcaldes indios, y se trans-
parenta la gestión municipal y se planifican las prioridades. Así, en el interior 
del movimiento se da “una forma de ciudadanía activa”.

El movimiento también reprodujo prácticas políticas tradicionales 
como el ejercicio de la política corporativa, dado que su accionar se centró 
en la defensa de los intereses de un grupo definido de acuerdo con identi-
dades específicas. En 1996, el sistema de comunicación y trabajo electoral 
fue el mismo que la CONAIE aplicaba para los proyectos de desarrollo 
social y económico, esto es, informar, animar a ejercitar el voto, a través de 
talleres y teatro popular.23 Como medidas de apoyo se empleaban algunas 
radios locales, videotecas móviles, un boletín interno, afiches y hasta un 
estudio de radio y una editora de televisión propia.24

Etapa de desilusión tras ejercer el poder 
y reestructuración organizativa (desde 2003)

Con el triunfo electoral de Lucio Gutiérrez y de la alianza entre el PSP, el 
MPD y el MUPP-NP, en noviembre de 2002, el MUPP-NP accedió por 
primera vez al Gobierno nacional. Con ello, el movimiento enfrentó uno de 
los problemas básicos respecto a la articulación de los intereses de sectores no 
incluidos en la coalición electoral ganadora y que se encuentran en espacios 
ideológicos diferenciados a los que representaban originariamente. Tras seis 

bases ejercen “un sentido de control social [...], una participación que no se resuelve en una ruptura 
entre representante y elector [...]”. Declaraciones de Augusto Barrera a Javier Ponce en “Indios, esos 
desconocidos”, publicadas en el diario Hoy, 24 de julio de 1999.

22  Declaraciones de Augusto Barrera a Javier Ponce en “Indios, esos desconocidos”, publicadas en 
el diario Hoy, 24 de julio de 1999.

23  Los talleres se hacían en español y en las lenguas propias de las comunidades. Los temas eran 
diversos: cómo votar, dónde, la importancia de ejercer el sufragio. En la ciudad, en cambio, la estrate-
gia era otra: se realizaban visitas casa por casa, reuniones barriales (sociales para jóvenes, trabajadores, 
mujeres y artesanos), caravanas y concentraciones públicas.

24  Diario El Comercio, “Indígenas: la CONAIE les alista para votar”, 24 de marzo de 1996, 
pág. A2.

meses en el poder y a pesar de que algunos de los máximos dirigentes indí-
genas asumieron cargos en el gabinete de Gutiérrez, la alianza se diluyó. Esto 
supuso una profunda crisis en el interior del movimiento indígena. 

La división se hizo evidente en el congreso extraordinario de la 
CONAIE.25 La victoria de Rafael Correa y el Movimiento Pais en las 
elecciones presidenciales de 2006 y 2009 ha afectado duramente tanto al 
movimiento indígena ecuatoriano como a sus principales organizaciones 
(Lalander 2010). Los resultados presidenciales de esas elecciones fueron los 
peores que ha conseguido el movimiento en su historia. El candidato presi-
dencial Luis Macas, quien había sido ministro de Agricultura de Gutiérrez, 
fue incapaz de reflotar el movimiento político, lo que se puso de manifiesto 
con el escaso 2,2% conseguido. 

La crisis del movimiento se puede resumir en cuatro elementos: a) la 
fuerte división interna, con la salida de sectores criollos que han formado 
otras agrupaciones o han apoyado a otros candidatos (por ejemplo, a Co-
rrea); b) la pérdida de legitimidad, al comportarse como si fuera un parti-
do político más, con la lógica de la política tradicional, que precisamente 
habían combatido en el inicio de su actividad política; c) el desgaste por 
su participación en el gobierno nacional y su dificultad para encontrar 
temas sobre los cuales luchar, más allá de la cuestión étnica (perdiendo el 
apoyo de vastos sectores de la clase media serrana); y d) la dificultad para 
combinar los mecanismos de participación convencional con los de acción 
extrainstitucional. 

Factores que contribuyeron a la formación 
del movimiento social indígena

Una de las cuestiones clave es encontrar las razones por las cuales la gente 
se pone en movimiento. Es decir, qué lleva a que determinados individuos 
se junten para manifestar activamente sus demandas. Los movimientos 
sociales se forman cuando la ciudadanía responde a cambios en las opor-

25   Publicado en el diario Hoy “No hay apuro para decidir candidatos”. Quito, 14 de enero de 2002.  
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tunidades que reducen los costos de la acción colectiva, descubren a sus 
aliados potenciales y muestran en qué son vulnerables (Tarrow 1997, 49). 

Una peculiar combinación de cambios en diversos factores externos al 
sector indígena ecuatoriano, así como también en elementos vinculados al 
propio grupo social y a sus características organizativas, ha contribuido a 
la generación de un movimiento social indígena y luego sobre su transfor-
mación en un partido étnico. Los cambios tienen que ver con las actitu-
des, los comportamientos y la organización del movimiento. También con 
transformaciones relacionadas con el diseño institucional que incluyen los 
requisitos de entrada de los partidos y en la estructura del Estado. Además, 
se deben a las diferentes modificaciones de la competencia en el sistema 
de partidos, con una mayor permeabilidad de políticos y ciudadanos del 
país en relación con lo étnico. Finalmente, los cambios son el producto 
de las transformaciones que se han dado en el entorno internacional, es-
pecíficamente desde la década de 1990, que ha propiciado una serie de 
oportunidades políticas y, con ello, la politización de clivajes sociales que se 
encontraban históricamente latentes en la sociedad. 

La suma de factores institucionales, actitudinales y organizativos, tanto 
internos como externos al movimiento indígena, y también factores in-
ternacionales, han contribuido al proceso de formación del movimiento 
social y su transformación en partido étnico. 

Factores externos que incidieron en la emergencia 
del movimiento indígena

El contexto externo en que se creó el movimiento indígena ecuatoriano fue 
muy complejo. Entre los elementos más importantes que incidieron en su 
emergencia se encuentran: la globalización, la cooperación internacional 
y el reconocimiento jurídico de los derechos; la liberalización del régimen 
político; los cambios institucionales y en las reglas de juego; la política 
económica y sus efectos; la transformación del Estado y del aparato del 
desarrollo hacia lo indígena y, finalmente, el papel de la sociedad como 
espacio de exclusión. 

La globalización, la cooperación internacional 
y el reconocimiento jurídico de los derechos

El año 1992 fue un punto de inflexión para los movimientos indígenas. 
Los líderes organizaron –con el apoyo de determinadas ONG– jorna-
das, encuentros y foros para contrarrestar las celebraciones colombinas, 
lo que facilitó el intercambio entre grupos indígenas de diferentes países. 
La Cumbre de la Tierra en Río de Janeiro sirvió de enlace a los diferentes 
grupos así como también las cumbres iberoamericanas como la de 1991 
(Guadalajara) y la de 1992 (Madrid), en las que se sentaron las bases del 
Fondo Indígena, con la intención de apoyar el autodesarrollo de pueblos, 
comunidades y organizaciones indígenas.26

Este momento fue un parte aguas en la trayectoria de los movimien-
tos indígenas, que aprovecharon una instancia global para potenciar sus 
reivindicaciones de carácter local. Los movimientos reaccionaron a la glo-
balización resignificando lo local y esa reivindicación se hizo cada vez más 
evidente en la década de 1990. Además, la globalización acortó las dis-
tancias y disminuyó la tolerancia hacia los abusos en la opinión pública 
internacional. Este nuevo escenario mundial contribuyó a generar nuevas 
oportunidades políticas, otorgándoles a los indígenas más poder político e 
influencia a nivel nacional. 

Los activistas internacionales consiguieron movilizar diversos secto-
res en defensa de los derechos humanos; del medio ambiente y contra la 
discriminación.27 Durante la década de 1980, incluso la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU) apoyó la internacionalización de los movi-
mientos indígenas cuanto intentó establecer la Declaración de Derechos 
Indígenas. Si bien las negociaciones se han estancado, eso contribuyó a la 
creación de una red global, activa y bien financiada, de grupos indígenas.28

26  También en el XI Congreso Indigenista Iberoamericano (Nicaragua, 1993) y en la Cumbre 
del Pensamiento: Visión Iberoamericana 2000 (Guatemala, 1993) se dedicó atención a la temática 
indigenista. 

27  Human Rights Watch, Inter-American Foundation, Cultural Survival, Rainforest Action 
Network. 

28  La organización y financiación de los indígenas es tarea prioritaria de dos ONG: la danesa Ibis 
y Oxfam América, con sede en Boston. El Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, el Banco 
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El desarrollo de jurisprudencia internacional relacionada con los dere-
chos indígenas también influyó en la activación de estos sectores. La di-
námica ha sido recíproca. Con la ayuda de las ONG internacionales y 
organismos multilaterales han conseguido que se aprobaran un conjunto 
de normas que luego han obligado a los Gobiernos nacionales a reconocer 
una serie de derechos sociales y políticos. Los grupos indígenas presio-
naron para que se reconociera y aplicara la Convención 169 de la OIT 
sobre poblaciones indígenas y tribales en países independientes, toda vez 
que señala los derechos de estas poblaciones y las responsabilidades de los 
Estados hacia ellas (Stavenaghen 1997; Assies 1999).29 

El papel de la cooperación internacional y de las organizaciones/fun-
daciones europeas en la estructuración de los movimientos indígenas fue 
clave (Langer y Muñoz 2003; Martí i Puig 2004; Van Cott 2003). Las 
tecnologías, que han disminuido los costos de viajar y comunicarse inter-
nacionalmente, han acelerado y profundizado los lazos de estos grupos con 
otras organizaciones simpatizantes en América Latina, Estados Unidos y 
Europa. Irónicamente, mientras que estos nuevos grupos fueron engen-
drados por condiciones muy locales en algunas de las regiones más pobres 
del mundo, su rápido ascenso también se ha acelerado por su integración 
casi natural e inmediata a una red global de activistas, políticos e incluso 
gobiernos que los apoyan financiera, política y organizativamente. Muchos 
de ellos cuentan con más apoyos internacionales que los que pueden mo-
vilizar los partidos políticos tradicionales.

La liberalización del régimen político

El retorno democrático fue vital en el desarrollo de un escenario de opor-
tunidades políticas que ayudó a la concientización de la problemática indí-
gena, a la proliferación de movimientos sociales que buscaban reivindicar 
sus intereses y la creación de partidos étnicos. Debe recordarse que los 

Mundial y la Fundación Interamericana también contribuyeron económicamente con otras organiza-
ciones de Bolivia, Perú y Ecuador (Van Cott 2004).

29  El convenio regula lo que debe ser la actuación de los Estados que lo suscriban con relación al 
dominio sobre la tierra.

cambios en el sistema político generan incentivos para la acción colectiva 
(McAdam, McCarthy y Zald 2001, 24). La liberalización política, junto a 
los procesos de reestructuración económica y cambio institucional, generó 
oportunidades políticas e incentivos para la politización de la identidad 
indígena (Assies 1999).30

Esos procesos de liberalización fueron diferentes entre sí, del mismo 
modo que la naturaleza de los regímenes autoritarios que se dejaban atrás y 
la actitud que los Gobiernos autoritarios habían tenido hacia los indígenas. 
Los militares ecuatorianos, a diferencia de la visión prototípica de los mi-
litares latinoamericanos, fueron más benévolos con los sectores indígenas, 
lo que propició mayores condiciones y oportunidades para el proceso de 
organización que se venía gestando desde antes de que se instaurara la dic-
tadura, de la mano de la Iglesia católica y, fundamentalmente, bajo el papel 
tutelar de monseñor Leonidas Proaño, obispo de Riobamba.

Los cambios institucionales y en las reglas de juego

El nacimiento de partidos étnicos ha estado influido por los cambios que 
se han dado respecto al reconocimiento de los derechos sociales y políticos 
y, en particular, aquellos derechos vinculados con la representación polí-
tica. En diferentes momentos, los Gobiernos impulsaron reformas consti-
tucionales o cambios en las reglas de acceso al sistema de partidos, en el 
mantenimiento del registro de los partidos o en los derechos políticos de 
la ciudadanía. En aquellos lugares donde hubo asambleas constituyentes, 
estas fueron excelentes escenarios para que los temas indígenas entraran en 
agenda, toda vez que muchos de los activistas indígenas pudieron partici-
par directamente en estas. 

Esta participación otorgó cierta legitimidad a las instituciones que antes 
no era posible, generando un nuevo modelo de constitucionalismo: el mul-

30  En América Latina, la liberalización política contribuyó a que la ciudadanía pudiera organizarse 
libremente; formara movimientos sociales más estructurados (Langer y Muñoz 2003); tuviera mejores 
vías de acceso al voto y, al mismo tiempo, favoreció la construcción de redes de vínculos nacionales 
(Yashar 1998).
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ticultural (Van Cott 2004). El modelo incluye una serie de elementos: el 
reconocimiento de la naturaleza multiétnica y pluricultural de las sociedades 
latinoamericanas; la revalorización de la ley consuetudinaria, los derechos de 
propiedad y restricciones a la división de tierras comunales; el uso oficial de 
las lenguas indígenas en los territorios, la garantía de la educación bilingüe y 
el reconocimiento del derecho a crear espacios territoriales autónomos. 

El movimiento se articuló antes de la reforma constitucional de 1997/98, 
que fue la que reconoció los derechos fundamentales de las comunidades. 
No obstante, la Constitución de 1978 y la posterior reforma de 1995 in-
trodujeron algunos elementos que fueron clave para el desarrollo del movi-
miento indígena. Estos incluyen el derecho a voto facultativo31 y la apertura 
del sistema de partidos a los movimientos políticos.32 Si bien se estableció el 
margen del 5% de votos válidos en dos elecciones plurinominales para man-
tener el registro partidista (Ley de Elecciones de 2000), ya se había dado un 
paso aperturista, tras la consulta popular de 1994 y la reforma constitucional 
de 1995, al permitir la postulación de candidatos y movimientos indepen-
dientes en las elecciones y la autorización a formar alianzas electorales. 

La política económica y sus efectos

La activación de los movimientos indígenas ha estado muy vinculada con 
los resultados de las políticas económicas implementadas en los países de 
América Latina (Assies 1999). En Ecuador, el movimiento se ha articula-
do en torno a la protesta contra el modelo neoliberal, los efectos de esas 

31  La reivindicación del derecho al voto para analfabetos fue parte del grupo de demandas de-
fendidas por el movimiento campesino, fundamentalmente de la Costa en la década de 1970; fue 
incorporado al proyecto del nuevo texto constitucional que se validó en el referéndum de 1977. Lue-
go, esa misma reivindicación fue introducida en el documento de los veintiún puntos programáticos 
defendidos por el entonces candidato presidencial Jaime Roldós Aguilera. 

32  Se facilitó la formación de los partidos disminuyendo las barreras de entrada de los mismos y 
abriendo la participación de independientes. Con ello se contribuyó a que los indígenas se animaran 
a crear un vehículo electoral para llevar sus propuestas de lo local a lo nacional (aunque en un primer 
momento solo se esperaba competir en el ámbito local). Declaraciones realizadas por el exdirigente del 
movimiento, Virgilio Hernández, quien ya no milita en MUPP-NP sino que forma parte de Alianza 
Pais (Freidenberg 2004). 

políticas en los niveles de ingreso de los sectores sociales y la recesión. La 
oposición al proyecto de reforma económica del Gobierno de Durán Ba-
llén y la lucha contra esas reformas por ser profundamente excluyentes fue 
una muestra en este sentido. 

La transformación del Estado y del aparato del desarrollo 
en relación con lo indígena

La práctica del ‘aparato del desarrollo’ produjo un cambio en las relaciones 
económicas y políticas de las zonas rurales, relaciones que habían servido his-
tóricamente como mecanismo de sujeción de los indígenas. Las políticas de 
Reforma Agraria de las décadas de 1960 y 1970 contribuyeron a disminuir 
(aunque no eliminaron) las relaciones patrón-cliente y al surgimiento de áreas 
habitadas por poblaciones indígenas relativamente homogéneas. Esto propi-
ció un entorno para nuevas formas de organización (Van der Haar 1998). 

El proceso de modernización rural llevado a cabo por el Estado, a través 
de diversos gobiernos, la Iglesia, las ONG y la presión de las políticas de 
los organismos internacionales favorecieron la estructuración social de los 
sectores indígenas. El proceso se caracterizó por la implementación de po-
líticas estatales y de desarrollo privado, nacional e internacional, tendientes 
a modernizar a esos sectores, a partir de programas que han fomentado la 
organización de los actores rurales.33

A pesar de la contradictoria posición histórica respecto a su papel, ya 
que en un primer momento actuó más como un agente de extermina-
ción, la Iglesia católica se ha comportado como uno de los defensores de 
los derechos indígenas. Fundamentalmente a partir de la década de 1970 
actuó como un dinamizador y un generador de un capital social necesario 

33  Desde la década de 1950, se han desarrollado diferentes tipos de programas: Desarrollo de la 
Comunidad (1954); Desarrollo Rural (1964-1975); Desarrollo Rural Integrado (1978-1984); Desa-
rrollo Rural Alternativo y Desarrollo Humano (actualmente). Las distintas etapas en la evolución de las 
políticas de desarrollo no anularon las propuestas anteriores sino que funcionaron de manera ecléctica 
respecto a cómo practicar el desarrollo. Es más, en todos los esquemas se fomentó la organización de 
los actores rurales, manteniéndose esta idea como una de las principales preocupaciones de la interven-
ción de los proyectos de desarrollo (Sánchez y Freidenberg 1998).
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para un posterior empowerment de los sectores indígenas. La Conferencia 
Latinoamericana de Obispos (CELAM) fue la impulsora de las conferen-
cias panamazónicas de las que emergerían los primeros reclamos por los 
derechos indígenas y de los que surgirían los contactos para el desarrollo 
de los movimientos sociales. 

Las posteriores políticas de redistribución de la tierra en el marco de las 
reformas agrarias estuvieron inspiradas en ese primer impulso de Proaño. 
El obispo fue el primero en entregar tierras de su diócesis a los indígenas. 
De este modo, la Iglesia, en sus diferentes comunidades, incentivó la es-
tructuración organizativa de los indígenas: en la Sierra, fundamentalmente 
bajo las doctrinas de la Teología de la Liberación y, en la Amazonia y en 
Chimborazo, básicamente la Iglesia evangélica (Freidenberg 2004). 

El papel de la sociedad como espacio de exclusión 

Desde sus orígenes, la sociedad ecuatoriana ha estado atravesada por una 
diferencia identitaria básica caracterizada por el enfrentamiento cultural 
entre lo blanco y lo indígena (Ibarra 1992). En ese escenario el tema del 
racismo aparece como el instrumento más eficaz para señalar las diferencias 
entre los grupos. En esta sociedad existen matrices de clasificación binaria 
que funcionan como elementos de significación en términos de dominación 
y que suponen, en sí mismas relaciones de inferioridad (Guerrero 1998). 

Por un lado, la sociedad ecuatoriana continúa manifestando temor 
respecto a la emergencia del sector indígena como actor social (Dávalos 
2001, 112) y, por otro, muchas veces es como sí ellos mismos, por el solo 
hecho de ser indígenas, se ubicaran por debajo de los otros. En estas ma-
trices que describe Guerrero (1998) aparece una relación de dominación 
autoexcluyente donde lo blanco-mestizo domina y lo indígena aparece do-
minado. Para que exista lo uno necesariamente debe estar lo otro. Juntos 
dan sentido a lo que se denomina una cultura política con prejuicios racia-
les, considerando que, por definición, dicha cultura está vinculada con los 
imaginarios sociales y, por tanto, contiene elementos excluyentes entre sí 
(Selverston-Scher 1998, 172). 

Factores internos que incidieron en la emergencia 
del movimiento indígena

Junto a los procesos de liberalización política y las modificaciones en la 
esfera pública respecto a los pueblos indígenas, ha habido cambios sustan-
ciales en el modo en que estos grupos se relacionan con las instituciones y 
con el Estado, con la clase política y con la sociedad en su conjunto. Tam-
bién ha habido cambios profundos en la manera en que los indígenas se 
relacionan entre sí. Han transformado la manera de entender su identidad 
(Stavenhagen 1997, 67) o han construido una nueva (Assies 1999; Màiz 
2004). Los sectores indígenas fueron modificando paulatinamente la ima-
gen que tenían del Estado, de sí mismos y de sus capacidades de actuación, 
lo que facilitó la estructuración de organizaciones y movimientos sociales.

Conclusiones: los efectos de la participación 
del movimiento indígena en el sistema político ecuatoriano

La constitución del MUPP-NP ha tenido un efecto democratizador sobre 
el sistema de partidos ecuatoriano. En primer lugar, su nacimiento supuso 
la incorporación efectiva de un sector nuevo del electorado, que se había 
mantenido al margen de las instituciones y que buscaba incorporar una 
nueva manera de hacer política y de participar en el sistema de partidos 
(Freidenberg, 2001). En segundo lugar, la creación del MUPP-NP pola-
rizó aun más el sistema de partidos, porque tradujo políticamente un eje 
de conflicto que estaba ausente y ha obligado a las otras agrupaciones a 
moverse en el espacio de la competencia para adoptar posiciones más cla-
ras sobre temas que antes no estaban presentes en la agenda política (por 
ejemplo, la redefinición del Estado-Nación). 

En la Costa ecuatoriana, el MUPP-NP casi no ha alterado la estruc-
tura de competencia del subsistema de partidos. Esto se debe a que no es 
percibido como una expresión de las subculturas regionales en ese ámbito. 
Incluso en 1996 el movimiento no presentó candidatos a diputados por 
las provincias de dicha región. Por el contrario, se ha concentrado estra-
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tégicamente en las provincias de la Sierra donde ha desempeñado diver-
sas funciones con relativo éxito: sus candidatos han ganado elecciones, ha 
formado gobiernos, sus diputados/asambleístas han discutido y aprobado 
leyes en el congreso y han prestado apoyos a otros políticos, integrando 
diversas coaliciones en los gobiernos seccionales (Freidenberg 2014). 

Esto lleva, en tercer lugar, a tomar en cuenta la combinación de parti-
cipación institucional y acción alternativa que han empleado los dirigen-
tes de MUPP-NP. El uso de estos mecanismos extrainstitucionales, aun 
cuando son legítimos para los actores que los impulsan dentro del sistema, 
les ha conducido a emplear su capacidad de chantaje (Sartori 1992) para 
conseguir algunas metas, una práctica más propia de una oposición desleal 
que de elementos constructivos poliárquicos. 

Un cambio que ha generado el MUPP-NP es la introducción de un 
nuevo estilo de hacer política, en algunos sentidos más democratizador 
pero también corporativo y excluyente. Y, con ello, dos tensiones impor-
tantes han cruzado al movimiento. Primero, una tensión fuerte entre insu-
rrección y democracia entre los institucionalistas y los antisistémicos, esto 
es entre los que apuestan a los mecanismos de la democracia como un ca-
nal donde defender sus intereses, y los que apelan a formas no convencio-
nales de acción política y de ejercicio del poder. Segundo, la capacidad de 
ampliar la base social entre los sectores no indígenas, como inicialmente se 
pretendía pero que a partir de 2002 se abandonó. MUPP-NP democratizó 
al sistema de partidos, pero aun queda por ver la manera en que se concilia 
la concepción de democracia que sus dirigentes y bases defienden. Tam-
bién queda por ver de qué manera consigue adaptarse a los nuevos desafíos 
que enfrenta en un sistema de partidos en el cual el espectro de izquierda 
en el que competía ha sido ocupado por Alianza Pais.

Capítulo 10 
Cultura política*

El objetivo de este capítulo es conocer la cultura política ecuatoriana. Se 
exploran las orientaciones psicológicas de la ciudadanía hacia las institu-
ciones, los procesos políticos y el sistema político en su conjunto. Estas 
orientaciones acerca de los objetos políticos son importantes en todo siste-
ma. Como señala Macpherson (1982), “lo que la gente cree acerca de un 
sistema político no es algo ajeno a este, sino que forma parte de él [...]”. 
Las actitudes y creencias de la ciudadanía enmarcan sus acciones, ya que 
encarnan valores, configuran sus representaciones acerca de la realidad e 
inciden tanto en sus acciones particulares como en sus acciones colectivas.

Las orientaciones psicológicas de las personas influyen sobre sus com-
portamientos y, a la vez, esos comportamientos son los que dan sentido y 
vida a las instituciones del sistema político. Por tanto, el conjunto de acti-
tudes, creencias y valores de la ciudadanía (y las élites) hacia dicho sistema 
y sus componentes constituyen la cultura política de un país (Almond y 
Verba 1963). Aun cuando no haya acuerdo respecto a lo que significa la 
cultura política, estudiarla da pistas respecto a las razones que explican el 
origen, estabilidad y permanencia de la democracia (también su quiebra o 

* El presente capítulo se basa en –y reproduce partes de– los textos de Flavia Freidenberg: “Per-
cepciones ciudadanas hacia la democracia y las instituciones políticas en los países andinos” (2000b); 
“Izquierda vs. Derecha. Polarización ideológica y competencia política en el sistema de partidos ecua-
toriano” (2006); “¿Renovación o continuismo? Actitudes, valores y trayectoria de la clase política 
ecuatoriana” (2008b); “Correazos, cholocracias, populisme religieux et ingouvernabilité en Équater” 
(2008c); “El Flautista de Hammelin: Liderazgo y populismo en la democracia ecuatoriana” (2008c).
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ausencia) (Diamond 1993) y brinda claves interpretativas al rendimiento 
de las instituciones y el sistema político: según cual sea el conjunto de pau-
tas dominantes de una sociedad, variará el funcionamiento del andamiaje 
institucional.1

En este capítulo se exploran estos elementos como una manera de aproxi-
marse al conocimiento del sistema político ecuatoriano y también de buscar 
explicaciones de los cambios recientes vividos por el país. El texto se estruc-
tura en cuatro partes. Primero, se presenta una serie de elementos teóricos 
que contribuyen a comprender la relación entre cultura política y democra-
cia. Segundo, se sistematizan los estudios sobre cultura política y los princi-
pales enfoques desde donde se ha investigado el tema en Ecuador. Tercero, 
se analiza empíricamente las principales características de la cultura política 
de la ciudadanía y, luego, las orientaciones de las élites legislativas en relación 
con las instituciones políticas. Finalmente, se aborda la presencia de socieda-
des regionales como subculturas políticas en el país andino. 

La relación entre cultura política y democracia

La vinculación teórica entre cultura política y democracia se sostiene en la 
idea de que las actitudes, creencias y valores de la ciudadanía afectan las 
posibilidades de instauración, estabilidad y rutinización del sistema políti-
co (Diamond 1993; Almond y Verba 1963). Precisamente, los defensores 
de los enfoques culturalistas señalan que el carácter y el desarrollo de todo 
sistema político está condicionado por “el sistema de creencias empíricas, 
símbolos expresivos y valores que caracterizan la situación donde la acción 
política se desenvuelve” (Verba 1965, 513).

Evidentemente, esta no es la única explicación posible para la instau-
ración, estabilidad o persistencia de la democracia. La literatura compara-
da ha dado cuenta de otros factores que inciden, relacionados con el im-
pacto del desarrollo económico (Huntington [1972] 1997; Lipset 1961; 

1  Esto es así porque, en función de cuáles sean esas pautas culturales dominantes, el modo de 
entender la política orientará la conducta de los actores políticos y estas inducirán a que se reaccione 
de una manera u otra. 

Przeworski et al.1996); la dinámica de variables histórico-estructurales 
(Moore, Jr. [1966] 1986; Sckopol 1979), el peso de la trayectoria institu-
cional democrática previa e, incluso, con la gestión de un Gobierno que 
responde a las demandas de la ciudadanía (Lipset 1961). En este sentido, 
la cultura política no es la única explicación posible para garantizar la ins-
tauración, estabilidad y persistencia del sistema. No obstante, el hecho de 
que la ciudadanía crea en la democracia y comparta sus valores contribuye 
a la estabilidad y consolidación de la misma.2

Aunque no hay una sola manera de estudiar la cultura política ni un 
solo enfoque para abordarla,3 resulta significativo conocer la percepción 
de la ciudadanía sobre las reglas de juego y las instituciones políticas. Los 
regímenes políticos tienen mayores probabilidades de permanecer cuando 
un sector importante de las élites y de la ciudadanía percibe que los proce-
dimientos y las instituciones democráticas, aun en momentos de crisis eco-
nómica o desencanto con los líderes, son los más apropiados para gobernar 
la vida colectiva (Linz y Stepan 1997, 6). 

Desde esta perspectiva, una democracia necesita ciudadanos y ciuda-
danas con un determinado tipo de valores y creencias, la cultura política 
cívica o de participación (Almond y Verba 1963), según la cual “los acti-
vistas políticos (y otras personas) creen en la legitimidad de la poliarquía 
[...]” (Dahl, 1971, 124) y donde los individuos se encuentran explícita-
mente orientados hacia el sistema político en general y sus componentes 
específicos, los inputs y los outputs (Almond y Verba 1963). Esas personas 
tienen evaluaciones positivas sobre el funcionamiento del sistema, lo que 
hace que puedan aceptar o rechazar activamente lo que ocurre dentro de él, 

2  Que estas instituciones persistan en el tiempo permite el ‘aprendizaje social’, esto es, que las 
nuevas generaciones sean socializadas en el ámbito de las reglas de juegocaracterísticas de este sistema. 
Según una investigación realizada por Przeworski et al. (1996, 74), “a los demócratas puede resultarles 
más sencilla la tarea de la consolidación [democrática] cuando encuentran tradiciones pasadas a las 
cuales recurrir”. 

3  La cultura política puede ser analizada según diferentes visiones que van desde la antropología 
simbólica y estructuralista hasta la sociología, la lingüística o la sociología de la cultura. Frente al enfo-
que estructural-funcionalista en el marco de la Ciencia Política, también se encuentran enfoques como, 
por ejemplo, el que se asienta en el análisis de las tradiciones. En este sentido, Wiarda (2001) señala 
dos grandes tendencias culturales en América Latina, la autoritaria corporativa y la liberal, que ayudan 
a entender la cultura política de los países de la región. 
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creen que con su participación pueden cambiar algún aspecto del sistema 
político, cuentan con cierta tolerancia frente a la diversidad y una mayor 
tradición hacia el acuerdo frente al conflicto.

Esta visión clásica, defendida por los Almond y Verba (1963) o Diamond 
(1993), no ha perdido vigencia. A partir de esta perspectiva, se ha sostenido 
que las pautas culturales y la adhesión a los procedimientos fundamentales 
de la democracia surgen también luego de establecidas las instituciones de-
mocráticas. Esto significa que no es necesario que la ciudadanía sea demó-
crata antes de que se instaure la democracia; los valores democráticos pueden 
ir adquiriéndose en la etapa de ‘habituación’ al nuevo régimen. Desde esta 
posición existiría, entonces, una relación bidireccional entre cultura y estruc-
tura política por lo que sería posible vivir en democracia a pesar de no tener 
una larga tradición histórica de apego a la misma (lo que es más sencillo 
analizar en sistemas de democratización reciente como el ecuatoriano). 

En diversos trabajos, el análisis se ha centrado en el papel del ‘capital 
social’ sobre el funcionamiento de las instituciones (Putnam 1993). Este 
se entiende como valores compartidos (de redes, normas y confianza) que 
tienden a la cooperación.4 Las democracias serán más efectivas donde exis-
ta una tendencia de la ciudadanía a asociarse en entidades económicas, 
culturales, cívicas y, por tanto, cuenten con una alta dosis de capital so-
cial.5 Por su parte, Norris (2011) introduce la idea del ‘déficit democrático’ 
como una medida para conocer las aspiraciones de democracia de la ciuda-
danía, y cómo la evalúan. En este sentido, el funcionamiento de un sistema 
democrático puede observarse viendo si dichas aspiraciones (inputs) están 
muy por encima de lo que el sistema ofrece efectivamente (outputs).

Estudios recientes han relevado la importancia que tiene la creencia 
en la legitimidad del sistema político en la ciudadanía como una de las 

4  La confianza como expectativa o aspiración de reciprocidad incrustada en la redes sociales crea 
valor, es decir, es un recurso natural que incrementa cuando se usa y se acumula (Putnam 1993).

5  En el estudio donde compara el Norte y el Sur de Italia, Putnam (1993) examina el capital social 
en términos del grado en que participa la sociedad civil mediante el número de votantes, lectores de 
periódicos, miembros de grupos corales y clubes de fútbol, y el nivel de confianza en las instituciones 
públicas. El Norte de Italia, donde todos estos indicadores eran altos, mostró tasas de gobernabilidad, 
rendimiento  institucional y desarrollo significativamente más altas que el Sur, donde esos indicadores 
eran bajos.   

variables centrales para conocer las probabilidades de que permanezca la 
democracia (Booth y Seligson 2009; Donoso et al.2010), destacando el 
efecto de la variable ‘apoyo al sistema’6 con la variable ‘tolerancia política’. 
Aquellos sistemas que cuenten con mayor legitimidad, definida como apo-
yo al mismo, y mayor nivel de tolerancia hacia la oposición, tendrán más 
probabilidad de desarrollar una democracia estable. Es decir, que la ciuda-
danía debe creer (y apoyar) a sus instituciones y, al mismo tiempo, debe ser 
respetuosa de los derechos de los demás para que la democracia sea viable. 

En un sistema político no todo el mundo tiene la oportunidad de in-
cidir cotidianamente con sus opiniones y comportamientos en la toma de 
decisiones. La gran mayoría solo puede participar de manera convencional 
en el proceso, a través de las elecciones, plebiscitos y referendos así como, 
en algunas ocasiones, influir indirectamente a través de los sondeos de opi-
nión pública. Una minoría no solo determina con sus opiniones y acciones 
el proceso político casi diariamente sino que, además, sus valores y creen-
cias se traducen en decisiones que la misma minoría formula e implementa 
mediante las instituciones del sistema político. Esas personas forman la 
élite política de un país. El conjunto de creencias políticamente relevantes, 
valores y hábitos del liderazgo de un sistema político comprenden la cultu-
ra política de la élite política (Putnam 1993, 335). 

Diversos autores han estudiado el papel de las élites en los procesos de 
democratización.7 Los trabajos coinciden en que un régimen democrático 
tiene más probabilidades de permanecer en el tiempo cuando las élites de los 
grupos políticos aceptan las instituciones existentes y adhieren a las reglas de 
juego básicas del sistema político.8 Cuanto mayor sea el apoyo que los políti-
cos manifiesten hacia la democracia y sus instituciones, mayor será su legiti-
midad y las probabilidades de gobernabilidad de este sistema político. Por el 
contrario, en la otra situación, la democracia tendría más probabilidades de 

6  La variable ‘apoyo al sistema’ se mide tomando en cuenta una serie de dimensiones: sentimiento 
de pertenencia a la comunidad política, principios del régimen, percepciones sobre el rendimiento del 
régimen, las instituciones y los actores políticos. Ver Easton (1968). 

7  Ver los trabajos de Higley y Gunther (1992), Diamond (1993), Morán (1997) y, para América 
Latina, Lipset y Solari (1967), Martínez (1997).

8  Esas opiniones son un punto decisivo en el “complejo proceso por el que las secuencias históricas 
y los segmentos culturales [...] se convierten en el sostén de un régimen dado [...]” (Dahl 1971, 117).
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quebrar o, por lo menos, existiría como una democracia limitada. Si los po-
líticos no creen en las instituciones que representan y tampoco confían en su 
capacidad de ser canales para procesar las demandas de la sociedad, resultará 
muy difícil que la ciudadanía lo haga y mucho más que puedan generarse los 
escenarios necesarios para la gobernabilidad democrática. 

Las aproximaciones sobre el estudio de la cultura política, tanto de la 
ciudadanía como de las élites han recibido varias críticas. Primero, por el 
carácter determinista entre lo que se espera que sean los valores de una de-
mocracia, asociada necesariamente a una visión pluralista y representativa 
de la misma (Ramírez 1999). Segundo, esas visiones no dan cuenta de la 
interacción entre cultura política y otras variables que puedan intervenir (y 
afectar) el grado de apoyo de la ciudadanía y/o las élites hacia las institu-
ciones y el sistema político. Tercero, los estudios de cultura política suelen 
realizarse tomando como parámetro los valores y actitudes de la ciudadanía 
en democracias institucionalizadas y ese parámetro es el que luego se utiliza 
como ‘lupa’ para observar a la ciudadanía que vive en otros contextos. 

Finalmente, según el argumento crítico, si no se encuentran patrones 
similares de cultura política en el sentido anglosajón, se suele señalar el 
carácter desviado, anómalo o bárbaro de los mismos, encontrando un nexo 
causal entre la ausencia de esos valores y los niveles de estabilidad de la 
democracia. Esto supondría una visión normativa y teleológica de lo que 
debe ser la cultura política, más allá de lo que efectivamente sea, posición 
sobre la que no existen consensos y que resulta elitista y contraria al plura-
lismo político (que al menos algunos autores defendemos). 

El estudio de la cultura política en Ecuador

Las investigaciones sobre la cultura política en Ecuador son escasas. Tradi-
cionalmente, los trabajos se han llevado a cabo a partir de estrategias meto-
dológicas de tipo cualitativo e, incluso, algunos han sido ensayos especula-
tivos, respecto a lo que se creía que eran las percepciones de la ciudadanía 
ecuatoriana hacia sus instituciones y el sistema político, sin contar con 
bases de datos o trabajo de campo que ‘dieran voz’ a los individuos sobre 

los cuales se hacían dichas especulaciones.9 Los trabajos, aunque interesan-
tes e importantes para conocer la percepción de los intelectuales sobre la 
ciudadanía, carecían de rigurosidad científica y sostén empírico. 

En los últimos años, se han realizado diferentes esfuerzos en la acade-
mia, las ONG y las encuestadoras privadas para estudiar la cultura política 
desde una perspectiva empírica, cuantitativa y basada en el individualis-
mo metodológico. Aun cuando el uso de la categoría ‘cultura política’ ha 
sido fuertemente criticado en el país (Ramírez 1999; Andrade 2001b),10 la 
misma ha sido estudiada mediante preguntas de investigación, enfoques y 
estrategias teórico-metodológicas diferentes, que pueden ser clasificadas de 
manera analítica en cinco grupos o ejes. 

En la primera aproximación, se estudia la cultura política a partir de la 
relación entre modernidad e informalización de las prácticas y los discursos 
políticos. Desde esta perspectiva se busca analizar el papel del populis-
mo, ese “repugnante otro” (Torre de la 2002), ya sea en su manifestación 
velasquista,11cefepista,12 roldosista,13gutierrista14 o correísta,15 como un com-
ponente de ciertas ideologías o una manifestación cultural de la sociedad. 
El populismo se convierte en la clave de acceso para comprender la cul-

9  Un ejemplo en este sentido puede ser el libro de Hurtado (2007), Las Costumbres de los ecuato-
rianos. Resulta interesante ya que resume la perspectiva de uno de los intelectuales y políticos clave de 
Ecuador pero se trata de argumentos que carecen de evidencia empírica. 

10  Entre las críticas realizadas, Ramírez (1999, 49) se refiere al uso del “discurso teleológico de la 
democracia moderna” que –según el autor– ha presentado “la cultura política como espacio de lo otro, 
lo ajeno, lo bárbaro, lo tradicional, lo inefable. Es en el lugar de la cultura política donde las visiones 
dominantes de los estudios de la democracia ecuatoriana colocan la imposibilidad de su realización, 
la negatividad de su afirmación y la otredad de su proyecto de modernización de las instituciones 
políticas”. 

11  En esta línea ver Quintero (1978), Menéndez Carrión (1986), Maiguashca y North (1991), 
Cárdenas (1991), Burbano de Lara (1998b), Torre de la (2000), Norris (2004) o Barriga (2006). Tam-
bién el de Cuvi ([1977] 2007) donde se recogen entrevistas intimistas con Velasco Ibarra realizadas 
en Buenos Aires. 

12  Ejemplo de ellos son los trabajos de Martz (1980; 1983), Menéndez Carrión (1986), Fernán-
dez y Ortiz (1988), Cueva (1988) o Guerrero Burgos (1994).

13  Sobre el roldosismo ver Burbano de Lara (1992; 1998b), Rivera (1996), Torre de la (2000), 
León (1997), Freidenberg (2003a), Moreano y Donoso (2006) y Conaghan (2008b). 

14  El estudio del liderazgo de Lucio Gutiérrez como populista se puede encontrar en los trabajos 
de Montúfar (2008), Freidenberg (2008b; 2008c) o Torre de la (2009).

15  Los trabajos sobre Rafael Correa en clave populista aun son pocos y destacan los de Lucas 
(2007), Conaghan (2008a), Conaghan y Torre de la (2008), Moncayo (2010) o Torre de la (2012). 
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tura política y en el puente a partir del cual los sectores tradicionalmente 
excluidos pueden formar y sentirse parte del sistema político. Desde esta 
posición, los movimientos populistas serían una consecuencia de la dificul-
tad que los ecuatorianos tienen para incorporarse a la modernidad (Ibarra 
2004; Bustamante 2003; Echeverría 1997).

Una segunda visión más politológica (y cercana a la primera) vincula 
la cultura política con la gobernabilidad (Hurtado 1994; Burbano de Lara 
1998a); identifica la ausencia de cultura cívica, el principal factor expli-
cativo de la ingobernabilidad que ha experimentado el país. Bustamante 
(2003, 345) sostiene que “estos hábitos mentales y morales comunes de 
la ciudadanía son inadecuados o mal adaptados a las necesidades de la 
gobernabilidad […] el defecto de la cultura cívica se vincularía a una inca-
pacidad para asimilar, poner en práctica y comprender los valores, creen-
cias e ideas que constituyen el espíritu de la modernidad […]”. Desde 
esta posición, el tipo de cultura política carente de un “ethos moderno” 
(Bustamante 2003) aparecería como un obstáculo al funcionamiento de 
las instituciones democráticas. 

Esta visión ha sido criticada por Ramírez (1999), quien destaca una 
serie de falencias que, a su juicio, han dificultado el análisis de la cultura 
política en el país. Esas críticas se resumen en el ‘tinte normativo’ respecto 
a lo que se esperaría que fuera esa cultura política, la escasa comparación en 
el tiempo, la visión de la cultura política como algo homogéneo (como si 
no existieran subculturas), la dificultad para realizar descripciones (empíri-
cas) del tejido cultural, la ausencia de investigación (frente a “reflexiones” 
y “ensayos”) y el cargado tono normativo sobre la difícil estabilidad del 
sistema político.

Una tercera línea se refiere a los significados que las categorías sociales 
de uso común (como el ‘machismo’ o el ‘autoritarismo’) generan en el 
marco de las representaciones que la ciudadanía tiene sobre la política.16 
Estos trabajos se han centrado en “los discursos del poder” (Burbano de 
Lara 1998b), es decir, en el análisis de la retórica de los actores políticos y 
de sus prácticas. El análisis incluye la dimensión simbólica de las relaciones 

16  Un buen ejemplo de ello se encuentra en los estudios de Andrade (2001a) sobre cultura 
machista.

clientelares, que establecen vínculos de patrón-cliente entre individuos y 
que también supone una manera diferente de relacionarse con el sistema 
político (Menéndez Carrión 1986; Torre de la 2006; Freidenberg 2010a), 
de corte más utilitarista (Ospina 2006, 67).17

Una cuarta aproximación, más antropológica, ha sido analizar la 
cultura política a partir de explorar la identidad, la construcción de la 
nacionalidad y la diversidad étnica, en particular, tras la incorporación 
a la vida política activa y organizada de los indígenas, a raíz de las trans-
formaciones sociopolíticas ocurridas en el país a partir de la década de 
1970.18 También, en relación con la identidad, hay trabajos que han ex-
plorado la interacción entre esa identidad y la generación de subculturas 
políticas regionales.19 Esta línea ha sido una de las más atendidas, ya 
que las tensiones regionalistas entre las élites de Guayaquil y Quito han 
cruzado la historia republicana del país andino. Han llevado, incluso, al 
desarrollo de valores, creencias, representaciones y prácticas específicas 
que la población de cada región elabora y reproduce sobre sí misma y 
sobre las de la otra región.20

Finalmente, están las contribuciones más recientes que describen las 
orientaciones psicológicas de la ciudadanía y las élites sobre la demo-

17  Esto supone estudiar las escenificaciones, rituales y prácticas que se llevan a cabo en las campa-
ñas electorales y como parte de la “espectacularización de la política” (Torre de la 2000; 2006). 

18  Ver el artículo de Guerrero (1998): titulado “Ciudadanía, frontera étnica y compulsión bina-
ria.” Ver también los estudios de Silva (1992). 

19  Los principales trabajos (aunque empleando estrategias de investigación, análisis de datos 
y supuestos epistemológicos diferentes) son los de Menéndez Carrión (1991), que incorpora una 
agenda a partir de la cual profundizar en el análisis de la cultura política “autoritaria”; Trujillo 
(1983), sobre la ‘cuestión regional’; Villavicencio (1990), un análisis de las diferencias regionales en 
términos electorales; Pachano (1996), sobre las sociedades regionales; Quintero (1996); Quintero y 
Silva ([1990] 1998); Bustamante (2000); Andrade (2001a), que introduce el análisis del machismo 
como una dimensión central en el tratamiento de la cultura de las regiones. Desde esta visión, “el 
pueblo guayaquileño necesita de «machos» (jefes, caciques, patrones) simbólica y económicamente 
proveedores. Allí se encontraría la esencia de las formas «populares» para pensar y articularse a la 
política” (Andrade 2001b, 128). 

20  Como señala Andrade (2001b, 122), las “élites regionales en Guayaquil han promovido un 
abierto descontento popular con el poder central y capitalizado políticamente sus propias demandas 
de clase, mientras que las élites capitalinas han hecho lo propio exacerbando los sentimientos popu-
lares con los contenidos peyorativos inherentes al término ‘regionalismo’ para denunciarlo como una 
amenaza a la existencia misma de la nación ecuatoriana”.
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cracia a partir de consultarles a los individuos sus preferencias sobre el 
sistema político. Bajo esta perspectiva, se trata de conocer el conjunto de 
orientaciones de la ciudadanía y las élites hacia el sistema político, como 
lo planteó Menéndez Carrión (1991).21 La meta es conocer el nivel de 
apoyo a la democracia y la percepción de la legitimidad de las institu-
ciones; la opinión sobre la estabilidad del sistema político; el nivel de 
confianza en los individuos y en las instituciones; los niveles de confianza 
interpersonal y tolerancia política.22 El estudio se inserta en esta últi-
ma línea de trabajo, buscando conocer la evolución de las preferencias 
ciudadanas en el período 2002-2010 y de las élites ecuatorianas entre 
1996-2010. 

La cultura política de la ciudadanía ecuatoriana

La ciudadanía ecuatoriana sostiene que integra una comunidad política 
y manifiesta, de manera mayoritaria, estar extremadamente orgullosa de 
formar parte de ella. Este hallazgo se encuentra en el primer trabajo de 
Seligson (2002) sobre la cultura política del país y se ha replicado en cada 
uno de los estudios hasta 2010. Esta percepción no varía regionalmente 
sino que se extiende en todo el país entre personas de diferentes clases 
sociales, niveles de riqueza, género, edad y nivel educativo, según los datos 
presentados en el trabajo de Seligson (2002, 32-33). Esto significa que el 
orgullo de ser ecuatoriano no se limita a ciertos grupos demográficos o 

21  Menéndez-Carrión (1991, 274) la define como “las nociones internalizadas, creencias y orien-
taciones valorativas que los actores políticos comparten –a nivel de clase, segmentos de clase, o a nivel 
grupal simplemente”. 

22  En esta línea se encuentran los trabajos que utilizan las bases de datos del proyecto “Élites 
Parlamentarias”, como el de Mateos Díaz y Alcántara (1997) y Freidenberg (2000a; 2000b; 2008a), 
o los estudios sobre percepciones de la ciudadanía realizados por las encuestadoras CEDATOS, 
Informe Confidencial o Market; los análisis a partir de la muestra ecuatoriana de Corporación Lati-
nobarómetro y, las más recientes, para “Auditoría de la Democracia”, Barómetro de la Democracia, 
coordinadas por LAPOP y CEDATOS, que constituyen desde 2001 una excelente base de datos 
para conocer la evolución de las orientaciones ciudadanas en el país (Seligson 2002; 2004; Seligson 
et al., 2006, Seligson et al. 2008 y Donoso et al. 2010). También cabe mencionar los grupos focales 
realizados para conocer las creencias y representaciones de la ciudadanía sobre la democracia que 
llevó a cabo el Proyecto de Participación Ciudadana (Larrea 2007). 

socioeconómicos sino que es algo que cruza de manera transversal las clases 
sociales o la procedencia regional.23

El hecho de que las personas expresen sentirse orgullosas de su naciona-
lidad ecuatoriana no significa que se sientan orgullosas del sistema político 
en su conjunto. Mientras el orgullo de ser ecuatoriano era rotundo en 
aproximadamente el 88,5% de las personas entrevistadas, el orgullo del 
sistema solo lo manifestaba el 37,1% (Seligson 2002). Lo interesante es 
que la respuesta a esta cuestión fue cambiando; cada vez más ecuatoria-
nos manifiestan sentirse orgullosos del sistema político que les gobierna: el 
44,1% en 2008 (Seligson et al. 2008) y el 49,8% en 2010. Esto significa 
que en la última década el número de hombres y mujeres que expresó su 
orgullo de vivir bajo el sistema político ecuatoriano se incrementó en 18 
puntos porcentuales (Donoso et al. 2010, 96). 

Apoyo al sistema político y a la democracia

Para que un sistema político sea estable y democrático deben existir altos 
niveles de legitimidad, medida en el nivel de apoyo que la ciudadanía ex-
presa hacia el sistema y sus instituciones (Booth y Seligson 2009).24 Tra-
dicionalmente, los hombres y mujeres ecuatorianas han manifestado bajos 
niveles de apoyo al sistema político, convirtiéndose en uno de los países 

23  Las preguntas planteadas fueron: ¿Hasta qué punto se siente usted. orgulloso de vivir bajo el 
sistema político ecuatoriano? [LAPOP#B4 2002, 2004, 2006, 2008, 2010] y ¿Hasta qué punto tiene 
usted orgullo de ser ecuatoriano [LAPOP#B43 2002, 2004, 2006, 2008, 2010]. 

24  En los estudios de LAPOP (Latin American Public Opinion Project, Vanderbilt University. 
http://www.vanderbilt.edu/lapop/data-access.php) ha ido variando el modo de consultar sobre la pre-
ferencia a la democracia. En unos estudios la pregunta fue la siguiente: “Con cuál de las siguientes 
frases está usted más de acuerdo:(1) A la gente como uno, le da lo mismo un régimen democrático 
que uno no democrático. (2) La democracia es preferible a cualquier otra forma de gobierno. (3) En 
algunas circunstancias un gobierno autoritario puede ser preferible a uno democrático. (8) NS/NR” 
[LAPOP#DEM2 2006, 2008]. El apoyo a la democracia también se mide a través de la siguiente 
pregunta: “Puede que la democracia tenga problemas, pero es mejor que cualquier otra forma de 
gobierno. ¿Hasta qué punto está de acuerdo o en desacuerdo con esta frase? (En una escala de 1 a 7)”. 
[LAPOP#ING4 2008]. La misma fue recodificada en una escala de 0 a 100 para facilitar las compa-
raciones y la comprensión. 
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con más bajo apoyo de América Latina.25 Aun así, los datos muestran que 
el apoyo al sistema ha ido variando en el período analizado: en 2002 fue 
de 39,5%, 42,1% en 2004, 37,4% en 2006, 44,4% en 2008 y 48,9% en 
2010 (cuadro 10.1). Las cifran indican un incremento importante en los 
últimos años en el nivel de apoyo al sistema político.26

Lo mismo ocurre con el nivel de satisfacción hacia la democracia por 
parte de la ciudadanía: se ha incrementado entre 2004 y 2010 en unos 
once puntos porcentuales (de 40,3% a 51,3%); aunque aparece un peque-
ño descenso entre las valoraciones de “satisfecho” y “muy satisfecho” de 
2008 a 2010, esa variación no es estadísticamente significativa (Seligson 
et al. 2008, 95).27

Cuadro 10.1. Actitudes hacia la democracia por parte de 
la ciudadanía (2002-2010)

Actitudes (%) LAPOP
2002

LAPOP
2004

LAPOP 
2006

LAPOP
2008

LAPOP
2010

Ciudadanía orgullosa de ser ecuatoriana 88,5 92,3 - - -

Ecuatorianos orgullosos de vivir bajo el 
sistema político ecuatoriano 37,1 41,2 - 44,1 49,8

Apoyo al sistema político en su conjunto 
(escala 0 a 100) 39,5 42,1 37,4 44,4 48,9

Apoyo la idea de que democracia es 
preferible a un régimen autoritario 64,1 65,3 74,0 77,6 -

Satisfacción con la democracia 
[muy + satisfecho] - 40,3 36,5 52,8  51,3

Índice de tolerancia política 46,1 48,0 46,8 47,3 50

Fuente: LAPOP, en Seligson (2002; 2004); Seligson et al (2006) y base de datos de LAPOP. 
http://www.vanderbilt.edu/lapop/data-access.php 

25  Los datos de LAPOP muestran que el apoyo promedio al sistema en 2010 en Uruguay, Costa 
Rica, Honduras, Colombia o Panamá superan los 60 puntos (Donoso et al. 2010, 49). 

26  Lo interesante es que, aun con estos niveles, continúa siendo uno de los países con resultados 
más bajos de América Latina (Donoso et al. 2010 49). 

27  La pregunta planteada fue: “En general, ¿usted diría que está muy satisfecho, satisfecho, insatis-
fecho o muy insatisfecho con la forma en que la democracia funciona en Ecuador? (1) Muy satisfecho 
(2) Satisfecho (3) Insatisfecho (4) Muy insatisfecho (8) NS/NR” [LAPOP#PN5 2008]. 

Tolerancia política

Los datos que arrojó la encuesta de 2002 mostraban un nivel de tolerancia 
bajo por parte de los ecuatorianos entrevistados con respecto a los derechos 
de las personas que criticaban el sistema político. Además, estos datos, 
comparados con los de otros países de América Latina, se encontraban en 
niveles magros, solo por encima de Bolivia en 1998 y 2000. Los resultados 
evidenciaban bajos niveles de tolerancia hacia los derechos básicos necesa-
rios para el funcionamiento de una democracia.28

En 2010, al evaluar la evolución del ‘índice de tolerancia política’,29 se 
sostiene que este ha ido mejorando con el paso de los años. En 2002 fue de 
46,1 puntos; en 2004, de 48; en 2006 fue de 46,8; en 2008 subió un pun-
to (47,3) y en 2010 se incrementó a 50. Aumentó cuatro puntos en ocho 
años. Al observar con detenimiento el índice de tolerancia política, que ha 
sido construido a partir de una serie de componentes que indican el mayor 
nivel de aceptación hacia personas que constantemente critican al sistema 
de gobierno, el promedio más alto en esta última ronda es el de quienes 
están de acuerdo con que las personas críticas puedan asistir a manifesta-
ciones pacíficas (58,2), puedan votar (53,9), tener libertad de expresión 
(44,6) y contar con el derecho a postularse a un puesto de representación 
(44,4) (Donoso et al. 2010, 99).

28  En 2002, los estudios de Seligson (2002) mostraron que los niveles de educación y la región de 
pertenencia afectaban también los niveles de tolerancia política. Las personas de las zonas urbanas y 
rurales de la Sierra ecuatoriana se mostraba más tolerantes que las de otras regiones y las personas con 
mayores niveles de educación, manifestaban mayor tendencia a la tolerancia. Los resultados obtenidos 
señalaban que por lo menos una personas de cada diez apoyaba el sistema político y a la vez expresaba 
tolerancia política (el 13% de la muestra). 

29  El ‘índice de tolerancia política’ fue construido tomando en cuenta cuatro preguntas: “Hay 
personas que siempre hablan mal de la forma de gobierno de [país], no solo del gobierno de turno, 
sino de la forma de gobierno, ¿con qué firmeza aprueba o desaprueba usted el derecho de votar de 
esas personas?” [LAPOP#D1 2002-2010]; “¿Con qué firmeza aprueba o desaprueba usted que estas 
personas puedan llevar a cabo manifestaciones pacíficas con el propósito de expresar sus puntos de vis-
ta?” [LAPOP#D2 2002-2010]; “Siempre pensando en los que hablan mal de la forma de gobierno de 
(país), ¿con qué firmeza aprueba o desaprueba usted que estas personas puedan postularse para cargos 
públicos?” [LAPOP#D3 2010]; “¿Con qué firmeza aprueba o desaprueba usted que estas personas 
salgan en la televisión para dar un discurso?” [LAPOP#D4 2002-2010]. 
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Confianza política

El hecho de estar ante una comunidad política no significa que ecuato-
rianos y ecuatorianas confíen en el sistema institucional del país. Esta 
no es una cuestión menor. Que la ciudadanía manifieste confianza en 
sus instituciones y que considere legítimo el sistema político en el que 
viven es fundamental para la democracia. Como sostiene la literatura 
comparada (Almond y Verba 1963; Putnam 1993), donde la ciudadanía 
desconfía del sistema político y sus instituciones, tienen pocas posibili-
dades de perdurar. 

La confianza política es el resultado de evaluar el desempeño de actores 
e instituciones políticas en comparación con las expectativas de cómo de-
berían comportarse las instituciones (Seligson et al. 2006, 69; Donoso et 
al. 2010). Esta confianza (que no se traduce necesariamente y de manera 
inmediata en un comportamiento) puede incidir en el nivel de apoyo que 
la ciudadanía proporciona a las instituciones. Ese nivel de apoyo es el que 
tiene mayores probabilidades de traducirse en una acción mientras que el 
grado de confianza proporciona una justificación para dicha acción.

Los niveles de confianza en el conjunto de las instituciones ecuatoria-
nas (partidos, congreso y Gobierno Nacional) han sido, durante todo el 
período analizado, verdaderamente bajos, comparados a los de otros países 
latinoamericanos (Seligson et al. 2006).30 Los datos en 2002 fueron con-
tundentes: la confianza en los partidos fue solo de un 21,4%, el Congreso 
Nacional (24,7%), la CSJ (29%), la Fiscalía General de la Nación (30,1%) 
y el Gobierno Nacional (30,5%). Al mismo tiempo, las personas encues-
tadas manifestaron un alto nivel de confianza en sus parientes y familia-
res (75,2%), la Iglesia católica (67,5%), las Fuerzas Armadas (62,8%), 

30  Las preguntas planteadas fueron: “¿Hasta qué punto confía en los partidos políticos? 
“[LAPOP#B21 2006, 2008]; “¿Hasta qué punto confía en el Congreso?” [LAPOP#B13 2006, 2008]; 
“¿Hasta qué punto confía en el Gobierno Nacional?” [LAPOP#B14 2006, 2008]; “¿Hasta qué punto 
confía en las Fuerzas Armadas?” [LAPOP#B12 2006, 2008]; “¿Hasta qué punto confía en la Iglesia 
católica?” [LAPOP#B20 2006, 2008]; “¿Hasta qué punto confía en los medios de comunicación?” 
[LAPOP#B37 2006, 2008]; “¿Hasta qué punto confía en la Corte Suprema de Justicia?” [LAPOP#B31 
2006, 2008, 2010]; “¿Hasta qué punto confía en la Policía Nacional?” [LAPOP#B31 2006, 2008, 
2010]. En 2006 no constaba la pregunta sobre el nivel de confianza en el presidente de la república. 

sus amigos (58,9%), los medios de comunicación (58,7%) y sus vecinos 
(52%) (Seligson 2002).31

En 2002, la ciudadanía manifestaba bajos niveles de confianza en la 
efectividad del sistema judicial para afrontar la delincuencia, denunciaba 
una generalizada corrupción entre jueces, policías y fiscales, y señalaba que 
ambas variables eran las principales explicaciones sobre la deslegitimación 
de las instituciones. Años más tarde, estas afirmaciones se han ido mati-
zando. Esa baja credibilidad alimentó los diversos intentos de reemplazar 
los partidos por otras organizaciones políticas, que rechazaban autodeno-
minarse partidos, pero que en la práctica terminaban realizando las mismas 
tareas (y funciones) de los partidos políticos.32

En 2010 los niveles de confianza hacia la mayoría de las instituciones 
se incrementaron de manera significativa, incluso aquellas que habían sido 
menos valoradas en todo el período, como los partidos políticos, el Go-
bierno o el poder legislativo (cuadro 10.2). El incremento en relación con 
el Congreso Nacional/Asamblea Legislativa ha sido de 16,8 puntos por-
centuales desde 2002; el mayor cambio en el nivel de apoyo ha ocurrido 
desde 2008 a 2010. También se han incrementado los niveles de confianza 
con respecto al Gobierno en unos 25,3 puntos y el sistema de justicia se ha 
ido fortaleciendo con el tiempo. Entre tanto, la confianza en el presidente 
se ha mantenido estable (56,6%). 

31  El índice regional de confianza en las instituciones (los tres poderes del Estado y el poder 
municipal) y en los actores (élite política y partidos) era en 2002 de 1,91 (en una escala de 1 a 4), 
con grandes diferencias entre los países. En ese momento los índices fueron los siguientes: Argentina 
(1,43), Guatemala (1,71), Ecuador (1,72) y Colombia (1,77) (PNUD 2004, 241).

32  Seligson ha buscado claves que expliquen la adopción de determinadas actitudes en la ciu-
dadanía ecuatoriana. Por ejemplo, tras un análisis de regresión múltiple, muestra que el género, la 
edad, el estado civil, el ingreso, la riqueza y el tamaño de la ciudad en que se vive no discriminan en 
cuanto al nivel de apoyo al sistema político. Lo que sí parecería tener un mayor peso explicativo es 
el nivel de educación. Es decir, a mayor nivel educativo, mayor información política y conocimiento 
de la realidad por lo que era de esperar un menor apoyo al sistema institucional ecuatoriano mientras 
que aquellos que manifestaban una situación económica personal más positiva, los que valoraban 
mejor la situación económica nacional, los que están más satisfechos con la gestión de gobierno local 
y personas que se encontraban enfocadas hacia los inputs del sistema y participaban en reuniones 
municipales, expresaban un apoyo mayor al sistema político (Seligson 2002, 37). 
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Cuadro 10.2. Confianza de la ciudadanía hacia las instituciones y 
los actores políticos (2002-2010)

Confianza (%) LAPOP
2002

LAPOP
2004

LAPOP 
2006

LAPOP
2008

LAPOP
2010

Confianza en los partidos políticos 21,4 22,3 15,1 22,6 26,4

Confianza en el Congreso Nacional /
Asamblea Legislativa 24,7 25,3 16,7 21,8 41,5

Confianza al Gobierno Nacional 30,5 31,4 21,7 53,2 55,8

Confianza en la Iglesia católica 67,5 69 66,9 67,7 67,3

Confianza en las Fuerzas Armadas 62,8 54,8 52,5 56,9 64,8

Confianza en los medios de comuni-
cación 58,7 62,8 58,0 52,6 56,0

Confianza en la Corte Suprema de 
Justicia / Corte Nacional de Justicia 
[2010]

29 31,7 24,7 33,9 36,9

Confianza en la Policía Nacional 43,7 45,9 42,1 37,6 49,1

Fuente: LAPOP: http://www.vanderbilt.edu/lapop/data-access.php

De todas las instituciones, la única en la que la ciudadanía manifiesta sus 
preferencias de manera inversa es en relación con los medios de comuni-
cación de masas (Gráfico 10.1). En el estudio se observa una disminución 
de cuatro puntos en el apoyo a esos medios en 2008 (52,6%), respecto al 
2006 (58%) pero se recupera con un nivel del 56% en 2010 (Donoso et 
al. 2010, 108). 

Diversos grupos focales realizados durante 2006 por la organización de 
la sociedad civil Participación Ciudadana y publicados en Larrea (2007) 
confirmaron la mayor parte de estos datos y permiten profundizar, de 
manera cualitativa, los datos presentados. Los participantes en los grupos 
focales indicaron que si bien la democracia no era la culpable de sus ma-
les, la misma era mal utilizada por los políticos (Larrea 2007). Algunas 
de las declaraciones que se dieron en los grupos de discusión dan cuenta 
de ello. 

Fuente: LAPOP. http://www.vanderbilt.edu/lapop/data-access.php

Gráfico 10.1. Niveles de confianza de la ciudadanía ecuatoriana en 
las instituciones y los actores políticos
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En Ecuador, la democracia está realmente restringida a los grupos de po-
der, es decir, usted ha sido una persona que no está inserta en los grupos de 
poder, sea de partidos, sea económico, sea de grupos de élites, realmente 
no tiene posibilidades, creo que eso es una deficiencia enorme de la de-
mocracia y el otro problema es que los ciudadanos estamos absolutamente 
indefensos (Larrea 2007, 45). 

La democracia existente no era una democracia ‘verdadera’, por ello, lle-
gado el caso, apoyarían una ‘dictadura’, lo cual refuerza también los datos 
de la encuesta realizada en 2004, según la cual el 40% de las personas 
entrevistadas manifestó que apoyaría un golpe militar en caso de que la 
situación lo propiciara (Seligson 2004). En 2008, el índice de apoyo a los 
golpes de Estado ubicaba a Ecuador en uno de los niveles más altos, junto 
a Belice, México, Guatemala, Perú, El Salvador y Guyana. En ese año cerca 
del 47,4% respondió que apoyaría un golpe.33 Los datos de la investiga-
ción de Participación Ciudadana, dirigida por Larrea (2007), abonan esta 
percepción: 

Realmente creo que no hay una democracia real, una cosa es el concepto y 
otra cosa es la acción de ser democráticos, de elegir a nuestros gobernantes, 
pero no hay cabida para que la gente actúe, no hay acción, no capacitan a 
la gente para que pueda organizar sus comunidades en el campo. Como le 
digo es un sistema. Lo utilizamos a conveniencia de cada quien (grupo de 
hombres de Cuenca en Larrea 2007, 45). 

Me vienen a la cabeza los militares, que a mí me contaron (el general 
Rodríguez Lara) en que todos los alimentos eran más baratos, había más 
trabajo, no había mucha libertad de salir, ni divertirse, ni tampoco puede 

33  LAPOP también ha construido un ‘índice de apoyo a los golpes militares’, integrado por tres 
preguntas: “Ahora hablemos de otro tema. Alguna gente dice que en ciertas circunstancias se justificaría 
que los militares de este país tomen el poder por un golpe de Estado. En su opinión, ¿se justificaría 
que hubiera un golpe de Estado por los militares frente a las siguientes circunstancias? JC1. Frente al 
desempleo muy alto. JC10. Frente a mucha delincuencia. JC13. Frente a mucha corrupción”. 

  Las opciones de respuesta eran: “(1) Se justificaría que los militares tomen el poder por un golpe 
de estado (2) No se justificaría que los militares tomen el poder por un golpe de Estado”. Las respuestas 
fueron recodificadas a 100=un golpe militar está justificado, 0=un golpe militar no está justificado 
[LAPOP#JC1, JC10, JC13 2008 2010].

uno levantar la voz en protesta por algo que no le gusta, porque de todas 
maneras es la dirección de una sola persona y eso es lo que él cree que es 
bueno, pero otra persona va a querer protestar y no puede pero creo que 
a necesidades básicas estaba bien (grupo de jóvenes de estrato medio de 
Guayaquil, en Larrea 2007, 54).

Ese escenario legitimó de alguna manera la emergencia de la propuesta de 
la revolución ciudadana en 2006, ya que si se evalúan las preferencias de 
la ciudadanía hasta ese momento, previo a la elección de Correa (Seligson 
2002; 2004; Seligson et al. 2006), ese era uno de sus peores momentos 
para el sistema de partidos y la política partidista ecuatoriana, toda vez 
que:a) una mayoría de la ciudadanía y determinados sectores de las élites 
rechazaban los partidos, creyendo que era posible la política democrática 
fuera de ellos; b) los partidos no parecían estar dispuestos a llevar adelante 
profundas transformaciones en el modo de hacer política, aun cuando al-
gunos habían dado pasos en torno a ciertas estrategias de renovación; y c) 
había un escenario propicio para el cambio político, producto del hartazgo 
de la ciudadanía con la manera de hacer política. 

Lo interesante es que en las últimas investigaciones de LAPOP, la ten-
dencia ha ido cambiando y el nivel de apoyo al sistema democrático se ha 
incrementado levemente. Si en 2002 el 64,1% de las personas entrevis-
tadas decía que la democracia era preferible a un régimen autoritario, en 
2008 se expresaba de este modo el 77,6%. Este cambio también se evi-
denció en otras dimensiones de análisis, como la del índice de apoyo a los 
golpes de Estado, donde los valores del mismo se redujeron en unos diez 
puntos: solo de 36,6% el grupo de individuos que en 2010 se manifestó a 
favor de interrumpir un sistema democrático. 

La cultura política de los legisladores ecuatorianos

La cultura política de las élites y la de la ciudadanía, en general, se entrela-
zan e influyen mutuamente (Morán 1997, 222); dicha cultura se expresa 
en discursos, símbolos, mitos y lenguajes de esas élites. Aun cuando los 
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individuos que integran las élites legislativas forman parte también de la 
ciudadanía, en términos analíticos resulta necesario explorar las preferen-
cias de los políticos, a los efectos de analizar en qué medida esas actitudes 
hacia las instituciones políticas y los actores centrales del sistema son simi-
lares o diferentes entre sí. 

Los políticos ecuatorianos se han manifestado en todo el período ana-
lizado a favor de la democracia frente a un sistema autoritario (cuadro 
10.3).34 El 97,7% de los asambleístas de 2009-2012, el 99% de los asam-
bleístas consultados en 2007-2008 y el 87,8% de los diputados entrevis-
tados en 2003-2006 eligieron este sistema (incluso en situaciones de crisis 
económica e inestabilidad política), en línea con más de 1400 diputados 
del resto de América Latina.35 Asimismo, los asambleístas de 2009-2012 y 
los asambleístas constituyentes coincidieron en que “el consenso sobre la 
Constitución y las instituciones básicas” era el elemento más relevante para 
la consolidación de la democracia en Ecuador (el 35,4% de las personas 
entrevistadas lo mencionó en primer lugar para 2009 y el 48% en 2008), 
seguido por procesos electorales limpios y libres (el 20% en 2009 y el 
26,5% en 2008).36

34  El Proyecto Elites Parlamentarias de América Latina (PELA), dirigido por Manuel Alcántara 
Sáez, ha sido desarrollado desde el Instituto de Iberoamérica de la Universidad de Salamanca y finan-
ciado por la Comisión Interministerial de Ciencia y Tecnología de España (Ref. Sec95-0845). El mis-
mo consiste en entrevistar a los diputados electos, cada vez que se renuevan los órganos legislativos, en 
torno a un cuestionario común que permite conocer sus actitudes respecto a una serie de temas, entre 
los que se encuentran las percepciones hacia la democracia y sus instituciones. Para el caso ecuatoriano, 
las encuestas fueron realizadas en cinco oportunidades: cuatro para el órgano legislativo (1996-1998, 
1998-2002, 2003-2006, 2009-2012) y uno para los asambleístas constituyentes (2007-2008). Las 
entrevistas son personales, anónimas y se han realizado en las oficinas del congreso/asamblea, mediante 
cita previa. Los diputados primero se clasificaron en estratos (partidos), estableciendo una afijación 
proporcional para la distribución de la muestra. La selección se realizó de forma aleatoria entre los di-
putados pertenecientes a los estratos; no se realizó ninguna sustitución de los diputados seleccionados. 
Las entrevistas consisten en administrar un cuestionario semiestructurado de 71 ítems y 282 variables 
sobre temas relacionados con la política, la economía, la relación Estado-sociedad, los partidos, sus 
valores y las características socio-demográficas de las personas entrevistadas.

35  La pregunta planteada fue: “¿Con cuál de las siguientes frases está usted más de acuerdo: la 
democracia es preferible a cualquier otra forma de gobierno o en contextos de crisis económica e 
inestabilidad política, un gobierno autoritario puede ser preferible a uno democrático?” [PELA#3 
2003-2012]. http://americo.usal.es/oir/elites/

36  La pregunta planteada fue: “De las siguientes características, ¿cuál es, en su opinión, la más 
relevante para la consolidación de la democracia en Ecuador?” [PELA#4 1996-2012]. http://americo.
usal.es/oir/elites/

Cuadro 10.3. Actitudes de las élites respecto de la democracia (1996-2012)

Actitudes (%) Congreso
1996-1998

Congreso
1998-2002

Congreso
2003-2006

Asamblea
2009-2012

Democracia es preferible a cualquier 
sistema autoritario 88,8 92,9 87,8 97,7

Estabilidad de la democracia [muy 
estable + bastante estable] 88 54,9 27,5 52

Apoyo a los partidos políticos como 
instituciones indispensables de la 
democracia [muy de acuerdo]

72,1  36,6 48,5 60,5

Fuente: PELA 1996-2012. 

Los asambleístas de 2009-2012 sostuvieron, además, que la democracia 
ecuatoriana era estable (52% entre muy estable y bastante estable), del 
mismo modo que lo creían los constituyentes consultados en 2008 (54% 
entre muy estable y bastante estable). Al contrario, los diputados de la le-
gislatura 2003-2006 manifestaron que la democracia era poco o nada esta-
ble (72%).37 Si bien no se han alcanzado los niveles de valoración positiva 
de 1996, cuando el 88% la consideraba entre ‘muy’ y ‘bastante’ estable, se 
debe destacar que la posición de los asambleístas actuales (2009) ha sido 
mucho más convencida de la estabilidad que en las legislaturas anteriores, 
cercano a los niveles de 199838 (gráfico 10.2). 

37  La pregunta planteada fue: “Para comenzar, hablemos de la estabilidad de la democracia en 
Ecuador. En su opinión, ¿la democracia en Ecuador es hoy: muy estable, bastante estable, poco estable 
o nada estable?” [PELA#1 1996-2012].

38  Entre los asambleístas constituyentes que se manifestaron convencidas de la estabilidad de la 
democracia se encontraba el grupo de Gobierno Movimiento Pais (73,4%) mientras que los partidos 
de oposición señalaron en su mayoría que la democracia era inestable (PSP, 64,3% poco estable y 
PRIAN y PSC, 100% entre poco y nada estable). 
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Una de las condiciones necesarias para el funcionamiento de la democracia 
es que existan partidos políticos (Schattschneider 1942). Para ello es funda-
mental un sistema de partidos institucionalizado, lo cual supone aceptarlos 
lo mismo que a las elecciones como instituciones legítimas (Mainwaring y 
Scully 1995).39 En Ecuador, dicho sistema ha sido considerado débilmen-
te institucionalizado, ya que diversos indicadores han dado cuenta de la 
desconexión entre electores y representantes.40 Los datos abonan esa des-
conexión al dar cuenta de los bajos niveles de confianza de los diputados 
hacia los partidos (del mismo modo que había manifestado la ciudadanía).

39  Mainwaring y Scully (1995, 5) sostienen que un sistema de partidos institucionalizado es aquel 
que satisface cuatro dimensiones analíticas: a) la estabilidad en la competencia intrapartidaria, b) el 
enraizamiento más o menos estable de los partidos políticos en la sociedad, c) la aceptación de los 
partidos y las elecciones como instituciones legítimas que deciden quién gobierna y d) la existencia de 
organizaciones de partidos que funcionan bajo reglas y estructuras razonablemente estables. 

40  Ver Conaghan (1995), Mejía (1996) o Freidenberg (2008a).

Las entrevistas a los legisladores muestran los cambios que se han dado 
en el sistema político respecto al apoyo hacia los partidos. Si bien en 1996 
el 72% de los legisladores creía que los partidos eran indispensables para la 
democracia, en 2003 opinaba así el 48,5% de las personas entrevistadas y 
en 2008 solo el 33,7% de los asambleístas constituyentes.41 En este contex-
to, el hecho de ‘no ser político’ o ‘no pertenecer a la clase política tradicio-
nal’ era un bien muy preciado en los períodos electorales de 2006 y 2007, 
toda vez que la Asamblea Constituyente fue el instrumento diseñado para 
dar respuesta a una demanda cada vez mayor de la ciudadanía ecuatoriana 
en contra de la clase política, lo que se había materializado en el discurso: 
“Que se vayan todos” (Conaghan y Torre de la 2008). 

En la última encuesta realizada a los asambleístas (2009) hubo cambios 
(gráfico 10.3). El 60,5% se manifestó ‘muy de acuerdo’ con la idea de que 
sin partidos no puede haber democracia, con lo cual se regresó, por prime-
ra vez, a los niveles de apoyo de 1996. Aun así, los legisladores siguen sin 
confiar en ellos, ya que el 76,2% de los asambleístas actuales manifestó su 
poca y ninguna confianza en su actuación en la vida pública ecuatoriana.42 
Es más, el 70% de las personas entrevistadas en 2009-2012 señaló que 
poca gente se identifica con los partidos,43 ya que estos no representan los 
intereses y demandas de la ciudadanía (39,6%) ni tampoco ofrecen instan-
cias de participación para dicha ciudadanía.44

41  La gravedad de esa percepción se agudizaba porque cerca del 60% de los diputados de 1998 
y de 2003 y más del 95,9% de los asambleístas de 2008 expresaron sus bajos niveles de confianza en 
los partidos; quienes pertenecían al partido del Gobierno fueron los que más acuerdo manifestaban 
con esta idea, algo que coincidía con los bajos niveles de confianza de la ciudadanía hacia los partidos 
(cuadro 10.2). 

42  La pregunta planteada fue: “Y en relación con las siguientes personas, grupos e instituciones, 
me gustaría saber, ¿qué grado de confianza, mucha, bastante, poca o ninguna, le merece su actuación 
en la vida pública ecuatoriana?” [PELA#19 1998-2012]. Para PELA 1996 no existe esa pregunta.

43  La pregunta planteada fue: “Hablemos ahora de la relación entre los partidos políticos y la 
sociedad. ¿Qué posición refleja mejor su opinión, en una escala de 1 a 10, donde ‘1’ significa que poca 
gente se identifica con los partidos políticos y el ‘10’ que la mayoría de los ciudadanos se identifica con 
los partidos?” Se mencionan las respuestas a las categorías ‘1-2’ (38,7%) y ‘3-4’ (31,9%) [PELA#23 
1996-2012].

44  La pregunta planteada fue: “¿Y, por cuál de las siguientes razones cree Ud. que los ciudadanos 
no se identifican ya con los partidos políticos?” [PELA#18a 1998-2012].

Fuente: PELA. http://americo.usal.es/oir/elites/bases_de_datos.htm

Gráfico 10.2. Estabilidad de la democracia en Ecuador
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Entre las instituciones del sistema político, el poder judicial es en el que 
menos confían los diputados entrevistados en el período de estudio (cua-
dro 10.2). Solo el 11,2% de los legisladores consultados en 2003, el 17,9% 
de 1998 y el 2,1% de 2009 manifestaron confianza en esta institución, que 
resulta central para el funcionamiento de un Estado de derecho. La presi-
dencia de la república es una de las instituciones en las que más se confía; 
el nivel de apoyo en 2009 llegó a 59,5% mientras que en 2003 rondó el 
29,6%, lo que da cuenta que el nivel de confianza entre los diputados hacia 
el presidente Correa se ha incrementado con el paso de los años y de su 
gestión gubernamental. 

Las Fuerzas Armadas y la Iglesia católica son dos actores clave en el 
sistema político ecuatoriano. Esta afirmación se corrobora además en las 

preferencias de los diputados quienes han expresado sus altos niveles de 
confianza hacia estas dos instituciones, algo que también se ha podido 
constatar en las actitudes de la ciudadanía (cuadros 10.3 y 10.4). Por otro 
lado, los diputados expresan bajo nivel de confianza hacia la Policía, con 
una media de 34,2%. 

Cuadro 10.4. Confianza de las élites en la democracia (1996-2012)

Confianza (%)
Congreso

1996-
1998

Congreso
1998-
2002

Congreso
2003-
2006

Asamblea
2009-
2012

Confianza en los partidos políticos 34 20,4 23,8

Confianza en congreso - 75 62,2 61,4

Confianza en presidente de la 
república 70 69,7 29,6 59,5

Confianza en el Poder Judicial - 17,9 11,2 25,1

Confianza en las Fuerzas Armadas - 65,2 61,5 61,5

Confianza en la Iglesia católica - 78,6 48,7 48,7

Confianza en la Policía - 34,9 34,2 34,2

Fuente: PELA 1996-2012. 
Notas:* En las encuestas de 1998-2002 las alternativas incluyeron ‘mucha’ + ‘bastante’ mientras que en la de 2003-2006 
y la de 2009-2012 fueron ‘mucha’ + ‘alguna’. 

Los valores de las sociedades regionales: 
‘Don Corleone vs. Max Weber’

Las sociedades regionales sostienen culturas políticas y formas de relación 
específica alimentadas mediante raíces diferenciadas: memorias históricas, 
intereses sociales, niveles de desarrollo económico, relaciones específicas de 
las élites regionales con el Estado y un papel distinto en el comercio mun-
dial en términos históricos, entre otros. Cada sociedad regional cuenta con 
sus propias orientaciones y valoraciones respecto a las instituciones y vida 
política y a los grupos que lo integran. Dichas sociedades condicionan su 

Fuente: PELA. http://americo.usal.es/oir/elites/bases_de_datos.htm

Gráfico 10.3. Importancia de los partidos políticos para el ejercicio 
de la democracia en Ecuador
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visión respecto a lo que esperan del sistema político, sus componentes o sus 
actores (candidato, político y partido).

Para Bustamante (1998, 34), las dos principales regiones representan 
“dos mundos” o “formas de acción política” distintas y opuestas: una Cos-
ta “machista, de padrinos y caciques que movilizan las rutinas sociales y 
culturales más tradicionalistas” (populismo cacical/patronal) mientras que 
la Sierra es más “racional burocrática” y “postradicional” (“modernismo 
cosmopolita”). Como destaca Andrade (2001b, 130), esta distinción ar-
quetípica parecería más una división: una “guerra de Don Corleone contra 
Max Weber”.

Las significativas diferencias regionales y la percepción que las élites 
tengan al respecto inciden en las estrategias electorales de los partidos, 
tanto en el estilo de la campaña electoral como en la selección de las per-
sonas que se postulan para los cargos de representación popular. Los par-
tidos que tienen tradicionalmente posiciones dominantes en un espacio 
territorial determinado, en los que sus élites cuentan con una identidad 
fuertemente diferenciada, buscan ‘captar’ candidatos que representan 
identidades de la región donde, dichos partidos tienen dificultades para 
conseguir sus apoyos. También desarrollan estrategias comunicacionales 
acordes con los valores e identidades de cada una de las regiones (Villavi-
cencio 1990; Freidenberg y Alcántara 2001a).

En las percepciones y valores de las élites ecuatorianas también resulta 
factible encontrar la cuestión regional, toda vez que diferentes sucesos han 
mostrado durante las últimas décadas una cierta radicalización en torno a 
este tema.45 Los datos del Proyecto de Élites Parlamentarias en América La-
tina (PELA) (1996-2012) muestran que, según los diputados, la cuestión 
regional es importante, y esto afecta su focus de representación.46

45  El 32% de los diputados entrevistados por PELA en 1998 señaló que la descentralización y 
democratización regional era el tema más relevante para la consolidación de la democracia, por delante 
de otras cuestiones, como el consenso sobre la Constitución y las instituciones básicas (25%) o el 
desarrollo de procesos electorales limpios y libres (21%).

46  Referirse al focus de representación supone analizar el tipo de interés que defienden los repre-
sentantes, que pueden ser los de una determinada circunscripción como los de toda la nación, esto es, 
intereses localistas frente a otros de carácter más generalista. El primer paso para determinar la natu-
raleza del focus de representación es establecer cuál es la idea que los diputados tienen sobre a quiénes 
representan. Se trata de determinar si entre los legisladores ecuatorianos prevalece la concepción del 

Si bien en 1998 la mayoría tenía una visión clásica de la representación 
como mandato representativo (el 76% señalaba que representaban a la ciu-
dadanía de todo el país); un grupo importante (cerca del 22%) sostuvo que 
representaba a las ciudadanía de su circunscripción, lo que lleva a pensar 
en un mandato de carácter más localista. Es importante señalar que esta 
respuesta fue dada incluso cuando la opción ‘representa a todos los ecua-
torianos’ no era leída ni dada como opción por el entrevistador. De este 
modo, habría un grupo de legisladores que creía que sus representados eran 
la ciudadanía de su provincia y no la de todo el país.47 Esto da cuenta del 
impacto que tiene el modo en que se eligen los diputados sobre la visión 
de la condición de representación.

En la siguiente legislatura esto cambió de manera crucial: el 84,7% 
indicó que representaba a todos los electores de su provincia, mientras 
el 3,1% creía que representaba a todos los ecuatorianos. En 2009-2012, 
los datos regresaron a lo que había sido la respuesta de 2003. La mayoría 
de asambleístas manifestó representar a todos los ecuatorianos (76,5%) 
mientras solo un 15% se decantó por los electores de su circunscripción 
(cuadro 10.5). 

mandato representativo que sostiene que el diputado representa al conjunto de electores de la nación 
o que por el contrario prevalece la noción de que representan a un distrito en particular, una provincia 
o una determinada región. 

47  La pregunta planteada fue: “De las siguientes opiniones que le voy a mostrar a continuación, 
señáleme, por favor, ¿a quién cree usted que representa durante su actividad parlamentaria?” Respues-
tas: “A todos los votantes de su partido; A todos los electores de su provincia, Al partido político que 
pertenece; a todos los ecuatorianos (no leer)” [PELA#51 1998-2012]. Para PELA 1996 no existe esa 
pregunta. 
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Cuadro 10.5. Actitudes de las élites legislativas respecto 
de la representación (1996-2012)

Congreso
1996-
1998

Congreso
1998-2002

Congreso
2003-
2008

Asamblea
2009-
2012

% diputados que cree que repre-
senta a todos los ecuatorianos - 76 3,1 76,5

% diputados que cree que repre-
senta a todos los electores de su 
provincia

- 22 84,7 15,2

% diputados que escucha o toma 
en cuenta preferentemente a los 
electores de su circunscripción (o 
departamento) [valor = mucho]

- 60,7 70,5 42,4

% diputados que vota según los 
intereses de su provincia (más que 
de su partido)

56 66,7 82,6 49,2

% diputados que considera im-
portante representar a la nación 
como su principal tarea legislativa 

- 65,2 24,5 16,9

% diputados que considera im-
portante representar los intereses 
de su provincia como su principal 
tarea legislativa

- 67,9 17,3 4,2

Fuente: PELA 1996-2012. 

Otros indicadores de la misma encuesta señalan una mayor importancia 
de la representación local frente a la general. Las respuestas a las pregunta 
acerca de qué grupos se tiene en cuenta al momento de tomar decisiones 
contribuyen en este sentido. El 60,7% de los legisladores de 1998 señaló 
que al momento de tomar decisiones, escuchaba preferentemente a los 
electores de su circunscripción (provincia), por encima de otros grupos y 
sectores, como la opinión pública, el líder de su partido, otros diputados 
de su agrupación, los grupos de interés o los medios de comunicación. 

Otro indicador de que los diputados ecuatorianos se inclinan hacia una 
noción localista (o, si se quiere, regionalista) de la representación política es 

la pregunta acerca de los conflictos entre partido y provincia.48 Los miem-
bros de los partidos sostuvieron, en 1998, que en el caso de que hubiera un 
conflicto entre los intereses de su partido y los de su provincia, preferirían 
defender los de su provincia y votar en función de estos. El 68% de los 
entrevistados en ese año se manifestó en este sentido, incrementó a 82,6% 
en 2003 y se redujo a 49,2% en la Asamblea de 2009. 

Al consultarles acerca de la importancia de representar los intereses de 
su provincia durante su actividad legislativa, solo el 17,3% de 2003-2006 
respondió que esa tarea era muy importante para él como diputado, mien-
tras el 24,5% indicó que más importante era representar la nación49 (cua-
dro 10.5). Los datos de 2009 señalan valores mucho menores (4,2% repre-
sentar la provincia y 16,9% representar la nación), lo que quizás comienza 
a indicar una tendencia a una menor importancia de la representación 
regional en la labor legislativa. 

Izquierda-derecha 

Las categorías de izquierda y derecha están asociadas a valores, creencias 
y modos de comprender la sociedad, lo que ayuda a predecir actitu-
des, evaluaciones de objetos políticos y posiciones sobre issues (Inglehart 
1984). Funcionan como etiquetas de carácter heurístico, como atajos 
cognitivos, mediante los cuales los votantes y las élites políticas orga-
nizan información sobre la política (Herrera y Seoane 1989; Hinich y 
Munger 1994). Estudios recientes han analizado igualmente las dificul-
tades que para la estructuración ideológico-programática supone la baja 
institucionalización de los sistemas de partidos. No obstante, distintos 
trabajos comparativos han mostrado la utilidad de analizar las ubicacio-
nes ideológicas de los políticos (Alcántara 2006; Kitschelt et al. 2010), 

48  La pregunta planteada fue: “Y, cuando hay un conflicto entre las necesidades de su provincia y 
las posiciones de su partido político, usted suele votar con ... ?” [PELA# 23a 1996-2012].

49  La pregunta planteada fue: “Pensando en el trabajo que desempeña como diputado, durante 
su actividad parlamentaria, dígame por favor, a qué tres de los siguientes aspectos le da usted más 
importancia” [PELA#49 1998-2012].
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una manera de comprender los vínculos existentes entre ellos y la ciuda-
danía (Došek 2011).

Los datos de LAPOP de 2010, respecto a la posición ideológica de 
la ciudadanía en el eje izquierda-derecha, muestran que, a pesar de las 
dificultades de reconocer la escala de al menos el 32,73% de la pobla-
ción (Došek 2011, 3), quienes responden a la pregunta de autoubicación 
ideológica, se posicionan en una media de 5,31.50 Un grupo mayoritario 
de personas entrevistadas (el 29%) se ubica en el centro (5) del espectro 
ideológico; si se suman las ubicaciones de 4,5 y 6, ampliando lo que se 
considera el centro, el número de ciudadanos se incrementa a 52,12% 
(gráfico 10.4).

A diferencia de la ciudadanía en general, los hombres y mujeres que 
ocupan puestos políticos no han tenido problemas para situarse a sí mis-
mos, a sus partidos y a los demás partidos en la dimensión izquierda-de-
recha. El 99% de los legisladores entrevistados por PELA (1996, 1998, 
2003, 2009) respondió a la pregunta respecto a su ubicación ideológica 
y todos los políticos consultados ubicaron sin dificultades a sus organi-
zaciones partidistas. En la última encuesta realizada (2009-2012), cerca 
del 23,08% de los políticos entrevistados se ubicó en el centro (5), pero a 
diferencia de la ciudadanía, un grupo significativo, cercano al 20,88%, se 
posicionó hacia la izquierda (3). Esto sugiere que un sector de las élites se 
ubica en un espacio ideológico carente de seguidores (gráfico 10.4). 

50  La pregunta empleada por LAPOP para medir la posición en la escala izquierda-derecha es: 
“En esta hoja hay una escala de 1 a 10 que va de izquierda a derecha. Hoy en día mucha gente, cuando 
conversa de tendencias políticas, habla de izquierdistas y derechistas, o sea, de gente que simpatiza más 
con la izquierda y de gente que simpatiza más con la derecha. Según el sentido que tengan para usted 
los términos ‘izquierda’ y ‘derecha’ cuando piensa sobre su punto de vista político, ¿dónde se colocaría 
usted en esta escala?”.

También se puede analizar la autoubicación ideológica al calcular la posición 
media de los diputados en función de su partido político (cuadro 10.6). 
Los resultados entre 1996 y 2003 arrojan medias que ubican al PSC como 
la agrupación más a la derecha y al MUPP-NP más a la izquierda. En la 
siguiente legislatura (2009-2012), las agrupaciones ubicadas en los extremos 
fueron el MPD y el PSC. Los datos presentados muestran que los diputados 
no han mantenido estables sus autodefiniciones, sino que han ido variando 
durante el período analizado. Por ejemplo, el PSC ha ido extremando sus 
posturas entre 1996 y 2006, de una posición moderada hacia una ubicación 
media más de derecha (6,4 en 1996 a 6,8 en 2006). Esa dirección en las 
orientaciones es la que las personas afiliadas al PSC también perciben de su 
agrupación política (6,83 en 1996, 7,4 en 1998 y 8,09 en 2006). 

Los políticos de los demás partidos sostenían que este se encontraba en 
una posición muchísimo más extrema que la que señalan sus miembros. 
Para 1996, el resto de partidos ubicaron al PSC en una media de 9,35. 

Fuente: Došek 2011, basado en datos de LAPOP y PELA.

Gráfico 10.4. Autoubicación ideológica de la ciudadanía
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Sin embargo, dos años después, la evaluación fue más moderada (8,7 de 
media), debido a las estrategias que desarrollaban en ese momento, promo-
viendo el diálogo y las alianzas con la DP en el marco de la ‘aplanadora’, lo 
que facilitó el acuerdo en la Asamblea Constituyente de 1997 y en el Con-
greso Nacional. Para 1999 ya disuelta la ‘aplanadora’, los demás partidos 
volvieron a ubicarlo en una posición extrema, que se mantuvo en la última 
ronda de entrevistas en 2003. Al realizar las entrevistas de 2009, diver-
sos miembros del PSC habían integrado el movimiento cívico Madera de 
Guerrero, que se ubicó en 6,7 de la media y los demás partidos lo hicieron 
en la misma posición. 

A la DP se la ha ubicado hasta 2002 en el centro ideológico. El partido 
fue creado en la década de 1960, bajo la denominación de DC, pero en 
alianza con sectores progresistas. Las encuestas señalan que en 1996 los de-
mócratas populares se autoubicaron en el centro-izquierda (4,25) y en 1998 
un poco más hacia el centro (5,4). En 2003, el partido solo contaba con 
cuatro diputados, con lo cual su influencia disminuyó de manera significa-
tiva.51 Al analizar cómo perciben a la DP los políticos de los demás partidos, 
la impresión es que este partido dio un giro desde la centro-izquierda hacia 
la derecha (en 1996 lo ubicaron en 5,21, en 1998 en 7,53, y en 2003 en 
7,4).

La ID, organización que ha defendido las tesis socialdemócratas desde 
mediados de los años 60, se ha identificado en el centro-izquierda del es-
cenario político. Sus militantes se perciben en esa ubicación; señalan a su 
partido en esa línea y, paralelamente, los demás grupos también la vinculan 
con ese espacio ideológico. Sus miembros, como los de los otros partidos, 
coinciden perfectamente en la ubicación de la ID, al punto que los cam-
bios hacia la izquierda percibidos por unos y otros, en los últimos cuatro 

51  Estos cambios en las ubicaciones de la DP se corresponden, además, con las modificaciones que 
en 1993 realizó el Congreso Ideológico respecto a los principios político-económicos que se sustentaban, 
que iban del socialismo comunitario a la defensa del libre mercado y la iniciativa privada. La explicación 
de estas variaciones puede hallarse tanto en la alianza que esta agrupación realizó con el PSC; en las es-
trategias y contenidos de la campaña electoral de Jamil Mahuad que consistió en un ‘viaje al centro’ del 
espacio político; en la conflictiva escisión de cara a las elecciones de 2002 y los conflictos por el control 
del partido. Si en 1998 DP-PSC formaban la ‘aplanadora’, un año después esa alianza ya estaba rota y se 
estaban negociando leyes importantes con el centro-izquierda (ID y PK).

años, coinciden plenamente. Este sería el caso de mayor coincidencia ideo-
lógica en comparación con los otros partidos. 

Los miembros del PRE, a diferencia de lo que muchos actores políticos 
han sostenido, no han tenido dificultades para identificarse en la escala 
ideológica. En el análisis se observa que, entre 1996 y 2003, los roldo-
sistas fueron radicalizando sus posturas, en el sentido contrario al de los 
socialcristianos: de una ubicación de centroizquierda (4,13) a una más de 
izquierda (3,9). En tanto, la percepción de su agrupación se mantenía en el 
centro-izquierda. Ahora bien, mientras los roldosistas se autoubicaban a la 
izquierda, los políticos de los otros partidos los ubicaron en el centro-derecha 
(6,5 en 1996 y 1998 y 7,1 en 2003). Este es un ejemplo de la distancia 
existente entre lo que los políticos creen de sí mismos y su partido, y lo que 
los militantes de otros partidos señalan. 	

Las personas que militan en el MUPP-NP son las que más dificulta-
des han tenido para ubicarse en la escala, aunque finalmente consiguie-
ron señalar su percepción ideológica.52 Se ubicaron a la izquierda, en la 
posición extrema, con lo cual radicalizaron su ubicación en los últimos 
cuatro años. En 1996 y en 1998 los legisladores se colocaron en 3,14 de 
la media y, en 2003, en 3. La percepción de los militantes sobre su mo-
vimiento coincidió con lo respondido en la autoubicación, aunque los 
demás partidos lo ponían, en 1996, en una posición mucho más extrema 
que la propia (1,92); dicha percepción cambió hacia el centro-izquierda 
(3,63 en 1998, 3,70 en 2003) y regresó hacia el extremo en la última 
legislatura (2,33 en 2009).

52  Las únicas dificultades para emplear la escala izquierda-derecha se dio principalmente entre los 
diputados indígenas del movimiento en la encuesta de 1998, puesto que sostenían que estas categorías 
no se adecuaban a la manera en que concebían la política. Así y todo, la mayor parte se autoubicó en 
esa escala. 
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en el continuum izquierda-derecha (1996-1998)

(1996-1998)

Iz-
quierda

Centro-
izquier-

da

Cen-
tro

Centro-
derecha

Dere-
cha n

Autoubi-
cación 
media

Desvia-
ción típica

Identi-
ficación 
media

Des-
viación 
típica

n Dif.

PSC 0 8,3 33,3 54,2 4,2 23 6,46 1,47 6,83 1,44 22 0,37

DP 10 10 70 0 0 11 4,25 1,16 4,44 1,22 9 0,19
PRE 20 20 60 0 0 18 4,13 1,21 4,33 1,27 18 0,2

MUPP-
NP 37,5 37,5 12,5 0 0 7 3,14 0,00 3,43 2,47 6 0,29

(1998-2002)

Iz-
quierda

Centro-
izquier-

da

Cen-
tro

Centro-
derecha

Dere-
cha n

Autoubi-
cación 
media

Desvia-
ción típica

Identi-
ficación 
media

Des-
viación 
típica

n Dif.

PSC 0 7,7 38,5 30,8 19,2 26 6,76 1,81 7,46 1,61 26 0,7
DP 3,2 9,7 64,5 9,7 9,7 31 5,47 1,41 5,73 1,33 30 0,26
PRE 22,7 18,2 54,5 4,5 0 22 4,14 2,80 4,48 2,06 21 0,34

ID 5,9 58,8 35,3 0 0 17 4,06 1,50 4,24 1,99 17 0,18
MUPP-

NP 42,9 28,6 0 14,3 0 7 3,17 1,60 3,50 1,39 6 0,33

(2003-2006)

Iz-
quierda

Centro-
izquier-

da

Cen-
tro

Centro-
derecha

Dere-
cha n

Autoubi-
cación 
media

Desvia-
ción típica

Identi-
ficación 
media

Des-
viación 
típica

n Dif.

PSC 4,3 0 39,1 43,5 13,0 23 6,83 1,92 8,09 1,59 23 1,26

PRE 28,6 14,3 35,7 14,3 0 14 3,92 2,36 4,21 1,80 14 0,29

ID 13,3 66,7 13,3 6,7 0 15 3,60 1,5 3,47 1,18 15 0,13
MUPP-

NP 36,4 45,5 18,2 0 0 11 3,00 1,41 3,22 1,30 9 0,22

PRIAN 0 40,0 20,0 20,0 20 10 5,60 2,27 7,10 1,10 10 1,5

SP 50,0 16,7 16,7 16,7 0 6 3,67 2,42 4,00 0,89 6 0,33

(2009-2012)

Iz-
quierda

Centro-
izquier-

da

Cen-
tro

Centro-
derecha

Dere-
cha n

Autoubi-
cación 
media

Desvia-
ción típica

Identi-
ficación 
media

Des-
viación 
típica

n Dif.

PSC 0 0 57,14 28,57 14,28 7 6,71 - 6,71 - 7 0

PRE 0 50 0 50 0 2 6,5 - 5 - 2 1,5

ID 0 50 0 50 0 2 6 - 5 - 2 1
MUPP-

NP 33,33 66,66 0 0 0 3 2,33 - 1,67 - 3 0,67

PRIAN 0 0 60 40 0 5 6,4 - 7,6 - 5 1,2

PSP 0 0 7,69 92,30 0 13 5,30 - 5,5 - 14 0,19

Pais 46,51 39,53 11,63 0 2,33 43 2,79 - 3,09 - 43 0,30

MPD 50 50 0 0 0 4 2 - 1,5 - 4 0,5

En el análisis se repite una pauta que otros estudios han señalado como 
característica de este tipo de estudio: la correspondencia entre la autou-
bicación ideológica y el posicionamiento que los diputados hacen de sus 
partidos.53 Lo que resulta interesante es que la posición de los diputados 
sobre sí mismos no corresponde con la percepción que de ellos tienen los 
miembros de otros partidos. De este modo, en cada partido estudiado, los 
diputados se autoubican más a la izquierda de lo que los demás legisladores 
perciben del partido en el que militan (gráfico 10.5). Ello da cuenta de las 
dificultades y limitantes existentes en relación con la ideología en la polí-
tica ecuatoriana. 

Conclusiones

El análisis del período identifica al menos dos momentos claves en las 
preferencias de la ciudadanía ecuatoriana. En una primera descripción, 
el perfil del ‘ciudadano medio ecuatoriano’ sería el de una persona que se 
siente extremadamente orgullosa de ser ecuatoriana pero que no cree que 
el sistema que le gobierna sea el mejor, que no confía en sus instituciones 
políticas y que manifiesta bajos niveles de tolerancia política hacia los que 
no están de acuerdo con su punto de vista. Al mismo tiempo, confía en la 
Iglesia, en las Fuerzas Armadas, en su familia y en su entorno, y se siente 
más cercano a las instancias locales de participación. 

Esta persona expresa un bajo nivel de confianza en las reglas de juego, 
escasa tolerancia y respeto hacia lo diferente y una relativa aceptación de 
los mecanismos alternativos de acción política (incluso los violentos y ex-
trainstitucionales). Con este tipo de actitudes no es de extrañar entonces 

53  Una vez que se identifica cómo los partidos y sus políticos se ubican en el eje izquierda-derecha 
y que lo hacen de manera diferenciada, es posible identificar si esas diferencias de medias entre las 
élites de cada partido son significativas. Mediante la utilización de la técnica ANOVA (aplicando los 
procedimientos de comparación post hoc y eligiendo el coeficiente de Scheffé) se exploró la naturaleza 
de esas diferencias en dos variables analizadas: la de identificación partidista y la de autoubicación 
ideológica. En todos los casos analizados, el ANOVA ha sido significativo al .00, con lo que se rechaza 
la homogeneidad (igualdad) ideológica de los partidos políticos ecuatorianos. Se reportan resultados 
significativos con un alfa de .05.Fuente: PELA 1996-2012. 

Nota: Para este análisis se reagruparon los valores de respuesta de la siguiente manera: izquierda: 1-2; centro-izquierda: 3-4; 
centro: 5-6; centro-derecha: 7-8 y derecha: 9-10. La diferencia es calculada tras restar la autoubicación media de las personas 
afiliadas a cada partido y la posición media de la identificación atribuida por las mismas a cada partido, en escalas de 1 a 10. 
Las medias están calculadas antes de dividir el grupo en segmentos.
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que los políticos y la ciudadanía, al no encontrar respuestas efectivas en las 
instituciones previstas por el sistema para protegerles, apelen a mecanismos 
no convencionales, al margen del Estado de derecho y los actores tradicio-
nales de la representación política.

En una segunda descripción, el perfil del ciudadano ecuatoriano ha cam-
biado, particularmente en algunas de las preferencias hacia el sistema político 
y sus instituciones. En los últimos años se han expresado variaciones respecto 
a la percepción sobre la legitimidad del sistema político, el nivel de confianza 
en los actores políticos y las instituciones e incluso en el funcionamiento 
de la democracia. Los niveles de valoración del sistema político son mucho 
mayores que lo que se expresaban en los primeros estudios (2002), lo mismo 
que el nivel de confianza hacia el Congreso/Asamblea Nacional se ha incre-
mentado en 16,8 puntos porcentuales entre 2002 y 2010, o con respecto al 
Gobierno nacional en unos 25,3 puntos en el mismo período. 	

En este sentido, las respuestas son mucho más optimistas de lo que 
han sido los resultados del país, lo que permite prever un futuro mucho 
más favorable para la democracia (si se lo compara con lo que fueron al 
iniciar la década de 2000). Por ejemplo, el orgullo de vivir bajo el sistema 
político ecuatoriano se incrementó en 18 puntos porcentuales de 2002 a 
2010 (Donoso et al. 2010, 96) y el nivel de apoyo al sistema político ha 
ido del 39,5% en 2002 al 48,9% en 2010. Esto indica que la ciudadanía 
ecuatoriana está más satisfecha con la democracia (en 2004 así lo indicó el 
40,3% mientras que en 2010 era del 51,3%). 

El nivel de apoyo al sistema democrático también se ha incrementado 
levemente. En 2002 el 64,1% expresó que la democracia es preferible a un 
régimen autoritario y en 2008 lo hizo el 77,6% de las personas entrevis-
tadas. Este cambio también se evidenció en otras dimensiones de análisis, 
como la del apoyo a los golpes de Estado, donde los valores se redujeron en 
unos diez puntos: solo el 36,6% se manifestó en 2010 a favor de interrum-
pir un sistema democrático.

Los datos también indican un mayor nivel de compromiso de los asam-
bleístas con la democracia del país. Si en el congreso de 1996-1998, el 
88,8% expresó que la democracia es preferible a cualquier sistema autori-
tario, en la actualidad, el porcentaje roza el 100%. Lo mismo ocurre con 
los niveles de apoyo a la idea de que sin partidos político no puede haber 
democracia. Los datos de 2009 son similares a los que había en 1996, aun 
cuando los niveles de apoyo bajaron notablemente durante las legislaturas 
que se dieron entre ambos períodos. 

Fuente: PELA. http://americo.usal.es/oir/elites/bases_de_datos.htm

Gráfico 10.5. Autoubicación ideológica de élites vs. identificación 
ideológica por parte de los otros 
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A diferencia de las percepciones de la ciudadanía, los niveles de con-
fianza de las élites hacia las instituciones y los actores políticos han decre-
cido. Los asambleístas de 2009 no confían en los partidos (solo el 23,8% 
se expresó positivamente ese año), ni en el poder judicial (solo el 25,1%), 
ni tampoco en la Policía (el 34,2%). Expresaron confiar en el Congreso/
Asamblea Nacional (61,4%), las Fuerzas Armadas (61,5%) y el presidente 
de la república (59,5%).

El hecho de que la ciudadanía cambie su histórica percepción negativa 
hacia las instituciones y el sistema político contribuye a la estabilidad de-
mocrática. Lo mismo ocurre cuando ese cambio se da en las élites políticas. 
El compromiso de la ciudadanía y las élites respecto al sistema político y 
al funcionamiento de sus instituciones es crucial para que dicho sistema 
supere los momentos de crisis o cualquier intento de ruptura autoritaria. 
Como bien apunta el dicho popular, una democracia necesita demócratas 
para sobrevivir. 
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